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DECRETO POR EL QUE SE APRUEBA LA INICIATIVA DE DECRETO POR LA CUAL SE MODIFICA EL 

PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, 

VIGENTE, PUBLICADO EL 30 DE SEPTIEMBRE DEL 2008 EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO 

FEDERAL, FE DE ERRATAS AL DECRETO QUE CONTIENE EL PROGRAMA DELEGACIONAL DE 

DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, PUBLICADA EN LA GACETA 

OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL DÍA 12 DE DICIEMBRE DEL 2008 Y REIMPRESIÓN EL 01 DE 

FEBRERO DEL 2018 EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, RESPECTO DEL PREDIO 

UBICADO EN CIRCUITO INTERIOR MELCHOR OCAMPO NÚMERO 323, COLONIA ANZURES, 

DEMARCACIÓN TERRITORIAL MIGUEL HIDALGO, CIUDAD DE MÉXICO 

 

DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO, Jefa de Gobierno de la Ciudad de México, a sus habitantes sabed. 

 

Que el H. Congreso de la Ciudad de México I Legislatura, se ha servido dirigirme el siguiente: 

 

DECRETO 

 

CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

I LEGISLATURA 

 

 

EL CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DECRETA: 

 

ÚNICO.- SE APRUEBA LA INICIATIVA DE DECRETO POR LA CUAL SE MODIFICA EL PROGRAMA 

DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, VIGENTE, 

PUBLICADO EL 30 DE SEPTIEMBRE DEL 2008 EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL, FE 

DE ERRATAS AL DECRETO QUE CONTIENE EL PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO 

URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, PUBLICADA EN LA GACETA OFICIAL DEL 

DISTRITO FEDERAL EL DÍA 12 DE DICIEMBRE DEL 2008 Y REIMPRESIÓN EL 01 DE FEBRERO DEL 2018 

EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, RESPECTO DEL PREDIO UBICADO EN 

CIRCUITO INTERIOR MELCHOR OCAMPO NÚMERO 323, COLONIA ANZURES, DEMARCACIÓN 

TERRITORIAL MIGUEL HIDALGO, CIUDAD DE MÉXICO, para quedar como sigue: 

 

DECRETO 

 

PRIMERO. - Se modifica el PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA 

DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, VIGENTE, PUBLICADO EL 30 DE SEPTIEMBRE DEL 2008 EN LA 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL, FE DE ERRATAS AL DECRETO QUE CONTIENE EL 

PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, 

PUBLICADA EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL DÍA 12 DE DICIEMBRE DEL 2008 Y 

REIMPRESIÓN EL 01 DE FEBRERO DEL 2018 EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, 

RESPECTO DEL PREDIO UBICADO EN CIRCUITO INTERIOR MELCHOR OCAMPO NÚMERO 323, 

COLONIA ANZURES, DEMARCACIÓN TERRITORIAL MIGUEL HIDALGO, CIUDAD DE MÉXICO, PARA 

PERMITIR EL USO DE SERVICIOS DE HOSPEDAJE: HOTEL, DENTRO DE UNA ALTURA MÁXIMA DE 10 

NIVELES, EN UNA SUPERFICIE MÁXIMA DE CONSTRUCCIÓN DE 6,826.96 METROS CUADRADOS. 
 

SEGUNDO. – La modificación al uso del suelo del Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación 

Miguel Hidalgo vigente, deberá cumplir con las siguientes condiciones: 

 

a) Cumplir con la demanda de cajones de estacionamiento, de acuerdo a lo señalado en el Reglamento de 

Construcciones para el Distrito Federal vigente, y en la Norma Técnica Complementaria para Proyecto 

Arquitectónico en vigor. 

 

b) Referente al servicio de agua potable y drenaje, deberá ajustarse a las condiciones del servicio que prevalece en la 

zona, las cuales serán determinadas por el Sistema de Aguas de la Ciudad de México. 
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c) El proyecto deberá contemplar y cumplir los requisitos de habitabilidad y funcionamiento que requiera el uso 

solicitado, de acuerdo a lo señalado en el Reglamento de Construcciones para el Distrito Federal vigente, y en la 

Norma Técnica Complementaria para Proyecto Arquitectónico en vigor. 

 

TERCERO. - El presente Decreto, no exime del cumplimiento de las demás disposiciones legales y reglamentarias 

aplicables en la materia. 

 

CUARTO.- Las modificaciones contenidas en el presente Decreto, son parte integral del "Programa Delegacional de 

Desarrollo Urbano para la Delegación Miguel Hidalgo" vigente, publicado el 30 de septiembre del 2008 en la Gaceta 

Oficial del Distrito Federal, fe de erratas al decreto que contiene el Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la 

Delegación Miguel Hidalgo, publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el día 12 de diciembre del 2008 y 

reimpresión el 01 de febrero del 2018 en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - Publíquese el presente decreto en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

SEGUNDO. - El presente Decreto surtirá sus efectos a partir del día siguiente de su inscripción en el Registro de los Planes 

y Programas de Desarrollo Urbano de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, previo pago de los derechos 

correspondientes de conformidad con el Artículo 242 del Código Fiscal de la Ciudad de México. 

 

TERCERO. - Si transcurridos los tres (03) meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente Decreto 

en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, la parte interesada no ha realizado los trámites y pago por concepto de 

derechos de inscripción en el Registro de los Planes y Programas de Desarrollo Urbano de la Secretaría de Desarrollo 

Urbano y Vivienda establecidos en el Código Fiscal vigente en la Ciudad de México, el presente Decreto, quedará sin 

efectos. 

 

CUARTO. - Deberá de inscribirse en el Registro Público de la Propiedad y Comercio, previo pago de los derechos 

correspondientes de conformidad con lo dispuesto en el Código Fiscal de la Ciudad de México, dentro de un plazo no mayor 

a los tres (03) meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente Decreto en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. 

 

QUINTO. - El Congreso de la Ciudad de México, notificará el presente Decreto a la persona promovente de la 

Modificación al Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación Miguel Hidalgo, vigente, a través de la 

Comisión dictaminadora, debiendo quedar constancia del expediente en términos de lo dispuesto en la fracción XVIII del 

artículo 42 de la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal. 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los once días del mes de febrero del año dos mil veintiuno. 
POR LA MESA DIRECTIVA.-DIPUTADA MARGARITA SALDAÑA HERNÁNDEZ, PRESIDENTA.- DIPUTADA 

DONAJI OFELIA OLIVERA REYES, SECRETARIA.- DIPUTADO PABLO MONTES DE OCA DEL OLMO, 

SECRETARIO.- (Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad de México; 2 párrafo segundo, 3 

fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la 

Administración Pública de la Ciudad de México; para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los veintiséis  días del mes de febrero 

del año dos mil veintiuno.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM 

PARDO.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, CARLOS ALBERTO ULLOA 

PÉREZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE, MARINA ROBLES GARCÍA.- FIRMA.- EL 

CONSEJERO JURÍDICO, NESTOR VARGAS SOLANO.- FIRMA.  
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DECRETO POR EL QUE SE APRUEBA LA INICIATIVA DE DECRETO POR LA CUAL SE MODIFICA EL 

PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, 

VIGENTE, PUBLICADO EL 30 DE SEPTIEMBRE DEL 2008 EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL, 

FE DE ERRATAS AL DECRETO QUE CONTIENE EL PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO 

URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, PUBLICADA EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO 

FEDERAL EL DÍA 12 DE DICIEMBRE DEL 2008 Y REIMPRESIÓN EL 01 DE FEBRERO DEL 2018 EN LA GACETA 

OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, RESPECTO DEL PREDIO UBICADO EN AVENIDA EJÉRCITO 

NACIONAL MEXICANO NÚMERO 843, COLONIA GRANADA, DEMARCACIÓN TERRITORIAL MIGUEL 

HIDALGO, CIUDAD DE MÉXICO 

 

DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO, Jefa de Gobierno de la Ciudad de México, a sus habitantes sabed. 

 

Que el H. Congreso de la Ciudad de México I Legislatura, se ha servido dirigirme el siguiente: 

 

DECRETO 

 

CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

I LEGISLATURA 

 

 

EL CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DECRETA: 

 

ÚNICO.- SE APRUEBA LA INICIATIVA DE DECRETO POR LA CUAL SE MODIFICA EL PROGRAMA 

DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, VIGENTE, 

PUBLICADO EL 30 DE SEPTIEMBRE DEL 2008 EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL, FE DE 

ERRATAS AL DECRETO QUE CONTIENE EL PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA 

LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, PUBLICADA EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 

DÍA 12 DE DICIEMBRE DEL 2008 Y REIMPRESIÓN EL 01 DE FEBRERO DEL 2018 EN LA GACETA OFICIAL DE 

LA CIUDAD DE MÉXICO, RESPECTO DEL PREDIO UBICADO EN AVENIDA EJÉRCITO NACIONAL 

MEXICANO NÚMERO 843, COLONIA GRANADA, DEMARCACIÓN TERRITORIAL MIGUEL HIDALGO, 

CIUDAD DE MÉXICO, para quedar como sigue: 

 

DECRETO 

 

PRIMERO. - Se modifica el PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN 

MIGUEL HIDALGO, VIGENTE, PUBLICADO EL 30 DE SEPTIEMBRE DEL 2008 EN LA GACETA OFICIAL DEL 

DISTRITO FEDERAL, FE DE ERRATAS AL DECRETO QUE CONTIENE EL PROGRAMA DELEGACIONAL DE 

DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, PUBLICADA EN LA GACETA OFICIAL 

DEL DISTRITO FEDERAL EL DÍA 12 DE DICIEMBRE DEL 2008 Y REIMPRESIÓN EL 01 DE FEBRERO DEL 2018 

EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, RESPECTO DEL PREDIO UBICADO EN AVENIDA 

EJÉRCITO NACIONAL MEXICANO NÚMERO 843, COLONIA GRANADA, DEMARCACIÓN TERRITORIAL 

MIGUEL HIDALGO, CIUDAD DE MÉXICO, PARA PERMITIR EL USO DEL SUELO DE HOTEL EN UNA 

SUPERFICIE DE CONSTRUCCIÓN DE 25,145.82 METROS CUADRADOS, DENTRO DE LA SUPERFICIE MÁXIMA 

DE CONSTRUCCIÓN DE 123,270.00 METROS CUADRADOS. 

 

SEGUNDO. – La modificación al uso del suelo del Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación Miguel 

Hidalgo vigente, deberá cumplir con las siguientes condiciones: 

 

a) Cumplir con la demanda de cajones de estacionamiento, de acuerdo a lo señalado en el Reglamento de Construcciones 

para el Distrito Federal vigente, y en la Norma Técnica Complementaria para Proyecto Arquitectónico en vigor. 

 

b) Referente al servicio de agua potable y drenaje, deberá ajustarse a las condiciones del servicio que prevalece en la zona, 

las cuales serán determinadas por el Sistema de Aguas de la Ciudad de México. 
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c) Se deberá dar cumplimiento a cada una de las condicionantes establecidas en el Acuerdo por el que se autoriza el 

Dictamen por el que se aprueba el Polígono de Actuación mediante el Sistema de Actuación Privado para el predio 

ubicado en AVENIDA EJÉRCITO NACIONAL MEXICANO NÚMERO 843, COLONIA GRANADA, 

DEMARCACIÓN TERRITORIAL MIGUEL HIDALGO, CIUDAD DE MÉXICO, autorizado mediante oficio 

número SEDUVI/CGDAU/DGDU/A-POL/053/2017, de fecha nueve de noviembre de dos mil diecisiete, adicionando a 

lo autorizado, EL USO DEL SUELO DE HOTEL, DENTRO DE UNA SUPERFICIE DE CONSTRUCCIÓN DE 

25,145.82 METROS CUADRADOS, DENTRO DE LA SUPERFICIE MÁXIMA DE CONSTRUCCIÓN DE 

123,270.00 METROS CUADRADOS. 

 

d) El proyecto deberá contemplar y cumplir los requisitos de habitabilidad y funcionamiento que requiera el uso solicitado, 

de acuerdo a lo señalado en el Reglamento de Construcciones para el Distrito Federal vigente, y en la Norma Técnica 

Complementaria para Proyecto Arquitectónico en vigor. 

 

TERCERO. - El presente Decreto, no exime del cumplimiento de las demás disposiciones legales y reglamentarias aplicables en 

la materia. 

 

CUARTO.- Las modificaciones contenidas en el presente Decreto, son parte integral del "Programa Delegacional de Desarrollo 

Urbano para la Delegación Miguel Hidalgo" vigente, publicado el 30 de septiembre del 2008 en la Gaceta Oficial del Distrito 

Federal, fe de erratas al decreto que contiene el Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación Miguel Hidalgo, 

publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el día 12 de diciembre del 2008 y reimpresión el 01 de febrero del 2018 en la 

Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - Publíquese el presente decreto en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

SEGUNDO. - El presente Decreto surtirá sus efectos a partir del día siguiente de su inscripción en el Registro de los Planes y 

Programas de Desarrollo Urbano de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, previo pago de los derechos correspondientes 

de conformidad con el Artículo 242 del Código Fiscal de la Ciudad de México. 

 

TERCERO. - Si transcurridos los tres (03) meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente Decreto en la 

Gaceta Oficial de la Ciudad de México, la parte interesada no ha realizado los trámites y pago por concepto de derechos de 

inscripción en el Registro de los Planes y Programas de Desarrollo Urbano de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda 

establecidos en el Código Fiscal vigente en la Ciudad de México, el presente Decreto, quedará sin efectos. 

 

CUARTO. - Deberá de inscribirse en el Registro Público de la Propiedad y Comercio, previo pago de los derechos 

correspondientes de conformidad con lo dispuesto en el Código Fiscal de la Ciudad de México, dentro de un plazo no mayor a los 

tres (03) meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente Decreto en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México. 

 

QUINTO. - El Congreso de la Ciudad de México, notificará el presente Decreto a la persona promovente de la Modificación al 

Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación Miguel Hidalgo, vigente, a través de la Comisión dictaminadora, 

debiendo quedar constancia del expediente en términos de lo dispuesto en la fracción XVIII del artículo 42 de la Ley de Desarrollo 

Urbano del Distrito Federal. 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los once días del mes de febrero del año dos mil veintiuno. POR LA 

MESA DIRECTIVA.-DIPUTADA MARGARITA SALDAÑA HERNÁNDEZ, PRESIDENTA.- DIPUTADA DONAJI 

OFELIA OLIVERA REYES, SECRETARIA.- DIPUTADO PABLO MONTES DE OCA DEL OLMO, SECRETARIO.- 

(Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad de México; 2 párrafo segundo, 3 

fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la 

Administración Pública de la Ciudad de México; para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los veintiséis  días del mes de febrero 

del año dos mil veintiuno.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM 

PARDO.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, CARLOS ALBERTO ULLOA 

PÉREZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE, MARINA ROBLES GARCÍA.- FIRMA.- EL 

CONSEJERO JURÍDICO, NESTOR VARGAS SOLANO.- FIRMA. 
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DECRETO POR EL QUE SE APRUEBA LA INICIATIVA DE DECRETO POR LA CUAL SE MODIFICA EL 

PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, 

VIGENTE, PUBLICADO EL 30 DE SEPTIEMBRE DEL 2008 EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO 

FEDERAL, FE DE ERRATAS AL DECRETO QUE CONTIENE EL PROGRAMA DELEGACIONAL DE 

DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, PUBLICADA EN LA GACETA 

OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL DÍA 12 DE DICIEMBRE DEL 2008 Y REIMPRESIÓN EL 01 DE 

FEBRERO DEL 2018 EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, RESPECTO DEL PREDIO 

UBICADO EN AVENIDA EJÉRCITO NACIONAL MEXICANO NÚMERO 769, COLONIA GRANADA, 

DEMARCACIÓN TERRITORIAL MIGUEL HIDALGO, CIUDAD DE MÉXICO 

 
DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO, Jefa de Gobierno de la Ciudad de México, a sus habitantes sabed. 

 

Que el H. Congreso de la Ciudad de México I Legislatura, se ha servido dirigirme el siguiente: 

 

DECRETO 

 

CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

I LEGISLATURA 

 

EL CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DECRETA: 

 

ÚNICO.- SE APRUEBA LA INICIATIVA DE DECRETO POR LA CUAL SE MODIFICA EL PROGRAMA 

DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, VIGENTE, 

PUBLICADO EL 30 DE SEPTIEMBRE DEL 2008 EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL, FE 

DE ERRATAS AL DECRETO QUE CONTIENE EL PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO 

URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, PUBLICADA EN LA GACETA OFICIAL DEL 

DISTRITO FEDERAL EL DÍA 12 DE DICIEMBRE DEL 2008 Y REIMPRESIÓN EL 01 DE FEBRERO DEL 2018 

EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, RESPECTO DEL PREDIO UBICADO EN AVENIDA 

EJÉRCITO NACIONAL MEXICANO NÚMERO 769, COLONIA GRANADA, DEMARCACIÓN TERRITORIAL 

MIGUEL HIDALGO, CIUDAD DE MÉXICO, para quedar como sigue: 

 

DECRETO 

 

PRIMERO. - Se modifica el PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA 

DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, VIGENTE, PUBLICADO EL 30 DE SEPTIEMBRE DEL 2008 EN LA 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL, FE DE ERRATAS AL DECRETO QUE CONTIENE EL 

PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, 

PUBLICADA EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL DÍA 12 DE DICIEMBRE DEL 2008 Y 

REIMPRESIÓN EL 01 DE FEBRERO DEL 2018 EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, 

RESPECTO DEL PREDIO UBICADO EN AVENIDA EJÉRCITO NACIONAL MEXICANO NÚMERO 769, 

COLONIA GRANADA, DEMARCACIÓN TERRITORIAL MIGUEL HIDALGO, CIUDAD DE MÉXICO, PARA 

PERMITIR EL USO DE SERVICIOS DE HOSPEDAJE: HOTEL, EN UNA SUPERFICIE DE CONSTRUCCIÓN 

DE 12,894.23 METROS CUADRADOS, DENTRO DE LA SUPERFICIE MÁXIMA DE CONSTRUCCIÓN DE 

369,233.40 METROS CUADRADOS. 

 

SEGUNDO. – La modificación al uso del suelo del Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación 

Miguel Hidalgo vigente, deberá cumplir con las siguientes condiciones: 

 

a) Cumplir con la demanda de cajones de estacionamiento, de acuerdo a lo señalado en el Reglamento de 

Construcciones para el Distrito Federal vigente, y en la Norma Técnica Complementaria para Proyecto 

Arquitectónico en vigor. 

 

b) Referente al servicio de agua potable y drenaje, deberá ajustarse a las condiciones del servicio que prevalece en la 

zona, las cuales serán determinadas por el Sistema de Aguas de la Ciudad de México. 
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c) Se deberá dar cumplimiento a cada una de las condicionantes establecidas en el Acuerdo por el que se autoriza el 

Dictamen por el que se aprueba el Polígono de Actuación mediante el Sistema de Actuación Privado para el predio 

ubicado en AVENIDA EJÉRCITO NACIONAL MEXICANO NÚMERO 769, COLONIA GRANADA, 

DEMARCACIÓN TERRITORIAL MIGUEL HIDALGO, CIUDAD DE MÉXICO, registrado con el número de 

folio 44689-118MOMA11, adicionando a lo señalado en los Resolutivos Primero y Segundo, EL USO DE SERVICIOS 

DE HOSPEDAJE: HOTEL, DENTRO DE UNA SUPERFICIE DE CONSTRUCCIÓN DE 12,894.23 METROS 

CUADRADOS, DENTRO DE LA SUPERFICIE MÁXIMA DE CONSTRUCCIÓN DE 369,233.40 METROS 

CUADRADOS. 

 

d) El proyecto deberá contemplar y cumplir los requisitos de habitabilidad y funcionamiento que requiera el uso solicitado, 

de acuerdo a lo señalado en el Reglamento de Construcciones para el Distrito Federal vigente, y en la Norma Técnica 

Complementaria para Proyecto Arquitectónico en vigor. 

 

TERCERO. - El presente Decreto, no exime del cumplimiento de las demás disposiciones legales y reglamentarias aplicables en 

la materia. 

 

CUARTO.- Las modificaciones contenidas en el presente Decreto, son parte integral del "Programa Delegacional de Desarrollo 

Urbano para la Delegación Miguel Hidalgo" vigente, publicado el 30 de septiembre del 2008 en la Gaceta Oficial del Distrito 

Federal, fe de erratas al decreto que contiene el Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación Miguel Hidalgo, 

publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el día 12 de diciembre del 2008 y reimpresión el 01 de febrero del 2018 en la 

Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - Publíquese el presente decreto en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

SEGUNDO. - El presente Decreto surtirá sus efectos a partir del día siguiente de su inscripción en el Registro de los Planes y 

Programas de Desarrollo Urbano de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, previo pago de los derechos correspondientes 

de conformidad con el Artículo 242 del Código Fiscal de la Ciudad de México. 

 

TERCERO. - Si transcurridos los tres (03) meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente Decreto en la 

Gaceta Oficial de la Ciudad de México, la parte interesada no ha realizado los trámites y pago por concepto de derechos de 

inscripción en el Registro de los Planes y Programas de Desarrollo Urbano de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda 

establecidos en el Código Fiscal vigente en la Ciudad de México, el presente Decreto, quedará sin efectos. 

 

CUARTO. - Deberá de inscribirse en el Registro Público de la Propiedad y Comercio, previo pago de los derechos 

correspondientes de conformidad con lo dispuesto en el Código Fiscal de la Ciudad de México, dentro de un plazo no mayor a los 

tres (03) meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente Decreto en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México. 

 

QUINTO. - El Congreso de la Ciudad de México, notificará el presente Decreto a la persona promovente de la Modificación al 

Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación Miguel Hidalgo, vigente, a través de la Comisión dictaminadora, 

debiendo quedar constancia del expediente en términos de lo dispuesto en la fracción XVIII del artículo 42 de la Ley de Desarrollo 

Urbano del Distrito Federal. 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los once días del mes de febrero del año dos mil veintiuno. POR LA 

MESA DIRECTIVA.-DIPUTADA MARGARITA SALDAÑA HERNÁNDEZ, PRESIDENTA.- DIPUTADA DONAJI 

OFELIA OLIVERA REYES, SECRETARIA.- DIPUTADO PABLO MONTES DE OCA DEL OLMO, SECRETARIO.- 

(Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad de México; 2 párrafo segundo, 3 

fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la 

Administración Pública de la Ciudad de México; para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los veintiséis  días del mes de febrero 

del año dos mil veintiuno.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM 

PARDO.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, CARLOS ALBERTO ULLOA 

PÉREZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE, MARINA ROBLES GARCÍA.- FIRMA.- EL 

CONSEJERO JURÍDICO, NESTOR VARGAS SOLANO.- FIRMA. 
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DECRETO POR EL QUE SE APRUEBA LA INICIATIVA DE DECRETO POR LA CUAL SE MODIFICA EL 

PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, 

VIGENTE, PUBLICADO EL 30 DE SEPTIEMBRE DEL 2008 EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO 

FEDERAL, FE DE ERRATAS AL DECRETO QUE CONTIENE EL PROGRAMA DELEGACIONAL DE 

DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, PUBLICADA EN LA GACETA 

OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL DÍA 12 DE DICIEMBRE DEL 2008 Y REIMPRESIÓN EL 01 DE 

FEBRERO DEL 2018 EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, RESPECTO DEL PREDIO 

UBICADO EN AVENIDA RÍO SAN JOAQUÍN NÚMERO 498, COLONIA AMPLIACIÓN GRANADA, 

DEMARCACIÓN TERRITORIAL MIGUEL HIDALGO, CIUDAD DE MÉXICO 

 
DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO, Jefa de Gobierno de la Ciudad de México, a sus habitantes sabed. 

 

Que el H. Congreso de la Ciudad de México I Legislatura, se ha servido dirigirme el siguiente: 

 

DECRETO 

 

CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

I LEGISLATURA 

 

EL CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DECRETA: 

 

ÚNICO.- SE APRUEBA LA INICIATIVA DE DECRETO POR LA CUAL SE MODIFICA EL PROGRAMA 

DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, VIGENTE, 

PUBLICADO EL 30 DE SEPTIEMBRE DEL 2008 EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL, FE 

DE ERRATAS AL DECRETO QUE CONTIENE EL PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO 

URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, PUBLICADA EN LA GACETA OFICIAL DEL 

DISTRITO FEDERAL EL DÍA 12 DE DICIEMBRE DEL 2008 Y REIMPRESIÓN EL 01 DE FEBRERO DEL 2018 

EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, RESPECTO DEL PREDIO UBICADO EN AVENIDA 

RÍO SAN JOAQUÍN NÚMERO 498, COLONIA AMPLIACIÓN GRANADA, DEMARCACIÓN TERRITORIAL 

MIGUEL HIDALGO, CIUDAD DE MÉXICO, para quedar como sigue: 

 

DECRETO 

 

PRIMERO. - Se modifica el PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA 

DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, VIGENTE, PUBLICADO EL 30 DE SEPTIEMBRE DEL 2008 EN LA 

GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL, FE DE ERRATAS AL DECRETO QUE CONTIENE EL 

PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, 

PUBLICADA EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL DÍA 12 DE DICIEMBRE DEL 2008 Y 

REIMPRESIÓN EL 01 DE FEBRERO DEL 2018 EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, 

RESPECTO DEL PREDIO UBICADO EN AVENIDA RÍO SAN JOAQUÍN NÚMERO 498, COLONIA 

AMPLIACIÓN GRANADA, DEMARCACIÓN TERRITORIAL MIGUEL HIDALGO, CIUDAD DE MÉXICO, 

PARA PERMITIR EL USO DE HOTEL EN UNA SUPERFICIE DE CONSTRUCCIÓN DE 3,009.24 METROS 

CUADRADOS, DENTRO DE LA SUPERFICIE MÁXIMA DE CONSTRUCCIÓN DE 266,413.38 METROS 

CUADRADOS. 
 

SEGUNDO. – La modificación al uso del suelo del Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación 

Miguel Hidalgo vigente, deberá cumplir con las siguientes condiciones: 

 

a) Cumplir con la demanda de cajones de estacionamiento, de acuerdo a lo señalado en el Reglamento de 

Construcciones para el Distrito Federal vigente, y en la Norma Técnica Complementaria para Proyecto 

Arquitectónico en vigor. 

 

b) Referente al servicio de agua potable y drenaje, deberá ajustarse a las condiciones del servicio que prevalece en la 

zona, las cuales serán determinadas por el Sistema de Aguas de la Ciudad de México. 
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c) Se deberá dar cumplimiento a cada una de las condicionantes establecidas en el Acuerdo por el que se autoriza el 

Dictamen por el que se aprueba el Polígono de Actuación mediante el Sistema de Actuación Privado para el predio 

ubicado en AVENIDA RÍO SAN JOAQUÍN NÚMERO 498, COLONIA AMPLIACIÓN GRANADA, 

DEMARCACIÓN TERRITORIAL MIGUEL HIDALGO, CIUDAD DE MÉXICO, registrado con el número 

SEDUVI/DGDU/A-POL/057/2015, de fecha 01 de diciembre de 2015, adicionando a lo permitido, EL USO DE 

HOTEL EN UNA SUPERFICIE DE CONSTRUCCIÓN DE 3,009.24 METROS CUADRADOS, DENTRO DE 

LA SUPERFICIE MÁXIMA DE CONSTRUCCIÓN DE 266,413.38 METROS CUADRADOS. 

 

d) El proyecto deberá contemplar y cumplir los requisitos de habitabilidad y funcionamiento que requiera el uso solicitado, 

de acuerdo a lo señalado en el Reglamento de Construcciones para el Distrito Federal vigente, y en la Norma Técnica 

Complementaria para Proyecto Arquitectónico en vigor. 

 

TERCERO. - El presente Decreto, no exime del cumplimiento de las demás disposiciones legales y reglamentarias aplicables en 

la materia. 

 

CUARTO. - Las modificaciones contenidas en el presente Decreto, son parte integral del "Programa Delegacional de Desarrollo 

Urbano para la Delegación Miguel Hidalgo" vigente, publicado el 30 de septiembre del 2008 en la Gaceta Oficial del Distrito 

Federal, fe de erratas al decreto que contiene el Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación Miguel Hidalgo, 

publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el día 12 de diciembre del 2008 y reimpresión el 01 de febrero del 2018 en la 

Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - Publíquese el presente decreto en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

SEGUNDO. - El presente Decreto surtirá sus efectos a partir del día siguiente de su inscripción en el Registro de los Planes y 

Programas de Desarrollo Urbano de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, previo pago de los derechos correspondientes 

de conformidad con el Artículo 242 del Código Fiscal de la Ciudad de México. 

 

TERCERO. - Si transcurridos los tres (03) meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente Decreto en la 

Gaceta Oficial de la Ciudad de México, la parte interesada no ha realizado los trámites y pago por concepto de derechos de 

inscripción en el Registro de los Planes y Programas de Desarrollo Urbano de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda 

establecidos en el Código Fiscal vigente en la Ciudad de México, el presente Decreto, quedará sin efectos. 

 

CUARTO. - Deberá de inscribirse en el Registro Público de la Propiedad y Comercio, previo pago de los derechos 

correspondientes de conformidad con lo dispuesto en el Código Fiscal de la Ciudad de México, dentro de un plazo no mayor a los 

tres (03) meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente Decreto en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México. 

 

QUINTO. - El Congreso de la Ciudad de México, notificará el presente Decreto a la persona promovente de la Modificación al 

Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación Miguel Hidalgo, vigente, a través de la Comisión dictaminadora, 

debiendo quedar constancia del expediente en términos de lo dispuesto en la fracción XVIII del artículo 42 de la Ley de Desarrollo 

Urbano del Distrito Federal. 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los once días del mes de febrero del año dos mil veintiuno. POR LA 

MESA DIRECTIVA.-DIPUTADA MARGARITA SALDAÑA HERNÁNDEZ, PRESIDENTA.- DIPUTADA DONAJI 

OFELIA OLIVERA REYES, SECRETARIA.- DIPUTADO PABLO MONTES DE OCA DEL OLMO, SECRETARIO.- 

(Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad de México; 2 párrafo segundo, 3 

fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la 

Administración Pública de la Ciudad de México; para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los veintiséis días del mes de febrero 

del año dos mil veintiuno.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM 

PARDO.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, CARLOS ALBERTO ULLOA 

PÉREZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE, MARINA ROBLES GARCÍA.- FIRMA.- EL 

CONSEJERO JURÍDICO, NESTOR VARGAS SOLANO.- FIRMA. 
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DECRETO POR EL QUE SE APRUEBA LA INICIATIVA DE DECRETO POR LA CUAL SE MODIFICA EL 

PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN CUAUHTÉMOC, 

VIGENTE, PUBLICADO EL 29 DE SEPTIEMBRE DE 2008 EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO 

FEDERAL, Y EL AVISO POR EL QUE SE DA A CONOCER LA DIFUSIÓN DEL DECRETO QUE CONTIENE 

EL PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN CUAUHTÉMOC, 

PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, TOMO II, EL 15 DE FEBRERO DEL 

2018, RESPECTO DEL INMUEBLE UBICADO EN PLAZA DE LA REPÚBLICA NÚMERO 35, COLONIA 

TABACALERA, DEMARCACIÓN TERRITORIAL CUAUHTEMOC, CIUDAD DE MÉXICO 

 
DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO, Jefa de Gobierno de la Ciudad de México, a sus habitantes sabed. 

 

Que el H. Congreso de la Ciudad de México I Legislatura, se ha servido dirigirme el siguiente: 

 

CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

I LEGISLATURA 

 

EL CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DECRETA: 

 

ÚNICO.- SE APRUEBA LA INICIATIVA DE DECRETO POR LA CUAL SE MODIFICA EL PROGRAMA 

DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN CUAUHTÉMOC, VIGENTE, 

PUBLICADO EL 29 DE SEPTIEMBRE DE 2008 EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL, Y EL 

AVISO POR EL QUE SE DA A CONOCER LA DIFUSIÓN DEL DECRETO QUE CONTIENE EL PROGRAMA 

DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN CUAUHTÉMOC, PUBLICADO EN 

LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, TOMO II, EL 15 DE FEBRERO DEL 2018, RESPECTO 

DEL INMUEBLE UBICADO EN PLAZA DE LA REPÚBLICA NÚMERO 35, COLONIA TABACALERA, 

DEMARCACIÓN TERRITORIAL CUAUHTÉMOC, CIUDAD DE MÉXICO, para quedar como sigue: 

 

DECRETO 

 

PRIMERO.  Se modifica el PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA 

DELEGACIÓN CUAUHTÉMOC, VIGENTE, PUBLICADO EL 29 DE SEPTIEMBRE DE 2008 EN LA GACETA 

OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL, Y EL AVISO POR EL QUE SE DA A CONOCER LA DIFUSIÓN DEL 

DECRETO QUE CONTIENE EL PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA 

DELEGACIÓN CUAUHTÉMOC, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, 

TOMO II, EL 15 DE FEBRERO DEL 2018, RESPECTO DEL INMUEBLE UBICADO EN PLAZA DE LA 

REPÚBLICA NÚMERO 35, COLONIA TABACALERA, DEMARCACIÓN TERRITORIAL CUAUHTÉMOC, 

CIUDAD DE MÉXICO, PARA PERMITIR EL USO DE HOTEL, EN UNA SUPERFICIE DE CONSTRUCCIÓN 

DE 7,823.00 METROS CUADRADOS, DENTRO DE LA SUPERFICIE MÁXIMA DE CONSTRUCCIÓN DE 

9,594.50 METROS CUADRADOS. 
 

SEGUNDO. – La modificación al uso del suelo del Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación 

Cuauhtémoc vigente, deberá cumplir con las siguientes condiciones: 

 

a) Cumplir con la demanda de cajones de estacionamiento, de acuerdo a lo señalado en el Reglamento de 

Construcciones para el Distrito Federal vigente, y en la Norma Técnica Complementaria para Proyecto 

Arquitectónico en vigor. 

 

b) Referente al servicio de agua potable y drenaje, deberá ajustarse a las condiciones del servicio que prevalece en la 

zona, las cuales serán determinadas por el Sistema de Aguas de la Ciudad de México. 

 

c) El proyecto deberá contemplar y cumplir los requisitos de habitabilidad y funcionamiento que requiera el uso 

solicitado, de acuerdo a lo señalado en el Reglamento de Construcciones para el Distrito Federal vigente, y en la 

Norma Técnica Complementaria para Proyecto Arquitectónico en vigor. 
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TERCERO. - El presente Decreto, no exime del cumplimiento de las demás disposiciones legales y reglamentarias 

aplicables en la materia. 

 

CUARTO. - Las modificaciones contenidas en el presente Decreto, son parte integral del “Programa Delegacional de 

Desarrollo Urbano para la Delegación Cuauhtémoc”, vigente, publicado el 29 de septiembre del 2008 en la Gaceta Oficial 

del Distrito Federal, y el aviso por el que se da a conocer la difusión del Decreto que contiene el Programa Delegacional de 

Desarrollo Urbano para la Delegación Cuauhtémoc, publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, Tomo II, el 15 

de febrero del 2018. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - Publíquese el presente decreto en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

SEGUNDO. - El presente Decreto surtirá sus efectos a partir del día siguiente de su inscripción en el Registro de los Planes 

y Programas de Desarrollo Urbano de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, previo pago de los derechos 

correspondientes de conformidad con el Artículo 242 del Código Fiscal de la Ciudad de México. 

 

TERCERO. - Si transcurridos los tres (03) meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente Decreto 

en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, la parte interesada no ha realizado los trámites y pago por concepto de 

derechos de inscripción en el Registro de los Planes y Programas de Desarrollo Urbano de la Secretaría de Desarrollo 

Urbano y Vivienda establecidos en el Código Fiscal vigente en la Ciudad de México, el presente Decreto, quedará sin 

efectos. 

 

CUARTO. - Deberá de inscribirse en el Registro Público de la Propiedad y Comercio, previo pago de los derechos 

correspondientes de conformidad con lo dispuesto en el Código Fiscal de la Ciudad de México, dentro de un plazo no mayor 

a los tres (03) meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente Decreto en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. 

 

QUINTO. - El Congreso de la Ciudad de México, notificará el presente Decreto a la persona promovente de la 

Modificación al Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación Cuauhtémoc, vigente, a través de la 

Comisión dictaminadora, debiendo quedar constancia del expediente en términos de lo dispuesto en la fracción XVIII del 

artículo 42 de la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal. 

 
Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los once días del mes de febrero del año dos mil veintiuno. POR LA 

MESA DIRECTIVA.-DIPUTADA MARGARITA SALDAÑA HERNÁNDEZ, PRESIDENTA.- DIPUTADA DONAJI 

OFELIA OLIVERA REYES, SECRETARIA.- DIPUTADO PABLO MONTES DE OCA DEL OLMO, SECRETARIO.- 

(Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad de México; 2 párrafo segundo, 3 

fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la 

Administración Pública de la Ciudad de México; para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los veintiséis  días del mes de febrero 

del año dos mil veintiuno.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM 

PARDO.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, CARLOS ALBERTO ULLOA 

PÉREZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE, MARINA ROBLES GARCÍA.- FIRMA.- EL 

CONSEJERO JURÍDICO, NESTOR VARGAS SOLANO.- FIRMA. 
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DECRETO POR EL QUE SE APRUEBA LA INICIATIVA DE DECRETO POR LA CUAL SE MODIFICA EL 

PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, 

VIGENTE, PUBLICADO EL 30 DE SEPTIEMBRE DEL 2008 EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL, 

FE DE ERRATAS AL DECRETO QUE CONTIENE EL PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO 

URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, PUBLICADA EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO 

FEDERAL EL DÍA 12 DE DICIEMBRE DEL 2008 Y REIMPRESIÓN EL 01 DE FEBRERO DEL 2018 EN LA GACETA 

OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, RESPECTO DEL PREDIO UBICADO EN AVENIDA MOLIERE NÚMERO 

515, COLONIA AMPLIACIÓN GRANADA, DEMARCACIÓN TERRITORIAL MIGUEL HIDALGO, CIUDAD DE 

MÉXICO 

 

DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO, Jefa de Gobierno de la Ciudad de México, a sus habitantes sabed. 

 

Que el H. Congreso de la Ciudad de México I Legislatura, se ha servido dirigirme el siguiente: 

 

CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

I LEGISLATURA 

 

EL CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DECRETA: 

 

ÚNICO.- SE APRUEBA LA INICIATIVA DE DECRETO POR LA CUAL SE MODIFICA EL PROGRAMA 

DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, VIGENTE, 

PUBLICADO EL 30 DE SEPTIEMBRE DEL 2008 EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL, FE DE 

ERRATAS AL DECRETO QUE CONTIENE EL PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA 

LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, PUBLICADA EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 

DÍA 12 DE DICIEMBRE DEL 2008 Y REIMPRESIÓN EL 01 DE FEBRERO DEL 2018 EN LA GACETA OFICIAL DE 

LA CIUDAD DE MÉXICO, RESPECTO DEL PREDIO UBICADO EN AVENIDA MOLIERE NÚMERO 515, 

COLONIA AMPLIACIÓN GRANADA, DEMARCACIÓN TERRITORIAL MIGUEL HIDALGO, CIUDAD DE 

MÉXICO, para quedar como sigue: 

 

DECRETO 

 

PRIMERO. - Se modifica el PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN 

MIGUEL HIDALGO, VIGENTE, PUBLICADO EL 30 DE SEPTIEMBRE DEL 2008 EN LA GACETA OFICIAL DEL 

DISTRITO FEDERAL, FE DE ERRATAS AL DECRETO QUE CONTIENE EL PROGRAMA DELEGACIONAL DE 

DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN MIGUEL HIDALGO, PUBLICADA EN LA GACETA OFICIAL 

DEL DISTRITO FEDERAL EL DÍA 12 DE DICIEMBRE DEL 2008 Y REIMPRESIÓN EL 01 DE FEBRERO DEL 2018 

EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, RESPECTO DEL PREDIO UBICADO EN AVENIDA 

MOLIERE NÚMERO 515, COLONIA AMPLIACIÓN GRANADA, DEMARCACIÓN TERRITORIAL MIGUEL 

HIDALGO, CIUDAD DE MÉXICO, PARA PERMITIR EL USO DE SERVICIOS DE HOSPEDAJE: HOTEL, EN UNA 

ALTURA MÁXIMA DE 15 NIVELES, EN UNA SUPERFICIE MÁXIMA DE CONSTRUCCIÓN DE 17,013.30 METROS 

CUADRADOS. 

 

SEGUNDO. – La modificación al uso del suelo del Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación Miguel 

Hidalgo vigente, deberá cumplir con las siguientes condiciones: 

 

a) Cumplir con la demanda de cajones de estacionamiento, de acuerdo a lo señalado en el Reglamento de Construcciones 

para el Distrito Federal vigente, y en la Norma Técnica Complementaria para Proyecto Arquitectónico en vigor. 

 

b) Referente al servicio de agua potable y drenaje, deberá ajustarse a las condiciones del servicio que prevalece en la zona, 

las cuales serán determinadas por el Sistema de Aguas de la Ciudad de México. 

 

c) Se deberá dar cumplimiento a cada una de las condicionantes establecidas en el Acuerdo por el que se autoriza el 

Dictamen por el que se aprueba el Polígono de Actuación mediante el Sistema de Actuación Privado para el predio 

ubicado en AVENIDA MOLIERE NÚMERO 515, COLONIA AMPLIACIÓN GRANADA, DEMARCACIÓN 

TERRITORIAL MIGUEL HIDALGO, CIUDAD DE MÉXICO, registrado con el número 

SEDUVI/CGDAU/DGDU/D-POL/087/2018, de fecha 10 de octubre de 2018, adicionando a lo autorizado, EL USO DE 

SERVICIOS DE HOSPEDAJE: HOTEL, EN UNA ALTURA MÁXIMA DE 15 NIVELES, EN UNA 

SUPERFICIE MÁXIMA DE CONSTRUCCIÓN DE 17,013.30 METROS CUADRADOS. 
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d) El proyecto deberá contemplar y cumplir los requisitos de habitabilidad y funcionamiento que requiera el uso solicitado, 

de acuerdo a lo señalado en el Reglamento de Construcciones para el Distrito Federal vigente, y en la Norma Técnica 

Complementaria para Proyecto Arquitectónico en vigor. 

 

TERCERO. - El presente Decreto, no exime del cumplimiento de las demás disposiciones legales y reglamentarias aplicables en 

la materia. 

 

CUARTO.- Las modificaciones contenidas en el presente Decreto, son parte integral del "Programa Delegacional de Desarrollo 

Urbano para la Delegación Miguel Hidalgo" vigente, publicado el 30 de septiembre del 2008 en la Gaceta Oficial del Distrito 

Federal, fe de erratas al decreto que contiene el Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación Miguel Hidalgo, 

publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el día 12 de diciembre del 2008 y reimpresión el 01 de febrero del 2018 en la 

Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - Publíquese el presente decreto en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

SEGUNDO. - El presente Decreto surtirá sus efectos a partir del día siguiente de su inscripción en el Registro de los Planes y 

Programas de Desarrollo Urbano de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, previo pago de los derechos correspondientes 

de conformidad con el Artículo 242 del Código Fiscal de la Ciudad de México. 

 

TERCERO. - Si transcurridos los tres (03) meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente Decreto en la 

Gaceta Oficial de la Ciudad de México, la parte interesada no ha realizado los trámites y pago por concepto de derechos de 

inscripción en el Registro de los Planes y Programas de Desarrollo Urbano de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda 

establecidos en el Código Fiscal vigente en la Ciudad de México, el presente Decreto, quedará sin efectos. 

 

CUARTO. - Deberá de inscribirse en el Registro Público de la Propiedad y Comercio, previo pago de los derechos 

correspondientes de conformidad con lo dispuesto en el Código Fiscal de la Ciudad de México, dentro de un plazo no mayor a los 

tres (03) meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente Decreto en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México. 

 

QUINTO. - El Congreso de la Ciudad de México, notificará el presente Decreto a la persona promovente de la Modificación al 

Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación Miguel Hidalgo, vigente, a través de la Comisión dictaminadora, 

debiendo quedar constancia del expediente en términos de lo dispuesto en la fracción XVIII del artículo 42 de la Ley de Desarrollo 

Urbano del Distrito Federal. 

 

 

Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los once días del mes de febrero del año dos mil veintiuno. POR LA 

MESA DIRECTIVA.-DIPUTADA MARGARITA SALDAÑA HERNÁNDEZ, PRESIDENTA.- DIPUTADA DONAJI 

OFELIA OLIVERA REYES, SECRETARIA.- DIPUTADO PABLO MONTES DE OCA DEL OLMO, SECRETARIO.- 

(Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad de México; 2 párrafo segundo, 3 

fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la 

Administración Pública de la Ciudad de México; para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los veintiséis  días del mes de febrero 

del año dos mil veintiuno.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM 

PARDO.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, CARLOS ALBERTO ULLOA 

PÉREZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE, MARINA ROBLES GARCÍA.- FIRMA.-EL 

CONSEJERO JURÍDICO, NESTOR VARGAS SOLANO.- FIRMA. 
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DECRETO POR EL QUE SE APRUEBA LA INICIATIVA DE DECRETO POR LA CUAL SE MODIFICA EL 

PROGRAMA PARCIAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA ZONA CENTRO DE TLALPAN, VIGENTE, 

PUBLICADO EL 11 DE MAYO DE 1993, EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN, RATIFICADO EL 13 

DE AGOSTO DE 2010, EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL, CON LA PUBLICACIÓN DEL 

PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN TLALPAN, 

RESPECTO DEL PREDIO UBICADO EN CALLE CALVARIO NÚMERO 106, COLONIA TLALPAN CENTRO, 

DEMARCACIÓN TERRITORIAL TLALPAN, C.P. 14000, CIUDAD DE MÉXICO 

 
DRA. CLAUDIA SHEINBAUM PARDO, Jefa de Gobierno de la Ciudad de México, a sus habitantes sabed. 

 

Que el H. Congreso de la Ciudad de México I Legislatura, se ha servido dirigirme el siguiente: 

 

CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

I LEGISLATURA 

 

EL CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DECRETA: 

 

ÚNICO.- SE APRUEBA LA INICIATIVA DE DECRETO POR LA CUAL SE MODIFICA EL PROGRAMA 

PARCIAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA ZONA CENTRO DE TLALPAN, VIGENTE, PUBLICADO 

EL 11 DE MAYO DE 1993, EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN, RATIFICADO EL 13 DE AGOSTO 

DE 2010, EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL, CON LA PUBLICACIÓN DEL PROGRAMA 

DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA DELEGACIÓN TLALPAN, RESPECTO DEL 

PREDIO UBICADO EN CALLE CALVARIO NÚMERO 106, COLONIA TLALPAN CENTRO, DEMARCACIÓN 

TERRITORIAL TLALPAN, C.P. 14000, CIUDAD DE MÉXICO,  para quedar como sigue: 

 

DECRETO 

 

 

PRIMERO. - Se modifica el PROGRAMA PARCIAL DE DESARROLLO URBANO PARA LA ZONA CENTRO 

DE TLALPAN, VIGENTE, PUBLICADO EL 11 DE MAYO DE 1993, EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 

FEDERACIÓN, RATIFICADO EL 13 DE AGOSTO DE 2010, EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO 

FEDERAL, CON LA PUBLICACIÓN DEL PROGRAMA DELEGACIONAL DE DESARROLLO URBANO 

PARA LA DELEGACIÓN TLALPAN, RESPECTO DEL PREDIO UBICADO EN CALLE CALVARIO NÚMERO 

106, COLONIA TLALPAN CENTRO, DEMARCACIÓN TERRITORIAL TLALPAN, C.P. 14000, CIUDAD DE 

MÉXICO, PARA PERMITIR LA ZONIFICACIÓN ES/15M/80, EQUIPAMIENTO DE SERVICIOS PARA LA 

ASISTENCIA SOCIAL, ALTURA MÁXIMA 15 METROS, 80% MÍNIMO DE ÁREA LIBRE. 
 

SEGUNDO. – La modificación al uso del suelo del Programa Parcial de Desarrollo Urbano para la Zona Centro de Tlalpan, 

del Programa Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación Tlalpan, vigente, deberá cumplir con las siguientes 

condiciones:  

 

a) Cumplir con la demanda de cajones de estacionamiento, de acuerdo a lo señalado en el Reglamento de 

Construcciones para el Distrito Federal vigente, y en la Norma Técnica Complementaria para Proyecto 

Arquitectónico en vigor. 

 

b) Referente al servicio de agua potable y drenaje, deberá ajustarse a las condiciones del servicio que prevalece en la 

zona, las cuales serán determinadas por el Sistema de Aguas de la Ciudad de México. 

 

c) El predio ubicado en calle CALVARIO NÚMERO 106, COLONIA TLALPAN CENTRO, DEMARCACIÓN 

TERRITORIAL TLALPAN, C.P. 14000, CIUDAD DE MÉXICO, se localiza dentro de un Área de 

Conservación Patrimonial, por lo tanto, para la adecuación del inmueble para el uso solicitado, se deberán de 

tramitar las autorizaciones correspondientes del Instituto Nacional de Antropología e Historia, del Instituto 

Nacional de Bellas Artes y Literatura y de la Dirección del Patrimonio Cultural Urbano de la Secretaria de 

Desarrollo Urbano y Vivienda. 
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d) El proyecto deberá contemplar y cumplir los requisitos de habitabilidad y funcionamiento que requiera el uso 

solicitado, de acuerdo a lo señalado en el Reglamento de Construcciones para el Distrito Federal vigente, y en la 

Norma Técnica Complementaria para Proyecto Arquitectónico en vigor. 

 

TERCERO. - El presente Decreto, no exime del cumplimiento de las demás disposiciones legales y reglamentarias 

aplicables en la materia. 

 

CUARTO. - Las modificaciones contenidas en el presente Decreto, son parte integral del Programa Parcial de Desarrollo 

Urbano para la Zona Centro de Tlalpan, vigente, publicado el 11 de mayo de 1993, en el Diario Oficial de la Federación, 

ratificado el 13 de agosto de 2010, en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, con la publicación del Programa Delegacional 

de Desarrollo Urbano para la Delegación Tlalpan. 

 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - Publíquese el presente decreto en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

SEGUNDO. - El presente Decreto surtirá sus efectos a partir del día siguiente de su inscripción en el Registro de los Planes 

y Programas de Desarrollo Urbano de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, previo pago de los derechos 

correspondientes de conformidad con el Artículo 242 del Código Fiscal de la Ciudad de México. 

 

TERCERO. - Si transcurridos los tres (03) meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente Decreto 

en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, la parte interesada no ha realizado los trámites y pago por concepto de 

derechos de inscripción en el Registro de los Planes y Programas de Desarrollo Urbano de la Secretaría de Desarrollo 

Urbano y Vivienda establecidos en el Código Fiscal vigente en la Ciudad de México, el presente Decreto, quedará sin 

efectos. 

 

CUARTO. - Deberá de inscribirse en el Registro Público de la Propiedad y Comercio, previo pago de los derechos 

correspondientes de conformidad con lo dispuesto en el Código Fiscal de la Ciudad de México, dentro de un plazo no mayor 

a los tres (03) meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente Decreto en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. 

 

QUINTO. - El Congreso de la Ciudad de México, notificará el presente Decreto a la persona promovente de la 

Modificación al Programa Parcial de Desarrollo Urbano para la Zona Centro de Tlalpan, vigente, del Programa 

Delegacional de Desarrollo Urbano para la Delegación Tlalpan, a través de la Comisión dictaminadora, debiendo quedar 

constancia del expediente en términos de lo dispuesto en la fracción XVIII del artículo 42 de la Ley de Desarrollo Urbano 

del Distrito Federal. 

 
Palacio Legislativo del Congreso de la Ciudad de México, a los once días del mes de febrero del año dos mil veintiuno. POR LA 

MESA DIRECTIVA.-DIPUTADA MARGARITA SALDAÑA HERNÁNDEZ, PRESIDENTA.- DIPUTADA DONAJI 

OFELIA OLIVERA REYES, SECRETARIA.- DIPUTADO PABLO MONTES DE OCA DEL OLMO, SECRETARIO.- 

(Firmas) 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, apartado A, fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 32, apartado C, numeral 1, inciso a) de la Constitución Política de la Ciudad de México; 2 párrafo segundo, 3 

fracciones XVII y XVIII, 7 párrafo primero, 10 fracción II, 12 y 21 párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la 

Administración Pública de la Ciudad de México; para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 

Promulgatorio en la Residencia Oficial de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, a los veintiséis  días del mes de febrero 

del año dos mil veintiuno.- LA JEFA DE GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DRA. CLAUDIA SHEINBAUM 

PARDO.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA, CARLOS ALBERTO ULLOA 

PÉREZ.- FIRMA.- LA SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE, MARINA ROBLES GARCÍA.- FIRMA.- EL 

CONSEJERO JURÍDICO, NESTOR VARGAS SOLANO.- FIRMA. 
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CONSEJERÍA JURIDICA Y DE SERVICIOS LEGALES 

LIC. JUAN ROMERO TENORIO, Director General Jurídico y de Estudios Legislativos, con fundamento en lo dispuesto 

en el artículo 229, fracción V del Reglamento Interior de la Administración Pública del Poder Ejecutivo y de la 

Administración Pública de la Ciudad de México, y del Acuerdo por el que se Regula la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México, publicado en el número 482 del órgano de difusión el 31 de diciembre de 2018, emito la siguiente: 

FE DE ERRATAS AL CUADRAGÉSIMO SÉPTIMO AVISO POR EL QUE SE DA A CONOCER EL COLOR 

DEL SEMÁFORO EPIDEMIOLÓGICO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, ASÍ COMO LAS MEDIDAS DE 

PROTECCIÓN A LA SALUD QUE DEBERÁN OBSERVARSE DERIVADO DE LA EMERGENCIA SANITARIA 

POR COVID-19 

El ordinal SÉPTIMO dice: 

“SÉPTIMO. ...  

La presente medida no le es aplicable a los establecimientos mercantiles que se encuentran al interior de centros, plazas 

comerciales y tiendas departamentales, los cuales pueden operar las 24 horas del día, de martes a domingo.” 

 Debe decir: 

“SÉPTIMO. … 

Los establecimientos mercantiles que se encuentran al interior de centros, plazas comerciales y tiendas 

departamentales, podrán operar de lunes a domingo, las 24 horas del día.” 

T R A N S I T O R I O 

UNICO. Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

Ciudad de México a 26 de febrero de 2021. 

DIRECTOR GENERAL JURÍDICO Y DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS 

(Firma) 

LIC. JUAN ROMERO TENORIO 
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Ó R G A N O S  D E S C O N C E N T R A D O S 

 

AGENCIA DE PROTECCIÓN SANITARIA 

 

DR. ÁNGEL GONZÁLEZ DOMÍNGUEZ, Director General de la Agencia de Protección Sanitaria de Gobierno de la 

Ciudad de México, Órgano Desconcentrado adscrito a la Secretaría de Salud de la Ciudad de México, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 7 fracción IV de la Ley de Salud del Distrito Federal; 7 fracción XV, último párrafo y 323, del 

Reglamento Interior del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; 11 y 71 de la Ley de 

Procedimiento Administrativo de la Ciudad de México y 10 fracción IX del Reglamento de la Agencia de Protección 

Sanitaria del Gobierno de la Ciudad de México. 

 
CONSIDERANDO 

 

Que la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México (LTAIPRC), en su 

artículo 5, señala como uno de sus objetivos el establecer mecanismos y condiciones homogéneas en el ejercicio del Derecho de 

Acceso a la Información Pública, mediante procedimientos sencillos, expeditos y gratuitos. 

 

Que de acuerdo con la última reforma del Decreto por el que se establece el Calendario Oficial, publicado en el Diario Oficial de 

la Federación el 27 de enero de 2006, son días de descanso obligatorio el 1º de enero, el primer lunes de febrero en 

conmemoración del 5 de febrero, el tercer lunes de marzo en conmemoración del 21 de marzo, 1 y 5 de mayo, 16 de septiembre, el 

tercer lunes de noviembre en conmemoración del 20 de noviembre, el 1° de diciembre de cada seis años y el 25 de diciembre. 

 

Que la LTAIPRC en su artículo 10 y la Ley de Protección de Datos Personales en posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de 

México en su artículo 8, establecen que, en todas aquellas cuestiones relacionadas con los procedimientos no previstos en dichos 

ordenamientos, se aplicará la Ley de Procedimiento Administrativo de la Ciudad de México y, en su defecto, el Código de 

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. 

 

Que de conformidad con el artículo 71 de la Ley de Procedimiento Administrativo de la Ciudad de México, las actuaciones y 

diligencias en ella previstas se practicarán en días y horas hábiles, considerando como inhábiles los días sábados y domingos, el 1º 

de enero, el primer lunes de febrero en conmemoración del 5 de febrero, el tercer lunes de marzo en conmemoración del 21 de 

marzo, el 1º de mayo, el 16 de septiembre, el tercer lunes de noviembre en conmemoración del 20 de noviembre, el 1º de 

diciembre de cada seis años, el 25 de diciembre y aquellos días en que tengan vacaciones generales las autoridades competentes o 

aquellos en que se suspendan las labores, los que se harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la 

dependencia, entidad o delegación respectiva, que se publicará en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

Que el numeral 33 de los Lineamientos para la Gestión de Solicitudes de Información Pública y de Datos Personales en la Ciudad 

de México, publicados en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el 16 de junio de 2016, establece que serán días hábiles todos 

los del año a excepción de los sábados, domingos e inhábiles y los que por disposición de Ley se consideren inhábiles y los que se 

establezcan por acuerdo del Pleno del Instituto, publicados en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, asimismo, en dicho 

ordenamiento se consideran inhábiles los días en que tengan vacaciones generales las autoridades competentes o aquellos en que 

se suspendan las labores o los términos relativos a los procedimientos previstos en dichos Lineamientos, mismos que se publicarán 

en el referido órgano de difusión oficial, además de darse a conocer en el portal de internet del Instituto y en el Sistema INFOMEX 

de la Ciudad de México. 

 

Que el Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública, Protección de Datos Personales y Rendición de Cuentas de la 

Ciudad de México, es el Órgano competente para la atención de las solicitudes de información; así como aquellas de acceso, 

rectificación, cancelación y oposición de datos personales en posesión de Sujetos Obligados, la sustanciación y Resolución del 

Recurso de Revisión, por lo que debe considerarse que cuenta con dos períodos de vacaciones generales que comprenderán, el 

primero de ellos los días 19, 20, 21, 22, 23, 26, 27, 28, 29 y 30 de julio todos de 2021; mientras que el segundo abarcará los días 

20, 21, 22, 23, 24, 27, 28, 29, 30 y 31 de diciembre de 2021; así como el 3, 4 y 5 de enero 2022. 

 

Que es un criterio de interpretación identificado con el número 199650 emitido por Poder Judicial  de la Federación, visible en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta del mes de enero de 1997, tomo V, página 479, que es un hecho notorio que las 

festividades religiosas como semana santa, día de muertos y aquellas que se consideren por usos y costumbres, inciden para 

computar términos legales, por lo que válidamente puede estimarse como suspensión de labores los días 26, 27, 28, 29 y 30 de 

marzo; 10 de mayo; 1 y 2 de noviembre. 
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Que durante los días declarados inhábiles, se suspenderán los plazos y términos relacionados con la atención a las 

solicitudes de acceso a la información pública, así como de acceso, rectificación, cancelación y oposición de datos 

personales, que son presentadas y tramitadas en la Unidad de Transparencia, además de los relativos a la recepción y 

seguimiento de los Recursos de Revisión y denuncias interpuestas ante el InfoCDMX por probables infracciones o ante 

posibles incumplimientos a la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad 

de México y/o a la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México. 

 

Que dicha suspensión de plazos y términos también será aplicable a la elaboración de los Informes de Ley que se requieran 

en los recursos de revisión promovidos ante el InfoCDMX de procedimientos administrativos en general que se reciban para 

su atención en la Unidad de Transparencia de la Agencia de Protección Sanitaria del Gobierno de la Ciudad de México, por 

cualquiera de los medios estipulados en la normativa aplicable, por lo que he tenido a bien expedir el siguiente: 

 

“AVISO POR EL CUAL SE DAN A CONOCER LOS DÍAS INHÁBILES DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA 

DE LA AGENCIA DE PROTECCIÓN SANITARIA DEL GOBIERNO DE LA CIUDAD DE MÉXICO” 

 

ÚNICO.- Para efectos de la recepción, registro, trámite, resolución y notificación de las solicitudes de acceso a la 

información pública y de acceso, rectificación, cancelación y oposición de datos personales, así mismo respecto de la 

recepción y seguimiento de los recursos de revisión y denuncias competencia de la Unidad de Transparencia de la Agencia 

de Protección Sanitaria del Gobierno de la Ciudad de México, que ingresan o se encuentran en proceso a través del sistema 

electrónico INFOMEX y los servicios brindados por el Centro de Atención Telefónica TEL-INFO, del correo electrónico de 

la Unidad de Transparencia (oip.aps@cdmx.gob.mx), por escrito o en forma personal, y demás actos y procedimientos 

administrativos competencia de esta Unidad, se considerarán días inhábiles los siguientes días del año dos mil veintiuno: los 

sábados y domingos; 15, 29, 30 y 31 de marzo, 1, 2 de abril, 5 de mayo, 19, 20, 21, 22, 23, 26, 27, 28, 29 y 30 de julio, 16 

de septiembre, 1 y 15 de noviembre, 20, 21, 22, 23, 24, 27, 28, 29, 30 y 31 de diciembre 2021 así como 3, 4 y 5 de enero y 7 

de febrero de 2022. 

 

Ciudad de México, a los 19 días del mes de febrero del 2021.  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - Publíquese el presente acuerdo en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México y en los estrados de la Unidad de 

Transparencia de la Agencia de Protección Sanitaria del Gobierno de la Ciudad de México. 

 

SEGUNDO. - El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación. 

 

 

(Firma) 

 

 

DR. ÁNGEL GONZÁLEZ DOMÍNGUEZ 

DIRECTOR GENERAL  

 

 

 

 

 

 

______________________________________ 

 

mailto:oip.aps@cdmx.gob.mx
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Ó R G A N O S  D E S C E N T R A L I Z A D O S 

 

FIDEICOMISO EDUCACIÓN GARANTIZADA 

 
LCDA. ARACELI BERENICE HERNÁNDEZ CALDERÓN, Directora General del Fideicomiso Educación Garantizada de la 

Ciudad de México, con fundamento en las atribuciones conferidas en los artículos 2, 3 fracción XII, 11 fracción II, 44 fracción III, 

47, 64, 74 fracción XI de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; contrato 

del Fideicomiso N°. 2152-6 de fecha 21 de junio de 2007, Primer Convenio Modificatorio al Contrato del Fideicomiso de fecha 21 

de diciembre del año 2007; Segundo Convenio Modificatorio al Contrato del Fideicomiso aprobado el 5 de noviembre de 2008; 

Tercer Convenio Modificatorio al Contrato del Fideicomiso aprobado el 27 de octubre de 2010; Cuarto Convenio Modificatorio al 

Contrato del Fideicomiso aprobado el 11 de julio de 2011; Quinto Convenio Modificatorio al Contrato del Fideicomiso de fecha 

26 de agosto de 2019; numeral 9, fracciones IV y V de las Reglas de Operación del Fideicomiso Educación Garantizada de la 

Ciudad de México; artículo 10 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad 

de México; artículo 71 de la Ley de Procedimiento Administrativo de la Ciudad de México; Punto Tercero del Acuerdo 

2609/SO/09-12/2020, emitido en el Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública, Protección de Datos 

Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, y: 

 

CONSIDERANDO 

 

1. Que de acuerdo con lo establecido en el artículo 64 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la 

Ciudad de México, el Fideicomiso Educación Garantizada de la Ciudad de México, es una Entidad del Gobierno de la Ciudad de 

México que lo auxilia en el ejercicio de sus atribuciones, las cuales comprenden el proporcionar apoyos y estímulos económicos a 

los beneficiarios de los diversos programas a su cargo. 

 

2. Que de conformidad con lo establecido en los artículos 92, 93 y 196 de Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública 

y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, el Fideicomiso Educación Garantizada de la Ciudad de México por ser un Ente 

Público, está obligado a contar con una Unidad de Transparencia, a fin de que a través de ella las personas ejerzan su derecho de 

acceso a la información. 

 

3. Que la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, en su artículo 29, establece que serán días de descanso 

obligatorio los que señale el calendario oficial y el que determinen las Leyes Federales y Locales Electorales, en el caso de 

elecciones ordinarias, para efectuar la jornada electoral. Asimismo, de acuerdo a la última reforma del Decreto por el que se 

establece el Calendario Oficial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de enero de 2006, son días de descanso 

obligatorio, entre otros, el 1 de enero, el primer lunes de febrero en conmemoración del 5 de febrero, el tercer lunes de marzo en 

conmemoración del 21 de marzo, 1 y 5 de mayo, 16 de septiembre, el tercer lunes de noviembre en conmemoración del 20 de 

noviembre y el 25 de diciembre. 

 

4. Que la Ley Federal del Trabajo en su artículo 74, fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII y IX, dispone que son días de 

descanso obligatorio, entre otros, el 01 de enero, el primer lunes de febrero en conmemoración del 05 de febrero, el tercer lunes de 

marzo en conmemoración del 21 de marzo, el 01 de mayo, el 16 de septiembre, el tercer lunes de noviembre en conmemoración 

del 20 de noviembre, el 01 de diciembre de cada seis años, el 25 de diciembre y el que determinen las Leyes Federales y Locales 

Electorales. 

 

5. Que la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México establece en su 

artículo 10 que a letra dice: “En todo lo no previsto en esta Ley, se aplicará lo dispuesto en la Ley General de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública, Tratados Internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, y en orden de preferencia la 

Ley de Procedimiento Administrativo local, y, a falta de disposición expresa en ella se estará a lo dispuesto por el Código de 

Procedimientos Civiles local y demás ordenamientos relativos en materia de Transparencia, Acceso a la Información y Protección 

de Datos Personales”. 

 

6. Que de conformidad con el artículo 71 de la Ley de Procedimiento Administrativo de la Ciudad de México, las actuaciones y 

diligencias en ella previstas se practicarán en días y horas hábiles, considerando como inhábiles los días: sábados y domingos, 01 

de enero, el primer lunes de febrero en conmemoración del 05 de febrero, el tercer lunes de marzo en conmemoración del 21 de 

marzo, el 01 de mayo, el 16 de septiembre, el tercer lunes de noviembre en conmemoración del 20 de noviembre, el 01 de 

diciembre de cada 6 años, el 25 de diciembre y aquellos en que se suspendan las labores, los que se harán del conocimiento 

público mediante acuerdo del titular de la dependencia, entidad o delegación respectiva, que se publicará en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México. 
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7. Que existe un criterio interpretativo identificado con el número 199650 emitido por el Poder Judicial de la Federación, 

visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, del mes de enero de 1997, tomo V, página 479, en el sentido 

de que es un hecho notorio que las festividades religiosas como semana santa y el día de muertos inciden para computar los 

términos legales, ya que generalmente las oficinas de las autoridades, entre otras las fiscales, permanecen cerradas. 

 

8. Que el primer periodo vacacional del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública, Protección de Datos 

Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México comprenderá los días: 19, 20, 21, 23, 26, 27, 28, 29, 30 de julio,  

todos de 2021. 

 

9. Que el segundo periodo vacacional del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública, Protección de Datos 

Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México comprenderá los días: 20, 21, 23, 26, 27, 28, 29, 30 y 31 de 

diciembre de 2021, así como el 03, 04, y 05 de enero de 2022. 

 

10. Que de acuerdo con lo establecido por el artículo 72 de la Ley de Procedimiento Administrativo de la Ciudad de 

México, las diligencias o actuaciones del procedimiento administrativo se efectuarán conforme a los horarios que cada 

Dependencia de la Administración Pública de la Ciudad de México, previamente establezca y publique en la Gaceta Oficial 

de la Ciudad de México. 

 

11. Que conforme al artículo 73 de la Ley de Procedimiento Administrativo de la Ciudad de México, los plazos establecidos 

por períodos se computarán todos los días; cuando se fijen por mes o por año se entenderá que el plazo concluye el mismo 

número de día del mes o año de calendario que corresponda, respectivamente; cuando no exista el mismo número de días en 

el mes de calendario correspondiente, el término será el primer día hábil del siguiente mes de calendario y si el último día 

del plazo o la fecha determinada son inhábiles o las oficinas ante las que se vaya a hacer el trámite permanecen cerradas 

durante el horario normal de labores, se prorrogará el plazo hasta el siguiente día hábil. 

 

12. Que de acuerdo a lo establecido por el artículo 74 de la Ley de Procedimiento Administrativo de la Ciudad de México 

los términos se contarán por días hábiles, salvo disposición en contrario y empezarán a correr a partir del día hábil siguiente 

en que surtan sus efectos las notificaciones respectivas y serán improrrogables. 

 

13. Que en términos de lo dispuesto por los artículos 203, 212, 215, 236, 238 y 239 de la Ley de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, se establecen plazos perentorios para la atención de 

las solicitudes de acceso a la información pública, las solicitudes de acceso a datos personales, la sustanciación y resolución 

del recurso de revisión competencia del Instituto. 

 

14. Que durante los días declarados inhábiles se suspenderán los plazos y términos en todos aquellos asuntos y 

procedimientos competencia de la Unidad de Transparencia y Atención Ciudadana del Fideicomiso Educación Garantizada 

de la Ciudad de México. Asimismo, la suspensión de plazos y términos será aplicable en la tramitación de Solicitudes de 

Acceso a la Información Pública, de Acceso a Datos Personales y de Recursos de Revisión a través de los sistemas 

electrónicos INFOMEX y Plataforma Nacional de Transparencia. 

 

15. Que el 09 de diciembre del 2020, el Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública, Protección de Datos 

Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México publicó en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el "Aviso 

por el que se da a conocer el Acuerdo mediante el cual se aprueban los días inhábiles del Instituto de Transparencia, Acceso 

a la Información Pública, Protección de Datos Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, correspondientes 

al año 2021 y enero de 2022, para efectos de los actos y procedimientos que se indican, competencia de este Instituto", 

aprobado mediante el acuerdo 2609/SO/09-12/20 en el pleno de dicha Entidad. 

 

16. Que el 26 de enero del 2021, la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, publico en la Gaceta Oficial de la Ciudad 

de México el “Aviso por el cual se da a conocer el Acuerdo por el que se suspenden los términos inherentes a los 

procedimientos administrativos ante la administración pública de la Ciudad de México, correspondientes al año 2021 y 

enero de 2022”. 
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17. Que para el presente aviso se considero el “Acuerdo mediante el cual se aprueban y dan a conocer los días inhábiles de 

la Unidad de Transparencia de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, para efectos de los actos y procedimientos 

competencia de esa Unidad; así como para la recepción, substanciación, resolución y seguimiento de los recursos de 

revisión interpuestos ante el Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública, Protección de Datos Personales y 

Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, correspondientes al año 2021 y al mes de enero de 2022”, publicado el día 

22 de febrero de 2021, en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

18. Que los días 15 de marzo, 1° y 2 de abril, 1° de mayo, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 26, 27, 28, 29, 30 y 31 de julio, 16 de 

septiembre, 15 de noviembre, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 27, 28, 29, 30 y 31 de diciembre de 2021 y 1° de enero de 2022, se 

declaran inhábiles para la práctica de actuaciones y diligencias en los procedimientos administrativos que se desarrollan 

ante la Administración Pública de la Ciudad de México. 

 

Que por las consideraciones y fundamentos anteriormente expuestos, tengo a bien emitir el siguiente: 

 

AVISO MEDIANTE EL CUAL SE DAN A CONOCER LOS DÍAS INHÁBILES DE LA UNIDAD DE 

TRANSPARENCIA Y ATENCIÓN CIUDADANA DEL FIDEICOMISO EDUCACIÓN GARANTIZADA DE LA 

CIUDAD DE MEXICO, CORRESPONDIENTES AL PERIODO DEL 01 DE MARZO DE 2021 AL 31 ENERO DE 

2022. 

 

PRIMERO. Se dan a conocer los días inhábiles del año 2021 y enero de 2022, de la Unidad de Transparencia y Atención 

Ciudadana del Fideicomiso Educación Garantizada de la Ciudad de México, para efectos de los actos y procedimientos 

competencia de ésta unidad. 

 

SEGUNDO. Para efectos de los actos y procedimientos administrativos competencia de la Unidad de Transparencia y 

Atención Ciudadana del Fideicomiso Educación Garantizada de la Ciudad de México, se considerarán inhábiles, además de 

los sábados y domingos, los siguientes días:  

 

15, 29, 30 y 31 de marzo; 

01 y 02 de abril;  

05 de mayo;   

19, 20, 21, 23, 24, 26, 27, 28, 29, 30 de julio;  

20, 21, 22, 23, 26, 27, 28, 29, 30 y 31 de diciembre de 2021;  

Así como el 01, 02, 03, 04, 05, 06 y 07 de enero de 2022. 

 

TRANSITORIOS. 

 

PRIMERO. Se instruye a la Unidad de Transparencia y Atención Ciudadana del Fideicomiso Educación Garantizada de la 

Ciudad de México, para que realice las acciones necesarias para que el presente aviso sea publicado en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México, en los estrados de la misma Unidad de Transparencia y atención Ciudadana del Fideicomiso 

Educación Garantizada de la Ciudad de México y en los sitios de Internet del Fideicomiso Educación Garantizada de la 

Ciudad de México: http://www.fideicomisoed.cdmx.gob.mx// y del INFODF http://www.infomexdf.org.mx//. 

 

SEGUNDO. Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, para su conocimiento y aplicación. 

 

TERCERO. El presente Aviso entrará en vigor el día de su publicación. 

 

Ciudad de México, a 22 de febrero de 2021 

 

(Firma) 

 

LCDA. ARACELI BERENICE HERNÁNDEZ CALDERÓN 

DIRECTORA GENERAL DEL FIDEICOIMSO EDUCACIÓN GARANTIZADA DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

http://www.infomexdf.org.mx/
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FIDEICOMISO FONDO PÚBLICO DE ATENCIÓN AL CICLISTA Y AL PEATÓN 

 

ANDRÉS LAJOUS LOAEZA, Secretario de Movilidad de la Ciudad de México y Presidente del Comité Técnico del 

Fideicomiso Fondo Público de Atención al Ciclista y al Peatón, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, 

apartado A, Base V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3, numeral 3, 7, apartado A, de la 

Constitución Política de la Ciudad de México; 1, 2, 11, fracción II y 20, fracciones III, IX y XXV, de la Ley Orgánica del 

Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; 18, fracción VII, de la Ley de Movilidad de la 

Ciudad de México; 24, 51, 54 y 146 de la Ley de Austeridad en Remuneraciones, Prestaciones y Ejercicio de Recursos de la 

Ciudad de México; y 2, fracción II, 37, 38, 39 y 40, del Reglamento de la Ley de Austeridad en Remuneraciones, 

Prestaciones y Ejercicio de Recursos de la Ciudad de México, doy a conocer con carácter de informativo el siguiente: 

 

AVISO POR EL QUE SE DA A CONOCER EL CALENDARIO PARA EL EJERCICIO FISCAL 2021, 

COMUNICADO POR LA SECRETARÍA DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

 
 

TRANSITORIO 

 

ÚNICO.- Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

En la Ciudad de México, a 23 de febrero del 2021 

 

EL SECRETARIO DE MOVILIDAD DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y PRESIDENTE DEL COMITÉ TÉCNICO 

DEL FIDEICOMISO FONDO PÚBLICO DE ATENCIÓN AL CICLISTA Y AL PEATÓN 

 

(Firma) 

 

ANDRÉS LAJOUS LOAEZA 
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FIDEICOMISO PARA EL FONDO DE PROMOCIÓN PARA 

EL FINANCIAMIENTO DEL TRANSPORTE PÚBLICO 

 

ANDRÉS LAJOUS LOAEZA, Secretario de Movilidad de la Ciudad de México y Presidente Suplente del Comité Técnico 

del Fideicomiso para el Fondo de Promoción para el Financiamiento del Transporte Público, con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 122, apartado A, Base V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3, 

numeral 3, 7, apartado A, de la Constitución Política de la Ciudad de México; 1, 2, 11, fracción II y 20, fracciones III, IX y 

XXV, de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México; 18, fracción V, de la 

Ley de Movilidad de la Ciudad de México; 24, 51, 54 y 146, de la Ley de Austeridad en Remuneraciones, Prestaciones y 

Ejercicio de Recursos de la Ciudad de México, y 2, fracción II, 37, 38, 39 y 40, del Reglamento de la Ley de Austeridad en 

Remuneraciones, Prestaciones y Ejercicio de Recursos de la Ciudad de México, doy a conocer con carácter de informativo 

el siguiente: 

 

AVISO POR EL QUE SE DA A CONOCER EL CALENDARIO PARA EL EJERCICIO FISCAL 2021, 

COMUNICADO POR LA SECRETARÍA DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

 
 

TRANSITORIO 

 

ÚNICO.- Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

En la Ciudad de México, a 23 de febrero del 2021 

 

EL SECRETARIO DE MOVILIDAD DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y PRESIDENTE SUPLENTE DEL COMITÉ 

TÉCNICO DEL FIDEICOMISO PARA EL FONDO DE PROMOCIÓN PARA EL FINANCIAMIENTO DEL 

TRANSPORTE PÚBLICO 

 

(Firma) 

 

ANDRÉS LAJOUS LOAEZA 
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A L C A L D Í A S 

 

ALCALDÍA MIGUEL HIDALGO 

 

LIC. VÍCTOR HUGO ROMO DE VIVAR GUERRA, Alcalde de Miguel Hidalgo, con fundamento en los artículos 4, 

apartado A numerales 1, 3 y 4; 9 apartado A numerales 2 y 3, apartado C numerales 1 y 2; 10 apartado B numeral 1,  

apartado D numeral 1, 53 apartado A numeral 1 de la Constitución Política de la Ciudad de México; 3; 20 fracciones X y 

XI; 30; 35 fracciones I y II; 126 y 133 de la Ley Orgánica de Alcaldías de la Ciudad de México; 90; 91; 123; 124; 128 y 129 

de la Ley de Austeridad, Transparencia en Remuneraciones, Prestaciones y Ejercicio de Recursos de la Ciudad de México; 

3; 37; 38; 39 y 51 de la Ley de Desarrollo Social para el Distrito Federal;  70 y 72 del Reglamento de la Ley de Desarrollo 

Social del Distrito Federal y el Decreto por el que se expide el Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México, para el 

ejercicio fiscal 2021, publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el 21 de diciembre del año dos mil veinte; y 

 

CONSIDERANDO 

 

I. Que la Constitución Política de la Ciudad de México establece en el artículo 4 apartado A numerales 1, 3 y 4 que: “1. En 

la Ciudad de México las personas gozan de los derechos humanos y garantías reconocidos en la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en los tratados e instrumentos internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en esta 

Constitución y en las normas generales y locales… 3. Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, están 

obligadas a promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos… 4. Las autoridades adoptarán medidas para la 

disponibilidad, accesibilidad, diseño universal, aceptabilidad, adaptabilidad y calidad de los bienes, servicios e 

infraestructura públicos necesarios para que las personas que habitan en la Ciudad puedan ejercer sus derechos y elevar los 

niveles de bienestar, mediante la distribución más justa del ingreso y la erradicación de la desigualdad”. 
 

II. Que la Constitución Política de la Ciudad de México regula en el artículo 9 apartado A numerales 2 y 3 que: “2. Todas las 

personas tienen derecho a un mínimo vital para asegurar una vida digna en los términos de esta Constitución… 3. Las autoridades 

garantizarán progresivamente la vigencia de los derechos, hasta el máximo de los recursos públicos disponibles. Se asegurará la no 

discriminación, la igualdad sustantiva y la transparencia en el acceso a los programas y servicios sociales de carácter público. Su 

acceso y permanencia se establecerá en las leyes y normas respectivas”. Y en el apartado C numerales 1 y 2 regula el derecho a la 

alimentación y a la nutrición en los siguientes términos: “1. Toda persona tiene derecho a una alimentación adecuada, nutritiva, 

diaria, suficiente y de calidad con alimentos inocuos, saludables, accesibles, asequibles y culturalmente aceptables que le permitan 

gozar del más alto nivel de desarrollo humano posible y la protejan contra el hambre, la malnutrición y la desnutrición. 2. Las 

autoridades, de manera progresiva, fomentarán la disponibilidad, distribución, abastecimiento equitativo y oportuno de alimentos 

nutritivos y de calidad; promoverán la seguridad y sustentabilidad alimentarias; y garantizarán el acceso a este derecho dando 

prioridad a las personas en pobreza y a las demás que determine la ley”. 

 

III. Que la Constitución Política de la Ciudad de México determina en el artículo 10 el derecho al trabajo, en los siguientes 

términos: Apartado B numeral 1 “1. La Ciudad de México tutela el derecho humano al trabajo, así como la promoción de 

habilidades para el emprendimiento, que generan valor mediante la producción de bienes y servicios, así como en la reproducción 

de la sociedad. Asimismo, valora, fomenta y protege todo tipo de trabajo lícito, sea o no subordinado. El respeto a los derechos 

humanos laborales estará presente en todas las políticas públicas y en la estrategia de desarrollo de la Ciudad. Y en el apartado D, 

la inversión social productiva, determinando en el numeral 1 lo siguiente: “1. El Gobierno de la Ciudad de México, establecerá 

programas y designará presupuesto para el fomento al emprendimiento y el impulso a las actividades económicas tendientes al 

desarrollo económico, social y el empleo en la Ciudad”. 

 

IV. Que conforme al Acuerdo por el que se dan a conocer a las personas servidoras públicas de las Alcaldías, Dependencias, 

Órganos Desconcentrados y Entidades de la Administración Pública de la Ciudad de México, las medidas preventivas en materia 

de salud a implementarse en la Ciudad de México, con motivo del virus COVID-19, publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad 

de México el 19 de marzo de 2020, la Jefa de Gobierno de la Ciudad de México, Dra. Claudia Sheinbaum Pardo, informa acerca 

de la emergencia derivada de la enfermedad del coronavirus COVID-19 e instruye para que al interior del Gobierno, se tomen las 

medidas necesarias para evitar su propagación. 

 
V. Que con fecha 29 de mayo de 2020 se publicó en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el Sexto Acuerdo por el que se 

establecen los Lineamientos para la Ejecución del Plan Gradual Hacia la Nueva Normalidad en la Ciudad de México y se crea el 

Comité de Monitoreo, el cual, entre otros, establece que se dará a conocer el color del Semáforo Epidemiológico públicamente en 

la Gaceta Oficial de la Ciudad de México cada viernes, para su entrada en vigor el lunes inmediato posterior. Por lo que en 

cumplimiento a dicho Acuerdo, cada viernes se ha publicado en dicho medio de comunicación oficial las determinaciones 

del Comité de Monitoreo, así como el color del Semáforo Epidemiológico de la Ciudad de México. 
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VI. Que con fecha 04 de diciembre de 2020 fue publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el Décimo Primer 

Acuerdo por el que se suspenden los términos y plazos inherentes a los procedimientos administrativos, trámites y servicios 

de la Administración Pública y Alcaldías de la Ciudad de México, para prevenir y controlar la propagación del COVID–19, 

en el que se suspenden los términos y plazos para la práctica de actuaciones y diligencias en los procedimientos 

administrativos que se gestionan ante las Dependencias, Órganos Desconcentrados y Entidades de la Administración 

Pública, así como en las Alcaldías de la Ciudad de México, del 7 de diciembre de 2020 al 15 de enero de 2021. 

 

VII. Que conforme al Trigésimo Sexto Aviso por el que se da a conocer el color del Semáforo Epidemiológico de la Ciudad 

de México y se establecen diversas Medidas Apremiantes de Protección a la Salud para disminuir la curva de contagios, 

derivado de que la Ciudad está en Alerta de Emergencia por COVID-19, publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 

México el 18 de diciembre de 2020, El Comité de Monitoreo de la Ciudad de México, con base en los indicadores 

epidemiológicos de las autoridades sanitarias de los ámbitos federal y local, principalmente por los índices de ocupación 

hospitalaria y los casos sospechosos o confirmados de COVID-19 en la Ciudad de México, así como los altos niveles de 

contagios, ha determinado que el color del Semáforo Epidemiológico en la Ciudad de México se encuentra en ROJO; por lo 

que se establecen medidas de protección a la salud extraordinarias, las cuales son de implementación apremiante y 

observancia obligatoria en la Ciudad de México. 

 

VIII. Que la Ley de Desarrollo Social para el Distrito Federal en el artículo 3, estatuye que “… se entenderá por: Acción 

Social: Conjunto de actividades institucionales de desarrollo social y de bienestar normadas por Lineamientos de Operación 

y que tienen carácter contingente, temporal, emergente o casuístico”. 

 

Por lo anterior y con base en las atribuciones que la Ley me confiere, he tenido a bien expedir el siguiente:  

 

AVISO POR EL QUE SE DAN A CONOCER LOS LINEAMIENTOS DE OPERACIÓN DE LA ACCIÓN SOCIAL 

“FORTALECIENDO LA ECONOMÍA FORTEC MH CONTIGO 2021”. 

 

1. NOMBRE DE LA ACCIÓN 

 

“Fortaleciendo la Economía FORTEC MH Contigo 2021”. 

 

2. TIPO DE ACCIÓN SOCIAL 

 

Apoyo económico. 

 

3. ENTIDAD RESPONSABLE 

 

3.1 Alcaldía Miguel Hidalgo. Órgano Político – Administrativo: Responsable de la ejecución de la Acción Social. 

 

3.2 Dirección de Desarrollo y Fomento Económico: Responsable de la coordinación general de la Acción Social. 

 

3.3 Subdirección de Fomento al Empleo: Responsable de la operación, control, supervisión y verificación. 

 

3.4 Unidad Departamental de Capacitación y Desarrollo de Habilidades y Oficios: Responsable de la atención a las 

solicitudes de las personas interesadas en ser beneficiarias de la Acción Social, concentración, resguardo y sistematización 

de documentación, así como de la entrega de los beneficios de la acción social. 

 

3.5 Unidad Departamental de Empleo y Bolsa de Trabajo: Coadyuvará en la operación de ésta acción social. 

 

3.6 Dirección General de Administración: Responsable, en el ámbito de sus atribuciones, del otorgamiento de los apoyos 

económicos a las personas beneficiarias de la Acción Social, así como del ejercicio de los recursos financieros necesarios 

para la implementación y operación de ésta. 
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4. DIAGNÓSTICO 

 

4.1 ANTECEDENTES 

 

La presente Acción Social fue implementada en el ejercicio fiscal 2020 para dar apoyo económico al pequeño comercio por 

la contingencia generada por la pandemia del virus Sars Cov”2 (COVID 19), en este sentido y toda vez que la Ciudad de 

México, y específico la Alcaldía Miguel Hidalgo, se encuentra en semáforo rojo decretado por el Gobierno de la Ciudad es 

que nuevamente se implementa para mitigar los efectos negativos en la economía local por el cierre económico. 

 

Al ser motivada por causa de fuerza mayor la emergencia sanitaria generada por la epidemia del virus SARS-CoV2 

(COVID-19); en la Alcaldía Miguel Hidalgo en el ejercicio fiscal 2020, se determina dar continuidad a la Acción Social que 

atiende directamente la economía de los habitantes de la demarcación territorial. Adicionalmente, cualquier esfuerzo que 

contribuya a mitigar los efectos negativos provocados por dicha emergencia en la economía local, resulta en beneficio de la 

población de la Alcaldía. 

 

4.2 PROBLEMA O NECESIDAD SOCIAL QUE ATIENDE LA ACCIÓN 

 

La emergencia sanitaria generada por la alta tasa de contagio del virus SARS-CoV2 (COVID-19) ha obligado a los 

Gobiernos Federal y Local en la Ciudad de México a dictar medidas de prevención a la población, entre las cuales se 

encuentra el quedarse en casa y no salir; en congruencia con lo anterior, se emitió el Trigésimo Sexto Aviso por el que se da 

a conocer el color del Semáforo Epidemiológico de la Ciudad de México y se establecen diversas Medidas Apremiantes de 

Protección a la Salud para disminuir la curva de contagios, derivado de que la Ciudad está en Alerta de Emergencia por 

COVID-19, publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el 18 de diciembre de 2020, lo cual necesariamente 

provocará una considerable disminución de las actividades económicas en la demarcación territorial y reducción de los 

ingresos de las personas titulares de micro y pequeñas empresas, así como de sus familias. Ante esta situación la mayoría de 

las empresas se encuentran dentro de la clasificación de micros y pequeñas, aunado a que se ubican en zonas de alto y muy 

alto grado de marginación, volviendo dicho sector vulnerable en el contexto actual. Por ello, con la finalidad de fomentar el 

desarrollo económico de la población de la Alcaldía Miguel Hidalgo, se considera necesaria la implementación de la 

presente Acción Social, a fin de mitigar los efectos negativos de la citada emergencia sanitaria. 

 

4.3 JUSTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE ALTERNATIVAS 

 

Ante el Acuerdo por el cual, el Consejo de Salubridad General reconoce la epidemia de enfermedad por el virus SARS-

CoV2 (COVID-19) en México, como una enfermedad grave de atención prioritaria, así como se establecen las actividades 

de preparación y respuesta ante dicha epidemia, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 de marzo de 2020, 

cuya resolución segunda establece que el Consejo de Salubridad General sanciona las medidas de preparación, prevención y 

control de la epidemia de enfermedad por el virus SARS-CoV2, COVID-19, diseñadas, coordinadas, y supervisadas por la 

Secretaría de Salud, e implementadas por las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, los Poderes 

Legislativo y Judicial, las instituciones del Sistema Nacional de Salud, los gobiernos de las Entidades Federativas y diversas 

organizaciones de los sectores social y privado; y en consecuencia se emitió el Trigésimo Sexto Aviso por el que se da a 

conocer el color del Semáforo Epidemiológico de la Ciudad de México y se establecen diversas Medidas Apremiantes de 

Protección a la Salud para disminuir la curva de contagios, derivado de que la Ciudad está en Alerta de Emergencia por 

COVID-19.  

 

Es por ello que, en consecuencia de tales acciones, se prevé un descenso considerable de las actividades de comercio 

habituales de la Ciudad de México y, en específico, de la demarcación territorial Miguel Hidalgo, lo que indefectiblemente 

implicará afectaciones en la economía de los pequeños comercios de la Alcaldía, donde éstos constituyen la única fuente de 

ingresos de sus titulares; aunado a que generalmente se trata de negocios familiares, lo que recrudece su situación 

económica durante la presente emergencia sanitaria. 

 

Otro aspecto esencial es que, en la Alcaldía Miguel Hidalgo conviven varios estratos sociales. De acuerdo con el Sistema de 

Información del Desarrollo Social de la Secretaría de Inclusión y Bienestar de la Ciudad de México, en las zonas o unidades 

territoriales de Miguel Hidalgo, coexisten cinco grados de marginación, a saber: muy bajo, bajo, medio, alto y muy alto. 

Así, conforme a lo establecido en la Constitución Política de la Ciudad de México y como se señala en el punto II de los 

considerandos del presente Acuerdo, en la circunstancia de las afectaciones económicas provocadas por la emergencia  
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sanitaria por el virusSARS-CoV2 (COVID-19), se procura priorizar a los sectores mayormente marginados de la Alcaldía y 

a las personas en pobreza, por lo cual, la Acción Social se enfocará a aquellas zonas con alto y muy alto grado de 

marginación. 

 

En este mismo sentido, de acuerdo con la Secretaría de Economía, las empresas por su número de empleados, se clasifican 

de la siguiente manera: 

 

Tamaño 

Sector 

Clasificación según el número de empleados 

Industria Comercio Servicios 

Micro de 0 a 10 de 0 a 10 de 0 a 10 

Pequeña de 11 a 50 de 11 a 30 de 11 a 50 

Mediana A de 51 a 250 de 31 a 100 de 51 a 100 

 

Siendo las micro y pequeñas, en el ámbito de la economía de la Alcaldía, las más vulnerables en la emergencia sanitaria 

actual y, en consecuencia, la presente Acción Social contribuirá a mitigar los efectos negativos provocados por dicha 

emergencia en la economía local y en beneficio de la población de Miguel Hidalgo, atendiendo a que estará en dirección de 

las empresas micro y pequeñas, pertenecientes a los sectores industria, comercio y servicios, de acuerdo con la clasificación 

antes citada, con la finalidad de coadyuvar a la reactivación económica y evitar situaciones que pudieran llegar a provocar 

cierre de negocios, pérdida de empleos y crisis social. 

 

Descripción de la Acción Social 

 

La entrega de apoyos económicos a 2,500 personas titulares de micro empresas, pertenecientes a los sectores industria, 

comercio y servicios, que se encuentren preferentemente en las zonas de alto y muy alto grado de marginación de la 

Alcaldía Miguel Hidalgo, con la finalidad de incentivar la economía local y, consiguientemente, el desarrollo económico en 

la demarcación territorial. 

 

Se trata de una acción única, cuya temporalidad se define en los presentes Lineamientos de Operación, que constituye una 

respuesta lógica y eficaz a la contingencia por la emergencia sanitaria de la epidemia por el virus SARS-CoV2 (COVID-

19), que exige a la Alcaldía Miguel Hidalgo adaptar su actividad a dicha situación no prevista y requiere la movilización 

oportuna de recursos públicos para la consecución del objetivo general y los específicos de la presente Acción Social, como 

esencialmente encuentra fundamento en el artículo 3 de la Ley de Desarrollo Social para el Distrito Federal. Aunado a lo 

anterior, dada su naturaleza y objetivos, éstos deben lograrse a través de una Acción Social, por tener carácter contingente, 

temporal y emergente, como se señala en la fracción I de dicho precepto legal. 

 

4.4 PARTICIPACIÓN SOCIAL 

 

Considerando que la población podrá participar activamente en la planeación, programación, implementación y evaluación 

de los programas y acciones de desarrollo social, la forma de participación será mediante consulta ciudadana, conforme a lo 

siguiente: 

 

Participante Etapa en la que participa Forma de participación Modalidad 

Beneficiarios de la Alcaldía 

Miguel Hidalgo 

Satisfacción de la Acción Social Consulta Encuesta 

 

4.5 ANÁLISIS DE SIMILITUDES Y COORDINACIÓN CON ACCIONES O PROGRAMAS SOCIALES DEL 

GOBIERNO CENTRAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y/O ALCALDÍAS 

 

La Acción Social “Fortaleciendo la Economía FORTEC MH Contigo 2021” se emite en paralelo de los programas 

emergentes del Gobierno de la Ciudad de México, tales como apoyos del Fondo para el Desarrollo Social de la Ciudad de 

México y de otras políticas de la Alcaldía como “Consume MH y Red de Comercio Local para personas residentes de la 

alcaldía Miguel Hidalgo por la contingencia sanitaria Covid-19”. 
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Cabe señalar que la Secretaría de Desarrollo Económico de la Ciudad de México, implemento la acción social de apoyo 

emergente, dirigido a personas trabajadoras de restaurantes formales y no formales, por lo cual en ningún caso se duplicaría 

con la acción Social “Fortaleciendo la Economía FORTEC MH contigo 2021” ya que atienden a dos sectores distintos de la 

población. 

 

5. DEFINICIÓN DE POBLACIONES OBJETIVO, BENEFICIARIAS Y/O USUARIAS 

 

Mediante la Acción Social “Fortaleciendo la Economía FORTEC MH Contigo” se atenderá a las microempresas, 

pertenecientes a los sectores industria, comercio y servicios, que se encuentren preferentemente dentro de las zonas de alto y 

muy alto grado de marginación de la Alcaldía Miguel Hidalgo, mediante la entrega de apoyos económicos a las personas 

titulares de dichas empresas, que soliciten el apoyo y cumplan con los requisitos de la presente Acción Social. 

 

De acuerdo con el Directorio Estadístico Nacional de Unidades Económicas (DENUE-INEGI) en la Alcaldía Miguel 

Hidalgo existen 11,398 micro empresas (de 0 a 10 personas empleadas) la presente acción social tendrá un alcance de 2,500 

micro empresas que representan el 22% de unidades económicas clasificadas como tal. 

 

En este mismo sentido, de acuerdo con la Secretaría de Economía, las empresas por su número de empleados, se clasifican 

de la siguiente manera: 

 

Tamaño 

Sector 

Clasificación según el número de empleados 

Industria Comercio Servicios 

Micro de 0 a 10 de 0 a 10 de 0 a 10 

Pequeña de 11 a 50 de 11 a 30 de 11 a 50 

Mediana A de 51 a 250 de 31 a 100 de 51 a 100 

 

Siendo las micro y pequeñas, en el ámbito de la economía de la Alcaldía, las más vulnerables en la emergencia sanitaria 

actual y, en consecuencia, la presente Acción Social contribuirá a mitigar los efectos negativos provocados por dicha 

emergencia en la economía local y en beneficio de la población de Miguel Hidalgo, atendiendo a que estará en dirección de 

las  micro empresas, pertenecientes a los sectores industria, comercio y servicios, de acuerdo con la clasificación antes 

citada, con la finalidad de coadyuvar a la reactivación económica y evitar situaciones que pudieran llegar a provocar cierre 

de negocios, pérdida de empleos y crisis social. 

 

6. OBJETIVOS GENERALES Y ESPECÍFICOS 

 

6.1. OBJETIVO GENERAL 

 

Reactivar la economía de la Alcaldía Miguel Hidalgo a través de apoyos económicos que reciban las personas titulares de 

las micro empresas, pertenecientes a los sectores industria, comercio y servicios, que se encuentren ubicadas 

preferentemente dentro de las zonas de alto y muy alto grado de marginación de la Alcaldía Miguel Hidalgo, para mitigar 

los efectos negativos de la emergencia sanitaria por la epidemia del virus SARS-CoV2 (COVID-19). 

 

6.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 

- Coadyuvar a la reactivación económica de la Alcaldía Miguel Hidalgo y, en consecuencia, de la Ciudad de México. 

 

- Mantener en operación las micro empresas, pertenecientes a los sectores industria, comercio y servicios, que se encuentren 

ubicadas preferentemente dentro de las zonas de alto y muy alto grado de marginación de la Alcaldía Miguel Hidalgo, 

coadyuvando a la conservación de empleos. 
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7. METAS FÍSICAS 

 

En el marco de la Acción Social “Fortaleciendo la Economía FORTEC MH Contigo” se otorgarán apoyos económicos a las 

personas titulares de 2,500 micro empresas, pertenecientes a los sectores industria, comercio y servicios, que se encuentren 

ubicadas preferentemente dentro de las zonas de alto y muy alto grado de marginación de la Alcaldía Miguel Hidalgo, 

distribuidos de la siguiente manera: 

 

Apoyo económico de $4,000.00 (Cuatro mil pesos 00/100 M.N.) a 2,500 personas titulares de las micro empresas, 

pertenecientes a los sectores industria, comercio y servicios; entregados en una sola exhibición a través de los medios que la 

Alcaldía determine. 

 

8. PRESUPUESTO 

 

Para la ejecución de la Acción Social “Fortaleciendo la Economía FORTEC MH Contigo”, el monto asignado es de 

$10,000,000.00 (Diez millones de pesos 00/100 M.N.). 

 

9. TEMPORALIDAD 

 

Del 01 de enero al 30 de abril de 2021. 

 

10. REQUISITOS DE ACCESO 

 

Requisitos de Acceso 

 

- Ser la persona titular de la micro empresa. 

- Tener 18 años de edad o más. 

- La micro empresa debe ubicarse preferentemente dentro de las zonas de alto y muy alto grado de marginación de la 

Alcaldía Miguel Hidalgo. 

- La persona interesada deberá solicitar el apoyo económico de manera personal y directa. 

 

Documentación requerida en original y copia para cotejo. 

 

- Identificación Oficial vigente de la persona solicitante, con domicilio en la Alcaldía Miguel Hidalgo. 

- Clave Única de Registro de Población (CURP). 

- Comprobante de domicilio de la Alcaldía Miguel Hidalgo, preferentemente dentro de las zonas de alto y muy alto grado de 

marginación, con una antigüedad no mayor a 3 meses anteriores a la fecha de la solicitud. 

- 1 fotografía de la fachada y 1 fotografía de las instalaciones de la micro empresa, precisando su nombre denominación o 

nombre comercial. 

- Manifestación bajo protesta de decir verdad que es la persona titular de la micro empresa y que ésta se encuentra 

clasificada como tal. 

- Manifestación bajo protesta de decir verdad que el apoyo económico recibido se aplicará a la micro empresa con el 

objetivo de reactivar la economía de la Alcaldía Miguel Hidalgo.  

- Llenar el formato de registro. 

 

Las personas solicitantes deberán presentar la documentación requerida, en las sedes o medios que indique la Subdirección 

de Fomento al Empleo, en las fechas y horarios que serán señalados en la Convocatoria correspondiente. No podrán 

establecerse requisitos de acceso adicionales a los señalados en los presentes Lineamientos. 

 

Procedimiento de Acceso 

 

a) Solo podrán participar en la presente Acción Social, aquellas personas que cumplan con los requisitos y aporten la 

documentación completa solicitada en una sola exhibición, así como lo señala el rubro de Requisitos de Acceso, y en ningún 

caso, se podrá realizar el trámite de la persona solicitante cuando presente su documentación incompleta. 

 

b) Los requisitos, documentos, formas de acceso y criterios de selección de las personas beneficiarias de la presente Acción 

Social serán públicos. 
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c) Posterior a la publicación de los presentes Lineamientos y a la difusión de éstos mediante la Convocatoria 

correspondiente, las personas interesadas podrán inscribirse en la modalidad, fechas y horarios señalados en ésta última. 

 

d) El registro se realizará mediante la entrega de la documentación completa solicitada, su cotejo con el original y la 

requisición del formato de registro, el cual se suscribirá “bajo protesta de decir verdad”.  

 

e) La Dirección de Desarrollo y Fomento Económico una vez concluido el período de registro, publicará en los medios de 

difusión señalados en los presentes Lineamientos, el Padrón de Personas Beneficiarias.  

 

f) La operación, control, supervisión y verificación de la Acción Social corresponde a la Subdirección de Fomento al 

Empleo. 

 

g) La entrega de apoyos de la acción social corresponde a la Unidad Departamental de Capacitación y Desarrollo de 

habilidades y Oficios, misma que coadyuvará en la operación. 

 

h) Considerando el número limitado de apoyos disponibles, se considerará el principio de “Primero en el tiempo, mejor en 

el Derecho” en tal situación que en caso de existir controversia entre partes que aleguen iguales derechos, se entiende que 

tiene preferencia en el derecho la parte que primero haya realizado un acto con eficacia jurídica. 

 

i) Sólo en el caso de que llegaran a haber más solicitantes que lugares disponibles, se integrará un listado con los folios para 

cada aspirante que cumpla con los requisitos de acceso. Entre los potenciales beneficiarios que hayan realizado la 

inscripción y cumplan con los requisitos de acceso, se realizará un sorteo para la entrega de los apoyos económicos que se 

otorgarán por medio de la acción social. Para el sorteo que se llegara a realizar deberá estar presente un representante de la 

Secretaría de la Contraloría de la Ciudad de México. Este proceso se desarrollará exclusivamente por vías remotas y a 

distancia. 

 

j) El beneficio de la presente Acción Social será entregado a través de los medios, físicos o electrónicos, que la Alcaldía 

determine. 

 

k) La recepción de documentación y el proceso de registro, no garantizan la entrega del apoyo, únicamente le permite a la 

persona solicitante, participar en el inicio del trámite. Dicha solicitud estará sujeta a la revisión de la documentación por 

parte de la Subdirección de Fomento al Empleo. 

 

l) En ningún caso las y los servidores públicos podrán solicitar o proceder de manera diferente a lo establecido en los 

presentes Lineamientos. 

 

11. CRITERIOS DE ELECCIÓN DE LA POBLACIÓN 

 

Considerando el número limitado de apoyos disponibles, podrán ser beneficiarios de la presente Acción Social aquellas 

personas que hayan realizado solicitud de ingreso, la clasificación de su empresa sea micro (con no más de diez personas 

empleadas), se encuentre localizada preferentemente en zonas de alto o muy alto grado de marginación en la Alcaldía 

Miguel Hidalgo, de acuerdo con la clasificación de SIDESO y cumplan con los requisitos establecidos en los Lineamientos 

de Operación de esta Acción Social. Se asignarán los apoyos hasta donde se agoten los lugares disponibles; por lo anterior 

se considera que la presente Acción Social cumple el Principio de Universalidad señalado en la Ley de Desarrollo Social 

para el Distrito Federal. 

 

Sólo en el caso de que llegaran a haber más solicitantes que lugares disponibles, se integrará un listado con los folios para 

cada aspirante que cumpla con los requisitos de acceso. Entre los potenciales beneficiarios que hayan realizado la 

inscripción y cumplan con los requisitos de acceso, se realizará un sorteo para la entrega de los apoyos económicos que se 

otorgarán por medio de la acción social. Para el sorteo que se llegara a realizar deberá estar presente un representante de la 

Secretaría de la Contraloría de la Ciudad de México. Este proceso se desarrollará exclusivamente por vías remotas y a 

distancia. 
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12. OPERACIÓN DE LA ACCIÓN 

 

1. La Subdirección de Fomento al Empleo será la instancia responsable de la operación, control, supervisión y verificación 

de la Acción Social.  

 

2. La Subdirección de Fomento al Empleo se podrá auxiliar de plataformas tecnológicas, medios magnéticos, instrumentos 

tecnológicos, software y/o sistemas que garanticen un control eficiente y eficaz en la aplicación de los presentes 

Lineamientos. 

 

3. El acceso a la Acción Social queda supeditado a los Requisitos de Acceso de los presentes Lineamientos. 

 

4. La Subdirección de Fomento al Empleo realizará las gestiones necesarias para que la Convocatoria de la presente Acción 

Social sea publicada en la página de internet oficial de la Alcaldía Miguel Hidalgo. 

 

5. Las personas interesadas podrán acudir en la modalidad, fechas y horarios que se señale en la Convocatoria, para solicitar 

su registro y entregar la documentación para la integración del expediente correspondiente. 

 

6. La Dirección de Desarrollo y Fomento Económico, integrará el Padrón de personas beneficiarias de la Acción Social, de 

conformidad con los requerimientos solicitados en el apartado Requisitos de Acceso de los presentes Lineamientos. 

 

7. Se acatarán las medidas de imparcialidad, equidad y neutralidad que deben observarse en el marco de los procesos 

electorales 

 

8. Una vez generado el Padrón de personas beneficiarias de la Acción Social será publicado en la página de internet oficial 

de la Alcaldía Miguel Hidalgo. 

 

9. La Unidad de Capacitación y Desarrollo de Habilidades y Oficios, entregará los apoyos a los beneficiarios de la Acción 

Social a través de los mecanismos que determine la Alcaldía. 

 

10. El beneficio de la presente Acción Social será entregado a través de los medios, físicos o electrónicos, que la Alcaldía 

determine. 

 

11. La entrega del apoyo se realizará con personal de la Alcaldía en visita domiciliaria, observando en todo momento el 

cumplimiento de las disposiciones sanitarias vigentes en la Ciudad de México, siendo obligatorio el uso de cubrebocas, gel 

antibacterial y la sana distancia, durante cada una de las fases de la operación de la acción social 

 

12. Para la presente acción social “En ningún caso la entrega de los bienes asociados se realizará en eventos públicos 

masivos”. 

 

13. En la publicación del Padrón de personas beneficiarias, se incluirá el número total de apoyos económicos otorgados 

conforme al registro. 

 

14. Dado que la Ciudad de México se encuentra en un periodo pre-electoral se enviarán al Instituto Electoral de la Ciudad 

de México los presentes lineamientos así como el padrón de beneficiarios de la intervención una vez publicados. 

 

15. Los datos personales de quienes soliciten la incorporación a la Acción Social, así como la demás información generada 

y administrada, se regirán por lo establecido en la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de 

Cuentas de la Ciudad de México y la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad 

de México. 

 

16. En concordancia con el artículo 38 de la Ley de Desarrollo Social para el Distrito Federal y artículo 60 de su 

Reglamento, en los beneficios de tipo económico que se otorguen, con objeto de los programas que impliquen la 

transferencia de recursos materiales o financieros a personas físicas o morales, deberá incluirse en todo material de difusión, 

convenios, cartas compromiso y otros instrumentos que se suscriban o formalicen, la siguiente leyenda: 
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“Esta Acción Social es de carácter público, no es patrocinada ni promovida por partido político alguno y sus recursos 

provienen de los impuestos que pagan todas y todos los contribuyentes. Está prohibido el uso de esta Acción Social con 

fines políticos, electorales, de lucro y otros distintos a los establecidos. Quien haga uso indebido de los recursos de esta 

Acción Social en la Ciudad de México, será sancionado de acuerdo con la ley aplicable y ante la autoridad competente”. 

 

17. Todos los trámites a realizar y los formatos creados para la implementación de la presente Acción Social son personales, 

intransferibles y gratuitos. 

 

Causales de baja 

 

En caso de que la persona beneficiaria se encuentre en alguno de los siguientes supuestos, se procederá a su baja de esta 

Acción Social: 

 

* Se compruebe que recibe algún otro apoyo similar, sea Local o Federal. 

* Se compruebe que proporcionó información o documentación falsa o alterada. 

* Interrumpa el trámite para la entrega del apoyo. 

* Se verifique que no cumple con los requisitos señalados en los presentes Lineamientos. 

* Pretenda duplicar el trámite de solicitud. 

* Fallecimiento del beneficiario por cualquier causa. 

 

Suspensión de la Acción Social 

 

Se suspenderá a la persona beneficiaria, sin responsabilidad para la Alcaldía Miguel Hidalgo cuando: 

 

- Incurra en actos de violencia, acoso, discriminación o cualquier otro que atente contra los derechos fundamentales de otras 

personas beneficiarias o servidoras y servidores públicos de la Alcaldía. 

- Ponga en riesgo la integridad física de otras personas beneficiarias o servidoras y servidores públicos de la Alcaldía. 

- Cualquier otra que contravenga el objetivo general de esta Acción Social. 

 

Asimismo, esta Acción Social podrá ser suspendida por la Alcaldía Miguel Hidalgo sin incurrir en responsabilidad alguna, 

por caso fortuito, fuerza mayor o siniestro. Una vez que hayan cesado las causas que dieron origen a la suspensión, siempre 

y cuando las circunstancias de temporalidad y presupuesto lo permitan, se dará continuidad a la Acción Social, en caso 

contrario se procederá a su cancelación. En cualquier caso, la Alcaldía dará a conocer por los medios de difusión 

disponibles, las acciones a seguir. 

 

13. DIFUSIÓN 

 

La Acción Social “Fortaleciendo la Economía FORTEC MH Contigo” se dará a conocer entre la población a través de: 

 

- La página de internet oficial de la Alcaldía Miguel Hidalgo: miguelhidalgo.cdmx.gob.mx 

- Las redes sociales de la Alcaldía Miguel Hidalgo: Facebook @DelegacionMH, Twitter @AlcaldiaMHmx, Instagram 

@alcaldiamh, Youtube MH TV Digital. 

- En instalaciones de la Alcaldía Miguel Hidalgo. 

 

14. PADRÓN DE BENEFICIARIOS Y FACILITADORES DE SERVICIOS Y/O LISTADO DE 

IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS USUARIAS 

 

El Padrón de personas beneficiarias se integrará conforme a los Lineamientos para la Elaboración de Acciones Sociales 

2021 y al Reglamento de la Ley de Desarrollo Social para el Distrito Federal, con los campos acordes a la Acción Social 

“Fortaleciendo la Economía FORTEC MH Contigo”. 

 

15. CRITERIOS DE EXIGIBILIDAD, INCONFORMIDAD Y RENDICIÓN DE CUENTAS 

 

Exigibilidad 
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Atendiendo a lo dispuesto en el artículo 70 del Reglamento de la Ley de Desarrollo Social para el Distrito Federal, es 

obligación de las y los servidores públicos responsables de la ejecución de los programas tener a la vista del público los 

requisitos, derechos, obligaciones y procedimientos para que las personas beneficiarias puedan acceder a su disfrute y, en 

caso de omisión puedan exigir su cumplimiento a la autoridad responsable en apego a la normatividad aplicable. En tal 

sentido, la Alcaldía Miguel Hidalgo cumplirá con lo siguiente:  

 

- Colocará en las instalaciones de la Alcaldía los requisitos, derechos, obligaciones, procedimientos y plazos para que las 

personas interesadas puedan acceder al disfrute de los beneficios de la Acción Social. 

 

- Hará del conocimiento a las personas que resulten beneficiarias de la Acción Social, su inclusión a ésta. 

 

Los casos en los que las personas interesadas podrán exigir los derechos por incumplimiento o por violación de los mismos, 

son los siguientes:  

 

- Cuando la persona solicitante cumpla con los requisitos y criterios de inclusión para acceder a determinado derecho 

(garantizado por una Acción Social) y exija a la autoridad administrativa ser beneficiaria del mismo. 

 

- Cuando la persona beneficiaria exija a la autoridad que se cumpla con dicho derecho de manera integral en tiempo y 

forma, como lo establece la Acción Social. 

 

- Cuando no se pueda satisfacer toda la demanda de incorporación por restricción presupuestal, y se exija que las 

incorporaciones sean claras, transparentes, equitativa, sin favoritismo, ni discriminación. 

 

Conforme a lo establecido al artículo 51 de la Ley de Desarrollo Social para el Distrito Federal, las personas 

derechohabientes o beneficiarias de los programas, tendrán los siguientes derechos y obligaciones:  

 

a) A recibir atención oportuna, de calidad, no discriminatoria y apegada al respeto, promoción, protección y garantía de sus 

derechos. 

 

b) En cualquier momento podrán ejercer sus derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición, en los términos de 

la normatividad aplicable. 

 

c) Acceder a la información de los programas sociales, reglas de operación, vigencia del programa social, cambios y ajustes; 

de conformidad con lo previsto por las Leyes de Transparencia y de Protección de Datos Personales.  

 

d) A interponer quejas, inconformidades, reclamos, denuncias y/o sugerencias, las cuales deberán ser registradas y atendidas 

en apego a la normatividad aplicable. 

 

e) Bajo ninguna circunstancia le será condicionado la permanencia o adhesión a cualquier programa social, siempre que 

cumpla con los requisitos para su inclusión y permanencia a los programas sociales. 

 

f) A solicitar de manera directa, el acceso a los programas sociales. 

 

g) Una vez concluida la vigencia y el objetivo del programa social, y transcurrido el tiempo de conservación, la información 

proporcionada por las personas derechohabientes o beneficiarias, deberá ser eliminada de los archivos y bases de datos de la 

Administración Pública de la Ciudad de México, previa publicación del aviso en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, 

con al menos 10 días hábiles de anticipación.  

 

h) Toda persona derechohabiente o beneficiaria queda sujeta a cumplir con lo establecido en la normatividad aplicable a 

cada programa social. 

 

Inconformidad  

 

La persona que desee interponer una inconformidad o queja lo podrá hacer de la siguiente manera: 
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1.- Correo electrónico: Deberá contener una narración breve y clara de los hechos, nombre completo de la persona que 

presenta la inconformidad o queja, correo electrónico, número telefónico y domicilio en el que se le pueda localizar y 

deberá remitirlo al correo electrónico oficial mportillo@miguelhidalgo.gob.mx de la Dirección de Desarrollo y Fomento 

Económico. 

 

2.- Vía telefónica: A las oficinas de la persona titular de la Subdirección de Fomento al Empleo al teléfono 52767700 Ext. 

2026. La persona inconforme deberá proporcionar su nombre completo, el motivo de la inconformidad o queja, personas 

involucradas, correo electrónico, número telefónico y domicilio en el que se le pueda localizar. 

 

3.- De manera personal: La persona inconforme deberá presentar por escrito su inconformidad o queja, de lunes a viernes en 

un horario de 09:00 a 15:00 horas, en la Dirección de Desarrollo y Fomento Económico, dirigida a la persona titular de la 

misma, indicando día, mes y año en que la presenta, nombre y domicilio completo, número telefónico, Acción Social en la 

que participa, tipo de petición que realiza, descripción clara de los hechos que la motivan, fecha, hora y lugar donde 

acontecieron, trámite o servicio que la origina, nombre, cargo y oficina de la persona servidora pública involucrada, así 

como las pruebas con las que cuenta.  

 

La persona titular de la Dirección de Desarrollo y Fomento Económico responderá por escrito a quien interponga una 

inconformidad o queja, dentro de los siguientes tres días hábiles a aquel en que la haya presentado. 

 

En caso de no estar de acuerdo con la respuesta emitida; conforme a los artículos 71 y 72 del Reglamento de la Ley de 

Desarrollo Social para el Distrito Federal, los ciudadanos podrán presentar quejas por considerarse indebidamente excluidos 

de los programas sociales o por incumplimiento de la garantía de acceso a los programas ante la Procuraduría Social del 

Distrito Federal o bien registrar su queja a través del Servicio Público de Localización Telefónica, LOCATEL, quien deberá 

turnarla a la Procuraduría Social para su debida investigación y en su caso a la instancia correspondiente. Podrá interponer 

queja cuando considere que se excluye, incumple o contraviene por parte de las o los servidores públicos, las disposiciones 

previstas en los programas ante la Contraloría General del Gobierno de la Ciudad de México, por ser el órgano competente 

para conocer las denuncias de violación e incumplimiento de derechos en materia de desarrollo social, misma que se ubica 

en calle Tlaxcoaque número 8, Edificio Juana de Arco, Colonia Centro, Alcaldía Cuauhtémoc, Ciudad de México. 

 

Se prohíbe cualquier acto o conducta discriminatoria por acción u omisión por parte de las personas servidoras públicas en 

la implementación, seguimiento o evaluación de esta Acción Social. La violación a esta disposición será sancionada 

conforme al marco jurídico vigente en la Ciudad de México y las personas beneficiarias podrán acudir al Consejo para 

Prevenir y Eliminar la Discriminación de la Ciudad de México (COPRED), para su investigación. 

 

Rendición de cuentas 

 

Como parte del informe trimestral remitido por la Dirección General de Administración a la Secretaría de Finanzas de la 

Ciudad de México, se enviarán los avances en la operación de la Acción Social, la población beneficiaria, el monto de los 

recursos otorgados, la distribución, según sea el caso, por Alcaldía y colonia. 

 

La Secretaría de la Contraloría General de la Ciudad de México, en el ámbito de su competencia verificará que el gasto 

guarde congruencia con lo dispuesto en la Ley de Austeridad, Transparencia en Remuneraciones, Prestaciones y Ejercicio 

de Recursos de la Ciudad de México y en el Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México. 

 

Se proporcionará la información que sea solicitada por la Secretaría de la Contraloría General de la Ciudad de México y/o el 

Órgano Interno de Control en Miguel Hidalgo, a fin de que puedan realizar las funciones de fiscalización, inspección y 

verificación del ejercicio del gasto público. 

 

La Contraloría Social, que es la instancia a cargo de instrumentar la política social en la Ciudad de México, vigilará en el 

marco de sus derechos y obligaciones establecidos en las leyes secundarias que emanen de la Constitución Política de la 

Ciudad de México, el cumplimiento de los presentes Lineamientos, así como de las normas y procedimientos aplicables a la 

programación y ejecución de la Acción Social y el ejercicio de los recursos públicos. 

 

La Auditoría Superior de la Ciudad de México, en el ámbito de sus atribuciones, y de acuerdo con su autonomía técnica, 

revisará y fiscalizará la utilización de los recursos públicos movilizados a través de la Acción Social. 
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Se proporcionará a la Auditoría Superior de la Ciudad de México toda la información, de acuerdo con la legislación 

aplicable, para la fiscalización que en su caso emprenda. 

 

16. EVALUACIÓN Y MONITOREO 

 

La Subdirección de Fomento al Empleoserá la responsable de la validación final de cada una de las etapas que den 

cumplimiento a la implementación de la Acción Social, para lo cual se podrá auxiliar de plataformas tecnológicas, medios 

magnéticos, instrumentos tecnológicos, software y/o sistemas que garanticen un control eficiente y eficaz en la aplicación 

de los presentes Lineamientos. 

 

Asimismo, será la instancia encargada de llevar a cabo el control, supervisión y verificación del cumplimiento de los 

procedimientos dispuestos en los presentes Lineamientos; así como de la recepción de solicitudes de las personas 

interesadas en ser beneficiarias de la Acción Social, de la integración y resguardo de documentación, a través de la Unidad 

Departamental de Capacitación y Desarrollo de Habilidades y Oficios. 

 

INDICADORES 

 

NIVEL 

DEL 

OBJETIV

O 

OBJETIVO INDICADOR 

FÓRMULA 

DE 

CÁLCULO 

UNIDAD 

DE 

MEDIDA 

FRECUENCIA

/PERIODO DE 

CÁLCULO 

Meta 
Medios de 

verificación 

Propósito 

Medir la 

cobertura 

de la 

Acción 

Social 

Porcentaje de 

personas 

beneficiarias 

respecto de la 

cantidad de 

solicitudes. 

(Cantidad de 

personas 

beneficiarias

/cantidad de 

solicitudes) 

x 100 

Porcentaje Anual 100 
Solicitudes de 

ingreso 

Compone

ntes 

Medir la 

cantidad de 

personas 

beneficiaria

s que 

reciben el 

apoyo 

económico 

Porcentaje de 

personas 

beneficiarias 

que reciben el 

apoyo 

económico 

(Cantidad de 

personas 

beneficiarias 

que reciben 

el apoyo 

económico/c

antidad total 

de personas 

beneficiarias 

en padrón) x 

100 

Porcentaje Anual 100 

Documentació

n de entrega 

del apoyo 

económico 

 

La Subdirección de Fomento al Empleo es el área responsable de la medición a través de los indicadores. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

SEGUNDO. El presente Aviso entrará en vigor al día siguiente de su publicación. 

 

Ciudad de México, a 22 de febrero de 2021. 

 

(Firma) 

 

LIC. VÍCTOR HUGO ROMO DE VIVAR GUERRA 

ALCALDE DE MIGUEL HIDALGO 
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Ó R G A N O S  A U T Ó N O M O S 

 

Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México 

 

Nashieli Ramírez Hernández, Presidenta del Consejo, y Representante Legal de la Comisión de Derechos Humanos de la 

Ciudad de México, en términos de lo dispuesto en los artículos 1, 102 Apartado B y 133 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 1, 4, 46 Apartado A, inciso b), 46 Apartado B, y 48 de la Constitución Política de la Ciudad de 

México; 1, 2 fracción III, 3, 4 fracciones II y IV, 7 fracciones I y II, 12 fracciones I, II y III, 17 y 21 fracción II, de la Ley 

Orgánica de la Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México, y 1, 2, 5, 9, 32, fracciones I y II, 35, fracción XIII 

y 39 del Reglamento Interno de la Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México, tengo a bien emitir el 

siguiente: 

 

AVISO POR EL QUE SE DA A CONOCER EL ENLACE ELECTRÓNICO DEL SITIO OFICIAL DE LA 

COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DONDE PODRÁN SER 

CONSULTADOS LOS LINEAMIENTOS DE AUSTERIDAD, TRANSPARENCIA EN REMUNERACIONES, 

PRESTACIONES Y EL EJERCICIO DE RECURSOS DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE LA 

CIUDAD DE MÉXICO; MISMOS QUE FUERON APROBADOS POR EL CONSEJO DE LA MISMA 

MEDIANTE ACUERDO NUMERO 04/2021, DE FECHA 21 DE ENERO DE 2021. 

 

PRIMERO. Se dan a conocer los “LINEAMIENTOS DE AUSTERIDAD, TRANSPARENCIA EN 

REMUNERACIONES, PRESTACIONES Y EL EJERCICIO DE RECURSOS DE LA COMISIÓN DE 

DERECHOS HUMANOS DE LA CIUDAD DE MÉXICO”, mismos que entrarán disponibles para su consulta y 

descarga en el siguiente enlace electrónico: https://cdhcm.org.mx/wp-content/uploads/2021/01/Lineamientos-de-

Austeridad-2021.pdf 

 

SEGUNDO. Los “LINEAMIENTOS DE AUSTERIDAD, TRANSPARENCIA EN REMUNERACIONES, 

PRESTACIONES Y EL EJERCICIO DE RECURSOS DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE LA 

CIUDAD DE MÉXICO” entrarán en vigor al día siguiente de la publicación del enlace electrónico en la Gaceta Oficial de 

la Ciudad de México. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. Publíquese el presente Aviso en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México para su debida observancia y 

aplicación. 

 

SEGUNDO. Se designa como responsable de la funcionalidad y permanencia del enlace electrónico en el sitio oficial de la 

Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México a la Lic. Claudia Luz María Martínez García, Subdirectora de 

Apoyo Administrativo adscrita a la Dirección General de Administración de la Comisión de Derechos Humanos de la 

Ciudad de México, con correo electrónico claudia.martinez@cdhcm.org.mx, y teléfono 5552295600 extensión 1960. 

 

Ciudad de México, a los 26 días del mes de enero de 2021 

 

(Firma) 

 

____________________________________________ 

Nashieli Ramírez Hernández 

Presidenta de la Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México 

y del Consejo de la misma 

https://cdhcm.org.mx/wp-content/uploads/2021/01/Lineamientos-de-Austeridad-2021.pdf
https://cdhcm.org.mx/wp-content/uploads/2021/01/Lineamientos-de-Austeridad-2021.pdf
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INSTITUTO ELECTORAL  

 

IECM/ACU-CG-030/2021 

 

Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de la Ciudad de México, por el que se aprueban los manuales y 

formatos para el registro y sustitución de candidaturas de partidos políticos, así como para el registro de 

candidaturas sin partido, para las elecciones de Diputación Migrante y Diputaciones por ambos principios al 

Congreso de la Ciudad de México, Alcaldías y Concejalías, según corresponda, para el Proceso Electoral Local 

Ordinario 2020-2021. 

 

A n t e c e d e n t e s: 

 

I. El 10 de febrero de 2014, se publicó en el Diario Oficial de la Federación (Diario Oficial) el Decreto por el que se 

reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos (Constitución Federal), en materia política-electoral. 

 

II. El 23 de mayo de 2014, se publicó en el Diario Oficial el Decreto por el que se expidieron la Ley General de 

Partidos Políticos (Ley de Partidos) y la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (Ley General). 

 

III. El 29 de enero de 2016, se publicó en el Diario Oficial el Decreto por el que se declararon reformadas y derogadas 

diversas disposiciones de la Constitución Federal, en materia política de la Ciudad de México. 

 

IV. EI 7 de septiembre de 2016, el Consejo General del Instituto Nacional Electoral (Instituto Nacional) aprobó el 

Reglamento de Elecciones y sus anexos (Reglamento de Elecciones), mediante el Acuerdo identificado con la clave 

INE/CG661/2016, cuyas reformas más recientes fueron aprobadas el 8 de julio, 4 de septiembre y 6 de noviembre 

de 2020, a través de los Acuerdos INE/CG164/2020, INE/CG254/2020 e INE/CG561/2020, respectivamente. 

 

V. El 5 de febrero de 2017, se publicó en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México (Gaceta Oficial) el Decreto por el 

que se expidió la Constitución Política de la Ciudad de México (Constitución Local). 

 

VI. El 7 de junio de 2017, se publicó en la Gaceta Oficial el Decreto que contiene las observaciones del Jefe de 

Gobierno de la Ciudad de México respecto del diverso por el que se abroga el Código de Instituciones y 

Procedimientos Electorales del Distrito Federal y la Ley Procesal Electoral del Distrito Federal (Decreto) y se 

expide el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales de la Ciudad de México (Código) y la Ley Procesal 

Electoral para la Ciudad de México (Ley Procesal), entre otros. 

 

VII. El 1 de septiembre de 2017 se publicó en el Diario Oficial el Acuerdo identificado con la clave alfanumérica 

INE/CG328/2017 del Consejo General del Instituto Nacional, por el que se aprobó la demarcación territorial de los 

treinta y tres distritos electorales uninominales locales en que se divide la Ciudad de México. 

 

VIII. El 28 de noviembre de 2019, el Congreso de la Ciudad de México aprobó el Dictamen por el que reformó los artículos 6, 

fracción I; 13, párrafo primero; 76, fracción VII y derogó los artículos 4, aparatado B, fracción III; 13, párrafo tercero; 

76, fracción V, y el Vigésimo Quinto Transitorio del Código, con la finalidad de modificar la participación en las 

elecciones locales de las personas originarias de la Ciudad de México que residen fuera del país. 

 

IX. El 9 de enero de 2020, la Jefa de Gobierno de la Ciudad de México publicó en la Gaceta Oficial el Decreto por el que se 

reformaron los artículos 6, fracción I; 13, párrafo primero y, 76, fracción V del Código. Asimismo, se derogaron los 

artículos 4, Apartado B, fracción III; 13, párrafo tercero; 76, fracción V y, Vigésimo Quinto Transitorio del ordenamiento 

de referencia. 

 

X. El 14 de enero de 2020, un grupo de ciudadanos presentó ante el Tribunal Electoral de la Ciudad de México, un medio de 

impugnación para inaplicar el Decreto referido en el antecedente IX, el cual fue radicado con el número de expediente 

TECDMX-JLDC-003/2020. 

 

XI. El 28 de enero de 2020, el Tribunal Electoral de la Ciudad de México declaró en acuerdo plenario, que era incompetente 

para conocer el juicio de la ciudadanía identificado con la clave TECDMX-JLDC-003/2020. 
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XII. El 7 de febrero de 2020, el grupo de ciudadanos, inconformes con el acuerdo plenario, presentó demanda de juicio 

de la ciudadanía ante la Sala Regional Ciudad de México del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 

(Sala Regional Ciudad de México), integrándose el expediente identificado con la clave SCM-JDC-27/2020. 

 

XIII. El 11 de marzo de 2020, el Director General de la Organización Mundial de la Salud, en su alocución de apertura 

en rueda de prensa, concluyó que la COVID-19 podía considerarse una pandemia. 

 

XIV. El 17 de marzo de 2020, el Consejo General del Instituto Electoral, mediante Acuerdo IECM/ACU-CG-031/2020, 

aprobó la implementación de medidas con motivo del COVID-19 que garanticen el adecuado funcionamiento en la 

prestación de los servicios esenciales y preventivas para la protección de las personas servidoras públicas y 

aquellas que acudan a las instalaciones del Instituto Electoral. 

 

XV. El 13 de abril de 2020, se publicó en el Diario Oficial el Decreto por el que se reforman y adicionan, entre otras, 

diversas disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales y de la Ley General de Partidos Políticos (Decreto de reformas y 

adiciones), a fin de garantizar el acceso de las mujeres a una vida libre de violencia en razón de género, además de 

enfatizar el principio constitucional de paridad de género. 

 

XVI. El 30 de abril de 2020, el Consejo General del Instituto Electoral, mediante el Acuerdo IECM/ACU-CG-032/2020, 

autorizó la celebración de sesiones virtuales o a distancia, ordinarias, extraordinarias y urgentes del propio Consejo 

General y de sus Comisiones a través de herramientas tecnológicas, durante el período de medidas sanitarias 

derivado de la pandemia COVID-19. 

 

XVII. El 14 de mayo de 2020, se publicó en el Diario Oficial, el Acuerdo de la Secretaría de Salud, por el que se 

establece una estrategia para la reapertura de las actividades sociales, educativas y económicas, así como un 

sistema de semáforo por regiones para evaluar semanalmente el riesgo epidemiológico relacionado con la 

reapertura de actividades en cada entidad federativa, y acciones extraordinarias y el 20 de mayo de 2020, se publicó 

en la página electrónica institucional del Gobierno de esta entidad federativa, el "Plan gradual hacia la nueva 

normalidad en la Ciudad de México." 

 

XVIII. El 29 de mayo de 2020, se publicó en la Gaceta Oficial el "SEXTO ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECEN 

LOS LINEAMIENTOS PARA LA EJECUCIÓN DEL PLAN GRADUAL HACIA LA NUEVA NORMALIDAD 

EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y SE CREA EL COMITÉ DE MONITOREO"; los cuales tienen como objeto 

regular, entre otros aspectos, el semáforo epidemiológico, las medidas sanitarias y de protección por sector, así 

como la integración del Comité de Monitoreo. 

 

XIX. El 2 de junio de 2020, la Sala Regional Ciudad de México, revocó el acuerdo plenario a que se hizo referencia en el 

antecedente XI y, en plenitud de jurisdicción determinó inaplicar las disposiciones del Decreto publicado en la 

Gaceta Oficial el 9 de enero de 2020, que implicó la eliminación de la figura de la Diputación Migrante; y en 

consecuencia, determinó que para el proceso electoral 2020-2021, debía prevalecer el contenido del Código previo 

a dicha modificación legislativa, por lo que, se ordenó al Instituto Electoral dar continuidad a los trabajos y 

consolidar su aplicación en el próximo proceso electoral 2020-2021 en la Ciudad de México. 

 

XX. El 8 de junio de 2020, la representación del partido político MORENA ante el Consejo General del Instituto 

Electoral, interpuso en la Sala Superior, recurso de reconsideración para controvertir la resolución de la Sala 

Regional Ciudad de México, por lo que se integró el expediente SUP-REC-88/2020. 

 

XXI. El 19 de junio de 2020, en acatamiento a la sentencia dictada por la Sala Regional Ciudad de México en el juicio de 

la ciudadanía identificado con la clave SCM-JDC-27/2020, el Consejo General del Instituto Electoral emitió el 

Acuerdo IECM/ACU-CG-035/2020, por el que aprobó la realización de actividades institucionales para 

instrumentar la elección de la Diputación Migrante en el Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021. 
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XXII. El 29 de julio de 2020, se publicó en la Gaceta Oficial el Decreto de reforma al Código y a la Ley Procesal. 

 

En esa reforma se estableció en el Transitorio Séptimo, lo siguiente: “SÉPTIMO.- Para garantizar el principio de 

paridad de género en la postulación de candidaturas a los cargos de elección popular en los próximos procesos 

electorales, el Instituto Electoral aplicará los lineamientos utilizados en el Proceso Electoral Ordinario 2017-2018. 

Los Distritos Electorales y Demarcaciones Territoriales se ordenarán de mayor a menor conforme al porcentaje de 

votación obtenido en el proceso electoral anterior, y se dividirán en tres bloques de competitividad, y en caso de 

remanente, éste se considerará en el bloque de competitividad alta.” 

 

XXIII. El 7 de agosto de 2020, el Consejo General del Instituto Nacional emitió la Resolución identificada con la clave 

INE/CG187/2020, por la que aprobó ejercer la facultad de atracción para ajustar a una fecha única la conclusión del 

periodo de precampañas y el relativo para recabar apoyo ciudadano para los Procesos Electorales Locales 

Concurrentes con el Proceso Electoral Federal 2021, el cual fue recurrido ante la Sala Superior, la cual determinó el 

2 de septiembre de 2020, mediante la sentencia SUP-RAP-46/2020, revocar la citada resolución del Instituto 

Nacional, al considerar que la autoridad nacional electoral, debía fundamentar y motivar su decisión de atracción 

para ajustar a una fecha única la conclusión del periodo de precampañas, así como de obtención de apoyo 

ciudadano para los procesos electorales locales concurrentes con el proceso electoral federal 2021. Lo anterior, 

debido a que, en concepto del órgano jurisdiccional, la autoridad responsable no justificó debidamente la urgencia 

que se requiere para obtener el procedimiento expedito de atracción. 

 

XXIV. El 10 de agosto de 2020, el Consejo General del Instituto Electoral aprobó, mediante Acuerdo IECM/ACU-CG-

051/2020, la Convocatoria dirigida a la ciudadanía y partidos políticos para participar en el Proceso Electoral Local 

Ordinario 2020-2021, para elegir Diputadas y Diputados del Congreso de la Ciudad de México; Alcaldesas y 

Alcaldes, así como Concejalas y Concejales de las dieciséis Demarcaciones Territoriales, cuya jornada electoral se 

celebrará el 6 de junio de 2021. 

 

En la Base Quinta de dicha Convocatoria, se estableció que los plazos para recabar apoyo ciudadano de las 

personas aspirantes a candidaturas sin partido y de registro de candidaturas, serían conforme a lo que acordara el 

Consejo General, alineados con la resolución que emitiera el Consejo General del Instituto Nacional, respecto a la 

facultad de atracción para ajustar a una fecha única el periodo para recabar apoyo ciudadano para los procesos 

electorales locales concurrentes con el proceso electoral federal 2021. 

 

XXV. El 14 de agosto de 2020, la Sala Superior dictó sentencia en el expediente SUP-REC-88/2020, en la que declaró 

fundada la afectación del grupo de ciudadanos inconformes y estableció la necesidad de inaplicar el Decreto que 

derogó diversos artículos del Código, para garantizar el pleno goce y hacer efectivos los derechos de las personas 

originarias de la Ciudad de México residentes en el extranjero. 

 

XXVI. El 26 de agosto de 2020, el Consejo General del Instituto Nacional, aprobó mediante los Acuerdos con claves 

INE/CG224/2020, INE/CG231/2020 y INE/CG232/2020, el Marco Geográfico que se utilizará en los Procesos 

Electorales Federal y Locales 2020-2021. 

 

XXVII. El 4 de septiembre de 2020, el Consejo General del Instituto Nacional, aprobó mediante el Acuerdo clave 

INE/CG269/2020, los Lineamientos para la integración, funcionamiento, actualización y conservación del Registro 

Nacional de personas sancionadas en materia de violencia política contra las mujeres en razón de género, en 

acatamiento a la sentencia dictada por la Sala Superior en el expediente SUP-REC-91/2020 y acumulado. 

 

XXVIII. El 7 de septiembre de 2020, el Consejo General del Instituto Nacional aprobó, mediante el Acuerdo clave 

INE/CG284/2020, que las Credenciales para Votar que perdieron vigencia el 1 de enero de 2020 y no han sido 

renovadas, continúen vigentes hasta el 6 de junio de 2021, con motivo de la declaratoria de emergencia sanitaria 

por la pandemia de COVID-19, por lo que podrán ser utilizadas por la ciudadanía como instrumento para votar y 

como medio de identificación para la realización de diversos trámites. 
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XXIX. El 11 de septiembre de 2020, el Consejo General emitió la declaratoria formal del inicio del Proceso Electoral 

Local Ordinario 2020-2021 y aprobó el Acuerdo IECM/ACU-CG-057/2020, por el que se acordó utilizar las 

Circunscripciones aprobadas en 2017 mediante los Acuerdos IECM/ACU-CG-011/2017 e IECM/ACU-CG-

077/2017 para la elección de concejalías en el Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021, atendiendo a lo 

ordenado en la Sentencia con el número de expediente SCM-JDC-126/2020 y acumulados, emitida por la Sala 

Regional Ciudad de México, y con los ajustes derivados del Acuerdo INE/CG232/2020 respecto del Marco 

Geográfico Electoral que se utilizará en los Procesos Electorales Federales y Locales 2020-2021. 

 

XXX. En la misma fecha, el Consejo General del Instituto Nacional emitió la Resolución INE/CG289/2020, mediante la 

cual aprobó ejercer la facultad de atracción para ajustar a una fecha única la conclusión del periodo de precampañas 

y el relativo para recabar el apoyo ciudadano, para los Procesos Electorales Locales concurrentes con el Proceso 

Electoral Federal 2021; lo anterior, en acatamiento a la sentencia dictada por la Sala Superior en el expediente 

SUP-RAP-46/2020. 

 

XXXI. El 18 de septiembre de 2020, el Consejo General del Instituto Electoral, mediante el Acuerdo IECM/ACU-CG-

060/2020, aprobó los Lineamientos para el registro de la diputación migrante electa por el principio de 

representación proporcional, para el proceso electoral local 2020-2021. 

 

XXXII. El 23 de septiembre de 2020, el C. Gustavo Adolfo Jiménez Rodríguez, por su propio derecho y en calidad de 

ciudadano de esta entidad, presentó juicio para la protección de los derechos político electorales de la ciudadanía 

contra el Acuerdo IECM/ACU-CG-060/2020, por el cual, el Consejo General del Instituto Electoral aprobó los 

Lineamientos para el registro de la diputación migrante electa por el principio de representación proporcional, para 

el proceso electoral local 2020-2021, mismo que fue radicado ante el Tribunal Electoral de la Ciudad de México 

con el número de expediente TECDMX-JLDC-061/2020, juicio que fue sobreseído al considerarse que el 

promovente carecía de interés jurídico legítimo, mediante sentencia emitida por dicha instancia jurisdiccional, el 17 

de diciembre de 2020. 

 

Inconforme con dicha determinación, el C. Gustavo Adolfo Jiménez Rodríguez interpuso juicio de la ciudadanía 

ante la Sala Regional Ciudad de México, por el cual se integró el expediente SCM-JDC-280/2020, cuya secuela 

procesal está en curso. 

 

XXXIII. El 9 de octubre de 2020, el Consejo General emitió el Acuerdo IECM/ACU-CG-080/2020, por el que se aprobó la 

creación del Comité encargado de coordinar las actividades tendientes a recabar el voto de las ciudadanas y los 

ciudadanos de la Ciudad de México residentes en extranjero, para la elección de la Diputación Migrante para el 

Proceso Electoral Ordinario 2020-2021 (COVECM 2021), designando a las personas Consejeras Electorales 

integrantes, así como a quien se hará cargo de presidirlo. 

 

XXXIV. El 23 de octubre de 2020, el Consejo General emitió el Acuerdo IECM/ACU-CG-083/2020, por el que se ajustaron 

las fechas y plazos para el periodo de precampañas, captación de apoyo ciudadano y para recibir la documentación 

para el registro de candidaturas en el Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021. 

 

XXXV. El 27 de octubre de 2020, se llevó a cabo la sesión de instalación del COVECM 2021, en la que se aprobó el 

Manual de funcionamiento, el Programa de trabajo y el Calendario de sesiones, de conformidad con lo dispuesto en 

el Acuerdo IECM/ACUCG-080/2020, por el que se declaró el inicio formal de los trabajos de dicho órgano 

colegiado. 

 

XXXVI. El 28 de octubre de 2020, el Consejo General del Instituto Nacional, aprobó mediante el Acuerdo clave 

INE/CG517/2020, los Lineamientos para que los partidos políticos nacionales, y en su caso, los partidos políticos 

locales, prevengan, atiendan, sancionen, reparen y erradiquen la violencia política contra las mujeres en razón de 

género. 

 

XXXVII. El 6 de noviembre de 2020, el Consejo General del Instituto Electoral aprobó mediante Acuerdo IECM/ACU-CG-

095/2020, la modificación de la integración del COVECM 2021, agregando como personas integrantes del citado 

Comité a los Consejeros Electorales: Ernesto César Ramos Mega y Bernardo Valle Monroy. 
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XXXVIII. El 30 de noviembre de 2020, el Consejo General del Instituto Electoral aprobó, mediante Acuerdo IECM/ACU-

CG-106/2020, el Documento Rector para el voto de las y los ciudadanos de la Ciudad de México residentes en el 
extranjero 2021, para la elección de la Diputación Migrante en el Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021. 

 
XXXIX. El 9 de diciembre de 2020, el Consejo General del Instituto Electoral aprobó, mediante Acuerdo IECM/ACU-CG-

110/2020, los Lineamientos para la postulación de Diputaciones y Alcaldías y Concejalías en el Proceso Electoral 
Local Ordinario 2020-2021; los Lineamientos para la asignación de Diputaciones y Concejalías por el principio de 
representación proporcional, así como de asignación de votos tratándose de coaliciones y candidaturas comunes y 
asignación de Diputación Migrante en el Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021, los cuales fueron 
impugnados por los Partidos Movimiento Ciudadano y Verde Ecologista de México, mediante sendas demandas 
presentadas el pasado 16 de diciembre y, por las CC. Cecilia Elena Guillén Lugo, Jenny Bautista Medina y el C. 
Erik Álvaro Arellano Hernández, mediante demanda presentada el 17 de diciembre de 2020, juicios que quedaron 
radicados en el Tribunal Electoral de la Ciudad de México con los números de expedientes TECDMX-JEL-
416/2020, TECDMX-JEL-417/2020 y TECDMX-JLDC-067/2020. 

 
XL. El 23 de diciembre de 2020, el Consejo General del Instituto Electoral aprobó, mediante Acuerdo IECM/ACU-CG-

113/2020, la adenda a los Lineamientos para la postulación de Diputaciones y Alcaldías y Concejalías en el 
Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021, en acatamiento al acuerdo plenario del Tribunal Electoral de la 
Ciudad de México, dictado en el expediente TECDMX-JLDC-064/2020. 

 
XLI. El 6 de enero de 2021, el Consejo General del Instituto Electoral aprobó el Acuerdo IECM/ACU-CG-001/2021, por 

el que modificó “...el periodo de obtención de apoyo ciudadano, en el Proceso Electoral Local Ordinario 2020-
2021, en acatamiento al Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral identificado con la clave 
INE/CG04/2021, aprobado en sesión extraordinaria de fecha 4 de enero de 2021.” 

 
XLII. El 11 de febrero de 2021, el Tribunal Electoral de la Ciudad de México, resolvió acumular el juicio de la 

ciudadanía TECDMX-JLDC-067/2020 y el juicio electoral TECDMX-JEL-417/2020, al diverso TECDMX-JEL-
416/2020, referidos en el antecedente XXXIX y revocar parcialmente el Acuerdo impugnado.  

 
XLIII. El 12 de febrero de 2021, se publicó en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el Cuadragésimo Quinto Aviso 

de la Jefatura de Gobierno, por el que se dio a conocer que el color del Semáforo Epidemiológico determinado por 
el Comité de Monitoreo en esta entidad cambia a NARANJA. 

 
XLIV. El 17 de febrero de 2021, el Consejo General del Instituto Electoral, mediante Acuerdo IECM/ACU-CG-032/2021, 

dio cumplimiento a la resolución del Tribunal Electoral de la Ciudad de México citada en el antecedente XLII. 
 

C o n s i d e r a n d o: 
 

1. Que conforme al artículo 41, base V, párrafo primero, apartado C, numeral 1 de la Constitución Federal, la 
organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a través del Instituto Nacional y de los 
organismos públicos locales, en los términos que establece la propia Constitución. En las entidades federativas las 
elecciones locales estarán a cargo de organismos públicos locales que ejercerán, entre otras funciones, la de 
garantizar los derechos y el acceso a las prerrogativas de las candidaturas y partidos políticos. 

 
2. Que de conformidad con los artículos 50, párrafo primero de la Constitución Local; y, 30 y 36, párrafo primero del 

Código, el Instituto Nacional y el Instituto Electoral de la Ciudad de México (Instituto Electoral), son autoridades 
en materia electoral encargadas de la organización, desarrollo y vigilancia de los procesos electorales para las 
elecciones de Jefatura de Gobierno, Diputaciones al Congreso local, Alcaldías y Concejalías de la Ciudad de 
México. 

 
3. Que en apego al artículo 2, párrafos primero y segundo del Código, el Instituto Electoral está facultado para 

aplicar, en su ámbito competencial, las normas establecidas en el referido ordenamiento y para interpretar las 
mismas, atendiendo a los criterios gramatical, sistemático y funcional, así como a los Derechos Humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales. A falta de disposición expresa, se aplicarán los 
principios generales del derecho, de acuerdo con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 14 de la 
Constitución. 
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4. Que de acuerdo con los artículos 2, párrafo tercero y 34, fracciones I y II del Código, el Instituto Electoral, para el 

debido cumplimiento de sus atribuciones, rige su actuación en los principios de certeza, legalidad, independencia, 

inclusión, imparcialidad, máxima publicidad, transparencia, rendición de cuentas, objetividad, paridad, 

interculturalidad, y las realizará con perspectiva de género y enfoque de derechos humanos. Asimismo, para el 

desempeño de sus funciones, debe observar los principios rectores de la función electoral y velar por la estricta 

observancia y cumplimiento de las disposiciones electorales. 

 

5. Que de conformidad con los artículos 32 y 33 del Código, el Instituto Electoral tiene su domicilio en la Ciudad de 

México y se rige para su organización, funcionamiento y control, por las disposiciones contenidas en la 

Constitución Federal, las Leyes Generales, la Constitución Local, la Ley Procesal, el propio Código y demás leyes 

aplicables a cada caso en concreto. Asimismo, sin vulnerar su autonomía, le son aplicables las disposiciones 

relativas de la Ley de Austeridad, Transparencia en Remuneraciones, Prestaciones y Ejercicio de Recursos de la 

Ciudad de México. 

 

6. Que acorde con lo previsto en el artículo 36, párrafo tercero, fracciones I, II, III y IV del Código, los fines y 

acciones del Instituto Electoral se orientan, entre otros aspectos, a contribuir al desarrollo de la vida democrática, 

fortalecer el régimen de las asociaciones políticas, asegurar a la ciudadanía el ejercicio de los derechos político-

electorales y vigilar el cumplimiento de sus obligaciones, así como garantizar la celebración periódica, auténtica y 

pacífica de las elecciones de Jefatura de Gobierno, Diputaciones al Congreso local, Alcaldías y Concejalías. 

 

7. Que de acuerdo con lo previsto por los artículos 50, numeral 2 de la Constitución Local; 37, fracción I, y 41, 

párrafos primero, segundo y tercero del Código, el Instituto Electoral cuenta con un Consejo General que es su 

órgano superior de dirección, el cual se integra por una persona Consejera que preside y seis personas Consejeras 

Electorales con derecho a voz y voto; así como por la persona titular de la Secretaría Ejecutiva y las 

representaciones de los partidos políticos con registro nacional o local, quienes concurrirán a las sesiones sólo con 

derecho a voz. Participarán como personas invitadas permanentes, sólo con derecho a voz, una Diputación de cada 

Grupo Parlamentario del Congreso de la Ciudad de México. 

 

8. Que el artículo 47, párrafos primero y segundo del Código, dispone que el Consejo General funciona de manera 

permanente y en forma colegiada, mediante la celebración de sesiones públicas de carácter ordinario o 

extraordinario, urgente o solemne convocadas por la persona titular de la Presidencia del Consejo. Sus 

determinaciones se asumen por mayoría de votos, salvo los asuntos que expresamente requieran votación por 

mayoría calificada, y éstas revisten la forma de acuerdo o resolución, según sea el caso. 

 

9. Que conforme al artículo 50, fracciones I y II, incisos b) y d), XVI, XIX, XXVII y LII, en relación con el artículo 

36, párrafo último, inciso r) del Código, el Consejo General del Instituto Electoral tiene la facultad de implementar 

las acciones conducentes para que este organismo pueda ejercer las atribuciones conferidas en la legislación 

electoral aplicable; aprobar las normas que sean necesarias para hacer operativas las disposiciones que emanen de 

las leyes locales en la materia; la normatividad y procedimientos referentes a la organización y desarrollo de los 

procesos electorales; promover el uso e implementación de instrumentos electrónicos o tecnológicos con el fin de 

fomentar la participación democrática de la ciudadanía; resolver sobre el otorgamiento o negativa de registro de 

candidaturas sin partido; garantizar a éstas el ejercicio de sus derechos y asignación de las prerrogativas que les 

correspondan; aprobar el registro de las candidaturas a la Jefatura de Gobierno y las listas de candidaturas a 

Diputaciones de representación proporcional y, en forma supletoria, a las candidaturas a Diputaciones de mayoría 

relativa, Alcaldías y Concejalías; y las demás señaladas en la Constitución Local, en el propio Código y en las 

leyes locales no reservadas expresamente al Instituto Nacional. 

 

10. Que en términos de lo previsto en los artículos 52 y 53 del Código, para el desempeño de sus atribuciones, 

cumplimiento de obligaciones y supervisión del adecuado desarrollo de las actividades de los órganos ejecutivos y 

técnicos del Instituto Electoral, el Consejo General cuenta con el auxilio de Comisiones de carácter permanente y 

provisional, mismas que son instancias colegiadas con facultades de deliberación, opinión y propuesta, integradas 

por las personas Consejeras Electorales del órgano máximo de dirección. 

 



46 GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 1° de marzo de 2021 

 

 

11. Que de acuerdo en lo previsto por los artículos 37, fracción III y 86, fracciones I y XI del Código, el Instituto 

Electoral cuenta con la Secretaría Ejecutiva, cuya  persona titular lo es también de la Secretaría del Consejo 

General, y tiene entre sus atribuciones: representar legalmente al Instituto Electoral y otorgar poderes a nombre de 

éste para actos de dominio, de administración y para ser representado ante cualquier autoridad administrativa o 

judicial, o ante particulares en ejercicio de sus atribuciones; apoyar al Consejo General, a la Presidencia del 

Consejo, a las personas Consejeras Electorales, a las Comisiones y Comités en el ejercicio de sus atribuciones; así 

como cumplir las instrucciones del Consejo General y de la Presidencia del Consejo. 

 

12. Que en términos de lo previsto por el artículo 84 del Código, el titular de la Secretaría Ejecutiva tiene dentro de sus 

atribuciones, las de coordinar, supervisar y dar seguimiento al cumplimiento de los programas y atribuciones de las 

Direcciones Ejecutivas, Unidades Técnicas y las Direcciones Distritales.  

 

13. Que de conformidad con el artículo 356 del Código, el proceso electoral es el conjunto de actos ordenados por la 

Constitución, las Leyes Generales, la Constitución Local, el Código y demás leyes aplicables, realizado por las 

autoridades electorales, los partidos políticos o coaliciones y la ciudadanía, que tiene por objeto la renovación 

periódica de los cargos a la Jefatura de Gobierno, Diputaciones por ambos principios al Congreso local, Alcaldías y 

Concejalías de las demarcaciones territoriales, todos de la Ciudad de México. 

 

14. Que en términos de lo previsto en el artículo 357 del Código, el Consejo General convocará al proceso electoral 

ordinario, a más tardar, 30 días antes de su inicio, lo cual ocurrió el pasado 11 de septiembre de 2020.  

 

15. Que conforme al artículo 359 del Código, el proceso electoral ordinario comprende las etapas relativas a la 

preparación de la elección, jornada electoral, cómputo y resultados de las elecciones y las declaratorias de validez. 

 

Por lo que hace a la etapa relativa a la preparación de la elección, inicia con la sesión que el Consejo General del 

Instituto Electoral celebra en septiembre del año anterior en que deban realizarse las elecciones ordinarias, 

comprendiendo, entre otros actos, el registro de las candidaturas sin partido y las postuladas por los partidos 

políticos, siempre que cumplan con los requisitos que contempla la norma, y concluye al iniciarse la jornada 

electoral. 

 

16. Que de conformidad con lo establecido en los artículos 35, fracción II de la Constitución Federal; 27, apartado A, 

numeral 1 de la Constitución Local; y, 6, fracción IV y 310, párrafo primero del Código, la ciudadanía de esta 

Entidad tiene derecho a votar y ser votada para todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades que 

establezca la ley. El derecho de solicitar el registro de candidaturas ante la autoridad electoral, corresponde a los 

partidos políticos, así como a las personas aspirantes que soliciten su registro a candidaturas sin partido y que 

cumplan con los requisitos, condiciones y términos que determine la legislación electoral. 

 

En este último caso, la ciudadanía podrá participar para ser registrada a candidaturas sin partido a los cargos de 

Jefatura de Gobierno, Diputaciones por el principio de mayoría relativa, Alcaldías y Concejalías. 

 

17. Que de acuerdo con los artículos 239, fracción II y 256, fracciones II y III del Código, los partidos políticos 

constituyen entidades de interés público con personalidad jurídica y patrimonio propios; gozarán de los derechos y 

de las prerrogativas que para cada caso se establecen en la normatividad aplicable, los cuales, tendrán como fines, 

entre otros, los siguientes: 

 

• Contribuir a la integración de los órganos de representación política, y 

 

• Hacer posible, como organizaciones de ciudadanas y ciudadanos, su acceso al ejercicio del poder público de 

acuerdo con los programas, principios e ideas que postulen, mediante el voto universal, libre, secreto, directo, 

personal e intransferible. 

 

18. Que de conformidad con los artículos 27, Apartado B, numeral 5 de la Constitución Local, y 257, párrafo segundo, 

relacionados con el 272, fracciones I y IV del Código, los partidos políticos nacionales y locales que cuenten con el 

registro respectivo ante el Instituto Nacional, o ante el Instituto Electoral, tendrán derecho a participar en los 

procesos  
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electorales de la Ciudad de México, para elegir Diputaciones locales por los principios de mayoría relativa y de 
representación proporcional, al titular a la Jefatura de Gobierno y de las Alcaldías, así como a las Concejalías por 
los principios de mayoría relativa y representación proporcional, de acuerdo a las disposiciones de la materia. 

 
19. Que en términos del artículo 380, fracciones II, III y IV del Código, los órganos competentes para recibir las 

solicitudes de registro de las candidaturas en la presente elección son: para las Diputaciones electas por el 
principio de mayoría relativa, los Consejos Distritales Electorales; para las Alcaldías y Concejalías, los Consejos 
Distritales Cabecera de Alcaldía, y para Diputaciones electas por el principio de representación proporcional, el 
Consejo General. En el caso de las solicitudes de registro de Diputaciones de mayoría relativa, Alcaldías y 
Concejalías, se podrán presentar de manera supletoria ante este Consejo General. 

 
Los plazos para recibir las solicitudes de registro de candidaturas en comento serán del 08 al 15 de marzo del 2021. 

 
20. Que, por otra parte, el artículo 18 del Código, señala como requisitos para ocupar un cargo de elección popular, 

además de los señalados por la Constitución, la Ley General de Partidos Políticos y la Constitución Local, los 
siguientes:  

 
• Estar inscrita o inscrito en el Registro Federal de Electores y contar con Credencial para Votar, cuyo domicilio 

corresponda a la Ciudad de México, y 
• No estar inhabilitada o inhabilitado para el desempeño del servicio público. 
• No haber sido sentenciada o sentenciado por el delito de violencia política contra las mujeres en razón de 

género. 
 
21. Que los artículos 29, Apartado C de la Constitución Local, y 20 del Código, establecen como requisitos para ser 

Diputada o Diputado al Congreso de la Ciudad de México: 
 

• Tener la ciudadanía mexicana en el ejercicio de sus derechos;  
• Tener dieciocho años cumplidos el día de la elección;  
•  Ser persona originaria o contar con al menos dos años de vecindad efectiva en la Ciudad, anteriores al día de la 

elección. La residencia no se interrumpe por haber ocupado cargos públicos fuera de la entidad. 
• No estar en servicio activo en el Ejército Federal ni tener mando en la policía de la Ciudad de México, cuando 

menos antes del inicio del proceso electoral local correspondiente;  
• No ser titular de alguna Secretaría o Subsecretaría de Estado, de la Fiscalía General de la República, ni ministra 

o ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o integrante del Consejo de la Judicatura Federal, a 
menos que se haya separado definitivamente de sus funciones al menos 120 días antes de la jornada electoral 
local correspondiente o dos años en el caso de los y las ministros e integrantes del Consejo de la Judicatura 
Federal;  

• No ser magistrada o magistrado de Circuito o Juez de Distrito en la Ciudad de México, a menos que se haya 
separado definitivamente de sus funciones antes del inicio del proceso electoral local correspondiente;  

• No ser magistrada o magistrado del Poder Judicial, del Tribunal de Justicia Administrativa, consejera o 
consejero de la Judicatura de la Ciudad de México, a menos que se haya separado definitivamente de sus 
funciones antes del inicio del proceso electoral local correspondiente; 

• No ser Jefa o Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, ni titular de una alcaldía, dependencia, unidad 
administrativa, órgano desconcentrado, organismo autónomo o entidad paraestatal de la administración pública 
o de la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México, a menos que se haya separado de sus funciones 120 
días antes de la jornada electoral correspondiente;  

• No ser ministro de culto religioso, a menos que hubiere dejado de serlo con 5 años de anticipación y en la forma 
que establezca la ley, y  

• No haber sido Consejera o Consejero, Magistrada o Magistrado electoral, a menos que haya concluido su 
encargo o se haya separado del mismo, tres años antes de la fecha de inicio del proceso electoral local 
correspondiente. 

• No haber sido sentenciada o sentenciado por el delito de violencia política contra las mujeres en razón de 
género. 

 
22. Que los artículos 53, Apartado B, numeral 2 y Apartado C, numeral 2 de la Constitución Local, y 21 del Código, 

establecen como requisitos para ser Alcalde o Alcaldesa y Concejala o Concejal, respectivamente, de las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México: 
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• Tener la ciudadanía mexicana en el ejercicio de sus derechos; 

• Tener por lo menos veinticinco años al día de la elección; 

• Tener residencia efectiva en la demarcación territorial correspondiente a su candidatura, por lo menos de 6 

meses ininterrumpidos inmediatamente anteriores al día de la elección. 

• No ser legislador o legisladora en el Congreso de la Unión o en el Congreso de la Ciudad; juez, magistrada, 

magistrado, Consejera o Consejero de la Judicatura del Poder Judicial; no ejercer un mando medio o superior en 

la administración pública federal, Local o de las alcaldías; militar o miembro de las fuerzas de seguridad 

ciudadana de la Ciudad, a menos que se separen de sus respectivos cargos por lo menos 60 días antes de le 

elección; 

• No ocupar el cargo de Ministra o Ministro de algún culto religioso, a no ser que hubiere dejado de serlo con 

cinco años de anticipación y en la forma que establezca la ley; 

• No haber sido sentenciada o sentenciado por el delito de violencia política contra las mujeres en razón de 

género. 

• Los requisitos para ser Concejala o Concejal serán los mismos que para las personas titulares de las Alcaldías, 

con excepción de la edad, que será de 18 años. 

 

23. Que el artículo 381 del Código, precisa que, para el registro de candidaturas a todo cargo de elección popular, el 

partido político que pretenda contender, a través de sus órganos de dirección local debidamente acreditados ante el 

Instituto Electoral, deberá presentar: 

 

• La solicitud de registro de candidaturas, la cual deberá señalar el partido político que las postulen y los 

siguientes datos de las personas candidatas: 

 

a) Nombre y apellidos completos;  

b) Lugar y fecha de nacimiento;  

c) Domicilio y tiempo de residencia en el mismo; 

d) Ocupación;  

e) Clave de la Credencial para Votar; 

f) Cargo para el que se les postula; 

g) Denominación, color o combinación de colores y emblema del partido político o coalición postulantes; 

h) Las firmas de las personas funcionarias del partido político o coalición postulantes; 

i) Dos fotografías tamaño infantil (2.5 x 3.0 cm.), de frente, del candidato(a) respectivo, a excepción de las 

personas candidatas a Diputaciones por el principio de representación proporcional, y  

j) Declaración patrimonial, será obligatoria de las personas candidatas. 

 

• Además de lo anterior, el partido político postulante deberá acompañar: 

 

a) La solicitud de la declaración de aceptación de la candidatura, y copia del acta de nacimiento y de la 

Credencial para Votar, debiendo presentar su original para su cotejo, así como en su caso, la constancia de 

residencia de las personas propietarias y suplentes, la cual debe ser acreditada con documental pública 

expedida por la autoridad de la Ciudad de México y, para el caso de la Diputación Migrante, por la 

autoridad del país en que residan las personas candidatas a dicho cargo;  

b) Manifestar por escrito, bajo protesta de decir verdad, que las personas candidatas cuyo registro se solicita, 

fueron seleccionadas de conformidad con las normas estatutarias del propio partido político;  

c) En el caso de solicitud de registro de las listas de candidaturas a Diputaciones por el principio de 

representación proporcional, deberá acompañarse, además de los documentos referidos en los párrafos 

anteriores, de la constancia de registro del total de candidaturas para Diputaciones por el principio de 

mayoría relativa, las que se podrán acreditar con las registradas por el partido político;  

d) Manifestación por escrito, en su caso, de la forma de integración de la lista de representación proporcional, 

de acuerdo con lo establecido por el Código;  

e) Constancia de registro de la plataforma electoral;  

f) Presentar el dictamen favorable de no rebase de topes de gastos de precampaña emitido por la autoridad 

electoral competente. 

g) Formato 3 de 3, y 

h) Formato de protesta nombre ficticio o sobrenombre. 
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24. Que de conformidad con el artículo 383 del Código, para el registro de candidaturas sin partido a todo cargo de 

elección popular, la persona interesada que pretenda contender deberá presentar: 

 

• La solicitud de registro de candidatura, la cual deberá señalar en lo conducente, los mismos datos que se 

requieren para el registro de candidaturas de partidos políticos;  

• El dictamen que emita el órgano fiscalizador de no rebase de gastos durante el periodo para la obtención de 

firmas ciudadanas;  

• El dictamen que emita la Dirección Ejecutiva de Asociaciones Políticas relativo a que dicha candidatura cuenta 

con el mínimo de firmas requeridas para su registro;  

• Dos fotografías de la persona interesada;  

• La solicitud de la declaración de aceptación de la candidatura, y copia del acta de nacimiento y de la Credencial 

para Votar, debiendo presentar su original para su cotejo, así como en su caso, la constancia de residencia de la 

persona propietaria y suplente, la cual debe ser acreditada con documental pública expedida por la autoridad 

local; 

• Constancia de registro de la plataforma electoral; entendida como el documento que contendrá sus 

compromisos de campaña; y presentar el proyecto de gastos de campaña;  

• Presentar el proyecto de gastos de campaña, conforme al tope que haya sido aprobado por el Instituto Electoral. 

Dicho proyecto también incluirá la propuesta sobre el origen del financiamiento privado del que pretendan 

disponer, y 

• Formato 3 de 3. 

 

25. Que como lo establece el artículo 379, párrafo segundo del Código, corresponde a la Secretaría Ejecutiva 

elaborar con anticipación los diversos formatos que faciliten el procedimiento de registro de candidaturas, 

así como su sustitución.  
 

En cumplimiento a lo anterior, la persona titular de la Secretaría Ejecutiva, pone a consideración de este Consejo 

General los manuales y formatos para el registro y sustitución candidaturas de partidos políticos, así como 

para el registro de candidaturas sin partido, para las elecciones de Diputación Migrante y Diputaciones por 

ambos principios al Congreso de la Ciudad de México, Alcaldías y Concejalías, según corresponda, para el 

Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021. 
 

26. Que derivado de la atribución con que cuenta el Consejo General, de implementar las acciones conducentes para 

que el Instituto Electoral pueda ejercer las atribuciones conferidas en las normas constitucionales y legales, así 

como de aprobar previo cumplimiento de los requisitos, el registro de las listas de candidaturas a la Diputación 

Migrante y Diputaciones por el principio de representación proporcional y, en forma supletoria, las candidaturas a 

Diputaciones de mayoría relativa, Alcaldías y Concejalías, se considera necesaria la aprobación de los citados 

manuales y formatos, a efecto de agilizar y simplificar la recepción, tramitación y verificación de las solicitudes de 

registro, así como de la documentación anexa a las mismas, que presenten los partidos políticos y las personas 

aspirantes a candidaturas sin partido, en el plazo legal establecido para ello. 

 

Por lo expuesto y fundado, este Consejo General emite el siguiente: 

 

A c u e r d o: 

 

PRIMERO. Se aprueban los manuales y formatos para el registro y sustitución de candidaturas de partidos políticos, así 

como para el registro de candidaturas sin partido, para las elecciones de Diputación Migrante y Diputaciones por ambos 

principios al Congreso de la Ciudad de México, Alcaldías y Concejalías, según corresponda, para el Proceso Electoral Local 

Ordinario 2020-2021 en la Ciudad de México, en términos de los anexos que forman parte integral del presente Acuerdo. 

 

SEGUNDO. Se instruye a la Secretaría Ejecutiva, que lleve a cabo las acciones siguientes: 

 

a) Notificar el contenido del presente Acuerdo y sus anexos, de manera inmediata, a las representaciones de los partidos 

políticos acreditados ante el Consejo General de este Instituto Electoral, y en su oportunidad de forma expedita, a las 

personas aspirantes a candidaturas sin partido que hayan obtenido dictamen favorable sobre el cumplimiento del 

porcentaje de firmas de apoyo requerido, según la elección que se trate; 
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b) En concordancia con las medidas adoptadas por este Consejo General en el Acuerdo IECM/ACU-CG-031/2020, 

hágase del conocimiento de los treinta y tres Consejos Distritales de este Instituto Electoral, el presente Acuerdo y 

sus anexos, para los efectos legales a que haya lugar, y 

 

c) En concordancia con las medidas adoptadas por este Consejo General en el Acuerdo IECM/ACU-CG-031/2020, 

publíquense de inmediato el presente Acuerdo y sus anexos en los estrados de las oficinas centrales y en el portal de 

Internet www.iecm.mx; y háganse del conocimiento de las Direcciones Distritales del Instituto Electoral para que se 

publiquen en los estrados de dichas oficinas una vez que las condiciones de la actual emergencia sanitaria lo 

permitan. 

 

TERCERO. Remítase el presente Acuerdo, sin anexos, a la Gaceta Oficial de la Ciudad de México para su difusión, dentro 

del plazo de cinco días hábiles contados a partir de su aprobación. 

 

CUARTO. Este Acuerdo y sus anexos entrarán en vigor al momento de su publicación en los estrados de las oficinas 

centrales de este Instituto Electoral. 

 

QUINTO. Realícense las adecuaciones procedentes en virtud de la determinación asumida por el Consejo General, en el 

apartado de Transparencia de la página de Internet www.iecm.mx y, difúndase la misma en las redes sociales de este 

Instituto Electoral. 

 

Así lo aprobaron por unanimidad de votos de las Consejeras y los Consejeros Electorales del Instituto Electoral, en sesión 

pública, de manera virtual, el diecisiete de febrero de dos mil veintiuno, firmando al calce el Consejero Presidente y el 

Secretario del Consejo General, quien da fe de lo actuado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 77, fracción VII 

y 79, fracción V, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales de la Ciudad de México. 

 

(Firma) 

 

Mtro. Mario Velázquez Miranda 

Consejero Presidente 

(Firma) 

 

Mtro. Juan Manuel Lucatero Radillo 

Encargado del Despacho de la Secretaría Ejecutiva 

designado mediante oficio IECM/PCG/004/2021 
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INSTITUTO ELECTORAL 

 

IECM/ACU-CG-031/2021 

 

Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de la Ciudad de México, por el que se determinan los Topes de 

Gastos de Campaña para las Diputaciones del Congreso de la Ciudad de México y las Alcaldías, en el Proceso 

Electoral Local Ordinario 2020-2021.  

 

A n t e c e d e n t e s: 

 

I. El 10 de febrero de 2014, se publicó en el Diario Oficial de la Federación (Diario Oficial) el Decreto por el que se 

reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos (Constitución), en materia política-electoral. 

 

II. El 23 de mayo de 2014, se publicó en el Diario Oficial el Decreto por el que se expidieron la Ley General de 

Partidos Políticos (Ley de Partidos) y la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (Ley General). 

 

III. El 29 de enero de 2016, se publicó en el Diario Oficial el Decreto por el que se declararon reformadas y derogadas 

diversas disposiciones de la Constitución, en materia política de la Ciudad de México. 

 

IV. El 7 de septiembre de 2016, el Consejo General del Instituto Nacional Electoral (INE), mediante acuerdo 

identificado con la clave INE/CG66/2016, aprobó el Reglamento de Elecciones y sus anexos. 

 

V. El 5 de febrero de 2017, se publicó en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México (Gaceta Oficial) el Decreto por el 

que se expidió la Constitución Política de la Ciudad de México (Constitución Local). 

 

VI. El 7 de junio de 2017, se publicó en la Gaceta Oficial el Decreto que contiene las observaciones del Jefe de 

Gobierno de la Ciudad de México respecto del diverso por el que se abroga el Código de Instituciones y 

Procedimientos Electorales del Distrito Federal y la Ley Procesal Electoral del Distrito Federal (Decreto) y se 

expide el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales de la Ciudad de México (Código) y la Ley Procesal 

Electoral para la Ciudad de México (Ley Procesal), entre otros. 

 

VII. El 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud declaró que, de la evaluación permanente de este 

brote, se llegó a la conclusión de que la COVID-19 puede considerarse una pandemia. 

 

VIII. El 13 de abril de 2020, se publicó en el Diario Oficial, el Decreto por el que se reforman y adicionan, entre otras, 

diversas disposiciones de la Ley General de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales y de la Ley General de Partidos Políticos (Decreto de reformas y 

adiciones), a fin de garantizar el acceso de las mujeres a una vida libre de violencia en razón de género, además de 

enfatizar el principio constitucional de paridad de género. 

 

IX. El 30 de abril de 2020, el Consejo General del Instituto Electoral, mediante el Acuerdo IECM/ACU-CG-032/2020, 

autorizó la celebración de sesiones virtuales o a distancia, ordinarias, extraordinarias y urgentes del propio Consejo 

General y de sus Comisiones a través de herramientas tecnológicas, durante el periodo de medidas sanitarias 

derivado de la pandemia COVID-19. 

 

X. El 14 de mayo de 2020, se publicó en el Diario Oficial el Acuerdo de la Secretaría de Salud, por el que se establece 

una estrategia para la reapertura de las actividades sociales, educativas y económicas, así como un sistema de 

semáforo por regiones para evaluar semanalmente el riesgo epidemiológico relacionado con la reapertura de 

actividades en cada entidad federativa, y acciones extraordinarias y el 20 de mayo de 2020, se publicó en la página 

electrónica institucional del Gobierno de esta entidad federativa, el “Plan gradual hacia una nueva normalidad en la 

Ciudad de México”. 

 

Los avisos relacionados con el semáforo epidemiológico se han publicado en la Gaceta Oficial, de los cuales, el 

Cuadragésimo Quinto, correspondiente al 12 de febrero de 2021, determinó que el color del semáforo 

epidemiológico cambiará a Naranja a partir de esa fecha. 
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XI. El 29 de julio de 2020, se publicó en la Gaceta Oficial el Decreto por el que se reformó el Código y la Ley 

Procesal. 

 

XII. El 7 de agosto de 2020, el Consejo General del Instituto Nacional emitió la Resolución identificada con la clave 

INE/CG187/2020, por el que se aprobó ejercer la facultad de atracción para ajustar a una fecha única la conclusión 

del periodo de precampañas y el relativo para recabar apoyo ciudadano para los Procesos Electorales Locales 

Concurrentes con el Proceso Electoral Federal 2021. 

 

XIII. El 10 de agosto de 2020, el Consejo General del Instituto Electoral aprobó la Convocatoria dirigida a la ciudadanía 

y partidos políticos a participar en el Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021, para elegir Diputaciones del 

Congreso de la Ciudad de México, así como Alcaldías y Concejalías en las dieciséis demarcaciones territoriales, 

cuya jornada se celebrará el 6 de junio de 2021. 

 

XIV. El 11 de septiembre de 2020, el Consejo General de este Instituto Electoral, emitió la Declaratoria del inicio del 

Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021. 

 

XV. El 14 de enero de 2021, el Consejo General de este Instituto Electoral aprobó el “Acuerdo del Consejo General del 

Instituto Electoral de la Ciudad de México, por el que se determina el Financiamiento Público para el sostenimiento 

de las Actividades Ordinarias Permanentes de los Partidos Políticos en esta Entidad para el ejercicio 2021”, 

identificado con la clave IECM/ACU-CG-005/2021. 

 

XVI. El 14 de enero de 2021, el Consejo General de este Instituto Electoral aprobó el “Acuerdo del Consejo General del 

Instituto Electoral de la Ciudad de México, por el que se determina el Financiamiento Público para Gastos de 

Campaña de los Partidos Políticos y Candidaturas Sin Partido a ejercer en el Proceso Electoral Local Ordinario 

2020-2021” identificado con la clave IECM/ACU-CG-007/2021. 

 

XVII. El 14 de enero de 2021, el Consejo General de este Instituto Electoral aprobó el “Acuerdo del Consejo General del 

Instituto Electoral de la Ciudad de México, por el que se determinan los límites en las aportaciones del 

financiamiento privado que podrán recibir los partidos políticos, por sus militantes, simpatizantes, candidatas y 

candidatos, así como el límite individual de las aportaciones de las personas físicas durante el ejercicio 2021” 

identificado con la clave IECM/ACU-CG-009/2021. 

 

XVIII. El 4 de febrero de 2021, se recibió en la Dirección Ejecutiva de Asociaciones Políticas (DEAP) el oficio de la 

Dirección Ejecutiva de Organización Electoral y Geoestadística (Dirección de Organización) identificado con la 

clave IECM/DEOEyG/0068/2021, mediante el cual proporcionó el padrón electoral de la Ciudad de México con 

fecha de corte al 31 de diciembre de 2020, mismo que ascendió a 7,781,821 (siete millones setecientos ochenta y 

un mil ochocientos veintiún) ciudadanos inscritos en el padrón de referencia. 

 

XIX. El 15 de febrero de 2021, la Comisión Permanente de Asociaciones Políticas aprobó someter a consideración de 

este órgano máximo de dirección, un proyecto de Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de la Ciudad 

de México por el que se determinan los Topes de Gastos de Campaña para las Diputaciones del Congreso de la 

Ciudad de México y las Alcaldías, en el Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021. 

 

C o n s i d e r a n d o: 

 

1. Que conforme al artículo 41, párrafo tercero, Base I, párrafo primero de la Constitución, los partidos políticos son 

entidades de interés público y la ley determinará las formas específicas de su intervención en los procesos 

electorales y los derechos, obligaciones y prerrogativas que les corresponden. En la postulación de sus 

candidaturas, se observará el principio de paridad de género. 

 

2. Que de acuerdo con el artículo 41, párrafo tercero, Base I, párrafo segundo de la Constitución, los partidos políticos 

tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, fomentar el principio de paridad de 

género, contribuir a la integración de la representación política y, como organizaciones de ciudadanas y 

ciudadanos, hacer posible su acceso al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas 

que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo, así como las reglas para garantizar la paridad 

de género, en candidaturas a los distintos cargos de elección popular. 
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3.   Que conforme al artículo 41, párrafo tercero, Base II, párrafo tercero de la Constitución, la ley fijará los límites a 

las erogaciones en los procesos de selección de candidatos y en las campañas electorales, y establecerá el monto 

máximo que tendrán las aportaciones de sus militantes y simpatizantes. 

 

4.  Que de acuerdo con el artículo 41, párrafo tercero, Base V, Apartado C de la Constitución, en las entidades 

federativas, las elecciones locales estarán a cargo de organismos públicos locales que, entre otras cuestiones, 

ejercerán funciones en materia de derecho y el acceso a las prerrogativas de las personas candidatas y partidos 

políticos. 

 

5. Que acorde al artículo 27, Apartado A, numerales 1 y 2 de la Constitución Local, la ciudadanía podrá presentar 

candidaturas para acceder a cargos de elección popular sin necesidad de que sean postuladas por un partido 

político, siempre que cuenten con el respaldo de una cantidad de firmas equivalentes al uno por ciento de la lista 

nominal de electores en el ámbito respectivo, y tendrán acceso al financiamiento público y a las prerrogativas en 

todo el proceso electoral, en términos de lo dispuesto en el Código. 

 

6. Que de conformidad con el artículo 27, Apartado B, numeral 5 de la Constitución Local, en las elecciones podrán 

participar los partidos políticos nacionales, así como los locales que obtengan el registro correspondiente en la 

Ciudad, de conformidad con lo previsto con la ley. 

 

7. Que en términos del artículo 27, Apartado B, numeral 7, fracciones III y IV de la Constitución Local, los partidos 

políticos recibirán, de forma equitativa, financiamiento público para sus actividades ordinarias permanentes, las 

tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales y por actividades específicas como entidades de 

interés público. El Instituto Electoral determinará anualmente el monto total de financiamiento de origen público a 

distribuir entre los partidos políticos. 

 

8. Que conforme a los artículos 50, párrafo primero de la Constitución local; 30 y 36, párrafo primero del Código, el 

Instituto Electoral es autoridad en materia electoral encargada de la organización, desarrollo y vigilancia de los 

procesos electorales para las elecciones de Jefatura de Gobierno, Diputaciones al Congreso Local y Alcaldías de la 

Ciudad de México. 

 

9. Que según lo previsto por el artículo 1, párrafos primero y segundo, y fracción II del Código, las disposiciones 

contenidas en dicho ordenamiento son de orden público y de observancia general en esta Entidad y tienen como 

finalidad reglamentar las normas de la Ley General y de la Constitución Local, relativas a las prerrogativas y 

obligaciones de los partidos políticos nacionales y locales. 

 

10. Que conforme al artículo 2, párrafos primero y segundo del Código, el Instituto Electoral está facultado para 

aplicar, en su ámbito competencial, las normas establecidas en el referido ordenamiento y para interpretar las 

mismas atendiendo a los criterio gramatical, sistemático y funcional, y a los Derechos Humanos reconocidos en la 

Constitución y en los Tratados Internacionales, de conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 14 

de la Constitución. 

 

11. Que acorde con lo previsto en el artículo 36, párrafo tercero, fracciones I, II, III y IV, y párrafo quinto, inciso b) del 

Código, los fines y acciones del Instituto Electoral se orientan, entre otros aspectos, a contribuir al desarrollo de la 

vida democrática; fortalecer el régimen de las asociaciones políticas; asegurar a los ciudadanos el ejercicio de los 

derechos político-electorales y vigilar el cumplimiento de sus obligaciones; garantizar la celebración periódica, 

auténtica y pacífica de las elecciones de los integrantes del Congreso Local, de la Jefatura de Gobierno y Alcaldías, 

así como reconocer y garantizar los derechos, el acceso a las prerrogativas y la ministración oportuna del 

financiamiento público a los partidos políticos y candidatos a cargos de elección popular en esta Ciudad. 

 

12. Que de acuerdo con el artículo 50, fracciones I, II, incisos b), c) y d), XVII y XXVIII del Código, el Consejo 

General tienen, entre otras facultades, implementar las acciones conducentes para que el Instituto Electoral pueda 

ejercer las atribuciones conferidas en la legislación electoral aplicable; aprobar las normas que sean necesarias para 

hacer operativas las disposiciones que emanen, entre otras, de las leyes locales en la materia; aprobar la normativa 

y procedimientos referentes a la organización y desarrollo de los procesos electorales; determinar el financiamiento 

público para los partidos políticos y candidaturas sin partidos, en sus diversas modalidades; y determinar los topes 

máximos de gastos de campaña.  
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13. Que conforme a lo previsto por el artículo 239, párrafo segundo del Código, en el ámbito local se reconocen, como 

asociaciones políticas, las siguientes: agrupaciones políticas locales, partidos políticos locales y partidos políticos 

nacionales. 

 

14. Que de conformidad con lo señalado en el artículo 272, fracción II y 327 del Código, el financiamiento de los 

partidos políticos tiene las modalidades de público o privado, y ambos forman parte de sus prerrogativas.  

 

15. Que de conformidad con el artículo 273, fracción X del Código, es obligación de los partidos políticos utilizar las 

prerrogativas y aplicar el financiamiento público de acuerdo con las disposiciones del Código. 

 

16. Que de acuerdo con el artículo 328 del Código, el financiamiento público prevalecerá sobre los otros tipos de 

financiamiento. Asimismo, tanto el financiamiento público como el privado tiene la modalidad de financiamiento 

directo, que consistirá en aportaciones de dinero, y en especie que será otorgado en bienes o servicios en términos 

del Código. 

 

17. Que en apego a lo previsto en el artículo 330 del Código, los partidos políticos deberán tener una persona 

responsable de la obtención y administración de sus recursos generales. Asimismo, los partidos políticos deberán 

mantener permanentemente informado al Instituto Electoral del responsable antes citado. 

 

18. Que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 332 del Código, tendrán derecho a contar con recursos públicos 

locales: los partidos políticos con registro nacional, los partidos políticos locales que hayan obtenido al menos el 

tres por ciento de la votación local emitida y los partidos políticos que no hayan obtenido su registro nacional, pero 

que si hayan obtenido al menos el tres por ciento de la votación local emitida. 

 

19. Conforme a lo establecido por el artículo 333, fracción I, inciso a) del Código, es atribución del Consejo General la 

determinación del monto al que asciende el financiamiento público para el sostenimiento de las actividades 

ordinarias permanentes de los partidos políticos, mismo que sirve de base para la determinación del financiamiento 

público para gastos de campaña en el año correspondiente. 

 

20. Que atento a lo establecido por el artículo 333, fracción II, inciso b) del Código, el financiamiento público de los 

partidos políticos comprende, entre otros rubros, el de gastos de campaña. Asimismo, en el año en que deban 

celebrarse elecciones para Diputaciones del Congreso de la Ciudad de México, de Alcaldías y Concejalías, a cada 

partido político se le otorgará para gastos de campaña, un monto adicional equivalente al treinta por ciento del 

financiamiento público que, para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes, le corresponden en 

ese año. 

 

21. Que conforme al artículo 324 del Código, los candidatos sin partido tendrán derecho a financiamiento público 

únicamente para campañas electorales, equiparado a los recursos de campaña que se destinen a los candidatos del 

partido político con menor financiamiento público en el año de la elección. 

 

22. Que en términos del artículo 322, párrafo antepenúltimo del Código, en el supuesto de que una sola candidata o 

candidato sin partido obtenga su registro para cualquiera de los cargos de elección popular que se contiendan en el 

proceso electoral, no podrán recibir financiamiento que exceda del cincuenta por ciento de los montos referidos en 

los incisos del artículo 324 del Código. 

 

23. Que según el artículo 325 del Código, la suma de financiamiento público y privado por cada candidato sin partido, 

no podrá ser superior al tope de gastos de campaña que determine el Instituto Electoral para cada distrito, 

demarcación territorial o de la Ciudad de México, según la elección de que se trate. El financiamiento público que 

se otorgue a los candidatos sin partido, no podrá exceder el sesenta por ciento del tope de gastos de campaña 

correspondiente. 

 

24. Que conforme a lo dispuesto por el artículo 393, fracción I del Código, se desprende que, para la determinación de 

topes de gastos de campaña, se deberá sumar los días de campaña de los tipos de elección que se llevarán a cabo en 

el proceso electoral de que se trate. En el caso que nos ocupa se elegirán Diputaciones al Congreso de la Ciudad de 

México y Alcaldías para el Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021. 
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A fin de establecer los días de campaña, se debe atender que el artículo 396, fracción II del Código establece que 

las campañas electorales iniciarán sesenta días antes del término previsto para finalizar las campañas electorales 

para el caso de Diputaciones al Congreso de la Ciudad de México y Alcaldías, debiendo concluir tres días antes de 

celebrarse la jornada electoral. Así las cosas, para efectos de determinación de los topes de gastos de campaña, el 

número de días de campaña de los tipos de elección que se llevarán a cabo en el Proceso Electoral Local Ordinario 

2020-2021, de detallan en la tabla siguiente: 

 

Tipo de elección Días de campaña Fundamento legal 

Diputaciones al Congreso 

Local 
60 (sesenta) Artículo 396, fracción II del Código 

Alcaldías 60 (sesenta) Artículo 396, fracción II del Código 

Total 120 (ciento veinte)  

 

Derivado de lo anterior, se concluye que la suma de los días de campaña de los tipos de elección que se llevarán a 

cabo en el Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021 asciende a ciento veinte. 

 

25. Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 393, fracción II del Código, el Consejo General, para la 

determinación de los topes de gastos de campaña, se debe sumar el financiamiento público para las actividades 

tendientes a la obtención del voto y la estimación del financiamiento privado, a que se refiere el Código, y que el 

partido político mayoritario puede obtener, de acuerdo con las reglas de financiamiento establecidas en ese 

ordenamiento jurídico. 

 

Para lo anterior, se debe tomar en consideración que el 14 de enero de 2021 fue aprobado el “Acuerdo del Consejo 

General del Instituto Electoral de la Ciudad de México, por el que se determina el Financiamiento Público para el 

sostenimiento de las Actividades Ordinarias Permanentes de los Partidos Políticos en esta Entidad para el ejercicio 

2021” identificado con la clave IECM/ACU-CG-005/2021, en el cual se estableció la cantidad de $162,978,381.00 

(ciento sesenta y dos millones novecientos setenta y ocho mil trescientos ochenta y un pesos 00/100 M.N.), como 

monto que corresponde al partido político con mayor financiamiento. 

 

En la misma fecha fue aprobado el “Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de la Ciudad de México, 

por el que se determina el Financiamiento Público para Gastos de Campaña de los Partidos Políticos y 

Candidaturas Sin Partido a ejercer en el Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021” identificado con la clave 

IECM/ACU-CG-007/2021, en el que se estableció la cantidad de $48,893,514.30 (cuarenta y ocho millones 

ochocientos noventa y tres mil quinientos catorce pesos 30/100 M.N.) como monto que corresponde al partido 

político con mayor financiamiento. 

 

Así las cosas, y de conformidad con las reglas para determinar los topes de gastos de campaña establecidas en el 

artículo 393, fracción II del Código, al monto indicado en el párrafo que antecede debe sumársele la estimación del 

financiamiento privado, entendido éste en aportaciones en dinero y en especie en términos de lo dispuesto en los 

artículos 345, fracción I, y 347, fracción III del Código. Las disposiciones antes referidas establecen que los 

partidos políticos no podrán recibir anualmente aportaciones de financiamiento privado en dinero por una cantidad 

superior al quince por ciento anual del financiamiento público para actividades ordinarias que corresponda al 

partido político con mayor financiamiento; que los partidos políticos podrán recibir anualmente aportaciones en 

especie, de personas facultadas para ello, de hasta el equivalente al quince por ciento anual de financiamiento 

público para actividades ordinarias que corresponda al partido político con mayor financiamiento. 

 

En ese tenor, y de acuerdo con los Acuerdos PRIMERO y SÉPTIMO del “Acuerdo del Consejo General del 

Instituto Electoral de la Ciudad de México, por el que se determinan los límites en las aportaciones del 

financiamiento privado que podrán recibir los partidos políticos, por sus militantes, simpatizantes, candidatas y 

candidatos, así como el límite individual de las aportaciones de las personas físicas durante el ejercicio 2021”, 

identificado con clave IECM/ACU-CG-009/2021, aprobado por el Consejo General de este Instituto Electoral el 14 

de enero, se establece lo siguiente: 
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• El límite anual total de las aportaciones de financiamiento privado en dinero para el ejercicio 2021 que los 

partidos políticos pueden recibir, será la cantidad líquida de $24,446,757.15 (veinticuatro millones 

cuatrocientos cuarenta y seis mil setecientos cincuenta y siete pesos 15/100 M.N.). 

 

• El límite anual total de las aportaciones de financiamiento privado en especie que cada partido político podrá 

recibir durante el ejercicio 2021 será el equivalente a la cantidad de $24,446,757.15 (veinticuatro millones 

cuatrocientos cuarenta y seis mil setecientos cincuenta y siete pesos 15/100 M.N.). 

 

Al ser sumados el monto de financiamiento público para las actividades tendientes a la obtención del voto y la 

estimación del financiamiento privado a que se refiere el Código, que en ambos casos el partido político con 

mayor financiamiento puede conseguir, se obtiene la cantidad de $97,787,028.60 (noventa y siete millones 

setecientos ochenta y siete mil veintiocho pesos 60/100 M.N.) 

 

Financiamiento Monto 

Para actividades tendientes a la 

obtención del voto 
$48,893,514.30 

Privado en dinero $24,446,757.15 

Privado en especie $24,446,757.15 

Total $97,787,028.60 

 

En este punto, es de señalarse que derivado de las sumatorias realizadas, se atiende a lo preceptuado en el 

párrafo primero del artículo 328 del Código, ya que el rubro de financiamiento público para campañas no es 

superior a los topes de gastos de campaña. 

 

26. Que el artículo 393, fracción II del Código, establece que en la determinación de los topes de gastos de campaña, se 

procederá de dividir la suma de financiamiento público para las actividades tendientes a la obtención del voto y la 

estimación del financiamiento privado que, en ambos casos, el partido político mayoritario puede obtener, es decir, 

la cantidad de $97,787,028.60 (noventa y siete millones setecientos ochenta y siete mil veintiocho pesos 60/100 

M.N.), entre la suma de los días de campaña de los tipos de elección que se llevarán a cabo en el Proceso Electoral 

Local Ordinario 2020-2021, que asciende a ciento veinte días, en consecuencia se obtiene como resultado la 

cantidad de $814,891.90 (ochocientos catorce mil ochocientos noventa y un pesos 90/100 M.N.). 

 

27. Que en términos del artículo 393, fracción IV del Código, para obtener el tope de gastos de campaña de cada 

elección, se multiplicará el número de días que tenga cada una de ellas por la cantidad resultante en el considerando 

anterior, cuyo monto asciende a $814,891.90 (ochocientos catorce mil ochocientos noventa y un pesos 90/100 

M.N.). 

 

Así las cosas, para la elección de Diputaciones al Congreso de la Ciudad de México, se obtiene un monto de 

$48,893,514.00 (cuarenta y ocho millones ochocientos noventa y tres mil quinientos catorce pesos 00/100 M.N.), 

ya que es el resultado de multiplicar sesenta (que es el número de días que tiene la campaña para esta elección, de 

acuerdo con lo señalado en el artículo 396, fracción II del Código ) por $814,891.90 (ochocientos catorce mil 

ochocientos noventa y un pesos 90/100 M.N.). 

 

Para el caso de la elección de Alcaldías, se obtiene un monto de $48,893,514.00 (cuarenta y ocho millones 

ochocientos noventa y tres mil quinientos catorce pesos 00/100 M.N.), ya que es el resultado de multiplicar sesenta 

(que es el número de días que tiene la campaña para esta elección, de acuerdo con lo señalado en el artículo 396, 

fracción II del Código) por $814,891.90 (ochocientos catorce mil ochocientos noventa y un pesos 90/100 M.N.). 

 

28. Que para determinar el tope de gastos de campaña para Distritos Electorales Locales y Alcaldías, de conformidad 

con la fracción V del artículo 393 del Código, se considerará el número de electores de cada uno conforme al 

último corte del padrón electoral al momento de realizar el cálculo, el cual fue remitido el 4 de febrero de 2021, por 

la Dirección de Organización a la DEAP, mediante oficio identificado con la clave IECM/DEOEyG/0068/2021 , y 

que corresponde al padrón electoral de la Ciudad de México con corte al 31 de diciembre de 2020, y asciende a 

7,781,821 (siete millones setecientos ochenta y un mil ochocientos veintiún) ciudadanos inscritos en el padrón de 

referencia; desglosándose, además, el número de ciudadanos inscritos por cada Distrito Electoral Local y  
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Demarcación. Consecuentemente, el número de electores del respectivo Distrito o Demarcación se multiplicará por 

el factor de costo por ciudadano y el resultado obtenido será el tope de gastos de campaña del respectivo Distrito o 

Demarcación. 

 

29. Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 393, fracción VI del Código, para obtener el factor de costo por 

ciudadano, las cantidades obtenidas conforme al considerando 27 de este Acuerdo para las elecciones de 

Diputaciones y Alcaldías, se dividirán entre el número de electores correspondientes al último corte del padrón 

electoral; esto es, el tope de gastos de cada una de las elecciones mencionadas, es decir, $48,893,514.00 (cuarenta y 

ocho millones ochocientos noventa y tres mil quinientos catorce pesos 00/100 M.N.), se divide entre el número de 

ciudadanos inscritos en el padrón electoral correspondiente a la ciudad de México que es 7,781,821 (siete millones 

setecientos ochenta y un mil ochocientos veintiún), dando como resultado que el costo por ciudadano es de $6.28 

(seis pesos 28/100 M.N.) para cada uno de los tipos de elección. 

 

30. Una vez determinado el costo por persona ciudadana para la elección de Diputaciones al Congreso de la Ciudad de 

México señalado en el considerando anterior, se procede a calcular el tope de gastos de campaña para cada Distrito 

Electoral Local en la Ciudad de México, el cual se obtiene al multiplicar el padrón electoral de cada Distrito por el 

factor de costo por persona ciudadana, dando como resultado los montos siguientes: 

 

Distrito 

Electoral 

Padrón 

Electoral 

Costo por 

Ciudadano 

Tope de Gastos de Campaña para 

cada Distrito Electoral Local 

1 232,727      6.2830427479  $1,462,233.69  

2 255,305      6.2830427479  $1,604,092.23  

3 237,507      6.2830427479  $1,492,266.63  

4 277,440      6.2830427479  $1,743,167.38  

5 261,876      6.2830427479  $1,645,378.10  

6 289,047      6.2830427479  $1,816,094.66  

7 215,096      6.2830427479  $1,351,457.36  

8 201,438      6.2830427479  $1,265,643.57  

9 237,361      6.2830427479  $1,491,349.31  

10 254,111      6.2830427479  $1,596,590.28  

11 258,228      6.2830427479  $1,622,457.56  

12 251,224      6.2830427479  $1,578,451.13  

13 208,985      6.2830427479  $1,313,061.69  

14 221,439      6.2830427479  $1,391,310.70  

15 253,786      6.2830427479  $1,594,548.29  

16 244,756      6.2830427479  $1,537,812.41  

17 240,314      6.2830427479  $1,509,903.14  

18 259,598      6.2830427479  $1,631,065.33  

19 222,560      6.2830427479  $1,398,353.99  

20 265,409      6.2830427479  $1,667,576.09  

21 207,861      6.2830427479  $1,305,999.55  

22 198,970      6.2830427479  $1,250,137.02  

23 264,581      6.2830427479  $1,662,373.73  

24 256,282      6.2830427479  $1,610,230.76  

25 221,606      6.2830427479  $1,392,359.97  

26 230,859      6.2830427479  $1,450,496.97  

Distrito 

Electoral 

Padrón 

Electoral 

Costo por 

Ciudadano 

Tope de Gastos de Campaña para 

cada Distrito Electoral Local 

27 212,072      6.2830427479  $1,332,457.44  

28 206,937      6.2830427479  $1,300,194.02  

29 207,007      6.2830427479  $1,300,633.83  

30 221,861      6.2830427479  $1,393,962.15  

31 210,060      6.2830427479  $1,319,815.96  
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32 251,800      6.2830427479  $1,582,070.16  

33 203,718      6.2830427479  $1,279,968.90  

Total 7,781.821  $48,893,514.00 

 

31. Para calcular el tope de gastos de campaña para las elecciones de cada una de las Alcaldías, se multiplica el padrón 

electoral de cada una de las demarcaciones, por el costo electoral por cada persona ciudadana, obteniendo los 

resultados siguientes: 

 

Alcaldía 
Padrón electoral Costo por 

ciudadano 

Tope de gastos de campaña 

para cada Demarcación 

Azcapotzalco 382,913            $  6.2830427479   $  2,405,858.75  

Coyoacán 568,786            $  6.2830427479   $  3,573,706.75  

Cuajimalpa de Morelos 178,546            $  6.2830427479   $  1,121,812.15  

Gustavo A. Madero 1,054,519            $  6.2830427479   $  6,625,587.96  

Iztacalco 360,360            $  6.2830427479   $  2,264,157.28  

Iztapalapa 1,499,189            $  6.2830427479   $  9,419,468.57  

Magdalena Contreras 203,718            $  6.2830427479   $  1,279,968.90  

Milpa Alta 110,935            $  6.2830427479   $     697,009.35  

Álvaro Obregón 611,042            $  6.2830427479   $  3,839,203.01  

Tláhuac 305,599            $  6.2830427479   $  1,920,091.58  

Tlalpan 558,946            $  6.2830427479   $  3,511,881.61  

Xochimilco 351,415            $  6.2830427479   $  2,207,955.47  

Benito Juárez 376,048            $  6.2830427479   $  2,362,725.66  

Cuauhtémoc 488,585            $  6.2830427479   $  3,069,800.44  

Miguel Hidalgo 325,455            $  6.2830427479   $  2,044,847.68  

Venustiano Carranza 405,765            $  6.2830427479   $  2,549,438.84  

Total 7,781.821  $48,893,514.00 

 

32. Que de acuerdo con el artículo 394, párrafo primero del Código, los gastos que realicen los partidos políticos, sus 

candidatas y candidatos, así como las candidaturas sin partido en la propaganda electoral y las actividades de 

campaña, no podrán rebasar los topes que para cada elección acuerde el Consejo General, previo al inicio de las 

campañas y quedarán comprendidos dentro de los topes de gasto los siguientes conceptos: gastos de propaganda, 

gastos operativos de la campaña, gastos de propaganda en medios impresos, y los que eroguen con motivo de la 

contratación de agencias y servicios personales especializados en mercadotecnia y publicidad electoral. Por otra 

parte, no se considerarán dentro de los topes de gastos de campaña los gastos que realicen los partidos políticos 

para su operación ordinaria y para el sostenimiento de sus órganos directivos, institutos y fundaciones. 

 

33. Que atento a lo establecido en el artículo 8, fracción VI de la Ley Procesal, constituyen infracciones de los partidos 

políticos, no presentar los informes de gastos de sus procesos de selección interna o de campaña electoral y 

sobrepasar los topes fijados conforme a lo prescrito en el Código durante la misma. 

 

34. Que conforme al artículo 10, fracción V de la Ley Procesal, constituye infracción de las personas precandidatas y 

candidatas a cargo de elección popular, exceder el tope de gastos de campaña establecido. 

 

35. Que de acuerdo con el artículo 11, fracción VIII de la Ley Procesal, constituye infracción a quienes aspiren o hayan 

obtenido la candidatura sin partido a cargos de elección popular, exceder el tope de gastos para obtener el apoyo 

ciudadano y de campaña establecido por el Consejo General. 

 

36. Que en términos del artículo 114, fracción VII de la Ley Procesal, es causa de nulidad de una elección, cuando el 

partido político, coalición o candidatura sin partido, sobrepase en un cinco por ciento los topes de gastos de 

campaña en la elección que corresponda y tal determinación se realice por la autoridad electoral competente, en 

términos de lo previsto en el Código o en la Ley General, según corresponda. En este caso, dichas candidaturas no 

podrán participar en la elección extraordinaria respectiva. 
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Por lo expuesto y fundando, se emite el siguiente: 

 

A c u e r d o: 

 

PRIMERO. Se determina que el tope de gastos de campaña, por Distrito Electoral Local para la elección de Diputaciones 

al Congreso de la Ciudad de México en el Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021, que podrá erogar cada fórmula de 

candidatas o candidatos, asciende a los montos siguientes: 

 

Distrito 

Electoral 
Tope de Gastos de Campaña para cada Distrito Electoral Local 

1 $1,462,233.69 (Un millón cuatrocientos sesenta y dos mil doscientos 

treinta y tres pesos 69/100 M.N.) 

2 $1,604,092.23 (Un millón seiscientos cuatro mil noventa y dos pesos 

23/100 M.N.) 

3 $1,492,266.63 (Un millón cuatrocientos noventa y dos mil doscientos 

sesenta y seis pesos 63/100 M.N.) 

4 $1,743,167.38 (Un millón setecientos cuarenta y tres mil ciento 

sesenta y siete pesos 38/100 M.N.) 

5 $1,645,378.10 (Un millón seiscientos cuarenta y cinco mil trescientos 

sesenta y ocho pesos 10/100 M.N.) 

6 $1,816,094.66 (Un millón ochocientos dieciséis mil noventa y cuatro 

pesos 66/100 M.N.) 

7 $1,351,457.36 (Un millón trescientos cincuenta y un mil 

cuatrocientos cincuenta y siete pesos 36/100 M.N.) 

8 $1,265,643.57 (Un millón doscientos sesenta y cinco mil seiscientos 

cuarenta y tres pesos 57/100 M.N.) 

9 $1,491,349.31 (Un millón cuatrocientos noventa y un mil trescientos 

cuarenta y nueve pesos 31/100 M.N.) 

10 $1,596,590.28 (Un millón quinientos noventa y seis mil quinientos 

noventa pesos 28/100 M.N.) 

11 $1,622,457.56 (Un millón seiscientos veintidós mil cuatrocientos 

cincuenta y siete pesos 56/100 M.N.) 

12 $1,578,451.13 (Un millón quinientos setenta y ocho mil cuatrocientos 

cincuenta y un pesos 13/100 M.N.) 

13 $1,313,061.69 (Un millón trescientos trece mil sesenta y un pesos 

69/100 M.N.) 

14 $1,391,310.70 (Un millón trescientos noventa y un mil trescientos 

diez pesos 70/100 M.N.) 

15 $1,594,548.29 (Un millón quinientos noventa y cuatro mil quinientos 

cuarenta y ocho pesos 29/100 M.N.) 

16 $1,537,812.41 (Un millón quinientos treinta y siete mil ochocientos 

doce pesos 41/100 M.N.) 

17 $1,509,903.14 (Un millón quinientos nueve mil novecientos tres 

pesos 14/100 M.N.) 

18 $1,631,065.33 (Un millón seiscientos treinta y un mil sesenta y cinco 

pesos 33/100 M.N.) 

19 $1,398,353.99 (Un millón trescientos noventa y ocho mil trescientos 

cincuenta y tres pesos 99/100 M.N.) 
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Distrito 

Electoral 
Tope de Gastos de Campaña para cada Distrito Electoral Local 

20 $1,667,576.09 (Un millón seiscientos sesenta y siete mil quinientos 

setenta y seis pesos 09/100 M.N.) 

21 $1,305,999.55 (Un millón trescientos cinco mil novecientos noventa 

y nueve pesos 55/100 M.N.) 

22 $1,250,137.02 (Un millón doscientos cincuenta mil ciento treinta y 

siete pesos 02/100 M.N.) 

23 $1,662,373.73 (Un millón seiscientos sesenta y dos mil trescientos 

setenta y tres pesos 73/100 M.N.) 

24 $1,610,230.76 (Un millón seiscientos diez mil doscientos treinta 

pesos 76/100 M.N.) 

25 $1,392,359.97 (Un millón trescientos noventa y dos mil trescientos 

cincuenta y nueve pesos 97/100 M.N.) 

26 $1,450,496.97 (Un millón cuatrocientos cincuenta mil cuatrocientos 

noventa y seis pesos 97/100 M.N.) 

27 $1,332,457.44 (Un millón trescientos treinta y dos mil cuatrocientos 

cincuenta y siete pesos 44/100 M.N.) 

28 $1,300,194.02 (Un millón trescientos mil ciento noventa y cuatro 

pesos 02/100 M.N.) 

29 $1,300,633.83 (Un millón trescientos mil seiscientos treinta y tres 

pesos 83/100 M.N.) 

30 $1,393,962.15 (Un millón trescientos noventa y tres mil novecientos 

sesenta y dos pesos 15/100 M.N.) 

31 $1,319,815.96 (Un millón trescientos diecinueve mil ochocientos 

quince pesos 96/100 M.N.) 

32 $1,582,070.16 (Un millón quinientos ochenta y dos mil setenta pesos 

16/100 M.N.) 

33 $1,279,968.90 (Un millón doscientos setenta y nueve mil novecientos 

sesenta y ocho pesos 90/100 M.N.) 

Total $48,893,514.00 

 

SEGUNDO. Se determina que el tope de gastos de campaña, por Demarcación en la Ciudad de México para la elección de 

Alcaldías en el Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021, que podrá erogar cada planilla de candidatas y candidatos, 

asciende a los montos siguientes: 

 

Alcaldía 
Tope de gastos de campaña 

para cada Alcaldía 

Azcapotzalco $  2,405,858.75 (Dos millones cuatrocientos cinco mil ochocientos 

cincuenta y ocho pesos 75/100 M.N.) 

Coyoacán $  3,573,706.75 (Tres millones quinientos setenta y tres mil 

setecientos seis pesos 75/100 M.N.) 

Cuajimalpa 

de Morelos 

$  1,121,812.15 (Un millón ciento veintiún mil ochocientos doce 

pesos 15/100 M.N.) 

Gustavo A. 

Madero 

$  6,625,587.96 (Seis millones seiscientos veinticinco mil quinientos 

ochenta y siete pesos 96/100 M.N.) 

Iztacalco $  2,264,157.28 (Dos millones doscientos sesenta y cuatro mil ciento 

cincuenta y siete pesos 28/100 M.N.) 

Iztapalapa $  9,419,468.57 (Nueve millones cuatrocientos diecinueve mil 

cuatrocientos sesenta y ocho pesos 57/100 M.N.) 

Magdalena 

Contreras 

$  1,279,968.90 (Un millón doscientos setenta y nueve mil 

novecientos sesenta y ocho pesos 90/100 M.N.) 

Milpa Alta $     697,009.35 (Seiscientos noventa y siete mil nueve pesos 35/100 

M.N.) 
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Alcaldía 
Tope de gastos de campaña 

para cada Alcaldía 

Álvaro 

Obregón 

$  3,839,203.01 (Tres millones ochocientos treinta y nueve mil 

doscientos tres pesos 01/100 M.N.) 

Tláhuac $  1,920,091.58 (Un millón novecientos veinte mil noventa y un 

pesos 58/100 M.N.) 

Tlalpan $  3,511,881.61 (Tres millones quinientos once mil ochocientos 

ochenta y un pesos 61/100 M.N.) 

Xochimilco $  2,207,955.47 (Dos millones doscientos siete mil novecientos 

cincuenta y cinco pesos 47/100 M.N.) 

Benito 

Juárez 

$  2,362,725.66 (Dos millones trescientos sesenta y dos mil 

setecientos veinticinco pesos 66/100 M.N.) 

Cuauhtémoc $  3,069,800.44 (Tres millones sesenta y nueve mil ochocientos pesos 

44/100 M.N.) 

Miguel 

Hidalgo 

$  2,044,847.68 (Dos millones cuarenta y cuatro mil ochocientos 

cuarenta y siete pesos 68/100 M.N.) 

Venustiano 

Carranza 

$  2,549,438.84 (Dos millones quinientos cuarenta y nueve mil 

cuatrocientos treinta y ocho pesos 84/100 M.N.) 

Total $48,893,514.00 

 

TERCERO. El presente Acuerdo entrará en vigor al momento de su aprobación. 

 

CUARTO. En concordancia con las medidas adoptadas por este Consejo General en el Acuerdo IECM/ACU-CG-031/2020, 

publíquese de inmediato este Acuerdo en los estrados de las oficinas centrales y en el portal de Internet www.iecm.mx; y 

hágase del conocimiento de las Direcciones Distritales del Instituto Electoral, para que se publique en los estrados de dichas 

oficinas una vez que las condiciones de la actual emergencia sanitaria lo permitan. 

 

QUINTO. Notifíquese este Acuerdo a los representantes de los Partidos Políticos acreditados ante el Consejo General del 

Instituto Electoral y al Instituto Nacional Electoral. 

 

SEXTO. Remítase el presente Acuerdo a la Gaceta Oficial de la Ciudad de México para su publicación. 

 

SÉPTIMO. Realícense las adecuaciones procedentes, en virtud de la determinación asumida por el Consejo General, en el 

apartado de Transparencia de la página de internet www.iecm.mx y difúndase la misma en las redes sociales de este 

Instituto. 

 

Así lo aprobaron por unanimidad de votos de las Consejeras y los Consejeros Electorales del Instituto Electoral, en sesión 

pública, de manera virtual, el diecisiete de febrero de dos mil veintiuno, firmando al calce el Consejero Presidente y el 

Secretario del Consejo General, quien da fe de lo actuado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 77, fracción VII 

y 79, fracción V, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales de la Ciudad de México. 

 

(Firma) 

 

Mtro. Mario Velázquez Miranda 

Consejero Presidente 

(Firma) 

 

Mtro. Juan Manuel Lucatero Radillo 

Encargado del Despacho de la Secretaría Ejecutiva 

designado mediante oficio IECM/PCG/004/2021 
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                                                CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 83/2017 

ACTOR: PODER EJECUTIVO FEDERAL 

 

PONENTE: MINISTRO JAVIER LAYNEZ POTISEK 

 

SECRETARIOS: RON SNIPELISKI NISCHLI 

ALFREDO NARVÁEZ MEDÉCIGO 

ALFREDO URUCHURTU SOBERÓN 

JAZMÍN BONILLA GARCÍA 

JOSÉ OMAR HERNÁNDEZ SALGADO 

 

COLABORÓ: ANA MARÍA CASTRO DOSAL 

 

 

 

Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión del diez de septiembre de dos 

mil diecinueve emite la siguiente 

 

S E N T E N C I A  

 

Mediante la que se resuelve la controversia constitucional 83/2017, promovida por el Poder Ejecutivo Federal en contra del 

Decreto por el que se expide la Constitución Política de la Ciudad de México, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación y en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el cinco de febrero de dos mil diecisiete.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. Presentación de demanda. El Ejecutivo Federal promovió controversia constitucional1 en contra de diversos artículos de 

la Constitución Política de la Ciudad de México. 

 

2. Admisión y trámite. El Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar, registrar el expediente 

relativo y turnarlo al Ministro Javier Laynez Potisek para que fungiera como instructor2. 

 

3.El Ministro Instructor tuvo como autoridades demandadas al Jefe de Gobierno y a la Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal3, al estimar que la existencia y funciones de la Asamblea Constituyente de la Ciudad de México –órgano emisor 

de la norma impugnada– habían cesado con la publicación de la nueva Constitución local4.  

 

4.Sin embargo, la Segunda Sala determinó, por un lado, que la Asamblea Constituyente sí debía ser parte demandada en el 

juicio y, por otro, que aunque en principio la Asamblea Legislativa del Distrito Federal fue llamada como parte 

demandada, en realidad su carácter debía ser de tercero interesado en el proceso5. 

 

5.En consecuencia, contestaron la demanda en este procedimiento la Asamblea Legislativa del Distrito Federal6, el Jefe de 

Gobierno y la Asamblea Constituyente de la Ciudad de México.  

 

6.Una vez que fueron recibidas las contestaciones de demanda y que se realizó la audiencia en términos del artículo 29 de la 

Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

(en adelante, “Ley Reglamentaria”)7, el expediente quedó en estado de resolución. 

                                                           
1 Demanda presentada por el Ejecutivo Federal, fojas 1 a 65 del presente expediente.  
2 Acuerdo de trece de marzo de dos mil diecisiete, fojas 187 y 188 del presente expediente.  
3 Acuerdo de dieciséis de marzo de dos mil diecisiete, fojas 189 a 191 del presente expediente.  
4 Artículo octavo transitorio de la reforma constitucional publicada el veintisiete de enero de dos mil dieciséis.  

(…) 

Al momento de la publicación de la Constitución Política de la Ciudad de México, cesarán las funciones de la Asamblea Constituyente. A partir de ello, las 
reformas y adiciones a la Constitución Política de la Ciudad de México se realizarán de conformidad con lo que la misma establezca. 
5 Recurso de reclamación 51/2017-CA fallado el diez de mayo de dos mil diecisiete por unanimidad de cuatro votos. 
6 En el recurso de reclamación 51/2017-CA se resolvió que si bien el artículo 26 de la Ley Reglamentaria dispone darle vista a la tercero interesada para 
que manifieste lo que a su derecho convenga dentro del plazo de treinta días, a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal le fue concedido dicho plazo en 

el procedimiento y a la postre realizó las manifestaciones que estimó convenientes mediante su escrito de contestación a la demanda.  
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II. COMPETENCIA 
 

7.El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la presente controversia 

constitucional, en términos de los artículos 105, fracción I, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos8 y 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación9, al tratarse de un conflicto suscitado 

entre la Federación y una entidad federativa.  

 

III. OPORTUNIDAD 
 

8.El actor impugna disposiciones de la Constitución Política de la Ciudad de México. Al tratarse de una norma general, se 

debe tomar en cuenta el plazo de treinta días previsto en la fracción II del artículo 21 de la Ley Reglamentaria para 

determinar si la demanda fue presentada en tiempo10.  

 

9.Si la Constitución capitalina fue publicada el cinco de febrero de dos mil diecisiete, dicho plazo transcurrió del siete de 

febrero al veintidós de marzo de dos mil diecisiete11. Por lo tanto, si la demanda se presentó el diez de marzo del mismo 

año12, concluimos que fue promovida oportunamente.  

 

IV. LEGITIMACIÓN 

 

10.Tanto la parte actora como las demandadas tienen legitimación en la causa, en términos del artículo 105, fracción I, 

inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que se trata de una controversia 

constitucional promovida por el Ejecutivo Federal contra de una entidad federativa13. 

 

11.Partiendo de tal supuesto procederemos a analizar si cada una de las partes están debidamente representadas, en 

términos del artículo 11, primer párrafo, de la Ley Reglamentaria14.  

 

                                                                                                                                                                                                       
7 La audiencia se celebró el veintiuno de agosto de dos mil diecisiete, fojas 961 a 964. 
8 Artículo 105 de la Constitución Federal. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los 

asuntos siguientes: 

I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre:  
a) La Federación y una entidad federativa; (…) 
9 Artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno: (…) 

I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; (…) 
10 Artículo 21 de la Ley Reglamentaria. El plazo para la interposición de la demanda será: (…) 

II. Tratándose de normas generales, de treinta días contados a partir del día siguiente a la fecha de su publicación, o del día siguiente al en que se produzca 
el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la controversia, y (…) 
11 Se descuentan los días veinte y veintiuno de marzo en términos del Acuerdo General 18/2013 del Tribunal Pleno y del artículo 74, fracción VI de la Ley 

Federal del Trabajo, así como los así como once, doce, dieciocho, diecinueve, veinticinco y veintiséis, todos del mes de febrero de dos mil diecisiete, así 
como cuatro, cinco, once, doce, dieciocho y diecinueve de marzo de dos mil diecisiete, por tratarse de días sábados y domingos. 
12 Foja 65 del presente expediente.  
13 Artículo 105 de la Constitución Federal. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los 
asuntos siguientes: 

I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: 

a) La Federación y una entidad federativa; (…) 
Sirve de apoyo a lo anterior la tesis aislada 2a. XLVII/2003 emitida por la Segunda Sala, de rubro y texto: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. EL 

TITULAR DEL PODER EJECUTIVO FEDERAL ESTÁ LEGITIMADO PARA PROMOVERLA EN NOMBRE DE LA FEDERACIÓN. El Ejecutivo 

Federal constituye un Poder de la Federación a través del cual, en términos de lo previsto en el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, se ejerce la soberanía popular respecto de la esfera de atribuciones reservada a esa entidad política; por tanto, en virtud de que en la 

propia Norma Fundamental no existe disposición en contrario al tenor de la cual expresamente se confiera a alguno de los Poderes de la Unión la 

representación de la Federación para promover una controversia constitucional, debe estimarse que el Poder Ejecutivo Federal está legitimado 
procesalmente para promover un juicio de esa naturaleza en nombre de la Federación; además, si se toma en cuenta que dicho Poder es un órgano 

unipersonal encarnado por el Presidente de la República, es evidente que éste, según lo dispuesto en el artículo 11, párrafo primero, de la Ley 

Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal, está legitimado para promover juicios de esa índole, por sí, o bien a 
través del secretario de Estado o el consejero jurídico del Gobierno que determine el propio Presidente, de conformidad con el último párrafo del artículo 

11 citado”. Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, abril de dos mil tres, registro 184512, página 862.  
14 Artículo 11 de la Ley Reglamentaria. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los 
funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio 

goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. (...). 
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12.Legitimación activa. La parte actora es el Poder Ejecutivo Federal en representación de la Federación. Conforme al 

artículo 11, párrafo tercero, de la Ley Reglamentaria15 el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos será representado 

por el Secretario de Estado, por el Jefe de Departamento Administrativo o por el Consejero Jurídico del Gobierno, 

conforme lo determine el propio Presidente.  

 

13.El Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal tiene la representación del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos en 

las controversias constitucionales ante esta Suprema Corte, de conformidad con el artículo 43, fracción X, de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública Federal16 y del “Acuerdo por el que se establece que el Consejero Jurídico del 

Ejecutivo Federal tendrá la representación del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos en los asuntos que se 

mencionan”17, publicado el nueve de enero de dos mil uno en el Diario Oficial de la Federación. 

 

14.Quien presentó la demanda es Alfonso Humberto Castillejos Cervantes, mismo que se ostentó como Consejero Jurídico 

del Ejecutivo Federal y lo acreditó con copia certificada de su nombramiento expedido por el Presidente de los Estados 

Unidos Mexicanos18. Por lo tanto, concluimos que sí cuenta con legitimación activa.  

 

15.Legitimación pasiva. El artículo 10, fracción II, de la Ley Reglamentaria dispone que tendrán el carácter de parte 

demandada la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado la norma general19. En la presente controversia, 

las partes demandadas son el Jefe de Gobierno por ser el órgano que promulgó la norma impugnada, y la Asamblea 

Constituyente de la Ciudad de México el que la emitió. En este último caso conviene destacar, además, que la Segunda 

Sala le reconoció ese carácter en el recurso de reclamación 51/2017-CA, como antes lo señalamos. 

 

16.Ahora bien, el Jefe de Gobierno debe ser representado por la Dirección General de Servicios Legales, de conformidad 

con los artículos 5 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal20 y 116, fracciones I y II, del 

Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal21. 

                                                           
15 Artículo 11 de la Ley Reglamentaria. (…) 
(…) 

El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos será representado por el secretario de estado, por el jefe del departamento administrativo o por el Consejero 

Jurídico del Gobierno, conforme lo determine el propio Presidente, y considerando para tales efectos las competencias establecidas en la ley. El 
acreditamiento de la personalidad de estos servidores públicos y su suplencia se harán en los términos previstos en las leyes o reglamentos interiores que 

correspondan. 
16 Artículo 43 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. A la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal corresponde el despacho de los 
asuntos siguientes: (…) 

X. Representar al Presidente de la República, cuando éste así lo acuerde, en las acciones y controversias a que se refiere el artículo 105 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los demás juicios en que el titular del Ejecutivo Federal intervenga con cualquier carácter. La 
representación a que se refiere esta fracción comprende el desahogo de todo tipo de pruebas; 
17 Punto ÚNICO del acuerdo por el que se establece que el Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal tendrá la representación del Presidente de los 

Estados Unidos Mexicanos en los asuntos que se mencionan. El Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal tendrá la representación del Presidente de los 
Estados Unidos Mexicanos ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que 

se refiere el artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en las que el titular del Ejecutivo Federal sea parte o requiera 

intervenir con cualquier carácter, salvo en las que expresamente se le otorgue dicha representación a algún otro servidor público. 
La representación citada se otorga con las más amplias facultades, incluyendo la de acreditar delegados que hagan promociones, concurran a audiencias, 

rindan pruebas, formulen alegatos y promuevan incidentes y recursos, así como para que oigan y reciban toda clase de notificaciones, de acuerdo con los 

artículos 4o., tercer párrafo, y 11, segundo párrafo, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
18 Fechado el cuatro de diciembre de dos mil doce. Visible en la foja 66 del presente expediente. 
19 Artículo 10 de la Ley Reglamentaria Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales:  
I. Como actor, la entidad, poder u órgano que promueva la controversia;  

II. Como demandado, la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado la norma general o pronunciado el acto que sea objeto de la 

controversia;  
III. Como tercero o terceros interesados, las entidades, poderes u órganos a que se refiere la fracción I del artículo 105 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, que sin tener el carácter de actores o demandados, pudieran resultar afectados por la sentencia que llegare a dictarse, y  

IV. El Procurador General de la República 
20 Artículo 5 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal. El Jefe de Gobierno será el titular de la Administración Pública del 

Distrito Federal. A él corresponden originalmente todas las facultades establecidas en los ordenamientos jurídicos relativos al Distrito Federal, y podrá 

delegarlas a los servidores públicos subalternos mediante acuerdos que se publicarán en la Gaceta Oficial del Distrito Federal para su entrada en vigor y, en 
su caso, en el Diario Oficial de la Federación para su mayor difusión, excepto aquéllas que por disposición jurídica no sean delegables. 

(…) 
21 Artículo 116 del Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal. Corresponde a la Dirección General de Servicios Legales:  
I. Representar a la Administración Pública en los juicios en que ésta sea parte;  

II. Intervenir en los juicios de amparo, cuando el Jefe de Gobierno tenga el carácter de autoridad responsable, exista solicitud de la autoridad responsable o 

medie instrucción del Jefe de Gobierno; así como supervisar todas las etapas de su proceso y la elaboración de los informes previos y justificados cuando la 
importancia del asunto así lo amerite. Asimismo, intervendrá en los juicios a que se refiere la ley reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
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17. Dado que compareció Vicente Lopantzi García en su carácter de Director General de Servicios Legales del Gobierno de 

la Ciudad de México, y acreditó esa personalidad con copia certificada del nombramiento emitido a su favor por el Jefe 

de Gobierno de la Ciudad de México22, concluimos que el Jefe de Gobierno sí cuenta con legitimación pasiva. 

 

18. Por otra parte, de conformidad con el artículo 12 del Reglamento para el Gobierno Interior de la Asamblea 

Constituyente de la Ciudad de México23, es el Presidente de la Mesa Directiva el facultado para representar legalmente a 

la Asamblea Constituyente. En el proceso compareció Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez en su carácter de 

Presidente de la Mesa Directiva de la Asamblea Constituyente de la Ciudad de México, personalidad que acreditó con el 

acta de sesión en la que dicha Asamblea aprobó la integración de su mesa directiva24. Por tal razón, concluimos que en 

este caso la Asamblea Constituyente de la Ciudad de México también tiene legitimación pasiva. 

 

V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA 

 

19.Tanto la Asamblea Legislativa del Distrito Federal como el Jefe de Gobierno de la Ciudad de México consideran que 

debe sobreseerse la controversia constitucional por actualizarse la causa de improcedencia prevista en el artículo 19, 

fracción VIII25, en relación con el 1026 de la Ley Reglamentaria, pues no se les puede considerar como órganos emisor y 

promulgador de la Constitución local, en tanto que dicha labor correspondió a la Asamblea Constituyente de la Ciudad 

de México, órgano al que consideran debió dársele vista para su defensa. 

 

20.Sus planteamientos son infundados. En relación con la Asamblea Legislativa, tal como se señaló en el apartado de 

antecedentes, aunque en principio fue llamada como parte demandada en el juicio, posteriormente la Segunda Sala 

modificó su carácter y la consideró tercero interesado en el proceso. De esta manera se le dio la oportunidad de 

manifestarse como parte respecto del presente juicio en términos de lo dispuesto en la fracción III del artículo 10 de la 

Ley Reglamentaria, sin que ésta haya hecho valer argumento alguno tendiente a fortalecer o controvertir los 

planteamientos hechos valer por la parte actora. Por esta razón, consideramos infundada la causal de improcedencia que 

formula. 

 

 

21.Por su parte, también es infundado lo que argumenta el Jefe de Gobierno. Contrario a su manifestación, aquél 

efectivamente tiene el carácter de demandado, pues con independencia de que el régimen transitorio de la reforma 

política de la Ciudad de México establece que su Constitución “no podrá ser vetada por ninguna autoridad y será 

remitida de inmediato para que, sin más trámite, se publique”27, éste efectivamente promulgó la norma impugnada y 

ordenó su publicación tanto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, como en el Diario Oficial de la Federación. Esta 

participación es suficiente para estimar que sí es parte en el presente juicio, en términos del artículo 10, fracción II, de la 

Ley Reglamentaria. 

 

22.Finalmente, en términos del artículo 19, último párrafo, de la Ley Reglamentaria oficiosamente advertimos que se 

actualiza la causa de improcedencia prevista en la fracción V del mismo precepto, respecto de los artículos 11, apartado 

L, párrafo segundo; 18, apartado A, numeral 3, únicamente en las porciones normativas “arqueológicos” así como “y 

paleontológicos”; 44, apartado A, numeral 3, en la porción normativa "La ley determinará los casos en que los 

particulares podrán ejercer la acción penal ante la autoridad judicial", y 45, apartado B, de la Constitución de la 

Ciudad de México que son impugnados por el Ejecutivo Federal. Esto es así porque han cesado sus efectos toda vez que 

                                                           
22 Fechado el dieciséis de septiembre de dos mil quince. Visible en la foja 494 del presente expediente.  
23 Artículo 12 del Reglamento para el Gobierno Interior de la Asamblea Constituyente de la Ciudad de México.  

1. Quien presida la Mesa Directiva ostentará la representación legal de la Asamblea y asegurará la inviolabilidad del Recinto Legislativo. 

(…) 
24 Fechado el cinco de octubre de dos mil dieciséis. Visible en las fojas 716 a 722 del presente expediente.  
25 Artículo 19 de la Ley Reglamentaria. Las controversias constitucionales son improcedentes: (…) 

VIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta ley. 
26 Artículo 10 de la Ley Reglamentaria. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales: (…) 
II. Como demandado, la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado la norma general o pronunciado el acto que sea objeto de la 

controversia; (…) 
27 Artículo octavo transitorio de la reforma constitucional publicada el veintinueve de enero de dos mil dieciséis. Aprobada y expedida la 
Constitución Política de la Ciudad de México, no podrá ser vetada por ninguna autoridad y será remitida de inmediato para que, sin más trámite, se 

publique en el Diario Oficial de la Federación y en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
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este Tribunal Pleno los invalidó al resolver la acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 

18/2017 y 19/201728.  

 

23.En consecuencia, lo procedente es sobreseer la controversia respecto de esos preceptos, en términos del artículo 20, 

fracción II, de la Ley Reglamentaria. 

 

 

VI. FIJACIÓN DE LA LITIS 
 

24.El Ejecutivo Federal impugnó en su demanda la inconstitucionalidad de los artículos 8, apartado B, numeral 7; 9, 

apartados D, numeral 7, y F, numeral 3; 10, apartado B; 11, apartados I y L, párrafo segundo; 18, apartado A, numeral 3; 

35, apartado C; 36, apartados B, numeral 3, incisos a) a g), y C, numeral 2, inciso c); 41, numeral 1; 42, apartado C, 

numeral 3; 44, apartado A, numeral 3; 45, apartado B, y quinto transitorio, de la Constitución Política de la Ciudad de 

México.  

 

25.No obstante, conviene precisar que aunque inicialmente en su escrito controvierte genéricamente el artículo 8, apartado 

B, numeral 7, en realidad sus argumentos se dirigen únicamente a cuestionar la porción normativa: “La Ciudad de 

México y sus demarcaciones territoriales velarán por que los materiales y métodos educativos, la organización escolar 

y la infraestructura física sean adaptables a las condiciones y contextos específicos de las y los alumnos asegurando su 

desarrollo progresivo e integral, conforme a las capacidades y habilidades personales.” Lo mismo ocurre con el 

artículo 9, apartado F, numeral 3, ya que sus argumentos se dirigen únicamente a controvertir las porciones normativas 

“irrenunciable” y “la gestión del agua será pública y sin fines de lucro”. De igual manera, aunque anuncia que 

controvierte la totalidad del artículo 41, numeral 1, en realidad sus planteamientos cuestionan la constitucionalidad de la 

porción “La seguridad ciudadana es responsabilidad exclusiva del Gobierno de la Ciudad de México”. Finalmente, 

aunque en el encabezado de su concepto de invalidez afirma que es inconstitucional el numeral 3, apartado A, del 

artículo 44 (se entiende en su totalidad), en su argumentación sólo controvierten la porción normativa “La ley 

determinará los casos en que los particulares podrán ejercer la acción penal ante la autoridad judicial"29.  

 

26.Por tal razón, atendiendo a la cuestión efectivamente planteada, en términos del artículo 39 de la Ley Reglamentaria30, y 

al haberse sobreseído el juicio respecto a los artículos señalados en el apartado V, únicamente analizaremos la 

constitucionalidad de los siguientes artículos:  

 

Tema Artículos impugnados 

1. Derecho al agua Artículo 9, apartado F, numeral 3 en las porciones 

normativas “irrenunciable” y “la gestión del agua 

será pública y sin fines de lucro”. 

2. Impugnaciones relacionadas con el control 

constitucional en la Ciudad de México 

Artículos 35, apartado C; y 36, apartados B, 

numeral 3, incisos a) a g) y C, numeral 2, inciso c). 

3. Seguridad ciudadana Artículo 41, numeral 1, en la porción normativa “La 

seguridad ciudadana es responsabilidad exclusiva 

del Gobierno de la Ciudad de México”. 

4. Sistema educativo Artículo 8, apartado B, numeral 7, en la porción 

normativa: “La Ciudad de México y sus 

demarcaciones territoriales velarán por que los 

materiales y métodos educativos, la organización 

escolar y la infraestructura física sean adaptables a 

las condiciones y contextos específicos de las y los 

alumnos asegurando su desarrollo progresivo e 

integral, conforme a las capacidades y habilidades 

personales.” 

5. Uso medicinal de la cannabis Artículos 9, apartado D, numeral 7 y quinto 

                                                           
28 Sentencia de seis de septiembre de dos mil dieciocho. 
29 En este sentido, en la página 52 de la demanda el Ejecutivo Federal concluye que: “(…) ese Máximo Tribunal deberá declarar la invalidez de la parte 

normativa del artículo que se combate (…).  
30 Artículo 39 de la Ley Reglamentaria. Al dictar sentencia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación corregirá los errores que advierta en la cita de los 

preceptos invocados y examinará en su conjunto los razonamientos de las partes a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada. 
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transitorio. 

6. Derechos de migrantes Artículo 11, apartado I. 

7. Patrimonio de la Ciudad Artículo 18, apartado A, numeral 3 –salvo las 

porciones normativas que fueron declaradas 

inválidas–. 

8. Justicia cívica Artículo 42, apartado C, numeral 3. 

9. Derechos laborales Artículo 10, apartado B. 

 

VII. ESTUDIO DE FONDO 
 

1. Derecho al agua  

 

27.El Ejecutivo Federal impugnó31 la constitucionalidad del artículo 9, apartado F, numeral 332, de la Constitución de la 

Ciudad de México conforme a la precisión realizada en el Apartado VI, pues a su juicio invade las competencias del 

Constituyente Permanente y del Congreso de la Unión para legislar en materia de agua en términos de los artículos 4°, 

párrafo sexto33; 27, párrafos primero, quinto y sexto34, y 73, fracción XVII35, de la Constitución Federal. Por una parte, 

señala que la Asamblea Constituyente excedió sus facultades al atribuirle al agua el carácter de “irrenunciable”, pues 

además de que la Constitución dispone que el dominio de la Nación es inalienable e imprescriptible, y no que sea 

irrenunciable, la competencia para legislar sobre la definición constitucional del derecho al agua es una facultad 

                                                           
31 Concepto de invalidez que identifica como primero, (páginas 21 a 28 de la demanda). 
32 Artículo 9 de la Constitución de la Ciudad de México. Ciudad solidaria  

(…) 

F. Derecho al agua y a su saneamiento  
1. Toda persona tiene derecho al acceso, a la disposición y saneamiento de agua potable suficiente, salubre, segura, asequible, accesible y de calidad para el 

uso personal y doméstico de una forma adecuada a la dignidad, la vida y la salud; así como a solicitar, recibir y difundir información sobre las cuestiones 

del agua. 
2. La Ciudad garantizará la cobertura universal del agua, su acceso diario, continuo, equitativo y sustentable. Se incentivará la captación del agua pluvial. 

3. El agua es un bien público, social y cultural. Es inalienable, inembargable, irrenunciable y esencial para la vida. La gestión del agua será pública y sin 

fines de lucro.  
(…) 
33Artículo 4° de la Constitución Federal. (…) 

(…) 
Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y 

asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos 

hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la 
consecución de dichos fines.  

(…)  
34 Artículo 27 de la Constitución Federal. La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional, corresponde 
originariamente a la Nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los particulares, constituyendo la propiedad privada.  

(…) 

Son propiedad de la Nación las aguas de los mares territoriales en la extensión y términos que fije el Derecho Internacional; las aguas marinas interiores; 
las de las lagunas y esteros que se comuniquen permanente o intermitentemente con el mar; las de los lagos interiores de formación natural que estén 

ligados directamente a corrientes constantes; las de los ríos y sus afluentes directos o indirectos, desde el punto del cauce en que se inicien las primeras 

aguas permanentes, intermitentes o torrenciales, hasta su desembocadura en el mar, lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional; las de las corrientes 
constantes o intermitentes y sus afluentes directos o indirectos, cuando el cauce de aquéllas en toda su extensión o en parte de ellas, sirva de límite al 

territorio nacional o a dos entidades federativas, o cuando pase de una entidad federativa a otra o cruce la línea divisoria de la República; la de los lagos, 

lagunas o esteros cuyos vasos, zonas o riberas, estén cruzadas por líneas divisorias de dos o más entidades o entre la República y un país vecino, o cuando 
el límite de las riberas sirva de lindero entre dos entidades federativas o a la República con un país vecino; las de los manantiales que broten en las playas, 

zonas marítimas, cauces, vasos o riberas de los lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional, y las que se extraigan de las minas; y los cauces, lechos o 

riberas de los lagos y corrientes interiores en la extensión que fija la ley. Las aguas del subsuelo pueden ser libremente alumbradas mediante obras 
artificiales y apropiarse por el dueño del terreno, pero cuando lo exija el interés público o se afecten otros aprovechamientos, el Ejecutivo Federal podrá 

reglamentar su extracción y utilización y aún establecer zonas vedadas, al igual que para las demás aguas de propiedad nacional. Cualesquiera otras aguas 

no incluidas en la enumeración anterior, se considerarán como parte integrante de la propiedad de los terrenos por los que corran o en los que se encuentren 
sus depósitos, pero si se localizaren en dos o más predios, el aprovechamiento de estas aguas se considerará de utilidad pública, y quedará sujeto a las 

disposiciones que dicten las entidades federativas. 

En los casos a que se refieren los dos párrafos anteriores, el dominio de la Nación es inalienable e imprescriptible y la explotación, el uso o el 
aprovechamiento de los recursos de que se trata, por los particulares o por sociedades constituidas conforme a las leyes mexicanas, no podrá realizarse sino 

mediante concesiones, otorgadas por el Ejecutivo Federal, de acuerdo con las reglas y condiciones que establezcan las leyes, salvo en radiodifusión y 

telecomunicaciones, que serán otorgadas por el Instituto Federal de Telecomunicaciones 
(…) 
35 Artículo 73 de la Constitución Federal. El Congreso tiene facultad: (...)  

XVII. Para dictar leyes sobre vías generales de comunicación, tecnologías de la información y la comunicación, radiodifusión, telecomunicaciones, 
incluida la banda ancha e Internet, postas y correos, y sobre el uso y aprovechamiento de las aguas de jurisdicción federal.  

(...)  
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exclusiva del Congreso de la Unión. Por la otra, argumenta que al establecer que la gestión del agua “será pública y sin 

fines de lucro”, el precepto impugnado define un concepto y sistema de explotación, uso y aprovechamiento del agua y, 

por tanto, invade las competencias del Congreso de la Unión para legislar en materia de uso y aprovechamiento de las 

aguas de jurisdicción federal, impidiendo en la Ciudad de México la aplicación de la Ley de Aguas Nacionales.  

 

28.Por su parte, tanto el Jefe de Gobierno como la Asamblea Constituyente de la Ciudad de México contestaron que el 

precepto es constitucional porque no se refiere a las aguas nacionales reguladas por el artículo 27 de la Constitución 

Federal, sino exclusivamente a las aguas de jurisdicción local de la Ciudad. Sostienen, además, que al establecer que el 

agua es un bien inalienable, inembargable e irrenunciable, el artículo impugnado solamente reproduce los atributos o 

características propias del derecho humano al agua previstos en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales y la Observación General número 15 del comité respectivo de las Naciones Unidas, que son 

vinculantes para el Estado Mexicano. 

 

29.Del análisis del régimen de distribución competencial que establece la Constitución Federal en relación con el agua se 

desprende que, contrariamente a lo que plantea la parte actora, la norma impugnada no invade en momento alguno las 

competencias o facultades del Constituyente Permanente ni las del Congreso de la Unión por establecer que el agua es 

un bien irrenunciable, ni tampoco por disponer que su gestión será pública y sin fines de lucro. Para efectos de claridad 

en la exposición, abordaremos cada uno de estos dos planteamientos por separado. 

 

El agua como bien irrenunciable  

 

30.Al resolver la acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, este Tribunal Pleno 

declaró la validez del artículo 9, apartado F, numeral 3, de la Constitución de la Ciudad de México, en la porción 

normativa “Es inalienable, inembargable, irrenunciable”36. En tanto que los planteamientos del Ejecutivo Federal contra 

esta porción normativa ya se formularon en aquella ocasión por la Procuraduría General de la República y las 

consideraciones vertidas en aquel medio de impugnación rigen también la resolución del presente asunto en este punto 

específico.  

 

31.Concretamente, en dicho precedente sostuvimos que el régimen competencial que establece la Constitución Federal en 

relación con el agua se traduce en facultades específicas tanto para la Federación como para las entidades federativas y 

los municipios. En torno a las aguas comprendidas dentro del territorio nacional, la propia Constitución Federal dispone 

la existencia de: (i) aguas nacionales o de jurisdicción federal; (ii) aguas que corresponde regular a las entidades 

federativas; (iii) aguas utilizadas para los servicios de suministro de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y 

disposición de aguas residuales, cuya prestación es competencia de los municipios, y (iv) aguas que son propiedad de los 

particulares. 

 

                                                           
36 Los puntos resolutivos relevantes de dicha acción de inconstitucionalidad son los siguientes: “PRIMERO. Sin perjuicio de lo decidido por el Pleno de 

esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sentencia de diecisiete de agosto de dos mil diecisiete, son procedentes y parcialmente fundadas las 
acciones de inconstitucionalidad 18/2017, promovida por la Procuraduría General de la República y 19/2017, promovida por la Comisión Nacional de 

los Derechos Humanos. 

(…) 
CUARTO. Se reconoce la validez de los artículos 3, numerales 1 y 2, 4, apartados A, numerales 1, en las porciones normativas "En la Ciudad de México 

las personas gozan de los derechos humanos y garantías reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados e 

instrumentos internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en esta Constitución y en las normas" así como "y locales"; y 6, en las porciones 
normativas "Las autoridades jurisdiccionales de la Ciudad ejercerán el control de constitucionalidad", "favoreciendo en todo tiempo la protección más 

amplia para las personas, dejando de aplicar aquellas normas contrarias a" y "esta Constitución", B, numerales 1 y 3; 6, apartados A, numeral 2, en la 

porción normativa "La vida digna contiene implícitamente el derecho a una muerte digna" -al tenor de la interpretación conforme contenida en la Sección 
VI, Apartado B, Subapartado 3 de esta sentencia-, C, numerales 1 y 2, D, numeral 2, E, F, e I; 7, apartado C, numeral 2; 8, apartado C; 9, apartados D, 

numeral 7 y F, numeral 3, en la porción normativa "Es inalienable, inembargable, irrenunciable"; 10, apartado B -al tenor de la interpretación conforme 

contenida en la Sección VI, Apartado B, Subapartado 10 de esta sentencia-; 11, apartados I y P; 18, apartado A, numeral 3, párrafo primero con la 
salvedad precisada en el punto resolutivo quinto de esta ejecutoria; 20, numerales 2, 7 y 10; 21, apartado D, fracción I, inciso a); 29, apartado D, inciso 

q); 30, numeral 7 -en la inteligencia de que éste último se refiere al sistema precisado en el inciso p) del apartado D del referido artículo 29-; 36, 

apartados B, numerales 1, inciso c), y 3, y D, numerales 1, 2 y 3; 42, apartado C, numeral 3, en la porción normativa "y justicia cívica"; 44, apartado A, 
numeral 5; 46, apartado A, párrafo primero, inciso f); 48, numeral 4, inciso b); 51, numeral 3; 69, numerales 3 y 6 -con las salvedades precisadas en el 

punto resolutivo quinto de esta ejecutoria-; así como de los artículos transitorios quinto y octavo, párrafo primero, de la Constitución Política de la 

Ciudad de México, publicada en la Gaceta Oficial de dicha entidad el cinco de febrero de dos mil diecisiete, en términos de la Sección VI, Apartados A, B, 
subapartados 1) al 10), C, subapartados 2) al 6) y 8), D, subapartados 1) al 3), 5) y 6), E, subapartado 2), y F, subapartados 1) y 2), de este fallo. 

(…)” 
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32.En relación con las aguas nacionales, el artículo 27 constitucional enumera prolijamente en su quinto párrafo cuáles son 

las aguas que son propiedad de la Nación. El mismo precepto dispone en su párrafo sexto que el dominio sobre aquéllas 

es inalienable e imprescriptible y, en consecuencia, que la explotación, el uso o aprovechamiento de esos recursos 

hídricos por parte de particulares únicamente podrá realizarse mediante las concesiones que otorgue el Ejecutivo Federal 

de acuerdo con las reglas y bajo las condiciones que establezcan las leyes. En este sentido, el artículo 73, fracción XVII, 

de la Constitución Federal, faculta al Congreso de la Unión para dictar leyes sobre el uso y aprovechamiento de las 

aguas de jurisdicción federal. 

 

33.La Constitución también determina residualmente las aguas que se encuentran bajo la jurisdicción de las entidades 

federativas. Específicamente, el referido párrafo quinto del artículo 27 constitucional dispone que el aprovechamiento 

de todas las aguas que no estén enumeradas como aguas nacionales y que, además, se localicen en más de un solo 

predio, se considerará de utilidad pública y quedará sujeto a las disposiciones que dicten las entidades federativas. 

 

34.Asimismo, el texto constitucional dispone que la competencia sobre determinados servicios públicos relacionados con el 

agua corresponde al municipio. Específicamente, el artículo 115, fracción III, inciso a), de la Constitución Federal37 

establece que son los municipios quienes tienen a su cargo el servicio público de agua potable, drenaje, alcantarillado, 

tratamiento y disposición de sus aguas residuales. Dado que la Ciudad de México no tiene municipios y estas 

atribuciones no están conferidas a sus alcaldías, en la Capital de la República dichas funciones corresponden al gobierno 

local sobre la base de lo dispuesto en el artículo 124 constitucional. 

 

35.Finalmente, también por disposición del multicitado artículo 27 constitucional, los particulares son propietarios y, por 

tanto, pueden disponer libremente de las aguas que no estén enumeradas como aguas nacionales y que corran por –o 

cuyo depósito se encuentre en– algún terreno que sea de su propiedad, siempre y cuando dichas aguas no se localicen en 

dos o más predios, en cuyo caso estarán bajo la jurisdicción de la entidad federativa respectiva. 

 

36.Del régimen competencial aquí sintetizado se desprende claramente que, en relación con la regulación de los recursos 

hídricos en el territorio nacional, la Constitución Federal prevé expresamente la intervención de las entidades 

federativas. Dicho de otro modo, el agua es constitucionalmente una materia coincidente porque el manejo de ese bien 

requiere necesariamente la participación –es decir, implica el ejercicio de competencias o facultades– de tres órdenes 

distintos de gobierno. Así, lo decisivo aquí no es dilucidar si la Ciudad de México tiene obligaciones constitucionales ni, 

por lo tanto, si cuenta con facultades en torno al agua como materia, toda vez que sí las tiene. Lo relevante es, en 

cambio, dilucidar si la regulación específica del agua en la Constitución capitalina implica el ejercicio de una facultad 

que en relación con ese bien la Constitución Federal reserve exclusivamente para sí o para el Congreso de la Unión. 

 

37.En este sentido, si se examina el artículo impugnado de manera integral y, por tanto, se tiene en cuenta a qué se refiere 

exactamente, los mismos preceptos ahora invocados por el Ejecutivo Federal demuestran que establecer el carácter de 

irrenunciable para el agua no invade competencia alguna del Congreso de la Unión. 

 

38.Ciertamente el numeral impugnado establece a la letra que el agua tiene, entre otras, la característica de irrenunciable. 

Sin embargo, como sostuvimos en la acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas, del análisis de dicho 

numeral en su conjunto –es decir, incluyendo los numerales 1 y 2 del mismo apartado F– se desprende claramente que la 

Constitución de la Ciudad de México sólo se refiere al derecho humano al agua y su saneamiento y, por lo tanto, 

únicamente establece el carácter irrenunciable del “agua potable para uso personal y doméstico”. Mientras que el 

apartado F –donde se ubica el numeral impugnado– se titula “Derecho al agua y su saneamiento”, el numeral 1 prevé 

expresamente que “toda persona tiene derecho al acceso, a la disposición y saneamiento de agua potable suficiente, 

salubre, segura, asequible, accesible y de calidad para uso personal y doméstico” y el numeral 2 que “la Ciudad 

garantizará la cobertura universal del agua, su acceso diario, continuo, equitativo y sustentable”. Los atributos que 

impone al agua el numeral 3, por lo tanto, sin duda están referidos única y exclusivamente al agua potable mediante la 

cual la Ciudad de México debe cumplir sus obligaciones de suministro frente a los habitantes de la Capital. Esta 

                                                           
37 Artículo 115 de la Constitución Federal. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, 
democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las 

bases siguientes: (…) 

III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: 
a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales; 

(…) 
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actividad regulatoria a nivel local, por tanto, no es violatoria en modo alguno del orden competencial que establece la 

Constitución Federal en relación con el agua. 

 

39.Contrariamente a lo que argumenta el Ejecutivo Federal, los términos específicos del numeral impugnado –es decir, el 

establecimiento de atributos del agua potable para uso personal y doméstico en la Ciudad de México– no invaden las 

facultades del Congreso de la Unión para legislar como parte de sus atribuciones en términos del artículo 73, fracción 

XVII, de la Constitución Federal. Como ya se dijo líneas arriba, conforme al sistema de facultades residuales, los 

servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales en la Ciudad de México 

corresponden a ésta. Tan es así, que desde mil novecientos noventa y tres la Capital de la República ha tenido la facultad 

constitucional para regular la prestación y concesión de los servicios públicos en su territorio38 y desde ese entonces las 

responsabilidades de las autoridades capitalinas principalmente se han incrementado, sin que en las reformas 

constitucionales de enero de dos mil dieciséis se haya establecido alguna facultad a la Federación para regular la 

prestación del servicio de agua potable en la Capital. 

 

40.En esta tesitura, si la Ciudad de México tiene indudablemente atribuciones constitucionales en relación con la regulación 

del servicio de suministro de agua potable en el territorio de esa entidad federativa y, por su parte, el numeral impugnado 

al establecer el atributo de irrenunciable se refiere única y exclusivamente al agua potable para uso personal y 

doméstico, entonces es claro que no invade en modo alguno las facultades del Congreso de la Unión. 

 

41.Por otra parte, la facultad constitucional otorgada al legislador federal para expedir normatividad sobre la explotación, 

uso y aprovechamiento de las aguas de jurisdicción federal –facultad que se ejerció a través de la Ley de Aguas 

Nacionales– tampoco es una razón para inhibir a las entidades federativas en general y a la Ciudad de México en 

particular para emitir normas que impacten en la utilización de las aguas de jurisdicción local. 

 

42.Si bien las entidades federativas están constitucionalmente sujetas a los designios del Congreso de la Unión en torno a 

todo lo relativo a las aguas nacionales, no lo están en relación con sus aguas locales y, en principio, pueden 

perfectamente hacerlas objeto de una norma constitucional local, sea de derechos humanos o de alguna otra índole. Tan 

es así, que la misma Ley de Aguas Nacionales –reglamentaria de la fracción XVII del artículo 73 constitucional– se 

refiere exclusivamente a las aguas establecidas como “aguas nacionales” en el párrafo quinto del artículo 27 

constitucional39. En suma, si las entidades federativas no están sujetas a las disposiciones de la Federación en lo que se 

refiere a las “aguas no nacionales”, entonces es evidente que la Ciudad de México tiene también facultades 

constitucionales para establecer regulación sobre las aguas de jurisdicción local y, en esa medida, para imponerles 

ciertos atributos o características en su constitución local.  

 

43.No escapa a nuestra atención que el párrafo sexto del artículo 4° constitucional dispone a la letra que “el Estado 

garantizará el derecho humano al agua y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo 

y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los 

municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines” y además, que el artículo 

transitorio del decreto que introdujo este texto a la Constitución Federal en dos mil doce fijó al Congreso de la Unión un 

                                                           
38 Artículo 122 de la Constitución Federal, (reforma publicada el veinticinco de octubre de mil novecientos noventa y tres). El Gobierno del Distrito 

Federal está a cargo de los Poderes de la Unión, los cuales lo ejercerán por sí y a través de los órganos de gobierno del Distrito Federal representativos y 
democráticos, que establece esta Constitución. 

(…) 

IV. La Asamblea de Representantes tiene facultades para: (…) 
g) Legislar en el ámbito local, en lo relativo al Distrito Federal en los términos del Estatuto de Gobierno en materias de: Administración Pública Local, su 

régimen interno y de procedimientos administrativos; de presupuesto, contabilidad y gasto público; regulación de su contaduría mayor; bienes del dominio 

público y privado del Distrito Federal; servicios públicos y su concesión, así como de la explotación, uso y aprovechamiento de bienes del dominio del 
Distrito Federal; justicia cívica sobre faltas de policía y buen gobierno; participación ciudadana; organismo protector de los derechos humanos; civil; penal; 

defensoría de oficio; notariado; protección civil; prevención y readaptación social; planeación del desarrollo; desarrollo urbano y uso del suelo; 

establecimiento de reservas territoriales; preservación del medio ambiente y protección ecológica; protección de animales; construcciones y edificaciones; 
vías públicas, transporte urbano y tránsito; estacionamientos; servicio público de limpia; fomento económico y protección al empleo; establecimientos 

mercantiles; espectáculos públicos; desarrollo agropecuario; vivienda; salud y asistencia social; turismo y servicios de alojamiento; previsión social; 

fomento cultural, cívico y deportivo; mercados, rastros y abasto; cementerios, y función social educativa en los términos de la fracción VIII del artículo 3o. 
de esta Constitución; y 

(…). 
39 Artículo 3 de la Ley de Aguas Nacionales. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 
I. “Aguas Nacionales”: Son aquellas referidas en el Párrafo Quinto del Artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

(…) 
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plazo de un año para emitir una Ley General de Aguas40. Suponiendo sin conceder que estas porciones normativas 

fueran entendidas en el sentido de establecer que la materia de agua potable es concurrente y, por lo mismo, que el 

Congreso de la Unión tiene facultades para distribuir competencias entre los distintos niveles de gobierno para garantizar 

tal derecho humano, es un hecho que el legislador federal no ha ejercido tal atribución. Si, como sostuvimos en el 

precedente referido, no existe hasta ahora un alcance cierto del contenido material de dicha facultad legislativa, no 

consideramos procedente vedar por ahora cualquier facultad normativa de las entidades federativas en una materia en la 

que claramente tienen atribuciones constitucionales. 

 

44.Finalmente, los términos en los que está redactado el numeral impugnado tampoco vulneran atribuciones del 

Constituyente Permanente. Al establecer que el agua para uso personal y doméstico, en tanto derecho humano, tiene el 

carácter de irrenunciable, la porción normativa impugnada simplemente explicita una propiedad que ya se está 

reconocida implícitamente en el parámetro de regularidad constitucional. En la medida en que un mínimo de agua para 

consumo personal y doméstico es indispensable para asegurar los derechos “a un nivel de vida adecuado y a la salud” 

previstos en los párrafos cuarto y quinto del artículo 4° constitucional41, así como en los artículos 1142 y 1243 del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, aquélla es en sí misma un derecho humano y, en 

consecuencia, también es irrenunciable para las personas44. 

 

45.Así, la porción normativa impugnada simplemente explicita una de las cualidades esenciales del agua para consumo 

personal y doméstico como derecho fundamental ya contenidas en las normas del parámetro de regularidad 

constitucional. No se advierte, por tanto, que se invada alguna facultad del Constituyente Permanente. 

 

46.Por estas razones, es infundado el planteamiento del Ejecutivo Federal en este rubro y, por tanto, se reconoce la validez 

del artículo 9, apartado F, numeral 3, de la Constitución Política de la Ciudad de México, en la porción normativa 

“irrenunciable”. 

 

Gestión pública y sin fines de lucro 

 

47.El Ejecutivo Federal también se equivoca cuando afirma que la porción normativa “la gestión del agua será pública y sin 

fines de lucro” define un concepto y sistema de explotación, uso y aprovechamiento del agua y, por tanto, invade las 

competencias del Congreso de la Unión para legislar en materia de uso y aprovechamiento de las aguas de jurisdicción 

federal, impidiendo en la Ciudad de México la aplicación de la Ley de Aguas Nacionales. 

 

                                                           
40 Decreto por el que se Declara reformado el párrafo quinto y se adiciona un párrafo sexto recorriéndose en su orden los subsecuentes, al artículo 4o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado el ocho de febrero de dos mil doce.  
Artículo Tercero Transitorio. El Congreso de la Unión, contará con un plazo de 360 días para emitir una Ley General de Aguas. 
41 Artículo 4 de la Constitución Federal. (…) 

(…) 
Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la 

concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de 

esta Constitución. 
Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro 

ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley. 

(…) 
42 Artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales.  

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, 

vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la 
efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento. 

(…) 
43 Artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales. 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 

(…) 
44 Observación General número 15 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales del Consejo Económico y Social de las Naciones 

Unidas.  

(…) 

3. En el párrafo 1 del artículo 11 del Pacto se enumeran una serie de derechos que dimanan del derecho a un nivel de vida adecuado, "incluso alimentación, 
vestido y vivienda adecuados", y son indispensables para su realización. El uso de la palabra "incluso" indica que esta enumeración de derechos no 

pretendía ser exhaustiva. El derecho al agua se encuadra claramente en la categoría de las garantías indispensables para asegurar un nivel de vida adecuado, 

en particular porque es una de las condiciones fundamentales para la supervivencia. El derecho al agua también está indisolublemente asociado al derecho 
al más alto nivel posible de salud. 

(…)  
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48.Para dar respuesta a este planteamiento, primero debemos reiterar que la porción impugnada se encuentra en un artículo 

que se refiere al derecho humano al agua y su saneamiento y, por lo tanto, se refiere únicamente a la gestión del “agua 

potable para uso personal y doméstico”. Esta distinción es fundamental porque permite advertir que la porción 

impugnada se refiere exclusivamente a la provisión del servicio de agua potable y, consecuentemente, a la obligación 

constitucional que tienen las autoridades capitalinas de garantizar el suministro de este recurso a los habitantes de la 

Ciudad de México. 

 

49.Ya señalamos líneas arriba que la Ciudad de México no cuenta con municipios y, por tanto, que la prestación de los 

servicios públicos enumerados en el artículo 115 de la Constitución Federal –suministro de agua potable, drenaje, 

alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales– le corresponde al gobierno central de la Capital de la 

República, de conformidad con el criterio de competencias residuales establecido en el artículo 124 constitucional. Esto 

implica que en el cumplimiento de esta obligación, el constituyente de la Ciudad puede establecer estándares o 

reglamentaciones sobre cómo debe realizarse el suministro de ese recurso en la entidad federativa, pues está dentro de su 

esfera de atribuciones constitucionales, del mismo modo en que pueden hacerlo los municipios en los Estados de la 

República, quienes deberán observar lo dispuesto por las leyes federales y estatales en la prestación de los servicios a su 

cargo en términos del artículo 115, fracción III, párrafo segundo, de la Constitución Federal45.  

 

50.Lo infundado del planteamiento del Ejecutivo Federal radica en que la parte actora confunde la facultad para regular la 

explotación, uso y aprovechamiento de las aguas nacionales por parte de particulares o sociedades constituidas 

conforme a las leyes mexicanas conferidas a favor de la Federación en el artículo 27, párrafo sexto, de la Constitución 

Federal, con la facultad que tiene la Ciudad de México para definir cómo será la gestión de este recurso para cumplir 

con su obligación constitucional de suministrar agua potable a los habitantes de la Capital en términos de los artículos 4° 

y 124 de la Constitución Federal.  

 

51.En este Tribunal Pleno ya hemos abordado, al menos desde una perspectiva fiscal, algunas diferencias entre ambos 

supuestos. Por un lado, hemos definido que el uso, aprovechamiento y/o explotación de aguas nacionales previsto en el 

artículo 27 constitucional se autoriza mediante “concesiones” (para particulares) o “asignaciones” (para entes públicos) 

otorgadas por el Ejecutivo Federal y que puede generar el cobro de un derecho o contribución determinada por el 

Congreso de la Unión en términos del artículo 73, fracción XXIX, de la Constitución Federal46. En ese sentido, hemos 

señalado que el hecho gravable debe guardar relación “con el grado de aprovechamiento o uso del bien, con el beneficio 

obtenido por el gobernado y con la zona de disponibilidad de la que se deduce el valor de dicho bien, tomando en 

cuenta su abundancia o escasez, el demérito que sufre con su uso y la importancia que el mismo representa para el 

desarrollo de la nación”47. 

 

52.En cambio, la facultad de regular el suministro de agua potable para uso personal y doméstico –que en los Estados 

corresponde a los municipios y en la Ciudad de México al gobierno central– es independiente del origen de captación de 

dichas aguas (es decir, si originalmente se trata de aguas nacionales, de jurisdicción local o de propiedad privada) y, por 

consiguiente, los derechos o contribuciones que se pueden cobrar por proporcionar ese servicio se establecen en 

términos de lo previsto en el artículo 115, fracción IV, inciso c), para el caso de los municipios48, así como de los 

                                                           
45 Artículo 115, fracción III, párrafo segundo de la Constitución Federal: (...) 

III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: (...) 
Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la prestación de los servicios a su cargo, los municipios observarán lo 

dispuesto por las leyes federales y estatales. 
46 Artículo 73, fracción XXIX de la Constitución Federal. El Congreso tiene facultad: (...) 
XXIX. Para establecer contribuciones: (...) 

2o. Sobre el aprovechamiento y explotación de los recursos naturales comprendidos en los párrafos 4o. y 5o. del artículo 27;  
47 Tesis de jurisprudencia P. /J. 81/97 emitida por el Pleno, de rubro y texto: “AGUAS NACIONALES. EL APARTADO A DEL ARTÍCULO 223 DE LA 

LEY FEDERAL DE DERECHOS QUE ESTABLECE LOS CAUSADOS POR EL USO O APROVECHAMIENTO DE AQUÉLLAS, RESPETA EL 

PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 1996). El apartado A del 

artículo 223 de la Ley Federal de Derechos, establece que por el uso o aprovechamiento de aguas nacionales provenientes de fuentes superficiales o 
extraídas del subsuelo, a excepción de las del mar, se pagará un derecho cuya cuota varía según la cantidad de líquido utilizado y la zona de 

disponibilidad en que se efectúe su extracción. La diversificación de estas cuotas cumple con el principio de proporcionalidad tributaria, puesto que el 

legislador las establece en relación directa con el grado de aprovechamiento o uso del bien, con el beneficio obtenido por el gobernado y con la zona de 
disponibilidad de la que se deduce el valor de dicho bien, tomando en cuenta su abundancia o escasez, el demérito que sufre con su uso y la importancia 

que el mismo representa para el desarrollo de la nación.” Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VI, octubre 

de mil novecientos noventa y siete, registro 197482, página 171.  
48 Artículo 115 de la Constitución Federal. (…) 

(…) 
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numerales 122, fracción V, párrafo quinto49, y 124, todos de la Constitución Federal para el caso de la Ciudad de 

México. De este modo, a diferencia de los derechos o contribuciones que se pueden cobrar por el uso, aprovechamiento 

y explotación de aguas nacionales conferidos por concesión o asignación, el gravamen por la prestación del servicio de 

agua potable debe atender “al objeto real del servicio prestado por el ente público, que trasciende tanto a su costo como 

a otros elementos que inciden en la continuidad y permanencia de su prestación. Ello porque tratándose de derechos 

causados por servicios el objeto real de la actividad pública se traduce, generalmente, en la realización de actividades 

que exigen de la administración un esfuerzo uniforme, a través del cual puede satisfacer todas las necesidades que se 

presenten, sin un aumento apreciable del costo del servicio, mientras que la prestación del diverso de agua potable 

requiere de una compleja conjunción de actos materiales de alto costo a fin de lograr la captación, conducción, 

saneamiento y distribución del agua”50.  

 

53.Tan se trata de dos atribuciones diferentes, que la Ley de Aguas Nacionales asume implícitamente esta distinción al 

establecer quiénes pueden beneficiarse de una autorización para explotar, usar o aprovechar aguas de jurisdicción 

federal. Concretamente, dicho ordenamiento contempla que, al igual que los particulares que solicitan el otorgamiento 

de una “concesión”, las dependencias y organismos de la administración pública federal, estatal y municipal pueden 

participar en la explotación, uso o aprovechamiento de aguas nacionales para la prestación de los servicios de agua con 

carácter público urbano o doméstico, a través del otorgamiento de una “asignación”51. Esto es posible porque, como ya 

                                                                                                                                                                                                       
IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las 

contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso: (…) 

c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo. 
Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones 

en relación con las mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas 

contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de las entidades federativas o los Municipios, salvo que tales bienes 
sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto 

público. 
49 Artículo 122 de la Constitución Federal. (…) 
(…) 

V. (…) 

(…) 
Las leyes federales no limitarán la facultad de la Ciudad de México para establecer las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria, su fraccionamiento, 

división, consolidación, traslación y mejora, así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles y las derivadas de la prestación de 

servicios públicos a su cargo, ni concederán exenciones en relación con las mismas. Las leyes de la Ciudad de México no establecerán exenciones o 
subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes del dominio público de la Federación, 

de las entidades federativas o de los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, 

para propósitos distintos a los de su objeto público. 
(…) 
50 Tesis de jurisprudencia P. /J. 4/98 emitida por el Pleno, de rubro y texto: “DERECHOS POR SERVICIO DE AGUA POTABLE. PARA EXAMINAR 

SI CUMPLEN CON LOS PRINCIPIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD, DEBE ATENDERSE AL OBJETO REAL DEL SERVICIO 

PRESTADO POR LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA CONSIDERANDO SU COSTO Y OTROS ELEMENTOS QUE INCIDEN EN SU 

CONTINUIDAD. La Suprema Corte ha sustentado en diversas tesis jurisprudenciales que las leyes que establecen contribuciones, en su especie derechos 

por servicios, fijando una tarifa o una cuota aplicable a una base, cuyos parámetros contienen elementos ajenos al costo del servicio público prestado, 
violan los principios de proporcionalidad y equidad, ya que ello da lugar a que por un mismo servicio se contribuya en un monto diverso. Por otro lado, 

tratándose de los derechos por el servicio de agua potable, ha tomado en consideración, para juzgar sobre los citados principios constitucionales, no la 

simple correlación entre el costo del servicio y el monto de la cuota, sino también los beneficios recibidos por los usuarios, las posibilidades económicas 
de éstos y otras razones de tipo extrafiscal. Del examen de ambos criterios, se concluye que este Alto Tribunal ha sentado criterios distintos para derechos 

por servicios de naturaleza diversa, atendiendo al objeto real del servicio prestado por el ente público, que trasciende tanto a su costo como a otros 

elementos que inciden en la continuidad y permanencia de su prestación. Ello porque tratándose de derechos causados por servicios el objeto real de la 
actividad pública se traduce, generalmente, en la realización de actividades que exigen de la administración un esfuerzo uniforme, a través del cual puede 

satisfacer todas las necesidades que se presenten, sin un aumento apreciable del costo del servicio, mientras que la prestación del diverso de agua potable 

requiere de una compleja conjunción de actos materiales de alto costo a fin de lograr la captación, conducción, saneamiento y distribución del agua que, 
además, no está ilimitadamente a disposición de la administración pública, pues el agotamiento de las fuentes, la alteración de las capas freáticas, los 

cambios climáticos y el gasto exagerado, abusivo o irresponsable de los usuarios, repercuten en la prestación del servicio, porque ante la escasez del 

líquido, es necesario renovar los gastos para descubrir, captar y allegar más agua, todo lo cual justifica, cuando son razonables, cuotas diferentes y 
tarifas progresivas.” Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, enero de mil novecientos noventa y ocho, 

registro 196936, página 5. 
51 Artículo 20 de la Ley de Aguas Nacionales. (…) 
(…) 

La explotación, uso o aprovechamiento de aguas nacionales por dependencias y organismos descentralizados de la administración pública federal, estatal o 

municipal, o el Distrito Federal y sus organismos descentralizados se realizará mediante concesión otorgada por el Ejecutivo Federal a través de "la 
Comisión" por medio de los Organismos de Cuenca, o por ésta cuando así le competa, de acuerdo con las reglas y condiciones que establece esta Ley y sus 

reglamentos. Cuando se trate de la prestación de los servicios de agua con carácter público urbano o doméstico, incluidos los procesos que estos servicios 

conllevan, la explotación, uso o aprovechamiento de aguas nacionales, se realizará mediante asignación otorgada por el Ejecutivo Federal a través de "la 
Comisión" por medio de los Organismos de Cuenca, o por ésta cuando así le competa, a los municipios, a los estados o al Distrito Federal, en 

correspondencia con la Fracción VIII del Artículo 3 de la presente Ley. Los derechos amparados en las asignaciones no podrán ser objeto de transmisión. 
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explicamos líneas arriba, la gestión de estas aguas y su dominio corresponde en exclusiva a la Federación, por lo que al 

tratarse de su uso, aprovechamiento y explotación, tanto la Ciudad de México como los particulares actúan como 

agentes que se encuentran en una relación de dependencia frente a la Federación y, por consiguiente, quedan sujetos por 

completo a la regulación del Congreso de la Unión. Si regular la explotación, uso o aprovechamiento de aguas 

nacionales y regular el servicio de suministro de agua potable fueran exactamente la misma atribución, entonces la ley 

reglamentaria no tendría por qué establecer que las entidades federativas y los municipios pueden solicitar ejercer las 

primeras para cumplir con la segunda. Por lo mismo, también es inexacto afirmar que lo dispuesto en la Constitución de 

la Ciudad de México en relación con la gestión del agua potable afecta de alguna forma el derecho de los particulares de 

solicitar al Ejecutivo Federal una concesión, conforme a lo establecido en el párrafo quinto del artículo 27 de la 

Constitución Federal. 

 

54.Finalmente, es importante recalcar que esta distinción ya operaba cuando el Distrito Federal no era considerado como 

una entidad federativa, es decir, antes de la reforma al régimen político de la Ciudad de México. Como ya se mencionó, 

desde mil novecientos noventa y tres el gobierno capitalino ya tenía la facultad constitucional para regular la prestación 

y concesión de los servicios públicos en su territorio. De tal suerte, es claro que el establecimiento de parámetros sobre 

la gestión del agua potable en la Capital de la República no afecta en lo absoluto la posibilidad que tienen los 

particulares y las sociedades mercantiles creadas conforme a las leyes mexicanas, de usar, aprovechar y explotar aguas 

nacionales en términos de la ley reglamentaria del artículo 27 constitucional, ni por tanto, las atribuciones de la 

Federación para regular dichos procedimientos.  

 

55.Cabe mencionar, para ejemplificar lo anterior, que cuando un particular pretende usar52, aprovechar53 o explotar54 aguas 

nacionales, tiene que presentar una solicitud de concesión ante la Comisión Nacional del Agua en términos del Título 

Cuarto de la Ley de Aguas Nacionales. Dicho órgano será el que resuelva acerca del otorgamiento. En cambio, si el 

mismo particular requiere la instalación de las obras necesarias para tener acceso a la red de agua potable, entonces 

deberá acudir al Sistema de Aguas de la Ciudad de México y seguir el procedimiento dispuesto en la ley local. De este 

modo, es claro que se trata de supuestos diferentes, en los que intervienen órganos y leyes distintos.  

 

56.En virtud de las consideraciones anteriores, son infundados los conceptos de invalidez esgrimidos por el Ejecutivo 

Federal en este rubro y, por lo tanto, se reconoce la validez del artículo 9, apartado F, numeral 3, de la Constitución de la 

Ciudad de México, en la porción normativa que establece “La gestión del agua será pública y sin fines de lucro”. 

 

2. Impugnaciones relacionadas con el control constitucional en la Ciudad de México 

 

57.El Presidente de la República también cuestiona55 la validez de algunas normas relacionadas con el ejercicio del control 

jurisdiccional en la Ciudad de México, proponiendo diversos argumentos que giran en torno a las siguientes ideas 

fundamentales: 

 

a) ¿Puede la Ciudad de México regular la manera en que su Tribunal Superior de Justicia habrá de ejercer el control de 

constitucionalidad local? 

 

b) ¿Puede la Ciudad de México prever una controversia constitucional de carácter local para resolver judicialmente los 

conflictos de competencia entre las Alcaldías y los poderes públicos locales?  

 

c) ¿Es válido que la Ciudad de México regule la acción de protección efectiva de derechos? 

 

58.Por razón de método y claridad en la exposición se analizarán dichos argumentos en el orden referido. 

 

                                                                                                                                                                                                       
(…) 
52 Artículo 3, fracción LII de la Ley de Aguas Nacionales: Para los efectos de esta Ley se entenderá por: (...) 

LII. "Uso": Aplicación del agua a una actividad que implique el consumo, parcial o total de ese recurso; 
53 Artículo 3, fracción VII de la Ley de Aguas Nacionales: Para los efectos de esta Ley se entenderá por: (...) 
VII. "Aprovechamiento": Aplicación del agua en actividades que no impliquen consumo de la misma; 
54 Artículo 3, fracción XXVII de la Ley de Aguas Nacionales: Para los efectos de esta Ley se entenderá por: (...) 

XXVII. "Explotación": Aplicación del agua en actividades encaminadas a extraer elementos químicos u orgánicos disueltos en la misma, después de las 
cuales es retornada a su fuente original sin consumo significativo; 
55 En los conceptos de invalidez que identifica como tercero (páginas 39 a 48 de la demanda) y décimo tercero (páginas 124 a 128 de la demanda). 
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¿Puede la Ciudad de México regular la manera en que su Tribunal Superior de Justicia habrá de ejercer el control de 

constitucionalidad local? 

 

59.El Presidente de la República considera que el artículo 35, inciso C56, de la Constitución de la Ciudad de México es 

inconstitucional fundamentalmente porque regula la manera en que el Tribunal Superior de Justicia habrá de ejercer el 

control de constitucionalidad y, de acuerdo con lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad 75/2015, los Poderes 

Constituyentes de las entidades federativas no pueden incidir en la manera en que los órganos jurisdiccionales conciben 

y ejercitan el parámetro de regularidad constitucional por tratarse de una cuestión reservada a la Federación. 

 

60.Al resolver la acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, concluimos que la 

Asamblea Constituyente de la Ciudad de México no tiene facultades para regular o incidir en el ejercicio del control de 

las normas de derechos humanos reconocidas por la Constitución Federal y por los tratados internacionales de los que 

México es parte (parámetro de regularidad constitucional), lo que nos condujo a invalidar parcialmente el artículo 4, 

apartado A, numeral 6, de la Constitución capitalina cuyo texto original establecía: (l)as autoridades jurisdiccionales de 

la Ciudad ejercerán el control de constitucionalidad y convencionalidad, favoreciendo en todo tiempo la protección más 

amplia para las personas, dejando de aplicar aquellas normas contrarias a la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y a los derechos humanos reconocidos en tratados y jurisprudencia internacionales, en esta 

Constitución y las leyes que de ella emanen. 

 

61.En esta última ocasión insistimos en que las entidades federativas no pueden incidir ni regular la manera en que los 

jueces deben ejercer el control de las normas que integran el parámetro de regularidad constitucional pues tal 

circunstancia ya está definida por la Constitución Federal y consideramos que permitirlo podría ocasionar incertidumbre 

jurídica sobre si se está o no alterando el ejercicio del control. Es más, sostuvimos que ni siquiera era posible hacerlo 

replicando el esquema del modelo de control difuso ya definido por este Alto Tribunal al interpretar los artículos 1 y 133 

constitucionales, aclarando que esa sola circunstancia no los eximía de ejercerlo por exigencia de la Carta Magna. 

 

62.Sentado lo anterior se toma en cuenta que la norma que ahora se impugna regula la función judicial en la Ciudad de 

México estableciendo que el Tribunal Superior de Justicia tiene las siguientes atribuciones: 

 

a) Ejercer el control de constitucionalidad, convencionalidad y legalidad en los términos que establece la Constitución 

Federal, así como la inaplicación de las leyes o decretos contrarios a la Constitución capitalina, en las materias de 

sus respectivas competencias, y 

 

b) Proteger y salvaguardar los derechos humanos y sus garantías reconocidos por la Constitución local y por los 

tratados internacionales. 

 

63.Tomando como base las consideraciones que han servido de sustento a los precedentes antes mencionados, concluimos 

que la Asamblea Constituyente de la Ciudad de México carece de competencia para referirse al control de 

convencionalidad y, además, de que dicha función se debe realizar en los términos que establece la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, pues esa circunstancia ya está regulada en este último ordenamiento y es uniforme 

para las autoridades jurisdiccionales de todo el país. Además, reiteramos, su subsistencia en el texto constitucional 

capitalino podría dar lugar a la incertidumbre y generar dudas sobre qué tipo de atribuciones tienen los jueces locales en 

torno al ejercicio del control constitucional. 

 

64.Es cierto que la norma impugnada únicamente reitera a los juzgadores del Tribunal Superior de Justicia que dentro del 

cúmulo de sus atribuciones se encuentra la de ejercer el control de constitucionalidad, el de convencionalidad y el de 

legalidad sin establecer algún tipo de reglamentación o matiz que permita inferir la alteración a la manera de ejercer el 

control jurisdiccional; sin embargo, consideramos que mantener la mención al control de convencionalidad y a que deba 

                                                           
56 Artículo 35 de la Constitución de la Ciudad de México. Del Poder Judicial (…) 

C. Facultades y atribuciones del Tribunal Superior de Justicia 
El Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México tendrá las siguientes funciones: 

a) Ejercer el control de constitucionalidad, convencionalidad y legalidad en los términos que establece la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y determinar la inaplicación de las leyes o decretos contrarios a esta Constitución, en las materias de sus respectivas competencias; y 
b) Proteger y salvaguardar los derechos humanos y sus garantías reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales. 

(…) 
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hacerse en los términos de la Constitución Federal podría generar incertidumbre no sólo sobre qué tipo de control 

pueden emprender en los asuntos de su conocimiento, sino también bajo qué modelo y con qué efectos pueden hacerlo. 

 

65.En cambio, consideramos que la supresión de dicha referencia en nada afecta la obligación que tienen de ejercer el 

control difuso de constitucionalidad en los casos que así lo ameriten y en el ámbito de su competencia, pues ésta deriva 

de lo dispuesto por los artículos 1 y 133 de la Constitución Federal y su cumplimiento no está supeditado a que la 

prevean las constituciones locales. 

 

66.En otras palabras, no porque se elimine del texto de la Constitución capitalina la referencia a la atribución de los jueces 

de la Ciudad de México de ejercer control de convencionalidad en los términos previstos en la Constitución Federal 

cuando se requiera, podrán dejar de hacerlo, simplemente porque al igual que el resto de las autoridades jurisdiccionales 

del país, la obligación de ejercer el control difuso les resulta vinculante por el simple hecho de así disponerlo los 

artículos 1º y 133 del Pacto Federal. 

 

67.Estas mismas consideraciones conducen a concluir que también resulta inconstitucional la referencia que hace el inciso 

b) del apartado C del artículo 35 impugnado, a que el Tribunal Superior de Justicia deberá salvaguardar los derechos 

humanos reconocidos en los tratados internacionales. 

 

68.En las relatadas circunstancias, estimamos parcialmente fundado el concepto de invalidez hecho valer por el Ejecutivo 

Federal en este rubro y, por tanto, procede invalidar parcialmente el artículo 35, apartado C, incisos a) y b), de la 

Constitución capitalina únicamente por lo que toca a las referencias “, convencionalidad” y “en los términos que 

establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,” en el inciso a) y “y por los tratados 

internacionales” en el inciso b), para quedar como sigue: 

 

Artículo 35 

Del Poder Judicial 

(…) 

C. Facultades y atribuciones del Tribunal Superior de Justicia 

El Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México tendrá las siguientes funciones: 

 

a) Ejercer el control de constitucionalidad y legalidad, y determinar la inaplicación de las leyes o 

decretos contrarios a esta Constitución, en las materias de sus respectivas competencias; y 

b) Proteger y salvaguardar los derechos humanos y sus garantías reconocidos por esta Constitución. 

(…) 

¿Puede la Ciudad de México prever una controversia constitucional de carácter local para resolver 

judicialmente los conflictos de competencia entre las Alcaldías y los poderes públicos locales?  

 

69.El promovente sostiene esencialmente que el artículo 36, apartado C, numeral 2, inciso c)57, de la Constitución capitalina 

viola el diverso numeral 105, fracción I, inciso j), de la Constitución Federal conforme al que sólo la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación tiene competencia constitucional para resolver las controversias entre la Ciudad de México y una 

de sus demarcaciones territoriales. 

 

70.Para examinar este planteamiento es necesario precisar que el promovente no cuestiona la posibilidad de que en la 

Ciudad de México exista un medio de control constitucional local denominado controversia constitucional. Sólo 

cuestiona si la Ciudad de México puede preverla para dirimir las controversias competenciales entre las Alcaldías y 

alguno de los poderes públicos de la Ciudad. 

 

71.Al resolver la acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017 concluimos que es 

válido que la Ciudad de México prevea medios locales de control de constitucionalidad para contrastar un acto o norma 

locales contra la propia Constitución capitalina porque esto garantiza su supremacía dentro del orden jurídico local. Sin 

embargo, aclaramos que esta posibilidad está condicionada a que la actividad de control constitucional que realicen 

los jueces locales se circunscriba al contraste de normas o actos locales frente a las normas de la Constitución 

                                                           
57 Artículo 36 de la Constitución de la Ciudad de México. Control constitucional local (…) 

C. Legitimación (…) 
2. Las controversias constitucionales serán las que se susciten entre: (…) 

c) Una o más alcaldías y el Poder Ejecutivo o Legislativo o algún organismo constitucional autónomo de la Ciudad; (…) 
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local, aclarando que la existencia de dichos medios no los habilita a contrastar directamente contra la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos ni con los tratados internacionales ni mucho menos a analizar violaciones 

directas a esas normas, pues esto último corresponde en exclusiva a los órganos del Poder Judicial de la Federación. 

 

72.El artículo 36, apartado B, numeral 1, inciso d), de la Constitución capitalina establece que la Sala Constitucional 

conocerá y resolverá sobre las controversias constitucionales que susciten entre los entes legitimados de conformidad 

con esa Constitución. 

 

73.La norma que ahora se impugna prevé, en concreto, que la Sala Constitucional conocerá las controversias 

constitucionales que se susciten entre una o más alcaldías y el Poder Ejecutivo o Legislativo o algún organismo 

constitucional autónomo de la Ciudad, mientras que el diverso 105, fracción I, inciso j), de la Constitución Federal 

establece que la Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá de las controversias constitucionales, con excepción 

de las que se refieran a la materia electoral, entre otros supuestos, entre una entidad federativa y un Municipio de otra o 

una demarcación territorial de la Ciudad de México, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales. 

 

74.Pues bien, tomando como referencia los parámetros y condiciones fijados al resolver la acción de inconstitucionalidad 

15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017 a que nos hemos referido, estimamos que la confrontación entre 

el medio de control constitucional previsto en la norma impugnada y el diverso previsto en el artículo 105, fracción I, 

inciso j), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos evidencia que no existe la inconstitucionalidad 

alegada, simplemente porque cada medio persigue finalidades distintas. 

 

75.Mientras el medio local tiene por objeto el examen de las competencias exclusivamente a la luz de lo previsto en la 

Constitución capitalina, la controversia constitucional de competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación tiene por objeto el examen de las competencias delimitadas por la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos.  

 

76.Tal como se sostuvo al resolver la acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 

19/2017, esto no podría ser de otro modo, pues las entidades federativas no pueden establecer mecanismos de control 

constitucional local que tengan por objeto plantear la transgresión a la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos porque dicho aspecto está reservado al Poder Judicial de la Federación. 

 

77.En consecuencia, estimamos infundado el planteamiento del Ejecutivo Federal en este rubro y, por tanto, se reconoce la 

validez del artículo 36, apartado C, numeral 2, inciso c), de la Constitución de la Ciudad de México. 

 

¿Es válido que la Ciudad de México regule la acción de protección efectiva de derechos? 

 

78.El promovente sostiene que el artículo 36, apartado B, numeral 3, incisos a) a g)58, de la Constitución de la Ciudad de 

México es inconstitucional porque permiten que el Tribunal Superior de Justicia ejerza control de constitucionalidad 

respecto de actos y normas cuyo ejercicio de control está reservado a la Federación en términos de los artículos 103 y 

107 de la Constitución Federal, conforme a los que el Poder Judicial de la Federación es el único facultado para resolver 

                                                           
58 Artículo 36 de la Constitución de la Ciudad de México. Control constitucional local  (…) 
B. Competencia (…) 

3. Las y los jueces de tutela de derechos humanos de la Ciudad de México conocerán de la acción de protección efectiva de derechos, la cual se sujetará a 

las siguientes bases:  
a) Se interpondrá para reclamar la violación a los derechos previstos en esta Constitución, sin mayores formalidades y a través de solicitud oral o escrita. 

Se suplirá siempre la deficiencia de la queja;  

b) a ley determinará los sujetos legitimados y establecerá los supuestos de procedencia de la acción;  
c) Las resoluciones deberán emitirse en un plazo no mayor a diez días naturales y serán de inmediato cumplimiento para las autoridades de la Ciudad de 

México. La ley establecerá medidas cautelares y de apremio, así como las sanciones aplicables a las personas servidoras públicas en caso de 

incumplimiento;  
d) La o el quejoso podrá impugnar ante la Sala Constitucional las resoluciones de las o los jueces de tutela, en los plazos y conforme a los procedimientos 

previstos en la ley;  

e) Cualquier magistrado o magistrada del Tribunal Superior, de la Sala Constitucional o la persona titular del Instituto de Defensoría Pública podrá 
solicitar que se revise algún criterio contenido en una resolución o para resolver contradicciones en la interpretación constitucional, para aclarar el alcance 

de un derecho o evitar un perjuicio grave;  

f) Los criterios de las resoluciones de la Sala Constitucional con relación a la acción de protección efectiva de derechos humanos serán vinculantes para 
las y los jueces de tutela; y  

g) El Consejo de la Judicatura a través de acuerdos generales, establecerá juzgados de tutela en las demarcaciones territoriales.” 
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las controversias que se susciten por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que violen los derechos 

humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección en la Constitución Federal. 

 

79.Bajo argumentos esencialmente iguales esta impugnación ya fue estudiada por el Tribunal Pleno al resolver la acción de 

inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, en sesión de seis de septiembre de dos mil 

dieciocho, en que consideramos infundados los planteamientos de la entonces promovente y reconocimos la validez del 

artículo 36, apartado B, numeral 3 (en su totalidad), de la Constitución capitalina, toda vez que no invadían las 

facultades del Congreso Federal. 

 

80.Consideramos que el precedente y sus consideraciones resultan exactamente aplicables al presente caso y, toda vez que 

no existe algún elemento adicional que pudiera modificar tal conclusión, estimamos infundado el argumento del 

Ejecutivo Federal en este rubro y, por lo tanto, reconocemos la validez artículo 36, apartado B, numeral 3, incisos a) a 

g), de la Constitución de la Ciudad de México. 

 

3. Seguridad ciudadana 

 

81.El Ejecutivo Federal impugnó59 la constitucionalidad del artículo 41, numeral 160, de la Constitución de la Ciudad de 

México, en la porción normativa que establece que la seguridad ciudadana es responsabilidad exclusiva del Gobierno de 

la Ciudad de México, pues a su juicio invade la facultad exclusiva del Congreso de la Unión para expedir leyes que 

establezcan las bases de coordinación entre la Federación, las entidades federativas y los Municipios, así como para 

establecer y organizar a las instituciones de seguridad pública en materia federal, en términos del párrafo noveno del 

artículo 2161 y de la fracción XXIII del artículo 7362, ambos de la Constitución Federal. 

 

                                                           
59 Concepto de invalidez identificado como décimo primero (páginas 109 a 117 de la demanda). 
60 Artículo 41 de la Constitución de la Ciudad de México. Disposiciones generales 

1. La seguridad ciudadana es responsabilidad exclusiva del Gobierno de la Ciudad de México, en colaboración con las alcaldías y sus habitantes, para la 

prevención, investigación, sanción de infracciones administrativas y persecución de los delitos, la impartición de justicia, la reinserción social, el acceso a 
una vida libre de violencia y la protección de las personas frente a riesgos y amenazas que atenten contra sus derechos y libertades. 

(…) 
61 Artículo 21 de la Constitución Federal. (...) 
La seguridad pública es una función del Estado a cargo de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, que cuyos fines son salvaguardar la 

vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz social, de 

conformidad con lo previsto en esta Constitución y las leyes en la materia. La seguridad pública comprende la prevención investigación y persecución de 
los delitos, así como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que esta Constitución señala. 

La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto 

a los derechos humanos reconocidos en esta Constitución. 
Las instituciones de seguridad pública incluyendo la Guardia Nacional, serán de carácter civil, disciplinado y profesional. El Ministerio Público y las 

instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno deberán coordinarse entre sí para cumplir los fines de la seguridad pública y conformarán el Sistema 

Nacional de Seguridad Pública, que estará sujeto a las siguientes bases mínimas: 
a) La regulación de la selección, ingreso, formación, permanencia, evaluación, reconocimiento y certificación de los integrantes de las instituciones de 

seguridad pública. La operación y desarrollo de estas acciones será competencia de la Federación, las entidades federativas y los Municipios en el ámbito 

de sus respectivas atribuciones.  
b) El establecimiento de un sistema nacional de información en seguridad pública a cargo de la Federación al que ésta, las entidades federativas y los 

Municipios, a través de las dependencias responsables de la seguridad pública, proporcionarán la información de que dispongan en la materia, conforme a 

la ley. El sistema contendrá también las bases de datos criminalísticos y de personal para las instituciones de seguridad pública. Ninguna persona podrá 
ingresar a las instituciones de seguridad pública si no ha sido debidamente certificada y registrada en el sistema. 

c) La formulación de políticas públicas tendientes a prevenir la comisión de delitos.  

d) Se determinará la participación de la comunidad que coadyuvará, entre otros, en los procesos de evaluación de las políticas de prevención del delito así 
como de las instituciones de seguridad pública.  

e) Los fondos de ayuda federal para la seguridad pública, a nivel nacional serán aportados a las entidades federativas y municipios para ser destinados 

exclusivamente a estos fines. 
La Federación contará con una institución policial de carácter civil denominada Guardia Nacional, cuyos fines son los señalados en el párrafo noveno de 

este artículo, la coordinación y colaboración con las entidades federativas y Municipios, así como la salvaguarda de los bienes y recursos de la Nación. 

La ley determinará la estructura orgánica y de dirección de la Guardia Nacional, que estará adscrita a la secretaría del ramo de seguridad pública, que 
formulará la Estrategia Nacional de Seguridad Pública, los respectivos programas, políticas y acciones. 

La formación y el desempeño de los integrantes de la Guardia Nacional y de las demás instituciones policiales se regirán por una doctrina policial fundada 

en el servicio a la sociedad, la disciplina, el respeto a los derechos humanos, al imperio de la ley, al mando superior, y en lo conducente a la perspectiva de 
género. 
62 Artículo 73 de la Constitución Federal. El Congreso tiene facultad: (…) 

XXIII. Para expedir leyes que, con respeto a los derechos humanos, establezcan las bases de coordinación entre la Federación, las entidades federativas y 
los Municipios, organicen la Guardia Nacional y las demás instituciones de seguridad pública en materia federal, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 21 de esta Constitución, así como la Ley Nacional sobre el Uso de la Fuerza, y la Ley Nacional del Registro de Detenciones. 
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82.La Asamblea Constituyente y el Jefe de Gobierno de la Ciudad de México contestaron que el precepto impugnado es 

constitucional porque la intención del constituyente capitalino nunca fue invadir la esfera competencial de la Federación, 

sino establecer los aspectos generales vinculados a la seguridad pública que están bajo responsabilidad del Gobierno de 

la Ciudad, tales como la prevención, investigación, sanción de infracciones administrativas, persecución de delitos, 

impartición de justicia, reinserción social y el acceso a una vida libre de violencia. Por lo tanto, no existe conflicto 

competencial alguno con las bases a las que está sujeto el Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

 

83.De este modo, en el entendido de que la parte actora sólo esgrimió argumentos para combatir la porción normativa que 

establece dicha exclusividad, no así contra el resto de las disposiciones de ese precepto, la cuestión que debemos 

resolver es si el numeral impugnado invade o no las atribuciones constitucionales del Congreso de la Unión por 

establecer que la seguridad ciudadana es responsabilidad exclusiva del Gobierno de la Ciudad. 

 

84.La solución planteada se resuelve atendiendo al contenido de los artículos 21 y 73, fracción XXIII, de la Constitución 

Federal en los cuales el constituyente permanente estableció expresamente que la seguridad pública es una función a 

cargo de todos los órdenes de gobierno. Es decir, se trata de un aspecto de la vida pública que le corresponde tanto a la 

Federación, como a las entidades federativas –incluida la Ciudad de México– y a los municipios, quienes están 

obligados a coordinarse en los términos que establezca el Congreso de la Unión. Si bien en nuestros precedentes nos 

hemos referido a la seguridad pública como una materia concurrente63, también es claro que se trata más bien de una 

concurrencia fundamentalmente de coordinación, no de distribución de competencias. En efecto, no podemos obviar que 

es la propia Constitución Federal la que en materia de seguridad pública otorga a todos los órdenes de gobierno áreas 

específicas sobre las cuáles tienen la facultad de actuar, siempre en consonancia con las bases de coordinación dictadas 

por el Congreso de la Unión en una ley general. Esto nos lleva a concluir que cada uno de los tres niveles de gobierno 

tiene competencias asignadas constitucionalmente sobre estas actividades y, por lo mismo, ninguno de ellos puede 

válidamente reclamar para sí la exclusividad de las funciones de seguridad pública, pues excluiría la participación de los 

otros niveles de gobierno, lo cual implicaría sobreponerse a un mandato constitucional expreso. 

 

85.De este modo, queda claro que el constituyente local, al prever que la seguridad ciudadana es responsabilidad exclusiva 

del Gobierno de la Ciudad de México, alteró el régimen competencial previsto en la Constitución Federal en esta materia 

en detrimento de las labores asignadas al resto de los órdenes de gobierno. 

 

86.Por último, cabe precisar que en este caso no es posible realizar interpretación conforme alguna que permitiera 

salvaguardar la constitucionalidad del precepto impugnado debido a que es criterio de que este tipo de técnicas 

interpretativas resultan inadmisibles cuando estamos frente a normas estrechamente relacionadas con la materia penal64. 

En este caso, el precepto impugnado busca regular la labor de las autoridades capitalinas en materia de seguridad pública 

                                                           
63 Véase la tesis aislada P. IX/2009 emitida por el Pleno, de rubro y texto: “SEGURIDAD PÚBLICA. ES UNA MATERIA CONCURRENTE EN LA 

QUE TODAS LAS INSTANCIAS DE GOBIERNO DEBEN COORDINAR ESFUERZOS PARA LA CONSECUCIÓN DEL FIN COMÚN DE 
COMBATE A LA DELINCUENCIA, BAJO UNA LEY GENERAL EXPEDIDA POR EL CONGRESO DE LA UNIÓN. El artículo 21 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que la seguridad pública es una función a cargo de la Federación, del Distrito Federal, 

de los Estados y de los Municipios, los cuales deben coordinarse, en los términos señalados por la ley, para fijar un sistema nacional de seguridad 
pública. Por su parte, el artículo 73, fracción XXIII, constitucional, prevé la facultad del Congreso de la Unión para establecer las bases de dicha 

coordinación en una ley general, de donde deriva que aquélla debe entenderse no sólo en referencia al ámbito administrativo, sino también al legislativo. 

Así, el Congreso de la Unión puede coordinar legislativamente mediante una ley general en la que se distribuyan las facultades competenciales de los 
distintos niveles de gobierno, por ende, la seguridad pública constituye una materia concurrente inserta en el contexto del federalismo cooperativo, en la 

que existe la obligación constitucional para todas las instancias de gobierno de coordinar esfuerzos para la consecución del fin común de combate a la 

delincuencia, bajo una ley general expedida por el Congreso de la Unión”. Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXIX, abril de dos mil nueve, registro 167365, página 1296.   
64 Jurisprudencia del Pleno P./J. 33/2009 de rubro y texto siguientes: “NORMAS PENALES. AL ANALIZAR SU CONSTITUCIONALIDAD NO 

PROCEDE REALIZAR UNA INTERPRETACIÓN CONFORME O INTEGRADORA. Si bien es cierto que al realizar el análisis de constitucionalidad 
de disposiciones generales es factible que la Suprema Corte de Justicia de la Nación acuda a la interpretación conforme, e incluso emita resoluciones 

integradoras a efecto de corregir las omisiones que generan la inconstitucionalidad, también lo es que el empleo de dichas prácticas interpretativas es 

inadmisible en materia penal, en atención a las particularidades del principio de legalidad en esta rama jurídica, como son: a) Reserva de ley, por virtud 
del cual los delitos sólo pueden establecerse en una ley formal y material; b) La prohibición de aplicación retroactiva de la ley en perjuicio de alguna 

persona (verbigracia, leyes que crean delitos o aumenten penas); y, c) El principio de tipicidad o taxatividad, según el cual las conductas punibles deben 

estar previstas en ley de forma clara, limitada e inequívoca, sin reenvío a parámetros extralegales, y que implica la imposibilidad de imponer penas por 
analogía o por mayoría de razón, y la prohibición de tipos penales ambiguos. Además, la determinación que haga el legislador al emitir la norma 

constituye la esencia del respeto al principio de legalidad en materia de imposición de penas, pues acorde con los aspectos que abarca dicho principio 

aquél está obligado a estructurar de manera clara los elementos del tipo penal, delimitando su alcance de acuerdo a los bienes tutelados, imponiendo la 
determinación del sujeto responsable y de sus condiciones particulares y especiales, así como a establecer con toda claridad las penas que deben 

aplicarse en cada caso”. Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIX, Abril de 2009, Registro: 167445, página 1124. 
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y, dado que la propia Constitución Federal establece que aquella se trata de una labor que consiste, entre otras cosas, en 

la prevención, investigación y persecución de los delitos65, claramente le resulta aplicable el criterio señalado. 

 

87.En virtud de las consideraciones anteriores, es parcialmente fundado el argumento esgrimido por el Ejecutivo Federal 

en este rubro y, por lo tanto, se declara la invalidez únicamente de la porción normativa “exclusiva” del artículo 41, 

numeral 1, de la Constitución de la Ciudad de México. 

 

4. Sistema Educativo 

 

88.El Ejecutivo Federal impugnó66 el artículo 8, apartado B, numeral 7, de la Constitución de la Ciudad de México67 en la 

porción normativa que se precisó en el apartado VI, pues a su juicio invade la esfera de atribuciones del Congreso de la 

Unión, al trasgredir lo dispuesto por los artículos 3, párrafo primero68 y fracción VIII del mismo precepto y 73, fracción 

XXV69, de la Constitución Federal porque la Asamblea Constituyente, sin facultades para ello, le otorgó a las 

demarcaciones territoriales competencia para que velen porque los materiales y métodos educativos, la organización 

escolar y la infraestructura física sean adaptables a las condiciones y contextos específicos de las y los alumnos 

asegurando su desarrollo progresivo e integral, conforme a las capacidades y habilidades personales.  

 

89.El actor considera que la Constitución Federal faculta al Congreso de la Unión para distribuir la función social educativa 

entre la Federación, las entidades federativas y los municipios. Por tanto, de la Ley General de Educación no se advierte 

que el Congreso de la Unión haya otorgado atribución alguna a la Ciudad de México para que ésta, a su vez, le confiera 

a las demarcaciones territoriales atribuciones en materia educativa.  

 

90.Para defender la constitucionalidad de la norma impugnada, tanto la Asamblea Constituyente como el Jefe de Gobierno 

de la Ciudad de México sostuvieron que el precepto impugnado no transgrede la esfera de atribuciones del Congreso de 

la Unión, en virtud de que: (i) la Ciudad de México no establece facultades a favor de las demarcaciones territoriales, 

pues el uso del verbo velar, no implica el establecimiento de responsabilidades concretas y, en consecuencia, tampoco 

deviene en la determinación de facultades específicas, y (ii) la intención del constituyente local fue favorecer la 

coadyuvancia por parte de las demarcaciones territoriales. 

 

                                                           
65 Véase supra nota 3. 
66 En el concepto de invalidez que identifica como décimo segundo (páginas 117 a 124 de la demanda.). 
67 Artículo 8 de la Constitución de la Ciudad de México. Ciudad Educadora y del conocimiento  
(…) 

B. Sistema Educativo Local 

(…) 
7. La Ciudad de México y sus demarcaciones territoriales velarán por que los materiales y métodos educativos, la organización escolar y la infraestructura 

física sean adaptables a las condiciones y contextos específicos de las y los alumnos asegurando su desarrollo progresivo e integral, conforme a las 

capacidades y habilidades personales. Se reconoce a la Lengua de Señas Mexicana como oficial y parte del patrimonio lingüístico de la Ciudad. Las 
personas sordas tendrán derecho a recibir educación en Lengua de Señas Mexicana y español. 
68 Artículo 3 de la Constitución Federal. Toda persona tiene derecho a la educación. El Estado- Federación Estados, Ciudad de México y Municipios-, 

impartirá y garantizará la educación inicial, preescolar, primaria, secundaria, media superior y superior. La educación inicial, preescolar, primaria y 
secundaria conforman la educación básica; ésta y la media superior serán obligatorias, la educación superior lo será en términos de la fracción X del 

presente artículo. La educación inicial es un derecho de la niñez y será responsabilidad del Estado concientizar sobre su importancia. 

(…) 
VII. El Congreso de la Unión, con el fin de unificar y coordinar la educación en toda la República, expedirá las leyes necesarias, destinadas a distribuir la 

función social educativa entre la Federación, las entidades federativas y los Municipios, a fijar las aportaciones económicas correspondientes a ese servicio 

público y a señalar las sanciones aplicables a los funcionarios que no cumplan o no hagan cumplir las disposiciones relativas, lo mismo que a todos 
aquellos que las infrinjan, y 
69 Artículo 73 de la Constitución Federal. El Congreso tiene facultad: 

(…) 
XXV. De establecer el Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros, en términos del artículo 3o. de esta Constitución; establecer, organizar y 

sostener en toda la República escuelas rurales, elementales, media superior, superiores, secundarias y profesionales; de investigación científica, de bellas 

artes y de enseñanza técnica, escuelas prácticas de agricultura y de minería, de artes y oficios, museos, bibliotecas, observatorios y demás institutos 
concernientes a la cultura general de los habitantes de la nación y legislar en todo lo que se refiere a dichas instituciones; para legislar sobre vestigios o 

restos fósiles y sobre monumentos arqueológicos, artísticos e históricos, cuya conservación sea de interés nacional; así como para dictar las leyes 

encaminadas a distribuir convenientemente entre la Federación, las entidades federativas y los Municipios el ejercicio de la función educativa y las 
aportaciones económicas correspondientes a ese servicio público, buscando unificar y coordinar la educación en toda la República, y para asegurar el 

cumplimiento de los fines de la educación y su mejora continua en un marco de inclusión y diversidad. Los Títulos que se expidan por los establecimientos 

de que se trata surtirán sus efectos en toda la República. Para legislar en materia de derechos de autor y otras figuras de la propiedad intelectual 
relacionadas con la misma; 

(…) 
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91.Como se observa, el problema a dilucidar es si el artículo impugnado transgrede la facultad del Congreso de la Unión 

pues otorga a las demarcaciones territoriales atribuciones en materia educativa que no les corresponden.  

 

92.Estimamos que el argumento del Ejecutivo Federal resulta infundado. 

 

93. El artículo 3 de la Constitución Federal refiere que:  

 

(…) El Estado – Federación, Estados, Ciudad de México y Municipios –…garantizará la calidad en la 

educación obligatoria de manera que los materiales y métodos educativos, la organización escolar, la 

infraestructura educativa y la idoneidad de los docentes y los directivos garanticen el máximo logro de 

aprendizaje de los educandos. (…).  

 

94.Por ello, los mencionados niveles de gobierno están obligados a garantizar dicha calidad educativa. Asimismo, el citado 

artículo refiere en su fracción VIII, que el Congreso de la Unión expedirá las leyes necesarias, destinadas para distribuir 

la función social educativa entre la Federación, las entidades federativas y los Municipios. 

 

95.Al respecto, este Alto Tribunal ha señalado que:  

 

[l]a Constitución Federal establece un régimen competencial que otorga al Congreso de la Unión un 

título sustantivo, por medio del cual la Federación ejerce un poder de dirección que le habilita para 

definir e imponer a las entidades federativas y municipios un marco normativo obligatorio dentro del 

cual participan en la materia de educación y al cual deben ajustarse. Esto es, las normas que sobre 

educación expidan las entidades federativas, los Municipios o el Distrito Federal, deben sujetarse a 

la ley general que en dicha materia expida el Congreso de la Unión70. 

 

96.Igualmente sostuvimos que “el Congreso de la Unión cuenta con atribuciones exclusivas para determinar la 

distribución competencial entre órdenes de gobierno de la función social educativa, pudiendo cada entidad federativa 

emitir su legislación interna, a partir de la emisión normativa por parte del [c]ongreso”71. 

 

97.En ejercicio de dicha facultad, la Ley General de Educación fue emitida en el marco de la descentralización de la 

educación en México. En su exposición de motivos se estableció que era su objetivo constituir un sistema educativo en 

el que concurran la autoridad local y nacional con responsabilidades claramente delimitadas, bajo la rectoría de la 

autoridad federal, a través de la participación comunitaria y la unidad nacional, la fortaleza de las expresiones regionales 

y el sentimiento de pertenencia a una gran nación72. Se señala que la Ley General significó “(…) un avance de especial 

importancia en la consolidación de un nuevo sistema educativo nacional fundado en el federalismo, la participación 

social y la renovada vocación de todos los sectores por coadyuvar a la educación de los mexicanos”73. 

 

98.Dicho lo anterior, resulta necesario establecer las competencias de cada orden de gobierno en materia educativa, de 

conformidad con el marco jurídico aplicable. 

 

99.Tratándose de la autoridad educativa federal, el artículo 1274 de la Ley General de Educación establece que sus 

atribuciones exclusivas son, entre otras: (i) determinar los planes y programas de estudio para la educación preescolar, 

                                                           
70 Controversia constitucional 47/2014, resuelta por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión de 22 de septiembre de 2015, 

aprobada por unanimidad de votos. 
71 Ídem. 
72 Exposición de motivos de la Iniciativa de la Ley General de Educación, presentada por la Cámara de Diputados el 15 de junio de 1993.  
73 Ídem. 
74 Artículo 12 de la Ley General de Educación. Corresponden de manera exclusiva a la autoridad educativa federal las atribuciones siguientes: 

I.- Determinar para toda la República los planes y programas de estudio para la educación preescolar, la primaria, la secundaria, la normal y demás para la 

formación de maestros de educación básica, a cuyo efecto se considerará la opinión de las autoridades educativas locales y de los diversos sectores sociales 
involucrados en la educación en los términos del artículo 48; 

Para la actualización y formulación de los planes y programas de estudio para la educación normal y demás de formación de maestros de educación básica, 

la Secretaría también deberá mantenerlos acordes al marco de educación de calidad contemplado en el Servicio Profesional Docente, así como a las 
necesidades detectadas en las evaluaciones realizadas a los componentes del sistema educativo nacional; 

II.- Establecer el calendario escolar aplicable en toda la República para cada ciclo lectivo de la educación preescolar, la primaria, la secundaria, la normal y 

demás para la formación de maestros de educación básica; 
III.- Elaborar, mantener actualizados y editar, en formatos accesibles, los libros de texto gratuitos y demás materiales educativos, mediante procedimientos 

que permitan la participación de los diversos sectores sociales involucrados en la educación. 
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primaria, secundaria y normal; (ii) establecer el calendario escolar; (iii) elaborar, mantener actualizados y editar los 

libros de texto gratuitos; (iv) fijar lineamientos generales para el uso de material educativo para la educación preescolar, 

primaria y secundaria; (v) emitir, en las escuelas de educación básica, lineamientos generales para formular los 

programas de gestión escolar, mismos que tendrán como objetivos, entre otros, mejorar la infraestructura, comprar 

materiales educativos y resolver problemas de operación básicos, y (vi) realizar la planeación y la programación 

globales del sistema educativo nacional atendiendo las directrices emitidas por el Instituto Nacional para la Evaluación 

de la Educación.  

 

100.Por cuanto hace a las atribuciones en materia educativa de las entidades federativas, el artículo 1375 de la Ley General 

de Educación señala, en lo que a este análisis interesa, que deberán prestar los servicios de educación inicial, básica –

                                                                                                                                                                                                       
Al inicio de cada ciclo lectivo, la Secretaría deberá poner a disposición de la comunidad educativa y de la sociedad en general los libros de texto gratuitos y 
demás materiales educativos, a través de plataformas digitales de libre acceso; 

IV.- Autorizar el uso de libros de texto para la educación preescolar, la primaria y la secundaria. 

V.- Fijar lineamientos generales para el uso de material educativo para la educación preescolar, primaria y la secundaria; 
V Bis.- Emitir, en las escuelas de educación básica, lineamientos generales para formular los programas de gestión escolar, mismos que tendrán como 

objetivos: mejorar la infraestructura; comprar materiales educativos; resolver problemas de operación básicos y propiciar condiciones de participación 
entre los alumnos, maestros y padres de familia, bajo el liderazgo del director. 

En las escuelas que imparten la educación media superior, la Secretaría establecerá los mecanismos de colaboración necesarios para que los programas de 

gestión escolar formulados por las autoridades educativas y los organismos descentralizados, en el ámbito de sus atribuciones, propicien el mantenimiento 
de elementos comunes. 

V Ter.- Emitir los lineamientos generales para el uso responsable y seguro de las tecnologías de la información y la comunicación en el sistema educativo; 

VI.- Regular un sistema nacional de formación, actualización, capacitación y superación profesional para maestros de educación básica. Dicho sistema 
deberá sujetarse a los lineamientos, medidas, programas, acciones y demás disposiciones generales que resulten de la aplicación de la Ley General del 

Servicio Profesional Docente 

VII.- (DEROGADA, D.O.F. 11 DE SEPTIEMBRE DE 2013) 
VIII.- Fijar los requisitos pedagógicos de los planes y programas de educación inicial que, en su caso, formulen los particulares; 

 VIII Bis.- Expedir, para el caso de los estudios de educación básica, normas de control escolar, las cuales deberán facilitar la inscripción, reinscripción, 

promoción, regularización, acreditación y certificación de estudios de los educandos 
IX.- Regular un marco nacional de cualificaciones y un sistema nacional de créditos académicos, que faciliten el tránsito de educandos por el sistema 

educativo nacional; 

IX Bis.- Coordinar un sistema de educación media superior a nivel nacional que establezca un marco curricular común para este tipo educativo, con respeto 
al federalismo, la autonomía universitaria y la diversidad educativa; 

X.- Crear, regular, coordinar, operar y mantener actualizado el Sistema de Información y Gestión Educativa, el cual estará integrado, entre otros, por el 

registro nacional de emisión, validación e inscripción de documentos académicos; las estructuras ocupacionales; las plantillas de personal de las escuelas; 
los módulos correspondientes a los datos sobre la formación, trayectoria y desempeño profesional del personal, así como la información, elementos y 

mecanismos necesarios para la operación del sistema educativo nacional. Este sistema deberá permitir a la Secretaría una comunicación directa entre los 

directores de escuela y las autoridades educativas; 
 XI.- Fijar los lineamientos generales de carácter nacional a los que deban ajustarse la constitución y el funcionamiento de los consejos de participación 

social a que se refiere el capítulo VII de esta Ley; 

XII.- Realizar la planeación y la programación globales del sistema educativo nacional atendiendo las directrices emitidas por el Instituto Nacional para la 
Evaluación de la Educación y participar en las tareas de evaluación de su competencia de conformidad con los lineamientos que para tal efecto emita dicho 

organismo; 

XII Bis.- Fijar los lineamientos generales de carácter nacional a los que deban ajustarse las escuelas públicas de educación básica y media superior para el 
ejercicio de su autonomía de gestión escolar, en los términos del artículo 28 Bis; 

XIII.- Intervenir en la formulación de programas de cooperación internacional en materia educativa, científica, tecnológica y de educación física y deporte, 

así como participar con la Secretaría de Cultura en el fomento de las relaciones de orden cultural con otros países y en la formulación de programas de 
cooperación internacional en materia artística y cultural, y 

XIV.- Las necesarias para garantizar el carácter nacional de la educación básica, la normal y demás para la formación de maestros de educación básica, así 

como las demás que con tal carácter establezcan esta Ley y otras disposiciones aplicables. 
75 Artículo 13 de la Ley General de Educación. Corresponden de manera exclusiva a las autoridades educativas locales, en sus respectivas competencias, 

las atribuciones siguientes: 

I.- Prestar los servicios de educación inicial, básica -incluyendo la indígena-, especial, así como la normal y demás para la formación de maestros; 
I Bis.- Vigilar que las autoridades escolares cumplan con las normas a las que se refiere la fracción VIII Bis del artículo 12; 

II.- Proponer a la Secretaría los contenidos regionales que hayan de incluirse en los planes y programas de estudio para la educación preescolar, la 

primaria, la secundaria, la normal y demás para la formación de maestros de educación básica; 
III.- Autorizar, previa verificación del cumplimiento de los lineamientos emitidos por la autoridad educativa federal, los ajustes que realicen las escuelas al 

calendario escolar determinado por la Secretaría para cada ciclo lectivo de educación básica y normal y demás para la formación de maestros de educación 

básica; 
IV.- Prestar los servicios de formación, actualización, capacitación y superación profesional para los maestros de educación básica, de conformidad con las 

disposiciones generales que la Secretaría determine, conforme a lo dispuesto por la Ley General del Servicio Profesional Docente; 

V.- Revalidar y otorgar equivalencias de estudios de la educación preescolar, la primaria, la secundaria, la normal y demás para la formación de maestros 
de educación básica, de acuerdo con los lineamientos generales que la Secretaría expida; 

VI.- Otorgar, negar y revocar autorización a los particulares para impartir la educación preescolar, la primaria, la secundaria, la normal y demás para la 

formación de maestros de educación básica; 
VI Bis.- Participar en la integración y operación de un sistema nacional de educación media superior que establezca un marco curricular común para este 

tipo educativo, con respeto a la autonomía universitaria y la diversidad educativa; 
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incluyendo la indígena–, especial, así como la normal y demás para la formación de maestros, así como proponer a la 

Secretaría de Educación Pública los contenidos regionales que hayan de incluirse en los planes y programas de estudio 

para la educación preescolar, la primaria, la secundaria, la normal y demás para la formación de maestros de educación 

básica; y, participar con la autoridad educativa federal en la operación de los mecanismos de administración escolar. 

 

101.Finalmente, el artículo 1476 de la Ley General de Educación faculta concurrentemente a las autoridades federal y 

locales, entre otras, para promover y prestar servicios educativos, de acuerdo con las necesidades nacionales, regionales 

y estatales; determinar y formular planes y programas de estudio distintos a los exclusivos de la Federación; editar y 

producir otros materiales didácticos distintos a los exclusivos de la Federación; así como diseñar y aplicar los 

instrumentos de evaluación que consideren necesarios para garantizar la calidad educativa en el ámbito de su 

competencia atendiendo a los lineamientos que emita el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación. 

Asimismo, el referido ordenamiento, en su artículo 28 bis77, establece que las autoridades federales, locales y 

municipales deberán ejecutar, en el ámbito de sus atribuciones, programas y acciones tendientes a fortalecer la 

autonomía de gestión de las escuelas. En las escuelas de educación básica, la Secretaría emitirá los lineamientos que 

deberán seguir las autoridades educativas locales y municipales para formular los programas de gestión escolar, que 

tendrá dentro de sus objetivos administrar en forma transparente y eficiente los recursos que reciba para mejorar su 

infraestructura. Es decir, al administrar los recursos de forma eficiente y transparente, las autoridades locales estarían 

velando por la infraestructura escolar. 

 

102.El artículo 1778 de la Ley General de Educación establece que las autoridades educativas, federales y locales, se 

reunirán periódicamente con el propósito de analizar e intercambiar opiniones sobre el desarrollo del sistema educativo 

nacional, formular recomendaciones y convenir acciones para apoyar la función social educativa.   

 

103.Ahora bien, tratándose de la Ciudad de México, y habiendo establecido que la Constitución Federal la faculta y obliga a 

garantizar la calidad de los materiales y métodos educativos, la organización escolar y la infraestructura educativa, el 

primer párrafo del artículo 16 de la Ley General de Educación establece que las atribuciones relativas a la educación 

inicial, básica – incluyendo la indígena– y especial que la propia ley confiere a las autoridades educativas locales en sus 

respectivas competencias, corresponden en la Ciudad al gobierno local y a las entidades que ésta establezca79.  

                                                                                                                                                                                                       
VII.- Coordinar y operar un padrón estatal de alumnos, docentes, instituciones y centros escolares; un registro estatal de emisión, validación e inscripción 
de documentos académicos y establecer un sistema estatal de información educativa. Para estos efectos las autoridades educativas locales deberán 

coordinarse en el marco del Sistema de Información y Gestión Educativa, de conformidad con los lineamientos que al efecto expida la Secretaría y demás 

disposiciones aplicables. 
Las autoridades educativas locales participarán en la actualización e integración permanente del Sistema de Información y Gestión Educativa, mismo que 

también deberá proporcionar información para satisfacer las necesidades de operación de los sistemas educativos locales; 

VIII.- Participar con la autoridad educativa federal en la operación de los mecanismos de administración escolar, y 
IX.- Las demás que con tal carácter establezcan esta Ley y otras disposiciones aplicables. 
76 Artículo 14 de la Ley General de Educación.- Adicionalmente a las atribuciones exclusivas a las que se refieren los artículos 12 y 13, corresponde a 

las autoridades educativas federal y locales de manera concurrente, las atribuciones siguientes:  
I.- Promover y prestar servicios educativos, distintos de los previstos en las fracciones I y IV del artículo 13, de acuerdo con las necesidades nacionales, 

regionales y estatales; 

(…) 
77 Artículo 28 Bis de la Ley General de Educación.- Las autoridades educativas federal, locales y municipales, en el ámbito de sus atribuciones, deberán 

ejecutar programas y acciones tendientes a fortalecer la autonomía de gestión de las escuelas. 

En las escuelas de educación básica, la Secretaría emitirá los lineamientos que deberán seguir las autoridades educativas locales y municipales para 
formular los programas de gestión escolar, mismos que tendrán como objetivos: 

I.- Usar los resultados de la evaluación como retroalimentación para la mejora continua en cada ciclo escolar; 

II.- Desarrollar una planeación anual de actividades, con metas verificables y puestas en conocimiento de la autoridad y la comunidad escolar, y 
III.- Administrar en forma transparente y eficiente los recursos que reciba para mejorar su infraestructura, comprar materiales educativos, resolver 

problemas de operación básicos y propiciar condiciones de participación para que alumnos, maestros y padres de familia, bajo el liderazgo del director, se 

involucren en la resolución de los retos que cada escuela enfrenta. 
78 Artículo 17 de la Ley General de Educación.- Las autoridades educativas, federal y locales, se reunirán periódicamente con el propósito de analizar e 

intercambiar opiniones sobre el desarrollo del sistema educativo nacional, formular recomendaciones y convenir acciones para apoyar la función social 

educativa. Estas reuniones serán presididas por la Secretaría. 
79 Artículo 16 de la Ley General de Educación. Las atribuciones relativas a la educación inicial, básica -incluyendo la indígena- y especial que los 

artículos 11, 13, 14 y demás señalan para las autoridades educativas locales en sus respectivas competencias, corresponderán, en la Ciudad de México al 

gobierno local y a las entidades que, en su caso, establezca; dichas autoridades deberán observar lo dispuesto por la Ley General del Servicio Profesional 
Docente. 

(…) 
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104.No obstante, dicha porción normativa se encuentra en vacatio legis desde la entrada en vigor de la Ley General de 

Educación, en virtud de que su artículo cuarto transitorio80 estableció que el proceso para que el gobierno de la ahora 

Ciudad de México se encargue de la prestación de los servicios de educación inicial, básica –incluyendo la indígena– y 

especial, se llevará a cabo en los términos y fecha que se acuerde con la organización sindical; por lo que no será sino 

hasta la conclusión del proceso mencionado que entre en vigor el primer párrafo del mencionado artículo 16 de la citada 

ley. Al día de hoy el acuerdo con la organización sindical no se ha dado, por lo que la condición para que el gobierno de 

la Ciudad de México pueda prestar los mencionados servicios educativos no se ha cumplido.  

 

105.Consecuentemente, las atribuciones descritas relativas a la prestación de la educación inicial, básica –incluyendo la 

indígena– y especial de las autoridades educativas locales de la Ciudad de México se encuentran en vacatio legis. De 

especial relevancia resulta lo decidido en la controversia constitucional 29/2000 en la que consideramos que, derivado 

del artículo cuarto transitorio de la Ley General de Educación: 

 

1.- Que el proceso para que el gobierno del Distrito Federal se encargue de la prestación de los servicios 

de educación inicial, básica –incluyendo la indígena– y especial en el propio Distrito, se realizará en 

los términos y fecha que se acuerde con la organización sindical. 

 

2.- Que a partir de la entrada en vigor de la Ley General en cita (día siguiente a su publicación, que fue el 

trece de julio de mil novecientos noventa y tres) y hasta la conclusión de dicho proceso, las 

atribuciones relativas a la educación inicial, básica –incluyendo la indígena- y especial que en los 

preceptos que indica el propio transitorio se confieren a las autoridades educativas locales en sus 

respectivas competencias, corresponderán, en el Distrito Federal, a la Secretaría. 

 

3.- Que concluido el proceso indicado entrará en vigor el primer párrafo del artículo 16 de la citada Ley 

General. 

 

De lo que se tiene que este numeral se refiere a que entrará en vigor el artículo 16, primer párrafo, de 

la propia ley (que señala que las atribuciones relativas a la educación inicial, básica –incluyendo la 

indígena– y especial, corresponderán en el Distrito Federal, a su gobierno y a las entidades que, en su 

caso, establezca), hasta que concluya el proceso para que el gobierno se encargue de la prestación de 

los servicios de los citados niveles de educación. 

 

Es decir, se trata de la actividad material por parte de ese poder o de las entidades que éste establezca para prestar 

esos servicios, más no de las atribuciones que en base a la distribución de la función social educativa se han conferido 

a la autoridad educativa local y, por tanto, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal tiene facultad de expedir la 

Ley en materia de educación de esa localidad dentro de dichas directrices.81 

 

106.Consecuentemente, lo que se encuentra en vacatio legis es precisamente la actividad material, la cual se traduce en la 

prestación del servicio de educación inicial, básica –incluyendo la indígena– y especial, y no así la facultad para legislar 

en materia educativa. 

 

107.El propio artículo cuarto transitorio82 de la Constitución de la Ciudad de México establece que los apartados del artículo 

8, en lo referente a la educación preescolar, primaria y secundaria, entrarán en vigor en la Ciudad de México en el 

momento que se descentralicen los servicios educativos en la Ciudad.  

 

108.Ahora bien, una vez establecida la distribución de la función social educativa contenida tanto en la Constitución Federal 

como en la Ley General de Educación, se procede a analizar las razones por las cuales consideramos que la Ciudad de 

                                                           
80 Artículo cuarto transitorio de la Ley General de Educación. El proceso para que el gobierno del Distrito Federal se encargue de la prestación de los 
servicios de educación inicial, básica -incluyendo la indígena- y especial en el propio Distrito, se llevará a cabo en los términos y fecha que se acuerde con 

la organización sindical. A partir de la entrada en vigor de la presente Ley y hasta la conclusión del proceso antes citado, las atribuciones relativas a la 

educación inicial, básica -incluyendo la Indígena- y especial que los artículos 11, 13, 14 y demás señalan para las autoridades educativas locales en sus 
respectivas competencias corresponderán, en el Distrito Federal, a la Secretaría. A la conclusión del proceso citado entrará en vigor el primer párrafo del 

artículo 16 de la presente Ley. 
81 Controversia Constitucional 29/2000, fojas 111 a 112. 
82 Artículo cuarto transitorio de la Constitución de la Ciudad de México. Los apartados del artículo 8, en lo referente a la educación preescolar, 

primaria y secundaria, entrarán en vigor en la Ciudad de México en el momento en que se efectúe la descentralización de los servicios educativos. 
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México no se extralimita en sus atribuciones al vincular en su Constitución local a las demarcaciones territoriales en la 

tarea de velar por el correcto funcionamiento del servicio educativo local. 

 

109.La Constitución Federal establece en su artículo 12283 que la Ciudad de México es una entidad federativa que goza de 

autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y a su organización política y administrativa. En ejercicio de las 

dichas facultades, la Constitución capitalina establece en su artículo 5284 que las demarcaciones territoriales son la base 

de la organización político administrativa de la Ciudad de México. Si bien serán autónomas en su gobierno interior, éste 

estará a cargo de un órgano político administrativo denominado “alcaldía”. En ese mismo sentido, el artículo 5385 del 

ordenamiento referido establece que las alcaldías son parte de la administración pública de la Ciudad de México y éstas 

tendrán personalidad jurídica y autonomía con respecto a su administración y el ejercicio de su presupuesto.  

 

110.Es decir, las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México conforman la base de su organización político 

administrativa. Éstas son administradas por las alcaldías, mismas que son parte de la administración pública de la 

Ciudad de México. Consecuentemente, podemos concluir que el gobierno de la Ciudad de México incluye a las 

demarcaciones territoriales, al considerarlas como parte de su organización político administrativa.  

 

111.Bajo esa perspectiva, la Constitución capitalina de ninguna manera trasgrede el ámbito de competencias de la 

Federación al establecer que las demarcaciones territoriales “velarán” porque los materiales y métodos educativos, la 

organización escolar y la infraestructura física sean adaptables a las condiciones y contextos específicos de las y los 

alumnos, puesto que, se reitera, las demarcaciones territoriales forman parte de la organización político administrativa de 

la Ciudad de México pero, principalmente, porque el término “velarán” se entiende referido a la posibilidad de que 

dichas demarcaciones puedan fomentar, proponer, promover, difundir o cualquiera otra forma de coadyuvar con las 

autoridades educativas locales y/o federales las adecuaciones, mejoras o sugerencias que consideren viables para 

mejorar la calidad de la educación en sus respectivas localidades.  

 

112.Es decir, en modo alguno puede considerarse que lo mandatado por la Constitución local se traduce en una facultad en 

favor de las demarcaciones para actuar como autoridades educativas. Bajo ese entendido, la intención del Constituyente 

local no fue la de otorgar facultades a la Ciudad de México y sus demarcaciones territoriales más allá de aquellas 

establecidas tanto en la Constitución Federal como en la Ley General de Educación. Lo anterior, atendiendo al objetivo 

esencial del federalismo educativo reseñado anteriormente, que es el de acercar a las autoridades locales a la escuela.86  

 

113.Así, las consideraciones hasta ahora expuestas no implican que la Ciudad de México goce de una competencia diversa 

en materia de educación, puesto que como ya se mencionó, la concurrencia que opera en dicha materia la vincula a que 

su actuar se sujete a la ley general. Sirve de fundamento la jurisprudencia P. /J. 143/2001, del Pleno de este Alto 

Tribunal: 

 

EDUCACIÓN. LAS LEYES QUE EXPIDAN LOS ESTADOS Y EL DISTRITO FEDERAL EN ESTA 

MATERIA, DEBEN SUJETARSE A LA LEY RESPECTIVA EXPEDIDA POR EL CONGRESO DE 

LA UNIÓN, EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 3o., FRACCIÓN VIII, DE 

LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. De lo dispuesto en los artículos 3o., fracción VIII, y 73, fracción XXV, 

                                                           
83 Artículo 122 de la Constitución Federal. La Ciudad de México es una entidad federativa que goza de autonomía en todo lo concerniente a su régimen 

interior y a su organización política y administrativa. 
(…) 
84 Artículo 52 de la Constitución de la Ciudad de México. Demarcaciones territoriales 

(…) 
1. Las demarcaciones territoriales son la base de la división territorial y de la organización político  administrativa de la Ciudad de México. Serán 

autónomas en su gobierno interior, el cual estará a cargo de un órgano político administrativo denominado alcaldía. 
85 Artículo 53 de la Constitución de la Ciudad de México. Alcaldías 
(…) 

1. Las alcaldías son órganos político administrativos que se integran por un alcalde o alcaldesa y un concejo, electos por votación universal, libre, secreta y 

directa para un periodo de tres años. 
Estarán dotadas de personalidad jurídica y autonomía con respecto a su administración y al ejercicio de su presupuesto, exceptuando las relaciones 

laborales de las personas trabajadoras al servicio de las alcaldías y la 

Ciudad. 
Las alcaldías son parte de la administración pública de la Ciudad de México y un nivel de gobierno, en los 

términos de las competencias constitucionales y legales correspondientes. No existirán autoridades intermedias 

entre la o el Jefe de Gobierno y las alcaldías. 
(…) 
86 Exposición de motivos de la Iniciativa de la Ley General de Educación, presentada por la Cámara de Diputados el 15 de junio de 1993. 
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del Ordenamiento Fundamental citado, se aprecia que el Congreso de la Unión está facultado para distribuir 

la función social educativa mediante las leyes que expida, proponiendo así un sistema de legislación 

coordinada a efecto de que los Gobiernos Locales, dentro de los lineamientos de carácter general que 

marquen las leyes expedidas por ese órgano legislativo, dicten las normas destinadas a la materia de 

educación dentro del territorio nacional. Por tanto, las normas que expidan las entidades federativas, los 

Municipios o el Distrito Federal sobre educación, deben sujetarse a la ley general que en dicha materia 

expida el Congreso de la Unión.87 

 

114.En esa medida, el examen sobre si una facultad en concreto otorgada por la Ciudad de México a las demarcaciones 

territoriales en relación con el sistema educativo local trasgrede la esfera competencial del Congreso de la Unión, sólo se 

podrá emprender una vez que se emita la misma, pero no a la luz del reconocimiento en abstracto de su labor de 

coadyuvancia.  

 

115.Ahora bien, prueba de que la propia Ley General de Educación reconoció a las demarcaciones territoriales para que 

colaboren en las labores educativas de la Ciudad de México, fue a través de su participación en los consejos municipales 

de participación social en la educación. El artículo 7088 de la Ley General de Educación establece que en cada municipio 

del país operará un consejo municipal de participación social en la educación integrado, entre otros, por las autoridades 

municipales, padres de familia y representantes de sus asociaciones. Dicho artículo señala que por lo que hace a la 

Ciudad de México, los consejos se constituirán por cada una de sus demarcaciones territoriales.  

 

116.Desde su exposición de motivos la Ley General de Educación estableció que la composición y funciones de los 

consejos referidos aseguran una vinculación activa entre la escuela y comunidad y propician la colaboración de padres 

de familia, maestros y autoridades educativas en las labores cotidianas del plantel escolar y, en general, en acciones que 

lo benefician89.  

 

117.La propia legislación federal determinó que los consejos, entre otras actividades podrán: (i) gestionar el mejoramiento 

de los servicios educativos, la construcción y ampliación de escuelas públicas, tomando en cuenta las necesidades de 

accesibilidad para las personas con discapacidad, y demás proyectos de desarrollo educativo; (ii) contribuir a la 

formulación de contenidos locales a ser propuestos para los planes y programas de estudio; (iii) gestionar la obtención de 

                                                           
87 Tesis jurisprudencial emitida por el Pleno, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XV, enero de dos mil 

dos, registro 187994, página 1039. 
88 Artículo 70 de la Ley General de Educación. En cada municipio operará un consejo municipal de participación social en la educación integrado por las 
autoridades municipales, padres de familia y representantes de sus asociaciones, maestros distinguidos y directivos de escuelas, representantes de la 

organización sindical de los maestros, quienes acudirán como representantes de los intereses laborales de los trabajadores, así como representantes de 

organizaciones de la sociedad civil cuyo objeto social sea la educación y demás interesados en el mejoramiento de la educación. 
Este consejo gestionará ante el ayuntamiento y ante la autoridad educativa local: 

a) El mejoramiento de los servicios educativos, la construcción y ampliación de escuelas públicas, tomando en cuenta las necesidades de accesibilidad para 

las personas con discapacidad, y demás proyectos de desarrollo educativo en el municipio; 
b) Conocerá de los resultados de las evaluaciones que realicen las autoridades educativas; 

c) Llevará a cabo labores de seguimiento de las actividades de las escuelas públicas de educación básica del propio municipio; 

d) Estimulará, promoverá y apoyará actividades de intercambio, colaboración y participación interescolar en aspectos culturales, cívicos, deportivos y 
sociales; 

e) Establecerá la coordinación de escuelas con autoridades y programas de bienestar comunitario, particularmente con aquellas autoridades que atiendan 

temas relacionados con la defensa de los derechos consagrados en la Ley para la Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes; 
f) Hará aportaciones relativas a las particularidades del municipio que contribuyan a la formulación de contenidos locales a ser propuestos para los planes y 

programas de estudio; 

g) Podrá opinar en asuntos pedagógicos; 
h) Coadyuvará a nivel municipal en actividades de protección civil y emergencia escolar; 

i) Promoverá la superación educativa en el ámbito municipal mediante certámenes interescolares; 

j) Promoverá actividades de orientación, capacitación y difusión dirigidas a padres de familia y tutores, para que cumplan cabalmente con sus obligaciones 
en materia educativa; 

k) Podrá proponer estímulos y reconocimientos de carácter social a alumnos, maestros, directivos y empleados escolares; 

l) Procurará la obtención de recursos complementarios para el mantenimiento físico y para proveer de equipo básico a cada escuela pública, 
m) Proponer acciones que propicien el conocimiento de las actividades económicas locales preponderantes e impulsen el desarrollo integral de las 

comunidades, y 

n) En general, podrá realizar actividades para apoyar y fortalecer la educación en el municipio. 
Será responsabilidad del presidente municipal que en el consejo se alcance una efectiva participación social que contribuya a elevar la calidad y la 

cobertura de la educación, así como la difusión de programas preventivos de delitos que se puedan cometer en contra de niñas, niños y adolescentes o de 

quienes no tienen capacidad para comprender el significado del hecho o para resistirlo. 
En la Ciudad de México los consejos se constituirán por cada una de sus demarcaciones territoriales. 
89 Exposición de motivos de la Iniciativa de la Ley General de Educación, presentada por la Cámara de Diputados el 15 de junio de 1993. 
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recursos complementarios para el mantenimiento físico y para proveer de equipo básico a cada escuela pública; y (iv) en 

general, realizar actividades para apoyar y fortalecer la educación local.  

 

118.Lo anterior deja claro que no se trasgreden las facultades del Congreso de la Unión por el hecho de que el Constituyente 

local haya establecido que las demarcaciones territoriales puedan velar por la calidad educativa dentro de su ámbito de 

competencias en la Ciudad de México.  

 

119.En tal virtud, resultan infundados los conceptos de invalidez esgrimidos por el Ejecutivo Federal en este rubro y, por 

tanto, se reconoce la validez de la porción normativa “La Ciudad de México y sus demarcaciones territoriales velarán 

por que los materiales y métodos educativos, la organización escolar y la infraestructura física sean adaptables a las 

condiciones y contextos específicos de las y los alumnos asegurando su desarrollo progresivo e integral, conforme a las 

capacidades y habilidades personales.” del artículo 8, apartado B, numeral 7, de la Constitución de la Ciudad de 

México.  

 

5. Uso medicinal de la cannabis 

 

120.El Ejecutivo Federal impugnó90 la constitucionalidad de los artículos 9, apartado D, numeral 791, y quinto transitorio92 

de la Constitución capitalina que prevén el uso médico o terapéutico de la cannabis sativa, índica y americana o 

marihuana y sus derivados. Sostuvo esencialmente que dichas normas invaden la esfera competencial de la Federación 

porque: (i) sólo el Congreso de la Unión puede legislar en materia de salubridad general (artículos 4°, cuarto párrafo93, y 

73, fracción XVI94, de la Constitución Federal), y (ii) la regulación de los estupefacientes es facultad exclusiva de las 

autoridades federales conforme a la Ley General de Salud. Afirma que de dicha Ley se advierte que la prevención del 

consumo de estupefacientes y psicotrópicos y el programa contra la farmacodependencia es materia de salubridad 

general, cuya regulación corresponde al Congreso de la Unión, y que tal competencia no se limita a la prohibición del 

uso y consumo de cannabis, sino también le permite fijar las reglas del programa nacional para la prevención y 

tratamiento de farmacodependencia y prohibir en el territorio nacional la siembra, cultivo, cosecha, elaboración, 

preparación, acondicionamiento, adquisición, posesión, comercio, transporte en cualquier forma, prescripción médica, 

suministro, empleo, uso y, en general, todo acto relacionado con la cannabis, su resina, preparados y semillas. Además, 

sostiene que corresponde a la Secretaría de Salud fijar los requisitos que deberán satisfacerse para expedir los permisos 

especiales de adquisición o de traspaso para el comercio o tráfico de estupefacientes en el interior del territorio nacional.  

 

121.Bajo argumentos esencialmente iguales, esta impugnación ya fue estudiada por el Tribunal Pleno al resolver la acción 

de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, en sesión de seis de septiembre de dos 

mil dieciocho. En dicho asunto consideramos infundados los planteamientos de los promoventes y reconocimos la 

validez de los artículos 9, apartado D, numeral 7, y quinto transitorio de la Constitución capitalina, toda vez que no 

invadían las facultades del Congreso Federal95. 

 

122.Consideramos que el precedente y sus consideraciones resultan exactamente aplicables al presente caso y, toda vez que 

no existe algún elemento adicional que pudiera modificar tal conclusión, estimamos infundado el argumento del 

                                                           
90 En el concepto de invalidez que identifica como sexto (páginas 67 a 74 de su demanda). 
91 Artículo 9 de la Constitución de la Ciudad de México. Ciudad solidaria (…) 
D. Derecho a la salud  (…) 

7. A toda persona se le permitirá el uso médico y terapéutico de la cannabis sativa, índica, americana o marihuana y sus derivados, de conformidad con la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la legislación aplicable. 
92 Artículo quinto transitorio de la Constitución de la Ciudad de México. Las disposiciones sobre el uso médico y terapéutico de la cannabis sativa, 

índica y americana o marihuana y sus derivados, previstas en el artículo 9, apartado D, párrafo 7 de esta Constitución, entrarán en vigor cuando la ley 

general en la materia lo disponga. 
93 Artículo 4°de la Constitución Federal. (…) 

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la 

concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de 
esta Constitución.  

(…) 
94 Artículo 73 de la Constitución Federal. El Congreso tiene facultad: (…) 
XVI. Para dictar leyes sobre nacionalidad, condición jurídica de los extranjeros, ciudadanía, naturalización, colonización, emigración e inmigración y 

salubridad general de la República.  

(…) 
95 Acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, páginas 114 a 117, fallada por una mayoría de nueve Ministros 

en relación con este punto. 
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Ejecutivo Federal en este rubro y, por lo tanto, reconocemos la validez de los artículos 9, apartado D, numeral 7, y 

quinto transitorio de la Constitución capitalina. 

 

6. Derechos de migrantes 

 

123.El Ejecutivo Federal impugnó96 la constitucionalidad del artículo 11, apartado I97, de la Constitución de la Ciudad de 

México porque a su juicio invade la facultad exclusiva del Congreso de la Unión para legislar en materia de emigración 

e inmigración en términos de la fracción XVI del artículo 73 de la Constitución Federal98. Señala que al establecer que 

las personas migrantes tendrán la protección de la ley y no serán criminalizadas por esa condición y, además, imponer a 

las autoridades la obligación de adoptar las medidas necesarias para la protección efectiva de sus derechos con 

independencia de su situación jurídica y bajo los criterios de “hospitalidad, solidaridad, interculturalidad e inclusión”, 

el Constituyente local reguló aspectos que no le correspondían, pues la Ley de Migración es el único instrumento válido 

para fijar derechos y obligaciones de las personas migrantes, de sus familiares y de las autoridades involucradas en su 

protección. 

 

124.Bajo argumentos esencialmente iguales, esta impugnación ya fue estudiada por el Tribunal Pleno al resolver la acción 

de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, en sesión de seis de septiembre de dos 

mil dieciocho. En dicho asunto consideramos infundados los planteamientos de los promoventes y reconocimos la 

validez del artículo 11, apartado I, de la Constitución capitalina, toda vez que no invadía las facultades del Congreso 

Federal99. 

 

125.Consideramos que el precedente y sus consideraciones resultan exactamente aplicables al presente caso, y toda vez que 

no existe algún elemento adicional que pudiera modificar tal conclusión, estimamos infundado el argumento del 

Ejecutivo Federal en este rubro y, por lo tanto, se reconoce la validez del artículo 11, apartado I, de la Constitución de la 

Ciudad de México.  

 

7. Patrimonio de la Ciudad 

 

126.El Ejecutivo Federal impugnó100 la constitucionalidad del artículo 18, apartado A, numeral 3, párrafo primero, de la 

Constitución de la Ciudad de México101, pues a su juicio invade la facultad exclusiva del Congreso de la Unión “para 

legislar sobre vestigios o restos fósiles y sobre monumentos arqueológicos, artísticos e históricos”, en términos de la 

fracción XXV del artículo 73 de la Constitución Federal102. Sostiene que el constituyente capitalino reguló una materia 

que constitucionalmente corresponde exclusivamente a la Federación al establecer a nivel local la obligación de 

“preservación” de todos aquellos bienes declarados como monumentos, zonas, paisajes y rutas culturales y conjuntos 

arqueológicos, artísticos, históricos y paleontológicos que se encuentren en la Ciudad de México. 

 

                                                           
96 En el concepto de invalidez que identifica como séptimo, (páginas 75 a 82). 
97 Artículo 11 de la Constitución de la Ciudad de México. Ciudad incluyente  (…) 

I. Derechos de las personas migrantes y sujetas de protección internacional 

Las personas migrantes y las personas sujetas de protección internacional y en otro contexto de movilidad humana, así como sus familiares, 
independientemente de su situación jurídica, tendrán la protección de la ley y no serán criminalizadas por su condición de migrantes. Las autoridades 

adoptarán las medidas necesarias para la protección efectiva de sus derechos, bajo criterios de hospitalidad, solidaridad, interculturalidad e inclusión. 

(…) 
98 Artículo 73 de la Constitución Federal. El Congreso tiene facultad: (…) 

XVI. Para dictar leyes sobre nacionalidad, condición jurídica de los extranjeros, ciudadanía, naturalización, colonización, emigración e inmigración y 

salubridad general de la República. 
(…) 
99 Acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, páginas 151 a 157, fallada por una mayoría de diez Ministros en 

relación con este punto. 
100 Concepto de invalidez que identifica como octavo, (páginas 82 a 93 de la demanda). 
101 Artículo 18 de la Constitución de la Ciudad de México. Patrimonio de la Ciudad (…) 

A. Patrimonio histórico, cultural, inmaterial y material, natural, rural y urbano territorial (…) 
3. El Gobierno de la Ciudad y las alcaldías, en coordinación con el gobierno federal, y conforme a la ley en la materia, establecerán la obligación para el 

registro y catalogación del patrimonio histórico, cultural, inmaterial y material, natural, rural y urbano territorial. Esta misma ley establecerá la 

obligación de la preservación de todos aquellos bienes declarados como monumentos, zonas, paisajes y rutas culturales y conjuntos arqueológicos, 

artísticos, históricos y paleontológicos que se encuentren en su territorio, así como los espacios naturales y rurales con categoría de protección. 

(…) 
102 Artículo 73 de la Constitución Federal. El Congreso tiene facultad: (…) 
XXV. (…) para legislar sobre vestigios o restos fósiles y sobre monumentos arqueológicos, artísticos e históricos, cuya conservación sea de interés 

nacional; (…) 
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127.Bajo argumentos esencialmente iguales, esta impugnación ya fue estudiada por el Tribunal Pleno al resolver la acción 

de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, en sesión de seis de septiembre de dos 

mil dieciocho. En dicho asunto consideramos infundados en parte los planteamientos de los promoventes y reconocimos 

la validez del artículo 18, apartado A, numeral 3, párrafo primero de la Constitución capitalina, toda vez que no invadían 

las facultades del Congreso Federal, con salvedad de las porciones normativas que establecen “arqueológicos” así como 

“y paleontológicos”, mismas que sí consideramos inconstitucionales por invadir una facultad exclusiva de la Federación, 

razón por la cual al analizar las causales de improcedencia sobreseímos el presente medio de control en relación con 

éstas103. 

 

128.Consideramos que el precedente y sus consideraciones resultan exactamente aplicables al presente caso, y toda vez que 

no existe algún elemento adicional que pudiera modificar tal conclusión, estimamos infundado el argumento del 

Ejecutivo Federal, en los términos ya expresados.  

 

8. Justicia cívica 

 

129.El Ejecutivo Federal impugnó104 el artículo 42, apartado C, numeral 3, de la Constitución de la Ciudad de México105, 

pues a su juicio transgrede lo dispuesto por el artículo 73, fracción XXIX-Z, de la Constitución Federal106 que establece 

que las entidades federativas no tienen facultades para legislar en materia de justicia cívica e itinerante sino hasta que se 

emita la ley general correspondiente. Sostuvo esencialmente que el artículo segundo transitorio de la reforma 

constitucional en materia de justicia cívica (publicada el cinco de febrero de dos mil diecisiete) establece un plazo de 

ciento ochenta días naturales para que el Congreso de la Unión expida una ley general que regule dicha materia y que no 

obstante ello, el precepto impugnado ya regula los mecanismos de justicia cívica que establecerán las alcaldías, sin 

considerar las bases de funcionamiento que estarán contenidas en una ley general y cuya finalidad es la homogenización 

de criterios en materia de justicia cívica. 

 

130.Bajo argumentos esencialmente iguales, esta impugnación ya fue estudiada por el Tribunal Pleno al resolver la acción 

de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, en sesión de seis de septiembre de dos 

mil dieciocho. En dicho asunto consideramos infundados los planteamientos de los promoventes y reconocimos la 

validez del artículo 42, apartado C, numeral 3, de la Constitución capitalina, toda vez que no invadía las facultades del 

Congreso Federal107. 

 

131.Consideramos que el precedente y sus consideraciones resultan exactamente aplicables al presente caso, y toda vez que 

no existe algún elemento adicional que pudiera modificar tal conclusión, estimamos infundado el argumento del 

Ejecutivo Federal en este rubro, y por lo tanto, reconocemos la validez del artículo 42, apartado C, numeral 3, de la 

Constitución de la Ciudad de México.  

 

 

 

9. Derechos laborales 

 

                                                           
103 Acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, páginas 177 a 188, fallada por unanimidad en relación con este 

punto. 
104 En el concepto de invalidez que identifica como noveno  (páginas 93 a 96 de la demanda). 
105 Artículo 42 de la Constitución de la Ciudad de México. Seguridad Ciudadana  (…) 

C. Coordinación local y nacional en materia de seguridad ciudadana 

(…) 
3. Las alcaldías establecerán mecanismos de seguridad ciudadana y justicia cívica acordes a sus necesidades, mismos que deberán coordinarse con el 

mecanismo de seguimiento en la ejecución de las actividades en la materia, así como opinar y otorgar el aval ante la dependencia o institución encargada 

de la seguridad ciudadana ante el Gobierno de la Ciudad respecto de la designación, desempeño y remoción de los mandos policiacos en su ámbito 
territorial. 

(…) 
106 Artículo 73 de la Constitución Federal. El Congreso tiene facultad: (…) 
XXIX-Z. Para expedir la ley general que establezca los principios y bases a los que deberán sujetarse los órdenes de gobierno, en el ámbito de su respectiva 

competencia, en materia de justicia cívica e itinerante, y 

(…) 
107 Acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, páginas 133 a 137, fallada por una mayoría de diez votos de los 

Ministros en relación con este punto. 
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132.El Ejecutivo Federal impugnó108 la constitucionalidad del artículo 10, apartado B109, de la Constitución de la Ciudad de 

México que prevé diversas disposiciones relacionadas con los derechos laborales de los capitalinos. Sostuvo 

esencialmente que dichas normas invaden la esfera competencial de la Federación porque sólo el Congreso de la Unión 

puede legislar en materia laboral (artículos 73, fracción X110 y 123, apartado A111, de la Constitución Federal) y que por 

                                                           
108 En el concepto de invalidez que identifica como décimo (páginas 97 a 109). 
109 Artículo 10 de la Constitución de la Ciudad de México. Ciudad Productiva  (…) 

B. Derecho al trabajo  
1. La Ciudad de México tutela el derecho humano al trabajo, así como la promoción de habilidades para el emprendimiento, que generan valor mediante la 

producción de bienes y servicios, así como en la reproducción de la sociedad. Asimismo, valora, fomenta y protege todo tipo de trabajo lícito, sea o no 

subordinado. El respeto a los derechos humanos laborales estará presente en todas las políticas públicas y en la estrategia de desarrollo de la Ciudad.  
2. En la Ciudad de México todas las personas gozan de los derechos humanos en materia laboral reconocidos por la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, los tratados e instrumentos internacionales, esta Constitución y las leyes que de ella emanen.  

3. Toda persona que desempeñe una ocupación en la ciudad, temporal o permanente, asalariada o no, tendrá derecho a ejercer un trabajo digno.  
4. Las autoridades de la Ciudad, de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con las leyes aplicables y en el ámbito de 

sus competencias, promoverán:  

a) El cumplimiento de los programas que tengan por objeto identificar y erradicar el trabajo infantil esclavo y forzado, así como la discriminación laboral;  
b) La igualdad sustantiva en el trabajo y el salario;  

c) La generación de condiciones para el pleno empleo, el salario remunerador, el aumento de los ingresos reales de las personas trabajadoras y el 
incremento de los empleos formales;  

d) La realización de las tareas de inspección del trabajo. Las autoridades deberán otorgar los medios idóneos para su adecuado funcionamiento; y  

e) La protección eficaz de las personas trabajadoras frente a los riesgos de trabajo, incluyendo los riesgos psicosociales y ergonómicos, y el desarrollo de 
las labores productivas en un ambiente que garantice la seguridad, salud, higiene y bienestar.  

5. Las autoridades de la Ciudad establecerán, de conformidad con las leyes aplicables y en el ámbito de sus competencias, programas de:  

a) Capacitación, adiestramiento, formación profesional y de acceso al empleo y a otras actividades productivas, así como servicios de asesoría y defensoría 
gratuitos, necesarios para que las personas trabajadoras y sus organizaciones conozcan y ejerzan sus derechos a través de la autoridad competente. La 

realización de las tareas de inspección del trabajo atenderá los requerimientos de la defensoría laboral.  

b) Seguro de desempleo, proporcionando a las personas beneficiarias los recursos y las condiciones necesarias para una vida digna, en tanto encuentran una 
actividad productiva;  

c) Fomento a la formalización de los empleos;  

d) Protección efectiva de los derechos de las personas trabajadoras del hogar, así como de los cuidadores de enfermos, promoviendo la firma de contratos 
entre éstas y sus empleadores. Su acceso a la seguridad social se realizará en los términos y condiciones que establezcan los programas, leyes y demás 

disposiciones de carácter federal aplicables en la materia;  

e) Protección especial de grupos de atención prioritaria y personas trabajadoras que por su condición de vulnerabilidad requieren de una atención especial;  
f) Reconocimiento del trabajo del hogar y de cuidados como generadores de bienes y servicios para la producción y reproducción social, y  

g) Promoción de mecanismos de conciliación entre trabajo y familia, incluyendo la movilidad geográfica voluntaria en razón de la proximidad del centro 

de trabajo y el domicilio de la persona trabajadora, con el acuerdo de los patrones o empleadores.  
6. Las autoridades, en el ámbito de sus competencias y en los términos de la legislación aplicable, deben salvaguardar el derecho de asociación sindical a 

las personas trabajadoras y empleadores, así como la protección contra todo acto de discriminación tendiente a menoscabar la libertad sindical, incluyendo 

la injerencia de las autoridades o los empleadores en la vida sindical.  
7. Las autoridades promoverán la negociación colectiva por rama de industria y cadena productiva para conciliar el reconocimiento al trabajo, modelos 

laborales sustentables, uso racional de los recursos humanos y desarrollo de los sectores productivos.  

8. Las autoridades velarán por el respeto a la libertad y a la democracia sindical, incluyendo el derecho a elegir libremente a sus representantes sindicales y 
a participar en los procesos de firma y terminación de los contratos colectivos de trabajo mediante el voto personal, libre y secreto. La ley garantizará el 

cumplimiento de estos principios. Con base en lo anterior, para la elección de dirigentes, los estatutos sindicales podrán fijar modalidades procedimentales 

aplicables a los respectivos procesos.  
9. Las autoridades, en el ámbito de sus competencias, garantizarán el derecho al acceso a la información pública en materia laboral que obre en su poder.  

10. Las autoridades en el ámbito de sus competencias garantizarán una justicia laboral honesta, imparcial y profesional, pronta y expedita, pública y 

gratuita que incluya los servicios de conciliación y mediación.  
11. Las autoridades impulsarán la constitución y funcionamiento de cooperativas de las personas trabajadoras y otras formas de organización productiva 

del sector social de la economía, que contribuyan al desarrollo económico de la Ciudad y el mejoramiento de las condiciones de vida de sus habitantes.  

12. Las personas trabajadoras no asalariadas, prestadoras de servicios por cuenta propia, que producen bienes y artesanías y comerciantes, tienen derecho a 
realizar un trabajo digno y a poseer una identidad formal en la Ciudad de México, a asociarse para defender sus intereses, recibir capacitación, y las demás 

que establezca la legislación en la materia. Las autoridades de la Ciudad garantizarán a los locatarios de los mercados públicos condiciones sanitarias, 

certeza y seguridad jurídica adecuadas. Conservarán sus derechos adquiridos y gozarán de los mismos derechos que esta Constitución y las leyes reconocen 
a las personas trabajadoras no asalariadas.  

13. Los derechos de las personas trabajadoras no asalariadas, prestadoras de servicios por cuenta propia y comerciantes que realicen sus actividades en el 

espacio público serán ejercidos a través del establecimiento de zonas especiales de comercio y de cultura popular en los términos que defina la ley con la 
participación de los propios trabajadores. La ley determinará los mecanismos para un proceso gradual de regularización, formalización y regulación en 

materia urbana, de espacio público, fiscal, de salud pública y de seguridad social.  

14. Las autoridades de la Ciudad, en el ámbito de sus competencias y de conformidad con lo previsto por la ley protegerán los derechos laborales de las 
personas deportistas profesionales, de disciplinas artísticas, trabajadoras de la cultura y locatarios de mercados públicos. 
110 Artículo 73 de la Constitución Federal. El Congreso tiene facultad: (…) 

X.- Para legislar en toda la República sobre hidrocarburos, minería, sustancias químicas, explosivos, pirotecnia, industria cinematográfica, comercio, 
juegos con apuestas y sorteos, intermediación y servicios financieros, energía eléctrica y nuclear y para expedir las leyes del trabajo reglamentarias del 

artículo 123. 

(…) 
111 Artículo 123 de la Constitución Federal. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de 

empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley. 
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ello expidió la Ley Federal del Trabajo, la cual es de observancia general en toda la República Mexicana y rige todas las 

relaciones de trabajo comprendidas en el artículo 123, apartado A de la Constitución Federal. Sostiene que la 

Constitución Federal únicamente faculta a las entidades federativas a aplicar la Ley de Trabajo, más no a establecer una 

regulación en los términos que la realiza.  

 

133.Bajo argumentos esencialmente iguales, esta impugnación ya fue estudiada por el Tribunal Pleno al resolver la acción 

de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, en sesión de seis de septiembre de dos 

mil dieciocho. En dicho asunto consideramos infundados los planteamientos de los promoventes y reconocimos la 

validez del artículo 10, apartado B, de la Constitución capitalina, toda vez que no invadían las facultades del Congreso 

Federal112. 

 

134.Consideramos que el precedente y sus consideraciones resultan exactamente aplicables al presente caso y, toda vez que 

no existe algún elemento adicional que pudiera modificar tal conclusión, estimamos infundado el argumento del 

Ejecutivo Federal en este rubro y, por lo tanto, se reconoce la validez del artículo 10, apartado B, de la Constitución de 

la Ciudad de México. 

VIII. EFECTOS DE LA SENTENCIA 
 

135.En términos de los artículos 41, fracción IV113, y 45, párrafo primero114, en relación con el 73115 de la Ley 

Reglamentaria, es necesario fijar, entre otros aspectos, los alcances de esta sentencia, así como el momento a partir del 

cual surtirá efectos, lo que se hace en los siguientes términos: 

 

1. Declaraciones de invalidez  
 

136.En el apartado VII de este fallo se declaró la invalidez del artículo 35, apartado C, inciso a), en las porciones normativas 

“, convencionalidad” y “en los términos que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ”, e 

inciso b), en la porción normativa “y por los tratados internacionales”, de la Constitución de la Ciudad de México. 

 

2. Efectos generales y momento en que surtirán efectos las declaraciones de invalidez 

 

137.Conforme al penúltimo párrafo de la fracción I del artículo 105 de la Constitución Federal116, los efectos de las 

sentencias dictadas en controversias constitucionales tratándose de normas, consistirán en declarar su invalidez con 

efectos generales, cuando hayan sido emitidas por las entidades federativas e impugnadas por la Federación, siempre que 

tal decisión sea aprobada por una mayoría de por lo menos ocho votos de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación.  

 

                                                                                                                                                                                                       
El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán: 

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos y de una manera general, todo contrato de trabajo: (…) 
112 Acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, páginas 198 a 212, fallada por una mayoría de ocho votos de los 
Ministros (por lo que hace al artículo 10, apartado B, numerales del 1 al 3, 5, incisos b), c), e), f) y g), 9, y del 11 al 13, del a Constitución Política de la 

Ciudad de México) y mayoría de siete votos de los Ministros (por lo que hace al artículo 10, apartado B, numerales 4, 5, incisos a) y d), 6, 7, 8, 10 y 14, de 

la Constitución Política de la Ciudad de México) en relación con este punto. 
113 Artículo 41 de la Ley Reglamentaria. Las sentencias deberán contener: (…) 

IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos respecto de los 

cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una 
norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada; 

(…) 
114 Artículo 45 de la Ley Reglamentaria. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 

(…) 
115 Artículo 73 de la Ley Reglamentaria. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley. 
116 Artículo 105 de la Constitución Federal. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los 

asuntos siguientes:  

I. (…) 
Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales de las entidades federativas, de los Municipios o de las demarcaciones territoriales de la 

Ciudad de México impugnadas por la Federación; de los Municipios o de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México impugnadas por las 

entidades federativas, o en los casos a que se refieren los incisos c) y h) anteriores, y la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación las declare 
inválidas, dicha resolución tendrá efectos generales cuando hubiere sido aprobada por una mayoría de por lo menos ocho votos. 

(…). 
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138.Por consiguiente, las declaraciones de invalidez a que se refiere este fallo surtirán sus efectos a partir de la notificación 

de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso de la Ciudad de México, en términos del artículo 45, párrafo 

primero, de la Ley Reglamentaria117. 

IX DECISIÓN 

 

139.En términos de lo expuesto, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. Es parcialmente procedente y parcialmente fundada la presente controversia constitucional. 

 

SEGUNDO. Se sobresee en la presente controversia constitucional respecto de los artículos 11, apartado L, párrafo 

segundo; 18, apartado A, numeral 3, en sus porciones normativas “arqueológicos” e “y paleontológicos”; 44, apartado A, 

numeral 3, en su porción normativa "La ley determinará los casos en que los particulares podrán ejercer la acción penal 

ante la autoridad judicial", y 45, apartado B, de la Constitución Política de la Ciudad de México, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el cinco de febrero de dos mil diecisiete.  

 

TERCERO. Se reconoce la validez de los artículos 8, apartado B, numeral 7, en su porción normativa “La Ciudad de 

México y sus demarcaciones territoriales velarán por que los materiales y métodos educativos, la organización escolar y la 

infraestructura física sean adaptables a las condiciones y contextos específicos de las y los alumnos asegurando su 

desarrollo progresivo e integral, conforme a las capacidades y habilidades personales.”; 9, apartados D, numeral 7, y F, 

numeral 3, en sus porciones normativas “irrenunciable” y “La gestión del agua será pública y sin fines de lucro”; 10, 

apartado B; 11, apartado I; 18, apartado A, numeral 3 –con la salvedad precisada en el punto resolutivo segundo de esta 

ejecutoria–; 35, apartado C –con las salvedades precisadas en el punto resolutivo cuarto de esta ejecutoria–; 36, apartados B, 

numeral 3, incisos del a) al g), y C, numeral 2, inciso c); 41, numeral 1, en sus porciones normativas “La seguridad 

ciudadana es responsabilidad” y “del Gobierno de la Ciudad de México”; 42, apartado C, numeral 3, y transitorio quinto 

de la Constitución Política de la Ciudad de México, publicada en el Diario Oficial de la Federación el cinco de febrero de 

dos mil diecisiete. 

 

CUARTO. Se declara la invalidez de los artículos 35, apartado C, incisos a), en sus porciones normativas 

“convencionalidad” y “en los términos que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,”, y b), en 

su porción normativa “y por los tratados internacionales”, y 41, numeral 1, en su porción normativa “exclusiva”, de la 

Constitución Política de la Ciudad de México, publicada en el Diario Oficial de la Federación el cinco de febrero de dos mil 

diecisiete, en términos del apartado VII, partes 2 y 3; la cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos 

resolutivos de esta sentencia al Congreso de la Ciudad de México, de conformidad con el apartado VIII de esta resolución. 

 

QUINTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, 

así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.  

 

Notifíquese haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto 

concluido. 

 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

 

En relación con el punto resolutivo primero: 

 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 

Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek y Presidente 

Zaldívar Lelo de Larrea, respecto de los apartados I, II, III, IV y VI relativos, respectivamente, a los antecedentes, a la 

competencia, a la oportunidad, a la legitimación y a la fijación de la litis. 

 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

                                                           
117 Artículo 45 de la Ley Reglamentaria. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación.  
La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y 

disposiciones legales aplicables de esta materia. 
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Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 

Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek y Presidente 

Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado V, relativo a las causas de improcedencia, en cuanto a sobreseer respecto de 

los artículos 11, apartado L, párrafo segundo, 18, apartado A, numeral 3, en sus porciones normativas “arqueológicos” e “y 

paleontológicos”, 44, apartado A, numeral 3, en su porción normativa “La ley determinará los casos en que los particulares 

podrán ejercer la acción penal ante la autoridad judicial”, y 45, apartado B, de la Constitución Política de la Ciudad de 

México, publicada en el Diario Oficial de la Federación el cinco de febrero de dos mil diecisiete. 

 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 

Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández mediante una interpretación conforme y con 

consideraciones adicionales, Medina Mora I., Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado 

VII, relativo al estudio de fondo, en su parte 4, denominada “Sistema Educativo”, consistente en reconocer la validez del 

artículo 8, apartado B, numeral 7, en su poción normativa “La Ciudad de México y sus demarcaciones territoriales velarán 

por que los materiales y métodos educativos, la organización escolar y la infraestructura física sean adaptables a las 

condiciones y contextos específicos de las y los alumnos asegurando su desarrollo progresivo e integral, conforme a las 

capacidades y habilidades personales”, de la Constitución Política de la Ciudad de México, publicada en el Diario Oficial de 

la Federación el cinco de febrero de dos mil diecisiete. Los señores Ministros Aguilar Morales y Piña Hernández anunciaron 

sendos votos concurrentes. 

 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena salvo por la porción normativa 

“médico y terapéutico”, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa con salvedades, Franco González Salas, Aguilar 

Morales, Piña Hernández mediante una interpretación conforme, Medina Mora I., Laynez Potisek y Presidente Zaldívar 

Lelo de Larrea, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, en su parte 5, denominada “Uso medicinal de la 

cannabis”, consistente en reconocer la validez de los artículos 9, apartado D, numeral 7, y transitorio quinto de la 

Constitución Política de la Ciudad de México, publicada en el Diario Oficial de la Federación el cinco de febrero de dos mil 

diecisiete. Los señores Ministros Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández y Medina Mora I. anunciaron 

sendos votos concurrentes. 

 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 

Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández con reservas, Medina Mora I., Laynez Potisek y 

Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, en su 

parte 1, denominada “Derecho al agua”, consistente en reconocer la validez del artículo 9, apartado F, numeral 3, en sus 

porciones normativas “irrenunciable” y “La gestión del agua será pública y sin fines de lucro”, de la Constitución Política 

de la Ciudad de México, publicada en el Diario Oficial de la Federación el cinco de febrero de dos mil diecisiete. El señor 

Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunció voto concurrente. 

 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 

Esquivel Mossa, Franco González Salas con reservas, Aguilar Morales, Piña Hernández, Laynez Potisek y Presidente 

Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, en su parte 9, denominada “Derechos 

laborales”, consistente en reconocer la validez del artículo 10, apartado B, de la Constitución Política de la Ciudad de 

México, publicada en el Diario Oficial de la Federación el cinco de febrero de dos mil diecisiete. Los señores Ministros 

Medina Mora I. y Pérez Dayán votaron en contra. El señor Ministro Gutiérrez Ortiz Mena anunció voto concurrente. 

 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 

Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek y Presidente 

Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, en su parte 6, denominada “Derechos de 

migrantes”, consistente en reconocer la validez del artículo 11, apartado I, de la Constitución Política de la Ciudad de 

México, publicada en el Diario Oficial de la Federación el cinco de febrero de dos mil diecisiete. El señor Ministro Medina 

Mora I. anunció voto concurrente. 
 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel 

Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales con la invalidez adicional de la porción normativa “históricos”, Piña Hernández, 

Medina Mora I. con la invalidez adicional de la porción normativa “históricos”, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de 
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Larrea, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, en su parte 7, denominada “Patrimonio de la Ciudad”, consistente 

en reconocer la validez del artículo 18, apartado A, numeral 3, párrafo primero, salvo sus porciones normativas “arqueológicos” e 

“y paleontológicos”, de la Constitución Política de la Ciudad de México, publicada en el Diario Oficial de la Federación el cinco 

de febrero de dos mil diecisiete. 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel 

Mossa, Franco González Salas con reservas, Aguilar Morales, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y 

Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, en su parte 2, denominada 

“Impugnaciones relacionadas con el control constitucional en la Ciudad de México”, en su cuestión primera, intitulada “¿Puede la 

Ciudad de México regular la manera en que su Tribunal Superior de Justicia habrá de ejercer el control de constitucionalidad 

local?”, consistente en reconocer la validez del artículo 35, apartado C, incisos a), salvo sus porciones normativas 

“convencionalidad” y “en los términos que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, y b), salvo su 

porción normativa “y por los tratados internacionales”, de la Constitución Política de la Ciudad de México, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el cinco de febrero de dos mil diecisiete. 

 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena apartándose de las consideraciones, 

González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa con salvedades, Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández, Medina 

Mora I., Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, en su parte 2, 

denominada “Impugnaciones relacionadas con el control constitucional en la Ciudad de México”, en su cuestión tercera, intitulada 

“¿Es válido que la Ciudad de México regule la acción de protección efectiva de derechos?”, consistente en reconocer la validez del 

artículo 36, apartado B, numeral 3, incisos del a) al g), de la Constitución Política de la Ciudad de México, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el cinco de febrero de dos mil diecisiete. 

 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena apartándose de las consideraciones, González 

Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa con salvedades, Franco González Salas, Aguilar Morales, Medina Mora I., Laynez Potisek y 

Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, en su parte 2, denominada 

“Impugnaciones relacionadas con el control constitucional en la Ciudad de México”, en su cuestión segunda, intitulada “¿Puede la 

Ciudad de México prever una controversia constitucional de carácter local para resolver judicialmente los conflictos de 

competencia entre las Alcaldías y los poderes públicos locales?”, consistente en reconocer la validez del artículo 36, apartado C, 

numeral 2, inciso c), de la Constitución Política de la Ciudad de México, publicada en el Diario Oficial de la Federación el cinco 

de febrero de dos mil diecisiete. La señora Ministra Piña Hernández votó en contra. 

 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel 

Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de 

Larrea, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, en su parte 3, denominada “Seguridad ciudadana”, consistente en 

reconocer la validez del artículo 41, numeral 1, en sus porciones normativas “La seguridad ciudadana es responsabilidad” y “del 

Gobierno de la Ciudad de México”, de la Constitución Política de la Ciudad de México, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el cinco de febrero de dos mil diecisiete. El señor Ministro Aguilar Morales anunció voto concurrente. 

 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel 

Mossa, Franco González Salas con reservas, Aguilar Morales apartándose de algunas consideraciones, Piña Hernández 

apartándose de algunas consideraciones y por razones adicionales, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de 

Larrea, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, en su parte 8, denominada “Justicia cívica”, consistente en 

reconocer la validez del artículo 42, apartado C, numeral 3, de la Constitución Política de la Ciudad de México, publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el cinco de febrero de dos mil diecisiete. El señor Ministro Medina Mora I. votó en contra. El señor 

Ministro Aguilar Morales reservó su derecho de formular voto concurrente. 

 

En relación con el punto resolutivo cuarto: 

 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de los señores Ministros González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González 

Salas con reservas, Aguilar Morales, Piña Hernández, Medina Mora I., Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto 

del apartado VII, relativo al estudio de fondo, en su parte 2, denominada “Impugnaciones relacionadas con el control 

constitucional en la Ciudad de México”, en su cuestión primera, intitulada “¿Puede la Ciudad de México regular la manera en que 

su Tribunal Superior de Justicia habrá de ejercer el control de constitucionalidad local?”, consistente en declarar la invalidez del 

artículo 35, apartado C, incisos a), en sus porciones normativas “convencionalidad” y “en los términos que establece la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, y b), en su porción normativa “y por los tratados internacionales”, de la 

Constitución Política de la Ciudad de México, publicada en el Diario Oficial de la Federación el cinco de febrero de dos mil 

diecisiete. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena y Laynez Potisek votaron en contra. 
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Se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel 

Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de 

Larrea, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, en su parte 3, denominada “Seguridad ciudadana”, consistente en 

declarar la invalidez del artículo 41, numeral 1, en su porción normativa “exclusiva”, de la Constitución Política de la Ciudad de 

México, publicada en el Diario Oficial de la Federación el cinco de febrero de dos mil diecisiete. El señor Ministro Aguilar 

Morales anunció voto concurrente. 

 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel 

Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente 

Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VIII, relativo a los efectos de la sentencia, consistente en determinar que las 

declaraciones de invalidez decretadas en este fallo surtirán sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta 

sentencia al Congreso de la Ciudad de México. 

 

En relación con el punto resolutivo quinto: 

 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel 

Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente 

Zaldívar Lelo de Larrea. 

 

Los señores Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alberto Pérez Dayán no asistieron a la sesión de nueve de septiembre de 

dos mil diecinueve, el primero previo aviso al Tribunal Pleno y el segundo previo aviso.  

 

El señor Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo no asistió a la sesión de diez de septiembre de dos mil diecinueve previo aviso al 

Tribunal Pleno. 

 

El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados. 

Firman los señores Ministros Presidente y el Ponente con el Secretario General de Acuerdos que da fe. 

 

PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

 

 

(Firma) 

 

________________________________________ 

MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA 

 

 

PONENTE 

 

 

(Firma) 

 

________________________________________ 

MINISTRO JAVIER LAYNEZ POTISEK 

 

 

 

 

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS 

 

 

(Firma) 

 

_________________________________________ 

LIC. RAFAEL COELLO CETINA 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL SEÑOR MINISTRO LUIS MARÍA AGUILAR MORALES, EN 

RELACIÓN CON LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 83/2017. 

 

En sesión celebrada el diez de septiembre de dos mil diecinueve, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 

al resolver la controversia constitucional citada al rubro, analizó diversos artículos de la Constitución de la Ciudad de México que 

regulan, entre otros temas, el derecho al agua, el sistema de control constitucional en la Ciudad de México, la seguridad ciudadana, 

el sistema educativo local, el uso médico de la cannabis, los derechos de migrantes, el patrimonio de la Ciudad, la justicia cívica y 

derechos laborales. 

 

De esta manera, si bien estoy de acuerdo con la decisión adoptada por el Pleno de este Alto Tribunal, me permito exponer en este 

voto concurrente las razones por las cuales coincido con la sentencia.  Para ello, divido este voto en los siguientes tres apartados: 

 

I.Seguridad ciudadana. 

 

En este tema, el Pleno declaró la invalidez del artículo 41, numeral 1, de la Constitución de la Ciudad de México, únicamente en 

su porción normativa “exclusiva”. La norma impugnada refiere lo siguiente: 

 

“Artículo 41 

Disposiciones generales 

1. La seguridad ciudadana es responsabilidad exclusiva del Gobierno de la Ciudad de México, en colaboración 

con las alcaldías y sus habitantes, para la prevención, investigación, sanción de infracciones administrativas y 

persecución de los delitos, la impartición de justicia, la reinserción social, el acceso a una vida libre de violencia 

y la protección de las personas frente a riesgos y amenazas que atenten contra sus derechos y libertades. 

2. En la planeación, ejecución, control, vigilancia y disciplina de la seguridad y en la procuración e impartición 

de justicia en la Ciudad, regirán los derechos y principios contenidos en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte y su jurisprudencia, esta 

Constitución y las leyes de la materia”. 

 

[La porción subrayada es la impugnada] 

 

Al respecto, el Pleno sostuvo que conforme a lo previsto en los artículos 21 y 73, fracción XXIII, de la Constitución General, la 

seguridad pública es una función a cargo de todos los órdenes de gobierno —Federación, entidades federativas y, por supuesto, de 

la Ciudad de México—, pero matizada, de manera que se trata más bien de una concurrencia de coordinación entre órganos y no 

de distribución de competencias. 

 

Lo anterior, porque es en la propia Constitución Federal donde se otorga a todos los órdenes de gobierno áreas específicas sobre 

las cuáles tienen la facultad de actuar en materia de seguridad pública, siempre en consonancia con las bases de coordinación 

dictadas en una ley general. 

 

En este sentido, se sostuvo que cada uno de los tres niveles de gobierno tiene competencias asignadas constitucionalmente y, por 

tanto, ninguno de ellos podría válidamente reclamar para sí la exclusividad de las funciones de seguridad pública, ya que excluiría 

la participación de los otros dos niveles. 

 

Por tanto, el Tribunal Pleno concluyó que el Constituyente de la Ciudad de México, al prever que la seguridad ciudadana es 

responsabilidad “exclusiva” del Gobierno de la Ciudad, alteró el régimen competencial previsto en la Constitución Federal, en 

detrimento de las labores asignadas al resto de órdenes de gobierno. 

 

Ahora bien, comparto la determinación de este Alto Tribunal consistente en declarar la invalidez únicamente de la porción 

normativa “exclusiva” del artículo 41, numeral 1, de la Constitución General, pues como se sostuvo por este Tribunal Pleno, la 

norma regula un ámbito que no le corresponde y asume como propias y exclusivas, una serie de competencias que 

constitucionalmente competen a otros órdenes de gobierno. 

 

Asimismo, al declararse la inconstitucionalidad de la porción normativa “exclusiva”, esta Suprema Corte reconoció la validez del 

resto de la norma que básicamente señala que la seguridad ciudadana es responsabilidad del Gobierno de la Ciudad de México.  De 

esta manera, coincido en que el resto de la norma no tiene vicio de constitucionalidad, pues al invalidarse la porción “exclusiva”, 

ya no existe una invasión competencial, toda vez que la seguridad pública es una función a cargo de todos los órdenes de gobierno. 

 



1° de marzo de 2021 GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 97 

 

Considero importante señalar que el término “seguridad ciudadana” empleado por el Constituyente de la Ciudad de México puede 

equipararse a la seguridad pública. En este sentido, como lo ha interpretado la Comisión Interamericana de Derechos Humanos118, 

el concepto de seguridad ciudadana es el término más adecuado para identificar a la seguridad pública. 

 

La seguridad pública o ciudadana ha sido identificada como “aquella función del Estado que tiene como fines salvaguardar la 

integridad y los derechos de las personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz públicas”119. 

 

Así, la seguridad pública se encuentra acotada al tema referente al mantenimiento de la paz y orden públicos y, en consecuencia, 

está íntimamente asociada con la facultad punitiva del estado, esto es, con la persecución y sanción de los delitos cometidos dentro 

de la jurisdicción de un Estado. 

 

En efecto, de acuerdo con lo previsto en los artículos 21120 y 73, fracción XXIII121, de la Constitución General —reformados el 26 

de marzo de 2019—, la seguridad pública es una materia concurrente que se encuentra a cargo de los tres niveles de gobierno que 

comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así como la sanción de las 

infracciones administrativas, y será el Congreso de la Unión quien fije las bases de la coordinación que debe existir entre la 

Federación, las entidades federativas y los municipios. 

 

Siguiendo esta línea argumentativa —y partiendo de que ya se declaró la invalidez de la porción “exclusiva”— el resto de la 

norma puede leerse armónicamente en el sentido de que, cuando la Constitución local establece que “la seguridad ciudadana es 

responsabilidad del Gobierno de la Ciudad”, se refiere únicamente a que las obligaciones que corresponden a la Ciudad de 

México en materia de seguridad pública recaen únicamente en el gobierno central de la Ciudad, enfatizando que es una 

responsabilidad del Estado y no de las personas, de manera que del resto de la norma no se advierte una vulneración competencial 

en detrimento de la Federación en materia de seguridad pública. 

 

Lo anterior se robustece, además, a partir del procedimiento legislativo, pues conforme a la versión taquigráfica de las sesiones de 

la Comisión de Poder Judicial, Procuración de Justicia, Seguridad Ciudadana y Organismos Constitucionales Autónomos, de 

veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis, se advierte que el Constituyente de la Ciudad de México no pretendió delinear las 

atribuciones de la Federación en materia de seguridad pública. 

 

Por el contrario, la porción normativa que refiere que la seguridad ciudadana es responsabilidad del Gobierno de la Ciudad, no es 

más que una reacción de esa comisión parlamentaria para dar certeza a las autoridades y habitantes de la Ciudad de México, de 

que debe ser en el Gobierno Central —y no en sus habitantes— en quien recae la seguridad de las personas. 

 

En efecto, como se puede apreciar en la referida sesión parlamentaria, la propuesta original de redacción de este artículo implicaba 

que la seguridad pública en la Ciudad de México era una tarea encomendada al Gobierno de la Ciudad en colaboración con sus 

habitantes. Sin embargo, a propuesta del Diputado Javier Quijano y Baz122, se modificó la redacción de este artículo, pues la 

                                                           
118 Así lo sostuvo la Comisión en su Informe sobre seguridad ciudadana y derechos humanos (10 de mayo de 2010), refiriendo al respecto, que el concepto 

de seguridad ciudadana es el más adecuado para abordar los problemas de criminalidad y violencia desde una perspectiva de derechos humanos, en lugar 

de los conceptos de “seguridad pública”, “seguridad humana”, “seguridad interior”. 
119 García Ramos, José María, “Seguridad Ciudadana y La Seguridad Nacional en México: Hacia un Marco Conceptual”, Revista Mexicana de ciencias 

políticas y sociales, México, 2005, vol. XLVII, núm. 194, mayo-agosto, pp. 33 a 52. 
120 “Artículo 21.- La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y a las policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquél 
en el ejercicio de esta función. 

La seguridad pública es una función del Estado a cargo de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, cuyos fines son salvaguardar la vida, 

las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz social, de 
conformidad con lo previsto en esta Constitución y las leyes en la materia. La seguridad pública comprende la prevención, investigación y persecución de 

los delitos, así como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que esta Constitución señala. 

La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a 
los derechos humanos reconocidos en esta Constitución. 

Las instituciones de seguridad pública, incluyendo la Guardia Nacional, serán de carácter civil, disciplinado y profesional. El Ministerio Público y las 

instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno deberán coordinarse entre sí para cumplir los fines de la seguridad pública y conformarán el Sistema 
Nacional de Seguridad Pública, que estará sujeto a las siguientes bases mínimas: (…)”. 
121 “Artículo 73.- El Congreso tiene facultad: 

(…) XXIII.- Para expedir leyes que, con respeto a los derechos humanos, establezcan las bases de coordinación entre la Federación, las entidades 
federativas y los Municipios; organicen la Guardia Nacional y las demás instituciones de seguridad pública en materia federal, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 21 de esta Constitución; así como la Ley Nacional sobre el Uso de la Fuerza, y la Ley Nacional del Registro de Detenciones; 

(…)”.  
122 “EL C. DIPUTADO JAVIER QUIJANO Y BAZ.- Muchas gracias. Buenos días, señores. Creo que debe usarse la palabra responsabilidades en singular, 

la seguridad y la justicia son responsabilidad del Gobierno de la Ciudad de México y esto de decir en colaboración con sus habitantes, me parece que no va. 

Es responsabilidad de la Ciudad de México, del gobierno de la Ciudad de México, no en colaboración, el gobierno podría decir como no he contado con la 
colaboración pues no he podido asumir mi obligación de seguridad y de justicia. Entonces yo suprimiría esto de en colaboración con sus habitantes de la 

Ciudad de México para la prevención, la investigación, la persecución de las infracciones administrativas y delitos, y la impartición de justicia, la 
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referencia a que se trata de una responsabilidad del Estado en colaboración con los habitantes, podía implicar que el Gobierno 

eludiera su obligación so pretexto de no haber contado con la colaboración de los habitantes. 

 

En este sentido, se acordó —en Comisión— modificar la redacción para quedar como finalmente se promulgó, en el entendido de 

que la seguridad de los habitantes es responsabilidad del Gobierno de la Ciudad de México123. 

 

Por tanto, con base en lo anterior y toda vez que se declaró la invalidez de la porción “exclusiva”, coincido en que el resto de la 

norma impugnada no vulnera las competencias de la Federación en materia de seguridad pública. 

 

II.Uso medicinal de la cannabis. 

 

Con relación a este tema, el Pleno de este Alto Tribunal reconoció la validez de los artículos 9, apartado D, numeral 7, y quinto 

transitorio, de la Constitución de la Ciudad de México, que refieren lo siguiente: 

 

“Artículo 9 

 

Ciudad solidaria 

(…) 

D. Derecho a la salud 

(…) 

7. A toda persona se le permitirá el uso médico y terapéutico de la cannabis sativa, índica, americana o 

marihuana y sus derivados, de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la 

legislación aplicable.” 

QUINTO.- Las disposiciones sobre el uso médico y terapéutico de la cannabis sativa, índica y americana o 

marihuana y sus derivados, previstas en el artículo 9, apartado D, párrafo 7 de esta Constitución, entrarán en 

vigor cuando la ley general en la materia lo disponga.” 

 

En este caso, el Pleno determinó que las normas impugnadas son constitucionales porque —reiterando lo resuelto en la acción de 

inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017124,—, no modifican ni alteran los contenidos previstos 

en la legislación federal, toda vez que al establecer que “a toda persona se le permitirá el uso médico y terapéutico de la cannabis 

y sus derivados”, el Constituyente local no vulneró las competencias exclusivas de la Federación, porque estas normas no tienen 

una función prescriptiva ni establecen los términos en que se ejercerá ese derecho. 

 

Al respecto, como lo señalé cuando resolvimos el precedente referido, coincido con la decisión mayoritaria en el sentido de 

reconocer la validez de los artículos 9, apartado D, numeral 7, y quinto transitorio, pues desde mi perspectiva estos preceptos no 

establecen ni regulan un derecho humano, esto es, no tienen un contenido normativo, sino únicamente una remisión a la 

Constitución y a la legislación aplicable —que en el caso es la Ley General de Salud—, lo cual no afecta el contenido esencial de 

algún derecho humano ni invade las competencias de la Federación. 

 

Los cuestionados artículos 9, apartado D, numeral 7, y quinto transitorio, deben leerse en forma conjunta y como un sistema, de tal 

manera que el Constituyente local sólo informa a los habitantes de esta Ciudad que el Congreso de la Unión, bajo su competencia 

exclusiva, es quien puede reconocer y, sentar las bases y requisitos operativos para el uso médico y terapéutico de la cannabis y 

sus derivados. 

 

En este sentido, los artículos impugnados pudieran no ser pertinentes o su redacción desafortunada, pues no es habitual que el 

legislador haga depender un derecho humano de lo que se determine en otra legislación. Sin embargo, ello no genera per se su 

inconstitucionalidad. 

 

                                                                                                                                                                                                       
reinserción social y el acceso, bueno si se quiere dejar esta frase que a mí no me gusta para nada, pero se podría, pero dejarla en español, no en un 
anglicismo horrendo de vida libre de violencia, una vida sin violencia”. 
123 “EL C. DIPUTADO JUAN AYALA RIVERO.- En relación a lo que he escuchado, yo propondría esta redacción: La seguridad y la justicia de los 

habitantes es responsabilidad del Gobierno de la Ciudad de México para la prevención, la investigación, la persecución de las infracciones administrativas y 
los delitos y la procuración e impartición de justicia, la reinserción social y una vida libre de violencia”. 
124 Acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/201, 18/2017 y 19/2017, este apartado fue resuelto en sesión de 23 de agosto de 2018, por 

mayoría de 8 votos de las Ministras Luna Ramos y Piña Hernández y de los Ministros Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina 
Mora Icaza, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Aguilar Morales. Votaron por la invalidez los Ministros Cossío Díaz, Franco González Salas y Gutiérrez Ortiz 

Mena. 
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Normalmente, la Constitución Federal remite o delega en el legislador ordinario el desarrollo normativo de un derecho humano o 

de un principio jurídico, pero la formulación contraria, como en el caso, en el que son las normas locales las que remiten a la 

propia Constitución, me parece que no produce la inconstitucionalidad de los preceptos impugnados. 

 

La fuerza normativa de la Constitución Federal —y en este caso también de la Ley General de Salud por mandato expreso del 

artículo 73, fracción XVI, constitucional— tiene efectos sobre todo el ordenamiento legal, de manera que no es necesario que la 

Constitución de la Ciudad de México contemple o regule un derecho humano, pues lo relevante es que al estar reconocido en la 

Constitución Federal o en los tratados internacionales, cuenta con efectos vinculantes para todas las autoridades. 

 

En efecto, conforme a lo previsto en el artículo 13, apartado A, fracción II, en relación con el artículo 3, fracción XXI, ambos de la 

Ley General de Salud125, la prevención del consumo de la cannabis forma parte del ámbito de la salubridad general que, de 

acuerdo con el contenido de los artículos 4, párrafo cuarto126 y 73, fracción XVI, de la Constitución Federal127, es una facultad 

exclusiva de la Federación. 

 

Esta facultad ha sido ejercida por el Legislador Federal, quien desde el diecinueve de junio de dos mil diecisiete —cinco meses 

después de haberse promulgado la Constitución local—, reconoce en el artículo 235 Bis128 la posibilidad del uso medicinal de los 

derivados farmacológicos de la cannabis, para lo cual prevé que sea la Secretaría de Salud quien diseñe y ejecute las políticas 

públicas que den cumplimiento a esta facultad. 

 

Finalmente, considero necesario señalar que la decisión de este Alto Tribunal y este voto concurrente no se encuentran vinculados 

con el análisis de la regulación de la Ley General de Salud sobre los distintos usos de la cannabis, pues esta controversia se centra, 

específicamente, en delimitar si los preceptos impugnados vulneran las competencias de la Federación en materia de salubridad 

general, vinculadas con el uso medicinal de la cannabis. 

 

Por las razones anteriores, estoy de acuerdo en reconocer la validez de los artículos 9, apartado D, numeral 7, y quinto transitorio, 

de la Constitución de la Ciudad de México. 

 

III.Justicia cívica. 

 

Finalmente, en esta sentencia, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoció la validez del artículo 42, apartado 

C, numeral 3, de la Constitución local, que prevé lo siguiente: 

 

“Artículo 42 

Seguridad Ciudadana 

(…) 

                                                           
125 “Artículo 13.- La competencia entre la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general quedará distribuida conforme a lo 
siguiente: 

A. Corresponde al Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Salud: 

(…) II.- En las materias enumeradas en las fracciones I, III, XV Bis, XXI, XXII, XXIII, XXIV, XXV, XXVI y XXVII del artículo 3o. de esta Ley, 
organizar y operar los servicios respectivos y vigilar su funcionamiento por sí o en coordinación con dependencias y entidades del sector salud; 

(…)”. 

“Artículo 3.- En los términos de esta Ley, es materia de salubridad general: 
(…) XXI.- La prevención del consumo de estupefacientes y psicotrópicos y el programa contra la farmacodependencia; 

(…)”. 
126 “Artículo 4°.- El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y el desarrollo de la familia. 
(…) Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la 

concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de 

esta Constitución.” 
127 “Artículo 73.- El Congreso tiene facultad: 

(…) XVI.- Para dictar leyes sobre nacionalidad, condición jurídica de los extranjeros, ciudadanía, naturalización, colonización, emigración e inmigración y 

salubridad general de la República. 
1a.- El Consejo de Salubridad General dependerá directamente del Presidente de la República, sin intervención de ninguna Secretaría de Estado, y sus 

disposiciones generales serán obligatorias en el país. 

2a.- En caso de epidemias de carácter grave o peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país, la Secretaría de Salud tendrá obligación de dictar 
inmediatamente las medidas preventivas indispensables, a reserva de ser después sancionadas por el Presidente de la República. 

3a.- La autoridad sanitaria será ejecutiva y sus disposiciones serán obedecidas por las autoridades administrativas del País. 

4a.- Las medidas que el Consejo haya puesto en vigor en la Campaña contra el alcoholismo y la venta de sustancias que envenenan al individuo o degeneran 
la especie humana, así como las adoptadas para prevenir y combatir la contaminación ambiental, serán después revisadas por el Congreso de la Unión en los 

casos que le competan. (…)”.  
128 “Artículo 235 Bis.- La Secretaría de Salud deberá diseñar y ejecutar políticas públicas que regulen el uso medicinal de los derivados farmacológicos de 
la cannabis sativa, índica y americana o marihuana, entre los que se encuentra el tetrahidrocannabinol, sus isómeros y variantes estereoquímicas, así como 

normar la investigación y producción nacional de los mismos.” 
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C. Coordinación local y nacional en materia de seguridad ciudadana 

(…) 

3. Las alcaldías establecerán mecanismos de seguridad ciudadana y justicia cívica acordes a sus necesidades, 

mismos que deberán coordinarse con el mecanismo de seguimiento en la ejecución de las actividades en la 

materia, así como opinar y otorgar el aval ante la dependencia o institución encargada de la seguridad ciudadana 

ante el Gobierno de la Ciudad respecto de la designación, desempeño y remoción de los mandos policiacos en su 

ámbito territorial. 

(…)”. 

 

En este caso, el Tribunal Pleno declaró infundados los conceptos de invalidez planteados por la parte promovente en los que 

señaló que la norma impugnada transgredía las competencias exclusivas de la Federación para legislar en materia de justicia cívica 

e itinerante. 

 

En la sentencia se reiteró lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 

19/2017129, en la que se reconoció la validez de la norma, por considerar que al momento en que se promulgó la Constitución de la 

Ciudad de México aún no se establecía una facultad en favor de la Federación para legislar sobre justicia cívica. 

 

Lo anterior, pues como se resolvió en el precedente citado, la competencia de la Federación para legislar en materia de justicia 

cívica —contemplada en el artículo 73, fracción XXIX-Z, de la Constitución Federal130— fue establecida en un Decreto publicado 

al mismo tiempo que la norma cuestionada, por lo que aún no le era aplicable al Constituyente de la Ciudad de México. 

 

A mayor abundamiento, el Pleno determinó en aquella ocasión que aun contrastando la norma impugnada con el texto vigente de 

la Constitución, no existe violación a las esferas de competencia, pues de la exposición de motivos de la reforma de la 

Constitución General se advierte que la Ley General en materia de justicia cívica únicamente será un referente normativo y no 

distribuirá competencias. 

 

En este sentido, al igual que lo manifesté cuando resolvimos la acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 

18/2017 y 19/2017, estoy de acuerdo en que el artículo 42, apartado C, numeral 3, de la Constitución de la Ciudad de México, no 

invade la esfera de competencias de la Federación, al prever que las alcaldías establecerán mecanismos de justicia cívica acordes a 

sus necesidades. 

 

Sin embargo, me aparto de las consideraciones por las que se afirmó en el precedente —ahora reiterado por el Pleno— que la 

reforma constitucional en materia de justicia cívica aún no entraba en vigor y, que por tanto, la facultad legislativa de la Ciudad de 

México se mantenía como una competencia residual para legislar en esa materia. 

 

Si bien es cierto que al momento en que fue promulgada la Constitución local, aún no entraba en vigor la reforma constitucional 

en materia de justicia cívica e itinerante, ello no puede ser un impedimento para que se analizara su validez a la luz del marco 

constitucional vigente. 

 

Me parece que en este caso se debía reiterar la razón esencial de la tesis jurisprudencial P./J. 12/2002131, en la que el Pleno ha 

sostenido que en los juicios abstractos de constitucionalidad, el estudio de los conceptos de invalidez debe hacerse a la luz de las 

disposiciones de la Constitución General vigentes al momento de resolver. 

 

No obstante, coincido en que la Asamblea Constituyente actuó dentro de sus competencias legislativas para emitir la norma 

impugnada, pues es un hecho notorio que hasta el momento en que se resolvió esta controversia constitucional, no se había 

expedido la Ley General a la que alude el artículo segundo transitorio del Decreto de reforma constitucional en materia de justicia 

cívica, por lo que el Congreso de la Unión aún no asumía su competencia y no había emitido los principios y bases tendentes a 

regular este sistema de justicia. 

 

                                                           
129 Acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/201, 18/2017 y 19/2017, este apartado fue resuelto en sesión de 23 de agosto de 2018, por 

mayoría de 10 votos de las Ministras Luna Ramos y Piña Hernández y de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Franco González Salas, 
Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Aguilar Morales, en el sentido de reconocer la validez de la norma impugnada. 

Por la invalidez votó el Ministro Medina Mora Icaza. 
130 “Artículo 73.- El Congreso tiene facultad: 
(…) XXIX-Z. Para expedir la ley general que establezca los principios y bases a los que deberán sujetarse los órdenes de gobierno, en el ámbito de su 

respectiva competencia, en materia de justicia cívica e itinerante, y”. 
131 “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. EL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE INVALIDEZ QUE SE HAGAN VALER DEBE 

EFECTUARSE A LA LUZ DE LAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL VIGENTES AL MOMENTO DE RESOLVER”. 

Registro 187883. [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XV, Febrero de 2002; pp. 418.  
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Por estos motivos, coincido en que la norma impugnada no vulnera las competencias de la Federación en materia de justicia cívica. 

 

De esta manera, con base en las consideraciones de este voto concurrente y con los matices antes anunciados, estoy de acuerdo con 

la sentencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

MINISTRO 

 

 

(Firma) 

 

 

LUIS MARÍA AGUILAR MORALES 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO PRESIDENTE ARTURO ZALDIVAR LELO DE LARREA 

EN LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 83/2017, PROMOVIDA POR EL PODER EJECUTIVO FEDERAL. 

 

En sesiones de nueve y diez de septiembre de dos mil diecinueve, el Tribunal Pleno discutió y resolvió la presente 

Controversia Constitucional en la que el Poder Ejecutivo Federal planteó la inconstitucionalidad de diversos artículos de la 

Constitución Política de la Ciudad de México, entre ellos, el artículo 9, apartado F, numeral 3132, pues a su juicio, la Asamblea 

Constituyente de la Ciudad de México invadió las competencias del Congreso de la Unión para legislar sobre el carácter de 

irrenunciable del agua y el uso y aprovechamiento de las aguas de jurisdicción federal. 

 

Presento este voto concurrente, ya que si bien, voté por la validez del artículo 9, apartado F, numeral 3, en la porciones 

normativas “irrenunciable” y “La gestión del agua será pública y sin fines de lucro”, considero necesario ahondar en las razones 

por las cuales dicho artículo no viola, sino que amplía, el derecho fundamental al agua contenido en el artículo 4º constitucional133. 

 

I. Criterio mayoritario 

 

La sentencia divide en dos el estudio del artículo, primero en cuanto a la porción “irrenunciable”, y segundo, sobre la porción “La 

gestión del agua será pública y sin fines de lucro”. 

 

En la primera porción, la sentencia recoge las consideraciones establecidas en la Acción de Inconstitucionalidad 15/2017 

y sus acumuladas134, misma que reconoció la validez del artículo 9, apartado F, numeral 3, en la porción  normativa “Es 

inalienable, inembargable, irrenunciable”, ya que conforme al régimen competencial constitucional, las entidades federativas 

cuentan con una competencia residual sobre las aguas que no sean nacionales y se encuentren dentro de su territorio. 

 

Así, tal como se sostuvo en dicha Acción de Inconstitucionalidad, se establece que el carácter de irrenunciable al agua no 

invade competencia alguna del Congreso de la Unión. Posteriormente sostiene que: (i) el artículo impugnado solamente se refiere 

al derecho humano del agua y su saneamiento, por lo tanto solamente establece el carácter de irrenunciable del agua potable para 

uso personal y doméstico; (ii) aunque se pensara que el agua potable es una materia concurrente, lo cierto es que no se ha emitido 

Ley General de Aguas, por lo que subsiste la competencia de la Ciudad de México; y (iii) al establecerse que el agua tiene un 

carácter de irrenunciable, solamente se está explicitando una propiedad que ya está reconocida implícitamente en el parámetro de 

regularidad constitucional —específicamente el artículo 4° constitucional y 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales135—. 

                                                           
132 Artículo 9 de la Constitución de la Ciudad de México. Ciudad solidaria […] 

F. Derecho al agua y a su saneamiento  

1. Toda persona tiene derecho al acceso, a la disposición y saneamiento de agua potable suficiente, salubre, segura, asequible, accesible y de calidad para el 
uso personal y doméstico de una forma adecuada a la dignidad, la vida y la salud; así como a solicitar, recibir y difundir información sobre las cuestiones 

del agua. 

2. La Ciudad garantizará la cobertura universal del agua, su acceso diario, continuo, equitativo y sustentable. Se incentivará la captación del agua pluvial. 
3. El agua es un bien público, social y cultural. Es inalienable, inembargable, irrenunciable y esencial para la vida. La gestión del agua será pública y sin 

fines de lucro.  

[…] 
133 Artículo 4º.- Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, 

aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de 

los recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía 
para la consecución de dichos fines. 
134 Resuelta en este apartado por unanimidad de votos en sesión de Pleno de veintitrés de agosto de dos mil dieciocho, bajo la ponencia del Ministro 

Laynez Potisek. 
135  Artículo 4 de la Constitución Federal. […] Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el 

acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo 

que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución. 
Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro 

ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley. […] 

 Artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales.  

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, 

vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la 

efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento. […]   

Artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales. 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.  

[…]   
3. En el párrafo 1 del artículo 11 del Pacto se enumeran una serie de derechos que dimanan del derecho a un nivel de vida adecuado, "incluso alimentación, 

vestido y vivienda adecuados", y son indispensables para su realización. El uso de la palabra "incluso" indica que esta enumeración de derechos no 

pretendía ser exhaustiva. El derecho al agua se encuadra claramente en la categoría de las garantías indispensables para asegurar un nivel de vida adecuado, 
en particular porque es una de las condiciones fundamentales para la supervivencia. El derecho al agua también está indisolublemente asociado al derecho 

al más alto nivel posible de salud. […] 
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Por otro lado, la sentencia señala que la porción “la gestión del agua será pública y sin fines de lucro” se refiere 

únicamente a la gestión del agua potable para uso personal y doméstico. 

 

En este sentido, establece que la prestación de los servicios públicos de suministro de agua potable, drenaje, 

alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, que constitucionalmente le corresponden a los municipios. Sin 

embargo, en este caso, le corresponden al gobierno de la Ciudad de México, ya que es una entidad federativa que por su 

naturaleza, no cuenta con municipios.  

 

Así, la sentencia concluye que la Asamblea Constituyente de la Ciudad de México puede establecer estándares sobre 

cómo debe realizarse el suministro de ese recurso e incluso decidir sobre si su prestación será mediante concesión, o bien, decidir 

si será pública y sin fines de lucro. 

 

II. Razones del voto 

 

Las razones de mi voto se centrarán únicamente en la validez de la porción “irrenunciable”, tal como lo hice también en 

mi voto concurrente de la Acción de Inconstitucionalidad 15/2017, ya que considero debe profundizarse sobre por qué esta porción 

no genera un problema de definición de derechos fundamentales y además no contradice los principios establecidos en el artículo 

4º constitucional, sino que los amplía. Esto, porque le dota un contenido mucho más social al derecho al acceso, a la disposición y 

saneamiento de agua potable. 

 

Entonces, la porción que caracteriza el agua como “inalienable, inembargable e irrenunciable” puede abordarse desde 

dos dimensiones diferentes: como un problema de distribución de competencias o como un problema de definición de derechos 

fundamentales.  

 

Aunque la sentencia aborda ambas dimensiones, centra su análisis en la problemática de distribución competencial. En 

efecto, la resolución sostiene que las entidades federativas tienen una facultad residual para regular el agua, ya que el artículo 27 

constitucional sólo reserva competencia a la federación respecto a las aguas nacionales. En este sentido, concluye que la Asamblea 

Constituyente de la Ciudad de México tenía facultades constitucionales para establecer regulación sobre las aguas de jurisdicción 

local y, en esa medida, para imponerles ciertos atributos o características en su constitución local. 

 

Si bien esos argumentos son acertados, me parece que era necesario profundizar en torno a la segunda de las 

dimensiones, esto es, en cuanto al derecho fundamental al acceso, a la disposición y saneamiento de agua potable reconocido en la 

norma impugnada.  

 

El párrafo sexto del artículo 4° constitucional contempla el derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para 

consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. Adicionalmente, el derecho al agua también se 

reconoce en el apartado h) del párrafo 2 del artículo 14 de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer136, el apartado c) del párrafo 2 del artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño137,  y 

el apartado a) del párrafo 2 del artículo 28 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad138.  

 

                                                           
136 Artículo 14 
[…] 

2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar, en 

condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el desarrollo rural y en sus beneficios, y en particular le asegurarán el derecho a: 
[…] 

h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de la vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento de 

agua, el transporte y las comunicaciones. 
137 Artículo 24 

[…] 

2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en particular, adoptarán las medidas apropiadas para: 
[…] 

c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria de la salud mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecnología 

disponible y el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de contaminación del medio 
ambiente; 
138 Artículo 28 

Nivel de vida adecuado y protección social 

[…] 

2. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a la protección social y a gozar de ese derecho sin discriminación por motivos 

de discapacidad, y adoptarán las medidas pertinentes para proteger y promover el ejercicio de ese derecho, entre ellas: 
a) Asegurar el acceso en condiciones de igualdad de las personas con discapacidad a servicios de agua potable y su acceso a servicios, dispositivos y 

asistencia de otra índole adecuados a precios asequibles para atender las necesidades relacionadas con su discapacidad; 
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Ahora, al tratarse de un derecho social, tal como sostuve en el amparo en revisión 566/2015139, el Estado tiene una 

obligación de proteger de manera inmediata su núcleo esencial. Asimismo, el Estado debe generar una política pública que 

progresivamente logre la satisfacción plena del derecho y debe abstenerse de adoptar medidas regresivas.  

 

En cuanto al contenido del núcleo esencial de dicho derecho —tal como sostuve en el voto de minoría en la controversia 

constitucional 48/2015—140,  éste consiste en el acceso a la cantidad mínima razonable de agua para el uso personal y doméstico y 

para prevenir enfermedades, sobre una base no discriminatoria en la que se incluyan a grupos vulnerables o marginados, además 

de prevenir, tratar y controlar las enfermedades asociadas al agua, en particular velando por el acceso a servicios de saneamiento 

adecuados141. Por esa razón, en ese asunto voté por reconocer la validez de una norma del Estado de Aguascalientes que establecía 

que ante la falta de pago en tres ocasiones consecutivas, se debía continuar prestando el ser servicio de agua. En mi opinión, dicha 

norma garantizaba el contenido mínimo del derecho, asegurando que el suministro no fuera interrumpido ante la falta de pago. 

 

Adicionalmente, el derecho al agua exige la protección de los demás derechos que son interdependientes de él en 

términos del artículo 1° constitucional. En el caso, la protección del derecho al agua se interrelaciona con la protección de otros 

derechos, tales como a la vida, la salud, la alimentación, la dignidad humana, un medio ambiente sano, entre otros vinculados con 

el desarrollo humano. En este sentido, la Corte Interamericana sobre Derechos Humanos en el caso Comunidad Indígena 

Xákmok Kásek vs. Paraguay142,  sostuvo que una reducción en el suministro de agua implicaba también una violación del 

derecho a la vida digna (artículo 4.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos) en tanto la falta de agua había expuesto 

a los miembros de dicha comunidad a riesgos y enfermedades. 

 

Ahora, el artículo 9, apartado F, numeral 3, de la Constitución Política de la Ciudad de México no contradice al artículo 

4° constitucional ni a los tratados internacionales de la materia. Por el contrario, reconoce en los mismos términos un derecho 

universal al acceso al agua potable suficiente, salubre, segura, asequible, accesible y de calidad para el uso personal y doméstico 

de una forma adecuada a la dignidad, la vida y la salud.  

 

Además, dicho artículo le da al derecho en cuestión una connotación adicional sosteniendo que el agua es “un bien 

público, social y cultural” y que “[e]s inalienable, inembargable, irrenunciable y esencial para la vida.” Ese contenido tampoco es 

contrario a los principios antes enunciados, sino que por el contrario, los amplía dándole un sentido mucho más social al derecho 

en cuestión, lo cual —tal como expliqué en la primer parte de este voto— es constitucional. 

 

 

 

 

(Firma) 

 

 

MINISTRO PRESIDENTE 

ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA 

                                                           
139 Resuelto el 15 de febrero de 2017. 
140 Resuelta el primero de diciembre de dos mil dieciséis, bajo la ponencia del Ministro Pérez Dayán. 
141 En el mismo sentido, se pronunció el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en la observación general número 15 “El derecho al agua 

(artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales)”. 
142 Corte Interamericana sobre Derechos Humanos. Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek Vs. Paraguay, Sentencia de 24 de agosto de 2010 (Fondo, 

Reparaciones y Costas). Serie C No. 214.  
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CONVOCATORIAS DE LICITACIÓN Y FALLOS 
 

Alcaldía Gustavo A. Madero 

Dirección General de Obras y Desarrollo Urbano 

 

Ing. Oscar L. Díaz González Palomas, Director General de Obras y Desarrollo Urbano en la Alcaldía Gustavo A. Madero, 

en observancia a lo dispuesto en los artículos 26 y 27 de la Ley de Obras Públicas del Distrito Federal, así como el Acuerdo 

Delegatorio, Publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, de fecha 30 de enero de 2019; y  

 

CONSIDERANDO 

 

El comunicado que el Instituto Local de Infraestructura Física Educativa (ILIFE) entregó el día 17 de febrero del presente 

vía correo electrónico, donde en cumplimiento a los Acuerdos de la Primera Sesión Ordinaria 2021 del Comité para el 

Diagnóstico de la Infraestructura Física Educativa, envía el archivo Excel denominado: "reporte de planteles atendidos en 

2020 y por atender en 2021 en la modalidad por contrato y administración" por parte de ese Instituto, en el que después de 

cotejar la información contenida se identificó que la Escuela Primaria Insurgente Morelos 3, se encuentra dentro de los 

planteles que intervendrá con trabajos de obra nueva y de mantenimiento. 

 

Dicho plantel forma parte de la Licitación Pública Nacional No. 30001098-001-20, por lo que, la Suficiencia Presupuestal 

para la ejecución de estos trabajos se modificó en su descripción, ya que será sustituido el plantel educativo en mención para 

cumplir con los alcances propuestos por la Alcaldía dentro del programa de Mantenimiento, conservación y rehabilitación 

de infraestructura pública en planteles educativos de la Alcaldía Gustavo A. Madero, en plena coordinación con otras 

dependencias del Gobierno Local y Federal, tengo a bien emitir el siguiente: 

 

AVISO POR EL CUAL SE MODIFICA LA DESCRIPCIÓN DE LA LICITACIÓN PÚBLICA NACIONAL 

NÚMERO: 30001098-001-21, PUBLICADA EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, EL DÍA 

17 DE FEBRERO DE 2021. 

 

Quedando de la siguiente manera: 

 

Licitación Pública Nacional No. 30001098-001-20, relativa a la “REHABILITACIÓN DE 10 PLANTELES ESCOLARES 

DE NIVEL BÁSICO: J.N. REPÚBLICA DE VENEZUELA, E.P. MTRA. GUADALUPE NÚÑEZ Y PARRA, E.P. GRAL. 

VICENTE GUERRERO, E.P. ANDRÉS OSUNA, E.P. PROFR. FERNANDO BEST, E. P. PROFRA. MA. DE JESÚS 

SANTA OLALLA LÓPEZ, E.P. REPÚBLICA DE PAKISTÁN, E.P. PROFR. MELITÓN GUZMÁN ROMERO, E.S. 

DIURNA No. 93 MARTÍN LUIS GUZMÁN Y E.S. DIURNA No. 12 ELÍSEO GARCÍA ESCOBEDO, UBICADOS EN 

LAS D.T. 2, 4 Y 5” integrada en la Convocatoria No. 01, publicada en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, el día 17 

de febrero de 2021. 

 

Transitorio. 

 

Único. - Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México 

 

Ciudad de México, a 23 de febrero del 2021. 

 

(Firma) 

 

Ing. Oscar L. Díaz González Palomas 

Director General de Obras y Desarrollo Urbano 
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AVISO 
 

Se da a conocer a la Administración Pública de la Ciudad de México; Tribunal Superior de Justicia y Congreso de la Ciudad de México; 

Órganos Autónomos en la Ciudad de México; Dependencias, Alcaldías y Órganos Federales; así como al público en general, los 

requisitos que habrán de contener los documentos para su publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, siendo los siguientes: 

 

A). El documento a publicar deberá presentarse en original o copia certificada ante la Unidad Departamental de la Gaceta Oficial y 

Trámites Funerarios, en un horario de 9:00 a 14:30 horas para su revisión, autorización y según sea el caso cotización, con un 

mínimo de 4 días hábiles de anticipación a la fecha en que se requiera sea publicado, esto para el caso de las publicaciones 

ordinarias, si se tratase de inserciones urgentes a que hace referencia el Código Fiscal de la Ciudad de México, estas se sujetarán a la 

disponibilidad de espacios que determine la citada Unidad. 

 

B). Una vez hecho el pago correspondiente, el documento a publicar tendrá que presentarse, debidamente firmado y rubricado en todas las 

fojas que lo integren, por la persona servidora pública que lo emite, señalando su nombre y cargo, así como la validación de pago 

correspondiente, emitida por la Secretaría de Administración y Finanzas y en página electrónica. 

 

1). Tratándose de documentos que requieran publicación consecutiva, se anexarán tantos originales o copias certificadas como 

publicaciones se requieran. 

 

2). En caso de documentos que requieran aprobación de autoridad competente, como: Reglamentos Internos, Estatutos, Bandos, 

Manuales, Programas Sociales, Acciones Sociales y/o Institucionales, deberá agregarse a la solicitud de inserción copia simple del oficio 

que acredite la misma, así como de la suficiencia presupuestal. 

 

3) Cuanto la publicación verse sobre el link en el que podrá ser consultado un documento, en la misma deberá señalarse el nombre y cargo 

de la persona responsable de su funcionalidad y permanencia en la página electrónica correspondiente, así como el número telefónico de 

contacto. 

 

C). La información a publicar deberá ser grabada en disco compacto rotulado contenido en sobre de papel o usb, en archivo con formato 

en procesador de texto (.doc), Microsoft Word en cualquiera de sus versiones, con las siguientes especificaciones: 

 

 Página tamaño carta; 

 Márgenes en página vertical: Superior 3, inferior 2, izquierdo 2 y derecho 2; 

 Márgenes en página horizontal: Superior 2, inferior 2, izquierdo 2 y derecho 3; 

 Tipo de letra Times New Roman, tamaño 10; 

 Dejar un renglón como espacio entre cada párrafo, teniendo interlineado sencillo, y espaciado a cero; 

 No incluir ningún elemento en el encabezado o pie de página del documento (logo o número de página);  

 Presentar los Estados Financieros o las Tablas Numéricas en tablas generadas en Word, cabe mencionar que dentro de las tablas 

no deberá haber espacios, enters o tabuladores y cuando sean parte de una misma celda, deberán ser independientes, en el anterior 

e inicio de cada hoja, así como no deberán contener interlineado abierto, siendo la altura básica de 0.35; si por necesidades del 

documento debiera haber espacio entre párrafo, en tablas, deberán insertar celdas intermedias; 

 Rotular el disco con el título del documento, con marcador indeleble; 

 No utilizar la función de Revisión o control de cambios, ya que al insertar el documento en la Gaceta Oficial, se generarán cuadros 

de dialogo que interfieren con la elaboración del ejemplar; 

 No utilizar numeración o incisos automáticos, así como cualquier función automática en el documento; y 

 La fecha de firma del documento a insertar deberá ser la de ingreso, así mismo el oficio de solicitud será de la misma fecha. 

 

D). La cancelación de publicaciones en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, deberá solicitarse por escrito con 3 días hábiles de 

anticipación a la fecha de publicación indicada al momento del ingreso de la solicitud, para el caso de publicaciones ordinarias, si se trata 

de publicaciones urgentes, será con al menos un día de antelación a la publicación, en el horario establecido en el inciso A) del artículo 11 

del Acuerdo por el que se Regula la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

E). En caso de que se cometan errores o los documentos contengan imprecisiones producto de la edición de la Gaceta Oficial de la Ciudad 

de México, que sean responsabilidad de la Dirección General Jurídica y de Estudios Legislativos, el titular de la misma podrá emitir la 

correspondiente “Fe de Erratas”, tratándose de errores, o imprecisiones responsabilidad de los solicitantes, contenidos en los documentos 

cuya publicación se solicite, deberán emitir la correspondiente “Nota Aclaratoria” en la que se deberá señalar específicamente la fecha y 

número de la Gaceta, la página en que se encuentra el error o imprecisión, así como el apartado, párrafo, inciso o fracción de que se trate 

en un formato “Dice” y “Debe decir”, debiendo solicitar su publicación en el referido Órgano de Difusión. 
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DIRECTORIO 

 

Jefa de Gobierno de la Ciudad de México 

CLAUDIA SHEINBAUM PARDO 

 

Consejero Jurídico y de Servicios Legales 

NÉSTOR VARGAS SOLANO 

 

Director General Jurídico y de Estudios Legislativos 

JUAN ROMERO TENORIO 

 

Director de Estudios Legislativos y Trámites Inmobiliarios 

GUILLERMO CRUCES PORTUGUEZ 

 
Subdirector de Proyectos de Estudios Legislativos y Publicaciones 

YAHIR ADÁN CRUZ PERALTA 
 

Jefe de Unidad Departamental de la Gaceta Oficial y Trámites Funerarios 

SAID PALACIOS ALBARRÁN 

 

INSERCIONES 

 

Plana entera ......................................................................................  $ 2,174.00 

Media plana ......................................................................................  $ 1,169.00 

Un cuarto de plana ..............................................................................  $ 728.00 

 

Para adquirir ejemplares, acudir a la Unidad Departamental de la Gaceta Oficial, sita en la Calle Candelaria de los Patos s/n, 

Col. 10 de Mayo, C.P. 15290, Demarcación Territorial Venustiano Carranza, Ciudad de México. 

 

Consulta en Internet 

www.consejeria.cdmx.gob.mx 

 

 

GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

Impresa por Corporación Mexicana de Impresión, S.A. de C.V. 

Calle General Victoriano Zepeda No. 22, Col. Observatorio C.P. 11860, 

Demarcación Territorial Miguel Hidalgo, Ciudad de México. 

Teléfono: 55-16-85-86 con 20 líneas. 

www.comisa.cdmx.gob.mx 

 

IMPORTANTE 

El contenido, forma y alcance de los documentos publicados, son estricta responsabilidad de su emisor 

(Costo por ejemplar $42.00) 

http://www.comisa.cdmx.gob.mx/

